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    Es un verdadero placer presentar un libro escrito por quien reúne la condición de periodista de raza —como lo sabemos quienes conocimos a su padre— y, al mismo tiempo, la de colega abogado. Más agradable aún es hacerlo en compañía de otro extraordinario comunicador como es Víctor Hugo Morales, con quien concuerdo plenamente en que es bueno que todo periodista lo tenga a mano.


    Las cuestiones que aborda este trabajo son amplias; si tuviera que detenerme en cada una de ellas, debería escribir otro libro. Resisto, pues, la tentación. Quizá se pudieran clasificar en núcleos temáticos: 1) defecto técnico jurídico en la información; 2) escándalo en el seguimiento de los casos; 3) el desprestigio de la justicia, y 4) el miedo al delito, inseguridad o pánico moral.


    Hay una base común a los cuatro núcleos en la que inciden dos vertientes diferentes: la curiosidad del público por la noticia roja y el miedo.


    La curiosidad —muchas veces calificada como morbosa, de cuyo carácter no estoy nada seguro— es una realidad en toda sociedad. Se la ha analizado por todos los que se ocuparon de la popularidad de las novelas policiales al irrumpir estas en el siglo pasado, precedida, en el siglo XIX, por la explosión del periodismo en los juicios famosos, especialmente en Francia. Esta última habilitó el prestigio de una especialidad médica hasta entonces subestimada: los psiquiatras. De allí nació la alianza de estos con la policía, que dio lugar al positivismo peligrosista y a la criminología del reduccionismo biológico y racista.


    No ha faltado quien aventuró la opinión de que el gancho del relato policial se encuentra en el inconsciente, pues queremos saber cómo termina para tener la certeza de que no somos los asesinos. Allí dejo la cuestión: me limito a constatar que la curiosidad es una realidad innegable.


    En cuanto al miedo, en todas las sociedades y épocas ha existido. Casi diría que la política es el arte de manejar los miedos: a la guerra, al hambre, al desempleo, a la pobreza, a la enfermedad, etcétera. Hoy, en toda sociedad, hay miedo al delito. Los periodistas suelen preguntar si la inseguridad es una sensación o una realidad. El interrogante no tiene mucho sentido: inseguridad en la forma en que se emplea la expresión no es la que se puede sentir frente a una decisión, sino que es sensación de miedo o como se lo quiera llamar en cualquiera de sus grados (alarma, temor, pánico, terror) y que, inevitablemente, es un fenómeno subjetivo que responde a la pulsión de conservación. Los animales no humanos tienen sus miedos filogenética o instintivamente condicionados, pero como a los humanos la filogenia no nos terminó del todo, los miedos que hacen a nuestra conservación los completa y condiciona la cultura. De cualquier manera, el miedo frente a un ente temible es normal y no tiene nada de patológico.


    En el plano individual, el miedo es patológico cuando no se corresponde con un objeto temible o cuando no guarda proporción con el peligro que representa ese ente. Aunque no se puede trasladar lo individual a lo social sin más, lo cierto es que hay sociedades que son víctimas de estados paranoides: las cazas de brujos en África, o de brujas en la Edad Media europea, o la famosa invasión de marcianos en Nueva York. En ocasiones, se producen verdaderos delirios colectivos persecutorios cuando se identifica a un chivo expiatorio, como los judíos en tiempos de nazismo.


    Si la pregunta periodística estuviera bien formulada, debería indagar si el miedo al delito se corresponde con la realidad del delito, en cuyo caso sería normal.


    Entendido que estas son las bases sobre las que tienen lugar los núcleos temáticos que el libro desarrolla, diría que se entrecruzan. El defecto técnico en la información, la soltura con que se critica a peritos, jueces y fiscales, en que se opina de criminalística en los medios y en especial en la TV es por cierto alarmante. La convocatoria de supuestos especialistas no lo es menos. Se parte de una previa toma de posición y se carga contra alguien o a favor de alguien sin miramientos. No cabe duda de que esto explota la curiosidad del público al extremo, pues sin ella no tendría éxito. Siento observar que por muy buena que sea la intención del autor, no creo que sus colegas abandonen fácilmente este filón de rating.


    Lo lamentable es que cuando la justicia no responde a la condena o la absolución mediática, se cae sobre ella y se la desprestigia despiadadamente, incluso imputando a jueces y fiscales, en ocasiones, con cierto éxito por parte de políticos inescrupulosos que buscan votos a costa de cualquier cosa.


    La justicia tiene muchos defectos —tendría que escribir otro libro para mencionarlos—, pero hay uno que corre por cuenta de ella y no del periodismo. Los jueces y fiscales egresan de las facultades de Derecho y estas no los preparan para la actuación mediática. Es frecuente ver a algún colega respondiendo en un dialecto jurídico incomprensible para el común de los mortales. Incluso la propia idea de garantías no la expresan con claridad. Frente al cuestionamiento —frecuentemente formulado por algún periodista que cree tener la carta ganadora— de que los delincuentes tienen demasiadas garantías, no saben responderle que las garantías no son para los delincuentes, sino para usted, periodista, para que no le quiten el micrófono o la cámara, para que esta noche no se meta la policía en su casa, para que no lo condenen por un delito que no cometió. ¿O acaso se cree que los delincuentes tienen la piel verde o que los jueces los reconocemos por un tercer ojo en la nuca?


    En cuanto al miedo al delito o pánico moral, hay datos que llaman poderosamente la atención. América Latina tiene muy diferentes índices de violencia y Europa los tiene más bajos que toda nuestra región. Si tomamos como indicador objetivo al homicidio —que es el mejor termómetro de la violencia criminal—, esto se verifica sin mayor dificultad con los datos de la ONU. Sin embargo —y es lo llamativo—, el discurso mediático productor del pánico moral es común a toda nuestra región y a Europa, o sea, que para los medios no interesa la realidad de los muertos, su discurso es único y parejo.


    El problema es que como resultado a nadie le interesa mucho los muertos, sino que todos se preocupan por la sensación. Prueba de esto es la increíble pobreza de investigación criminológica de campo. Cuando desde hace tres años nos ocupamos de investigar los homicidios dolosos de la Ciudad de Buenos Aires y hoy lo extendimos a todo el Conurbano Bonaerense, lo hicimos porque nadie disponía de esos datos, ni siquiera los cuantitativos eran exactos. Todos hablan de violencia, todos sindican factores, todos afirman que aumenta, pero nadie tiene los datos del delito más violento y tampoco se había ocupado de recogerlos con cierta meticulosidad en vistas de su prevención.


    No he de sintetizar mal lo que está bien explicado por otros: sería bueno que los periodistas leyesen un libro esclarecedor: Gobernar a través del delito, de Jonathan Simon, vicedecano y profesor de derecho de la Universidad de California en Berkeley1. Se explicarán muchas cosas.


    Desinteresarse de la realidad de la violencia es criminal, porque si no la conocemos, no podemos prevenirla y reducirla. Jugar con el miedo a la violencia es éticamente penoso y habla muy mal del estado de nuestra cultura. De todas maneras, tampoco es nuevo; no creamos que nuestro tiempo inventó todo. Permítaseme reproducir dos párrafos: “… la delincuencia en la Ciudad de Buenos Aires aumenta en forma alarmante, agitando, sin descanso, sus temerosos tentáculos. […] Está fuera de toda duda que desde algunas décadas a esta parte una gran crisis moral agita el pensamiento y fatiga las conciencias, y que en la vida ha penetrado una desconfianza, una incertidumbre, una perplejidad, que afloja los vínculos de la familia y desata los de la sociedad”.


    Creerán que los tomo de algún medio de antes de ayer. No es así. Sigo citando el mismo libro, más adelante: “El 6 de setiembre de 1930, ante un día radiante de sol, la población de Buenos Aires vio triunfar la revolución que fue como la reacción del pueblo contra un estado de cosas que había llegado a su límite extremo”2.


    La manipulación de los miedos —hoy y siempre— fue cuestión de la política; la prevención de la violencia es cuestión de la humanidad misma. El fin puede justificar algunos medios, pero cuando el medio es la vida de los semejantes, jamás lo puede justificar. Es bueno que el periodismo tenga bien clara esta diferencia.


     


     


     


     


     


     


    
      
        1 Gedisa, 2011.

      


      
        2 La cita es de Oreste Ciattino, La delincuencia en Buenos Aires, edición de autor, 1930, página 112, nota 1.

      

    

  


  
    PRÓLOGO


    por Víctor Hugo Morales


     


     


    Cada mañana, en la radio, debo afrontar una nota por temas policiales. Cada mañana, siento que es un terreno en el que me desenvuelvo pésimamente. Los periodistas somos especialistas en generalidades y podemos resolver, sobre la marcha, los inconvenientes de las profundas ignorancias que nos acompañan, pero lo que hacemos es multiplicar la desinformación.


    Por otra parte, se forma una cadena de errores que va de la televisión a los diarios y recala en la radio, y lo único diferente podría ser el recorrido. La constante es manejar términos como “condenado”, “prisión preventiva”, “sentencia firme”, “testigo encubierto”, “fianza”, “careo”, “excarcelación”, “embargo”, “cadena perpetua”, “reclusión”, con una ligereza que ya no tenemos tiempo de corregir.


    A cierta altura, es difícil ponerse a estudiar algunos temas por si aparecieran en una nota que debemos realizar. Y vamos como el que camina por el desierto y ha dado una vuelta sobre sus talones y ya no sabe por dónde empezar. En los últimos tiempos, la precisión escaseó aún más en casos resonantes de crímenes que alcanzaron una gran difusión en la televisión y arrastró a los diarios y a las radios a coberturas exacerbadas y copiosas que también dejaron de a pie a los profesionales.


    Este libro, que me prometo tener a mano siempre, como un auxilio profesional, tiene interés para toda persona atraída por las noticias policiales y jurídicas. La condena mediática de la que buena parte de la audiencia participa, las frases hechas de comunicadores que sueltan ideas sin corroborarlas estadísticamente, como “No pasa nada con los menores que delinquen”, suelen escucharse como si fueran una verdad constatada.


    La intencionalidad política vino a ofrecer otra fuente abierta al lado del pozo de ignorancia en el que abrevamos. Es con ese cóctel que cada día se informa. La calidad está en caída libre, y este libro viene a ponerle una red de contención. Anteponer las verdades de los expedientes a la tarea indiciaria de la que participamos, mucho más por falta de preparación que por mala fe, utilizar los términos correctos, porque a veces, entre una forma y otra de informar, hay una diferencia de veinte años de cárcel, enriquecer el vocabulario y la nobleza de la información serán consecuencias más que deseables al tomar contacto con este libro.


    He dejado para el final comentarles que conozco al doctor Darío Villarruel desde hace casi treinta años. Gracias a su influencia, pudimos hacer una de las coberturas de mayor trascendencia en mi vida periodística, en 1991, a raíz del caso de María Soledad Morales en Catamarca.


    Presento el libro despojado del afecto que siento por Darío para situar estas palabras en lo estrictamente profesional. Dejo una línea para el cierre: quiero decir que (In)Justicia mediática me genera un anticipado orgullo.

  


  
    INTRODUCCIÓN


    Este trabajo nació en virtud de mi experiencia en la información judicial en la que, a lo largo de los años, observo que se acrecienta la brecha entre lo que publican los medios de comunicación y lo que se investiga y se resuelve en un expediente penal. Desde hace veintitrés años, trabajo en distintos medios, siempre en la misma temática, y aprecio la mala praxis periodística al momento de informar sobre estos temas tan delicados, ya que muchas veces se vinculan con la vida y con los bienes de las personas. Si a esa ecuación le sumamos lo que recibe la sociedad como información a través del vehículo que son los medios, se llega a la conclusión de que a la justicia como valor supremo de una sociedad democrática, que no es perfecta, se le agrega la desconfianza general de la población por las razones antes expresadas.


    El Derecho es una ciencia que se rige por leyes, códigos y normas, y que se necesita un mínimo conocimiento para poder trasmitir informaciones que pasen por esas coordenadas a la sociedad. No es lo mismo hablar de política, economía, deporte o espectáculos que de cuestiones judiciales, mal llamadas en la jerga periodística “policiales”. Son los jueces los que condenan a las personas y no los policías, quienes, de acuerdo a lo que establece nuestra legislación, solo son auxiliares de la Justicia. Para referirse a homicidios, violaciones, secuestros extorsivos, corrupción, etcétera, se necesita conocer el Código Penal de la Nación y el Código Procesal de la jurisdicción donde haya sucedido el caso para explicar de qué trata la historia, con profesionalismo y con respeto por el ciudadano común.


    De más está decir que el periodista es el vehículo necesario para que la opinión pública esté informada y que este tipo de hechos, el caso judicial, tiene como agravante que, en general, los jueces y los fiscales no son amigos de mostrarse mediáticamente, por lo que solo nos queda la campana periodística, que es una sola.


    El derecho a la información ponderado por nuestra Constitución Nacional debe ser ejercido con responsabilidad y es necesario evitar que la información tendenciosa y malintencionada desplace el deber de informar con fidelidad y de corroborar los hechos reales, en honor a la verdad y nada más que la verdad.


    Hay una máxima periodística que no se debe olvidar, mucho menos en cuestiones judiciales: “Los hechos son sagrados, la opinión es libre”.


    Si nos ajustásemos a esta premisa, no habría tanto debate, ni tanta desmentida, ni tanta información errónea. Sin duda, los momentos que se viven en nuestro país donde se consumen diariamente temas relacionados con lo jurídico, imponen que los periodistas debamos capacitarnos mejor para abordar temas de Derecho y para ser respetados al analizar un fallo o al emitir una opinión sobre una cuestión legal.


    Como ocurre en los países del primer mundo, la especialización es necesaria para emprender cualquier trabajo periodístico. Más aún si tenemos en cuenta que el ciudadano común se ve vapuleado, todos los días, por los distintos medios, con palabras como “procesado”, “prisión preventiva”, “falta de mérito”, “careo”, “testigo de identidad reservada”, “excarcelación”, “sentencia firme”, “recusación”, “prejuzgamiento”, etcétera, sin saber de qué le están hablando.


    En la actualidad, los diarios traen por lo menos un 50 % de sus títulos vinculados a la justicia. A propósito de ello, en este trabajo presento un breve glosario de términos judiciales, donde consta el significado de las palabras del Derecho que comúnmente se utilizan para explicar un caso en los medios de comunicación.


    A veces, la mala información es peor que la desinformación, puesto que se trata del hecho y del derecho aplicable al caso y no de especulaciones periodísticas. Prueba de lo expresado son muchos titulares de diarios, y me remito a un ejemplo como muestra. En el año 1983, el diario Crónica tituló: “Absolvieron a Kindergarten”, refiriéndose a una película del director Jorge Polaco que había sido prohibida. De más está aclarar que se absuelve a personas y no a películas. Se lee o se escucha: “Indagaron” al testigo, cuando se debe decir “interrogaron”. O que le dictaron la prisión preventiva a alguien cuando, en realidad, lo procesaron. O que pagó dos mil pesos para quedar libre, cuando ese monto se da para garantizar la presentación ante la justicia mientras dure el proceso.


    Es imprescindible esmerarse por informar, porque, lamentablemente, la gente confía más en los periodistas que en la justicia. La calidad de la información judicial debe superar a la cantidad, más allá de que los grupos económicos propietarios de los medios de comunicación, a veces con fines comerciales o de rating, puedan manipular la noticia. En estos temas tan sensibles, donde siempre hay una víctima y un victimario, cada uno con sus respectivas familias, es necesario tomar distancia, profundizar el conocimiento judicial y tener información fidedigna que solo se encuentra en la causa judicial. Recuerdo una máxima jurídica que dice: “Todo lo que no está en el expediente, no existe”.


    Otro disparador para decidirme a escribir este libro es el tema de la corrupción. Explicar por qué tardan tanto tiempo en resolverse estas cuestiones donde aparecen funcionarios y exfuncionarios vinculados con delitos graves, como contrabando de armas, coimas, enriquecimiento ilícito, administración fraudulenta, etcétera; analizar la falta de sentencias y los motivos por los que prescriben la mayoría de los procesos contra funcionarios públicos, incluidos expresidentes de la Nación, ya que si no hay sentencias, mucho menos habrá condenas ni personas detenidas por esta clase de hechos tan graves para la credibilidad social.


    También hago referencia a los casos mediáticos de gran repercusión en los últimos tiempos, como los casos del padre Grassi, Wanda Taddei y Ángeles Rawson. Este último, sin duda, es el de mayor repercusión mediática de los últimos quince años y se ubica después del caso de María Marta García Belsunce, quien fue asesinada por su esposo en un country de la provincia de Buenos Aires. Se analizan poniendo énfasis en el tratamiento que los medios le dieron a cada uno de estos temas.


    Además, un apartado especial está dedicado a los accidentes de tránsito, una de las principales causas de muerte en nuestro país. Qué dice la ley acerca del homicidio culposo y del tan mentado homicidio con dolo eventual. Encontraremos la respuesta del porqué no hay conductores desaprensivos en las cárceles de nuestro país y citamos, como ejemplo, el caso de Rodrigo Barrios, el boxeador que en la ciudad de Mar del Plata atropelló y dio muerte a una mujer que estaba embarazada, sin dejar de recordar el de Sebastián Cabello, un leading case en esta materia.


    En estas situaciones queda claro que la gente cree que la ley es lo que no es y hay un vacío informativo que se llena con periodismo de muy baja calaña que, a la larga, genera la sensación de que no existe o no hay justicia en la sociedad.


    En este trabajo no se busca destacar la labor del Poder Judicial de la Nación, que tiene muchos problemas, pero sí entender que en la mayoría de los casos, los jueces resuelven lo que dice la ley. A veces, esta resolución no coincide con lo que las personas quieren, cuya opinión ya se ha formado con la lectura de la información sin la rigurosidad requerida para este tipo de hechos que genera repulsa popular y que moviliza lo que en Derecho Penal se llama “vindicta pública”, que no deja de ser un grado más civilizado que el de una venganza.


    También abordo el rol del Servicio Penitenciario, la resocialización de las personas que cometen delitos penales y la función del Patronato de Liberados para el tratamiento que deben tener mientras estén detenidos y cuando recuperan su libertad.


    Para entender mejor algunos temas complejos, hemos convocado a especialistas como el doctor Marcelo Saín por su conocimiento en temas de seguridad y medios de comunicación; a la doctora María Florencia Arietto, en cuestión de violencia institucional y de gatillo fácil, entre otros abusos de las fuerzas de seguridad, y al doctor Gustavo Gallo, defensor de menores, sobre la inimputabilidad de los menores de edad y de lo que sucede cuando un menor de 18 años de edad delinque, algo debatido permanentemente por la sociedad, los políticos y los medios de comunicación.


    Para acercar a la ciudadanía con la justicia, también destacamos el rol de los jurados en el juicio por jurados. Hacemos referencia a las provincias que ya lo implementan y, en especial, el caso de la provincia de Buenos Aires, que fue recientemente aprobado por el gobierno de Daniel Scioli. Allí se ponderan las ventajas y las desventajas y qué función tendrán los medios de comunicación en este nuevo sistema de juzgamiento que está previsto en nuestra Constitución de 1853.


    En síntesis, el fin de esta humilde obra es tratar de entender la importancia de informar con propiedad sobre temas judiciales. Si se comprende mejor por qué alguien es acusado, llevado a juicio y condenado o absuelto, habrá menos lugar para la especulación periodística. No se debe olvidar jamás que detrás de cada hecho hay familias que se ven expuestas mediáticamente y tienen que dar explicaciones sobre la culpabilidad o no de determinados individuos, aspecto que solo lo debe resolver la Justicia.


    Por mi experiencia como abogado y como periodista de investigación en distintos medios gráficos, radiales y televisivos, debo decir, con estupor, que a veces a pesar de que la sentencia jurídica favorezca a una persona y se la declare inocente, si el vapuleo mediático la mostraba como culpable durante el proceso, puede darse que un inocente para la justicia sea culpable para la sociedad, con todo lo que eso significa. Es cierto que la justicia humana es falible, pero en un sistema democrático con división de poderes, el Poder Judicial y sus jueces son quienes determinan cuándo una persona es culpable o inocente. Las condenas mediáticas no se ajustan al Estado de derecho.


    Por último, quiero agradecer a dos amigos que prologaron este trabajo. En primer término, el doctor Eugenio Raúl Zaffaroni, profesor de Derecho Penal, miembro actual de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a quien conozco desde hace más de veinte años cuando fui alumno en la facultad, por darme el lujo de contarlo en este ensayo jurídico-periodístico y a quien respeto y aprecio por su coherencia ideológica en materia de derecho penal desde siempre.


    En segundo lugar, a Víctor Hugo Morales, un maestro de periodismo para mí, con quien tuve la suerte de empezar mi carrera como periodista deportivo, allá por 1986. Mi padre, Sergio Villarruel, periodista de oficio, como le gustaba decir, una vez me sugirió: “Si tenés dudas de qué camino tomar desde la ética profesional, hablalo con Víctor Hugo, él te va a saber guiar”.


    Ambos son referentes en mi vida, uno en materia jurídica, otro en materia periodística; los dos por la coherencia y por la honestidad a flor de piel.


     


    DARÍO VILLARRUEL


     

  


  
    CAPÍTULO UNO

    La verdad jurídica y la verdad periodística


     


     


     


     


    El Derecho es una ciencia, no exacta, pero ciencia al fin. Tiene mayor relación con las reglas de convivencia que con la justicia como valor intangible. La revolución de las tecnologías de la información y la comunicación, sin duda, ha convertido a los medios masivos en un factor central de la vida de las personas en tanto generadores de datos y de ideología. Naturalmente, la información de índole judicial no escapa a este avance. Por lo tanto, ocurrido un hecho policial —o debería decirse un caso judicial—, el rol de los medios pasa a tener una importancia suprema debido a que forma opinión ante un público que, casi en su totalidad, desconoce las reglas de un proceso penal.


    En primer lugar, la Constitución Nacional establece claramente las garantías de la libertad y de la seguridad de las personas, y varias reglas y principios generales para su protección y aplicación por la justicia. En el artículo 18 dice: “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo, fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales o sacado de los jueces designados por ley antes del hecho de la causa. Nadie pude ser obligado a declarar contra sí mismo, ni arrestado, sino en virtud de una orden escrita de autoridad competente”. Es decir que nadie es culpable hasta que haya una sentencia firme que así lo determine, lo que se conoce como “presunción de inocencia” que surge de la interpretación doctrinaria y jurisprudencial de este artículo de nuestra Carta Magna que, sin duda, es el más importante en cuanto a los derechos individuales que deben estar protegidos.


    En el mundo mediático argentino, por lo general, se invierte la norma. Las etiquetas que utilizan los medios —“asesino”, “violador”, “delincuente”, “secuestrador”, “ladrón”, “homicida”, “pedófilo”—, puestas por ignorancia o por la necesidad de títulos espasmódicos de alto impacto, contribuyen a deformar la situación. Desde que un hecho ocurre hasta que se dicta la sentencia, transcurren al menos dos años de tiempo. Los medios suelen cubrir el comienzo del evento —las detenciones, el velatorio del asesinado, los allanamientos en búsqueda de acusados— y luego abandonan la cobertura. Como la parte más “morbosa” del caso ya sucedió y ya no vende, no sabemos si el detenido del comienzo de la noticia era o no el asesino.


    En un alto porcentaje, salvando algunos colegas especializados en temas judiciales, no se siguen los casos y el paso a paso del expediente se olvida, lo que marca hasta una cierta desidia por saber la verdad.


    Ocurre también que cuando un caso toma gran magnitud pública, como por ejemplo, el de Candela Sol Rodríguez, la niña secuestrada, violada y asesinada por razones aún no esclarecidas, la presión de los medios y de la opinión pública provoca que se salga a una caza de brujas y que se sentencie a “perejiles” para paliar la “sed de justicia” popular. Al comienzo de esta investigación, hubo diez detenidos que, poco a poco, fueron quedando en libertad al demostrarse que no tenían vinculación con el hecho. La Cámara de Apelaciones separó al juez y al fiscal de la causa para que sean investigados por detener a chivos expiatorios para “tranquilizar” a los medios de comunicación y a la sociedad.


    Desde este enfoque, el rol de los medios masivos es fundamental y determinante. Un caso mediático impune genera desconfianza en la sociedad. Es cierto que el Poder Judicial no goza de prestigio, pero también es verdad que muchos casos no mediáticos se esclarecen. Un buen ejemplo es el de Lucila Frend y Solange Grabenheimer. Estas dos amigas convivían y una de ellas, Solange, apareció muerta en su casa del partido de San Isidro. La justicia determinó, en un juicio oral, absolver a Lucila del cargo de homicidio. Tiempo después, la Cámara de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires confirmó el fallo de primera instancia. El caso no pudo esclarecerse, pero quedó despejado que la persona señalada por la familia de la víctima, los medios y la fiscalía es inocente.


    Muchos diarios y portales de Internet, mientras se habló del tema, pusieron énfasis en que Lucila era la responsable de lo que le ocurrió a Solange con títulos como “La había matado la amiga” o “Amiga asesina”. Esta condena mediática no coincidió con el actuar de la justicia. ¿Qué hicieron los medios ante esto? ¿Pidieron perdón a Lucila y a su familia por instalar una posibilidad como verdad? ¿Asumieron su error? Por el contrario, la noticia de la confirmación de la absolución de Lucila Frend fue presentada como de segundo orden, en la parte descartable de los diarios y poco comentada en los canales de televisión.


    El beneficio de la duda


    Este es un derecho fundamental que tienen todos los justiciables que están sometidos a un proceso penal. Deriva del latín in dubio pro reo, que marca que a la hora de determinar la condena por un delito, en caso de duda, se debe estar a favor del reo. Así está previsto en el artículo 13 del Código Procesal Penal de la Nación que sostiene que “en caso de duda, deberá estarse siempre a lo que sea más favorable al procesado”. Asimismo, el artículo 12 del mismo cuerpo legal señala: “No podrá aplicarse ni por analogía otra ley que la que rige el caso, ni interpretarse en contra del procesado”.


    A esto hay que sumarle el principio de que siempre se debe aplicar la ley más benigna, es decir, en materia penal se aplica la norma más favorable al imputado. En los juicios orales, cuando se dicta sentencia, a veces, los magistrados deben absolver si tienen dudas sobre cómo ocurrieron los hechos y/o la responsabilidad de los acusados. Teniendo en cuenta las absoluciones que se dan en los juicios orales, se puede decir que de cada 10 absoluciones solo 2 se dan por este “beneficio de la duda”.


    Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo hecho


    Otra garantía que establece el Código Procesal Penal, prevista en su artículo 7, marca que nadie puede ser procesado o condenado sino una sola vez por el mismo hecho. El latinismo non bis in idem tiene por objeto evitar dos condenas por un mismo hecho que oportunamente fue resuelto. Estas prerrogativas a favor del procesado son de base constitucional y tienen que ver con el derecho de defensa en juicio y con el debido proceso legal.


    Desde los medios de comunicación se desconoce esta normativa y en general no se explica con claridad por qué alguien que fue acusado de un delito finalmente es absuelto.


    Dejemos en claro que es el Estado quien debe probar la culpabilidad de una persona y no el acusado quien debe probar su inocencia, la cual, como se mencionó anteriormente, se presume, y esto constituye la base del derecho penal liberal.


    A veces, erróneamente, se afirma que un caso quedó impune cuando lo que sucede es que las pruebas en la causa no son suficientes para condenar a alguien.


    La excarcelación y la exención de prisión


    Ambos institutos, previstos en el Código Procesal Penal de la Nación, son medidas cautelares que se dan en un proceso penal y que son derechos que pueden ser ejercidos por los acusados de un delito. Es muy común la confusión entre ellos; generalmente, se los equipara o se invierte su significado.


    A efectos didácticos, podemos explicar que la excarcelación es la posibilidad de que una persona que se encuentra detenida, previamente al dictamen del fiscal, pida al juez la posibilidad de recuperar su libertad mientras dure el proceso. Puede ser bajo caución real o bajo caución juratoria. En el primer caso, se da dinero o bienes como garantía y en el segundo, se trata de libertad bajo palabra. Hay requisitos que el juez fija y que el acusado debe cumplir para gozar y no perder este beneficio.


    La exención de prisión, que antes de la última reforma del Código Procesal se llamaba “eximición de prisión”, consiste en lo contrario a la excarcelación. Cualquier persona que esté libre y que tenga la sospecha de que puede ser denunciada ante la justicia penal por un determinado delito, puede pedir este instituto. También lo pueden solicitar las personas que están libres, pero ya tienen una denuncia penal, siempre y cuando la característica del delito denunciado así lo permita. Esto se relaciona con el monto máximo y mínimo de la pena que podría tener la persona denunciada por ese delito. Esta misma regla se aplica en la excarcelación.


    Podríamos resumirlo así: para pedir la excarcelación, es requisito esencial estar detenido a orden de un juez; para pedir la exención, es requisito esencial estar libre.


    Opinar desde el lugar de la víctima


    Nosotros, los periodistas, debemos tratar de investigar o llevar al público la verdad de los hechos, no nuestro pesar por el dolor de las víctimas. Sin embargo, se cae fácilmente en el horror periodístico de opinar desde el lugar de la víctima. Al hacerlo, se reduce a la simpleza de necesitar culpables inmediatos, cuando el derrotero de una causa penal no funciona de esa manera.


    Casualmente, cuando un colega realiza una nota al supuesto victimario, se observa que lo increpa, lo presiona. En realidad, los periodistas no somos los damnificados directos del hecho. Se produce una paradoja, ya que si un fiscal o un juez interrogan a un detenido, lo hacen de forma respetuosa y con las garantías del debido proceso y la defensa en juicio. Si los encargados de una investigación nunca se exceden en la búsqueda de la verdad, ¿por qué los colegas periodistas sí lo hacen?


    Volviendo al concepto de vindicta pública, en la sociedad se ve que este se ajusta a nuestras normas legales. Por más dramática que sea la situación, un fiscal y un juez deben investigar para arribar a la conclusión de que alguien cometió un delito. La causa mediática no tiene retorno. Afecta el honor de las personas, cuestión que también protege el Código Penal, bajo el título “Delitos contra el honor de las personas”, en los artículos 109 y 110, entre otros.


    Lamentablemente, en nuestro país no hay una gimnasia de hacer juicios a los medios de comunicación que catalogan de “asesino” o “ladrón” a alguien que no fue condenado. En los Estados Unidos de América, en salvaguarda de los derechos individuales de los ciudadanos, las condenas civiles por daños y perjuicios son muy comunes, y alcanzan en algunos casos montos millonarios contra medios que tildaron de homicidas a personas luego declaradas inocentes; incluso, muchos medios contratan seguros para hacer frente a este tipo de demandas.


    En la Argentina, generalmente, los apuntados son personas humildes que aun absueltas, después de ser sentenciadas por los medios, no tienen ni fuerza ni ganas de intentar algún resarcimiento por vía judicial. Además, el tiempo que transcurre entre el hecho, la condena pública, social y mediática, y el juicio que los declara inocentes es de años y para las personas involucradas es como revivir un infierno, por lo que no tienen el menor interés en pasar por otro proceso legal, a pesar de que ellos reclamen por los daños.


    Estas afirmaciones acerca del rol de los medios de comunicación no tienen nada que ver con la libertad de prensa, reconocida tanto por la Constitución Nacional como por los tratados internacionales.


    El daño es grande e irreparable


    Cuando, por ejemplo, se dice que alguien mató sin que haya tenido nada que ver en el hecho, se genera un daño irreparable. Existen formas cuidadas para presentar un caso mediáticamente que no generan riesgos de un futuro juicio por calumnia e injurias o por daño moral. Por ejemplo, algunos medios titulan: “Se detuvo al presunto asesino”, “Habría un detenido por el caso...”, “El fiscal cree que la persona fue el autor del hecho”. Estas frases no son idénticas a decir: “Detienen al asesino”, “El detenido es el autor del hecho”. Se puede utilizar el modo potencial del verbo o poner una afirmación en boca de quien asevera una situación, como el fiscal o el juez de la causa.


    El uso del lenguaje a la hora de comentar un hecho judicial es fundamental no solo por la cuestión antes mencionada de evitar futuros juicios, sino también, y especialmente, para no generar falsas expectativas en quienes consumen esas noticias, porque en el 50 % de los casos los detenidos en el momento del hecho son personas que no están involucradas.


    In fraganti delito


    Este latinismo proviene del Derecho Romano, se explica como la detención de una persona por la autoridad en el momento que comete un hecho in fraganti. Por ejemplo, alguien sale de robar un banco con un maletín, es observado, filmado y sorprendido con el dinero y con el arma que utilizó. Aun en este tipo de casos, donde todo parece tan claro, el autor goza de la presunción de inocencia hasta que se demuestre lo contrario. Por tal motivo, habrá un juicio oral con testigos, documentación, pruebas y finalmente, una sentencia. Recién en esa instancia se podrá titular: “Condenaron al ladrón del banco a la pena de…”. Antes de esto, no es ni ladrón, ni delincuente, ni “caco” —como los llaman algunos medios amarillistas—, solo es acusado de robar un banco. Como se ve, no es tan fácil la cuestión en el mundo del derecho penal, que no es el mundo cotidiano que simplifica la realidad.


    ¿Por qué se buscan culpables antes del juicio?


    Ocurrido un hecho, comúnmente, la opinión pública quiere castigo. Esto fue así desde los tiempos más remotos. Hoy, al poner los medios de comunicación el caso en conocimiento de toda la sociedad, la sed de venganza aflora en el colectivo social. Que a las diez horas de un secuestro extorsivo con resultado de muerte de la víctima haya detenidos genera tranquilidad social. Sin embargo, al instante posterior, esos detenidos no están vinculados con el hecho investigado. O son “buchones” de la Policía, o personas con antecedentes que pueden dar información sobre los autores del hecho. Estas detenciones componen en el cuerpo social un efecto tranquilizador que no es real. Se cree que estos detenidos son los asesinos que están presos y, en realidad, no lo son. Días después desparece el tema de los medios, liberan a los detenidos por el simple hecho de que no tenían nada que ver y ante la falta de información, la gente se olvida o nunca se entera de que el caso está impune. Aquí el rol policial es muy importante, porque sabe dónde puede estar la verdad y dónde la mentira, y especula mediáticamente con lo que dice o deja de decir.


    La confesión del detenido


    En materia de derecho penal, la confesión del autor de un crimen ha ido evolucionando hasta la actualidad. En los albores del Derecho Romano, existía la “confesión ficta” y solo con ella bastaba para condenar a un acusado de un delito. Sin embargo, sucedía que, por ejemplo, un padre se declaraba culpable sin serlo para salvar a un hijo que había cometido un delito —o viceversa—.


    En nuestra legislación no basta la confesión para condenar a una persona. Para acreditarla se necesitan más elementos, como pericias, testigos, indicios, presunciones, etcétera. Es decir, lo que se llama “el cuerpo del delito” que, al contrario de lo que se cree, no es el cadáver de un homicidio, sino todos los elementos materiales e inmateriales de los que el delito se compone.


    En el Código Procesal Penal, en el título “De la confesión”, se expresa que “toda manifestación del procesado, por la cual se reconozca como autor, cómplice o encubridor de un delito, surtirá los efectos legales de la confesión”, pero inmediatamente establece los requisitos para que esta sea válida:


    
      	Que sea hecha ante juez competente.


      	Que el que la hace goce del perfecto estado de sus facultades mentales.


      	Que no medie violencia, intimidación, dádivas o promesas.


      	Que no se preste por error evidente.


      	Que el hecho confesado sea posible y verosímil atendiendo las condiciones personales del procesado.


      	Que recaiga sobre hechos que el inculpado conozca por la evidencia de los sentidos.


      	Que la existencia del delito esté legalmente comprobada y la confesión concuerde con sus circunstancias y accidentes.

    


    Como se puede apreciar, no es suficiente enunciar: “Yo cometí este homicidio”, sino que la ley, con buen criterio, exige una serie de circunstancias valorativas para que este sea válido. Y forma parte de la garantía general del derecho de defensa en juicio. Esta aclaración sirve para explicar un enfoque, que es muy común en los medios, respecto de la “confesión”. Nos encontramos en la televisión, los diarios y las radios con el titular: “Confesó el asesino” o “Asesino confeso”. Con el fin de dar datos concretos, solo 1 de cada 100 detenidos confiesa ser el autor de un crimen. Además, solamente se puede confesar un hecho ante el juez o el fiscal de la causa. Es importante aclararlo, porque muchas veces la información acerca de la supuesta confesión proviene de los policías —sobre todo, de la provincia de Buenos Aires—, que comunican a los periodistas sobre el reconocimiento de un crimen por parte de algún detenido en una comisaría.


    Esto es falso ya que los detenidos no pueden declarar en las comisarías sin la presencia de un juez o de un fiscal con todas las garantías de la ley, esto es, negarse a declarar —sin que constituya presunción en su contra— y nombrar un abogado defensor. Sucede que después de titulares tan duros como los de las confesiones, llega el momento en que el acusado, que para los medios ya reconoció su culpabilidad en el hecho, declara ante el juez. Y se genera un problema, porque el acusado se niega a declarar, por lo cual se arma un doble discurso: por un lado, el mediático, el que ve la gente, donde el acusado ya es culpable por haber confesado; por el otro, el del expediente judicial, donde el acusado no declaró. Naturalmente, para la sociedad que consume la información brindada por los medios de comunicación, el acusado es el autor del crimen, lo cual está completamente alejado de la realidad.


    Un ejemplo de esta situación sucedió en un caso de secuestro extorsivo en la localidad de San Isidro, donde la policía bonaerense filtró la información de que el acusado había confesado. Al día siguiente, todos los medios de comunicación se hicieron eco. Sin embargo, cuando llegó el momento en que el detenido tenía que declarar ante el fiscal, se negó a hacerlo. Este fiscal me llamó por teléfono y me dijo en tono sarcástico: “Le pregunté al acusado si había confesado el hecho ante la policía como dicen los medios y se negó a declarar, ¿ahora qué hago?”. A las 48 horas, el acusado fue puesto en libertad, porque no había pruebas ni indicios para vincularlo al hecho. Pero, en el imaginario social, es muy difícil, por no decir imposible, desinstalar la idea de que era el culpable del hecho.


    Las penas altas y bajas


    El maestro Sebastián Soler3, profesor y tratadista del derecho penal, define el delito como la acción típica antijurídica y culpable. Cada delito —salvo la pena de prisión perpetua— tiene un monto máximo y uno mínimo, ya sea de multa, inhabilitación o prisión. Esto es así porque, a lo largo de un proceso penal, hasta que se llega a una sentencia, para graduar una pena existen atenuantes y agravantes. El número de años de una condena lo evalúa el tribunal que dicta sentencia. Sin embargo, la cantidad es lo de menos, aunque, por el contrario, para los medios y para la opinión pública, es lo más importante.


    En mi experiencia como periodista especializado, me he habituado a una frase muy utilizada por el público: “¿Cuántos años le van a dar a este?”. Saber ese número tranquiliza. Siempre aclaro que lo más significativo es resolver el caso, es decir, encontrar a los responsables de los hechos para saber qué y cómo sucedió, y que establecer el monto de la pena a imponer es lo menos dificultoso del asunto.


    El debate de los tres jueces de un Tribunal Oral Criminal es para determinar si el o los acusados son los autores de un hecho.


    El Código Penal, en los artículos 40 y 41, en el título V “Sobre la imputabilidad de las personas”, establece, con calidad supina, las variantes que constituyen los atenuantes o los agravantes particulares de cada caso. En el artículo 41, se determina lo que los magistrados deben tener en cuenta a la hora de aplicar penas de prisión o de cumplimiento en suspenso. Primero, la naturaleza de la acción y los medios empleados para ejecutarla, y la extensión del daño y del peligro causado. Segundo, la edad, la educación, las costumbres, la conducta precedente del sujeto, la calidad de los motivos que lo determinaron a delinquir y especialmente la miseria o la dificultad para ganarse el sustento propio necesario y de los suyos, la participación que haya tomado en el hecho, la reincidencia y los demás antecedentes y condiciones personales. Es una amplia gama de circunstancias que pueden ser valoradas en forma positiva o negativa de acuerdo a cada caso y que llevan a la formación de una convicción sobre la personalidad por parte de los jueces que van a juzgar a esa persona.


    Este artículo también establece algo fundamental: la obligación del juez de tomar conocimiento directo y de visu (de vista) del sujeto, la víctima y las circunstancias del hecho en la medida que requiera cada caso.


    El homicidio simple —artículo 79 del Código Penal— tiene una pena de 8 a 25 años de prisión. En esa escala se debe manejar el tribunal, teniendo en cuenta los antecedentes de las personas acusadas y los hechos en los que se produjo el crimen.


    Claro está que el monto de la pena es proporcional a la gravedad y a las circunstancias del hecho. Por ejemplo, hubo casos donde a los acusados se les han dado 20 años de prisión y algunas medios titularon: “Exigua pena para quien mató a su pareja”. Si el monto de la pena es de 8 a 25 años, 20 años, desde el sentido común, está más cerca del máximo que del mínimo posible. Conocido el fallo, se les pregunta a los familiares de la víctima si 20 años no les parece poco. Una pregunta que intenta inducir la respuesta. Es extraño pensar que los familiares quedarán conformes ya que no recuperarán a su ser querido, ni con 25 años ni con condena perpetua. En todo caso, la pregunta podría ser si están conformes con el fallo.


    Más grave aún es cuando el familiar de la víctima está satisfecho y los colegas no. Aunque suene increíble, muchas veces sucede así. Por ejemplo, un caso de violencia de género muy resonante fue el de Wanda Taddei. Ella resultó quemada por su pareja, el exbaterista del grupo Callejeros, Eduardo Vázquez, quien fue, en un principio, condenado a 18 años de prisión. Terminado el juicio, en primera instancia, los padres de Wanda, que habían solicitado la pena de prisión perpetua por tratarse de un homicidio agravado por el vínculo, se mostraron conformes y satisfechos con la condena. Sin embargo, algunos colegas, pasando por encima de los familiares, insinuaban que era bajo el monto, es decir, iban más allá del sentir de la familia. Finalmente, la Cámara de Casación Penal hizo lugar a la apelación y modificó la condena. Consideró que la pena que le corresponde a Vázquez es la de prisión perpetua.


    La gente forma su opinión y no entiende, a veces, cómo es un proceso penal. Los casos se resuelven con leyes y deben ser ajustados a derecho, no a la indignación social. En ninguna sentencia los jueces se refieren a la indignación propia por el caso o a la necesidad de que la condena sirva de ejemplo para la opinión pública.


    Más allá de lo que piensa la gente a la que le llega la información por los medios de comunicación, los jueces absuelven o condenan por pruebas, indicios y presunciones. No son infalibles, se pueden equivocar, pero así trabaja el Poder Judicial, con sus instancias de apelación. Dios nos salve si los jueces condenan a alguien por lo que dicen los medios y no por lo que consta en el expediente judicial.


    Veredictos y sentencias


    La instancia del juicio oral dentro de un proceso penal —al menos en los casos de mayor trascendencia pública— es aquella en la que los medios llevan a cabo una cobertura importante y aportan información al instante. Sin embargo, un juicio oral, por lo general y más aún si es un caso muy intrincado, dura una cantidad considerable de tiempo —al menos un mes— teniendo en cuenta todos los pasos de este proceso: la acusación del fiscal, la declaración de los acusados, la declaración de los testigos, la lectura de documentos si los hubiera y los careos. En la última instancia del juicio, llegan los alegatos de las partes, la acusación del fiscal, la querella y la defensa y las últimas palabras de los acusados, paso previo a la sentencia.


    Es habitual que un medio no siga todas estas partes del juicio, sino que se concentre en el comienzo y en el final, por lo que se pierde mucha información que sucede en los pasos antes mencionados. Llegado el día del veredicto, todos “pronostican” el resultado, pero lo medular del juicio, es decir, la base sobre la que se resolverá, queda en el camino. Los medios lo ignoran, por tanto, privan de ese conocimiento a la opinión pública.


    Hay que agregar que, además, en los veredictos se lee lo que se llama “la parte dispositiva de la sentencia”, es decir, las condenas y las absoluciones. Los fundamentos del fallo tienden a publicarse tiempo después. Este punto es central para ver cómo cubren los medios antes de esa parte dispositiva y cómo generan opiniones acerca de si el fallo fue “justo” o no.


    Los fundamentos del fallo que constituyen el marco argumental por la cual se llegó al veredicto, es decir, el porqué de la condena o de la absolución, son ignorados, salvo casos excepcionales donde, en algunos diarios, se publican como suplemento.


    La pregunta obvia sería: ¿Cómo se puede decir que un fallo está bien o mal aplicado sin leer sus fundamentos? ¿Correspondería leerlos primero y después opinar sobre la base de los argumentos que expresen los jueces de un tribunal? En la Argentina se realiza un camino inverso. Al bajar línea sin leer un fallo, se crea, desde los medios, una certeza que no se corresponde con la realidad, ya que a esa noticia le falta la información. La sociedad toma nota, fija posición, sin saber por qué alguien fue condenado o absuelto. En síntesis, el hablar sin saber es una práctica habitual y constituye el rol de los medios en cuanto a la difusión de temas judiciales.


    Aquí estamos abordando hechos dolorosos que perturban la paz social y generan incertidumbre. A la hora de informar, la responsabilidad debe ser el deber máximo, porque también se encuentran los familiares de las víctimas y de los victimarios dentro del grupo de personas que consumen este tipo de información. Un manejo imprudente, con datos que no están en el expediente y sin chequear la veracidad de lo que se publica, provoca una confusión que va contra la credibilidad de todo el sistema judicial. Y de allí nacen las patológicas condenas sociales que, en la mayoría de los casos, no se relacionan con los elementos recogidos y plasmados en la investigación judicial.


    
      
        3 Derecho Penal, Buenos Aires, Editorial Tea, 1970.

      

    

  


  
    CAPÍTULO DOS

    Mitos populares sobre la Justicia


     


     


     


     


    “Entran por una puerta y salen por la otra”


    Mito mediático, si lo hay. En los últimos tiempos, se utiliza la expresión más sofisticada: “puerta giratoria”. Además de usarse en los medios, está en boca de muchos políticos cuando se refieren a la inseguridad (por ejemplo, el intendente de Tigre, Sergio Massa, cuando era candidato a diputado por la provincia de Buenos Aires, empleó ese término en una nota aparecida en Clarín del domingo 29 de septiembre de 2013). Está claro que no es así. Ocurrido un hecho delictivo, se detiene a una persona. Si la escala penal lo permite en cuanto a la gravedad de la pena que se debe imponer, el individuo será excarcelado, lo que no implica que quede liberado del proceso, ya que puede ser procesado e ir a un juicio oral y público en el que, si es condenado a una pena mayor a los tres años de prisión, se ejecutará e irá a la cárcel. Sin embargo, esta falacia se instala y se repite desde los medios de comunicación, y el ciudadano común se queda con esa expresión tan errónea como infundada.


    “Pagó y quedó libre”


    Conocida como “fianza”, jurídicamente posee el nombre de caución real o caución juratoria. Por lo general, se aplica cuando se le da a una persona la excarcelación mientras dura el proceso penal. Como ya explicamos, la caución real fija una suma de dinero, que puede sustituirse con un bien inmueble, y la juratoria, cuando alguien queda libre bajo palabra. En ambos casos, los imputados deben fijar domicilio y presentarse cada vez que el tribunal lo determine. Esta libertad no implica que una persona sea culpable o inocente del delito que se le imputa, sino que se establece con el objetivo de garantizar su comparecencia. Este dinero se deposita en una cuenta del Poder Judicial, con el nombre del acusado, número de causa y delito del que se lo hace responsable. Cuando termina la causa, se le devuelve el dinero o el bien de acuerdo con lo que estipule el juzgado.


    “El detenido tenía antecedentes y estaba libre”


    Generalmente, cuando ocurre un hecho delictivo y se detiene a algún sospechoso, desde los medios de comunicación, se titula de esta manera. Así se deja deslizar la presunción de que había alguien que estaba en libertad, pero tenía antecedentes, lo que lleva al público a cuestionar esta medida. En primer lugar, un procesamiento no implica un antecedente. A los efectos penales, se entiende por antecedente tener una condena anterior, no un proceso en trámite. En segundo lugar, puede darse el caso de que alguien que haya robado, haya sido excarcelado, dado que este delito así lo permite. Y puede ocurrir, también, que una vez libre, cometa un nuevo hecho delictivo, lo que no lo hace reincidente.


    “El detenido confesó en la comisaría”


    Frase que tiene un móvil reparador. Para llevar tranquilidad a la población cuando ocurre un hecho grave, como un secuestro extorsivo seguido de muerte o una violación seguida de muerte, hechos de gran repercusión mediática, se trata de encontrar rápidamente a un sospechoso para calmar la sed de justicia y para serenar los ánimos de la gente.


    Es muy común que desde la comisaría que interviene en el caso, se filtre algún dato, como que el detenido “se quebró” y confesó el hecho. Esa confesión es nula y no tiene validez jurídica, porque solo se puede confesar un hecho ante el juez de la causa en la declaración indagatoria en la Ciudad de Buenos Aires o en la provincia de Buenos Aires ante el fiscal que tiene a cargo la investigación.


    “Le dieron 15 años, pero sale antes por buena conducta. Acá no hay justicia”


    Los medios se hacen eco de frases como esta, que aparecen con mucha frecuencia y en forma repetitiva. En realidad, como vamos a analizar a lo largo de los capítulos de este libro, en nuestra legislación, toda persona condenada a cumplir una pena de prisión puede acceder a la libertad condicional cuando cumple las dos terceras partes de la condena, cualquiera fuese el delito cometido. No es algo bueno o malo, la ley así lo establece, y es un derecho al que accede el recluso una vez que ha cumplido su condena. Los jueces de ejecución de sentencia son los encargados de evaluar la viabilidad de este derecho que, por lo general, es favorable. Son muy excepcionales los casos de alguien que haya cumplido su condena y no acceda a la libertad condicional.


    “Los jueces son garantistas”


    De no ser garantistas, los jueces serían pasibles de juicio político, porque estarían violando la Constitución Nacional, que en sus primeros artículos se refiere a los derechos y las garantías de los ciudadanos. Respecto del derecho penal, se deben garantizar dos derechos fundamentales: el debido proceso y la defensa en juicio. Para que alguien sea condenado en un proceso penal, debe haber gozado de todos los derechos establecidos en los códigos de manera que la situación esté garantizada. Sobre el número de años de prisión a los que se condena a una persona, puede haber penas altas o bajas, pero eso no forma parte del garantismo, sino del criterio discrecional de los tribunales en el momento de fijar la pena en cada caso, teniendo en cuenta los agravantes y los atenuantes que se constaten en el expediente penal.


    “Acá nadie va preso”


    Solo basta observar el colapso en que se encuentran las cárceles dependientes de los distintos servicios penitenciarios de todo el país para desmentir esta frase tan instalada. Los detenidos están hacinados, las cárceles están superpobladas y el nivel de no reincidencia cuando se recupera la libertad es muy bajo, lo que demuestra que la sensación mediática y social no tienen nada que ver con la realidad de nuestros penales. Asimismo, según los últimos informes, por ejemplo, los del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, hay más procesados que condenados con sentencia firme, es decir, más personas que gozan aún de la presunción de inocencia y están detenidos. Ello refiere a una creencia popular que no se ajusta a la realidad, la frase debería ser: “Hay muchos presos que todavía no tienen sentencia”.


    “El asesino es menor de edad, no va a pasar nada”


    Más allá de la ignorancia de quienes acuñan esta frase, con toda seguridad, existe una intencionalidad relacionada con la situación legal de los menores de 18 años en cuanto a su régimen penal. Desde hace mucho tiempo, en nuestro país, se debate la imputabilidad o no de los menores de 14 a 16 años, y ciertos sectores políticos avanzan en esa dirección. Un menor de 16 a 18 años que comete un delito es llevado a juicio como cualquier mayor, más allá de las previsiones legales que, de acuerdo con los tratados internacionales, prevé nuestra legislación. A saber: lugar de detención, tutela judicial, responsabilidad penal. En la actualidad, en nuestro sistema, los menores de 16 años son inimputables, lo que no implica que cuando cometen un delito se van libremente a su casa. En este caso, interviene un juez que pasa a ser el tutor hasta tanto el menor esté en condiciones de volver a su vida normal. Siempre se puede ordenar una medida coercitiva, como es la internación del joven en un instituto de menores, situación que puede extenderse hasta los 18 años y en la que se evalúa el núcleo familiar, el delito cometido y otros elementos, como la vuelta a la escuela, para que el juez de menores pueda otorgar su egreso. El Estado se ocupa del menor, y el fin es que se reinserte en la sociedad. Si cometió un delito entre los 16 y los 18 años y es condenado, deberá cumplir la pena de prisión que se le imponga en orden a la gravedad del hecho cometido. Los menores no pueden ser condenados a prisión perpetua más allá de que la pena establecida para el delito cometido tenga esa sanción. Esto es así por lo estipulado en las convenciones internacionales a las que nuestro país ha adherido. Sin embargo, hay tribunales de menores que han aplicado esta pena. En el 2000, un fallo contra nuestro país respecto de menores condenados a perpetua llevó a corregir la medida en instancias superiores, como la Cámara de Casación Penal, por una apelación a la Corte Interamericana de Derechos por parte de la Defensora General de la Nación, Stella Maris Martínez, representante legal de las víctimas. El fallo consideró responsable internacionalmente al Estado argentino por la imposición de penas de privación perpetua de la libertad, por la comisión de delitos a personas que eran menores de edad. El tribunal estableció la responsabilidad internacional de la Argentina por la violación de los derechos a la integridad y a la libertad personales de los implicados. Desde ese caso, los tribunales no impusieron más esa pena. Actualmente, aunque también es violatorio de los tratados internacionales, se les da mucha cantidad de años de prisión, por ejemplo 37, que sería la máxima pena que se puede imponer.


    “El auto es un arma”


    Esta expresión se usa mucho en los casos de accidentes de tránsito. Queda claro que un auto no es un arma; en todo caso, en determinadas circunstancias, puede matar. En la sociedad, no se entiende la diferencia entre un delito culposo, que es el que se comete por negligencia o imprudencia, y un delito doloso, que es aquel donde alguien, sin lugar a duda, tuvo la intención de matar. Cuando ocurre un accidente que tiene como resultado la muerte de una o varias personas, desde los medios y desde la sociedad, se reclaman sanciones ejemplares. Se puede ser negligente al cruzar un semáforo en rojo, o ir a gran velocidad, o estar alcoholizado, y a raíz de esto, convertirse en autor del hecho y, en consecuencia, ser condenado.


    Ante la gran cantidad de accidentes y las terribles consecuencias de algunos de ellos, se reclaman duras sanciones para los responsables. Y si bien existe la figura del dolo eventual —que es explicada con mayor exactitud en el llamado “caso Cabello”—, en nuestra legislación no hay condena alguna para esta figura vinculada a un accidente de tránsito.


    Esto es así dado que es muy dificultoso para los magistrados ingresar en la psiquis del infractor para determinar que el conductor, haciendo lo que hacía mientras conducía el auto, debería haberse imaginado el resultado, y eso no le importó. Desde el punto de vista jurídico, parece una tarea difícil, que no obsta a que el individuo sea condenado por homicidio culposo, que tiene una pena de 2 a 5 años de prisión, y que también puede terminar en la cárcel, con lo que se garantiza por ley que el hecho no quede impune.


    Sin embargo, pareciera que la sociedad requiere penas más graves para los delitos de tránsito, entonces, habrá que aumentar la pena o tipificar mejor, en el Código Penal, en qué caso se entiende que hubo dolo eventual para poder aplicar la pena de 8 a 25 años, que es la que tiene el homicidio simple. Un arma, en términos penales, es una pistola y no un auto.


    “Mató a una persona y sigue manejando”


    Esta frase está vinculada con la anterior y se refiere a que una persona acusada de un delito de tránsito puede seguir manejando durante el proceso penal. Si bien, por ejemplo, se puede inhabilitar en forma provisoria al procesado por un homicidio culposo, es legal que, hasta tanto no haya sentencia definitiva, es decir, hasta que no se sepa si es culpable o inocente del hecho que se le imputa, pueda conservar su licencia de conducir y estar habilitado para manejar por más grave que haya sido el hecho. Los medios cargan las tintas, muestran un hecho terrible vinculado al tránsito, donde incluso el autor se pudo haber dado a la fuga después de ocurrido, y dicen: “Mató a una persona y sigue manejando” —y hasta lo pueden mostrar en esa situación por medio de un seguimiento periodístico—. Aquí no se discute si está bien o mal, es lo que manda la ley en este tipo de casos. La regla es que quien comete un homicidio culposo y no está detenido puede manejar; la excepción es que lo inhabiliten provisoriamente.


    “Que se pudra en la cárcel”


    Otra idea instalada en la sociedad, bastante poco feliz. No se discute que las penas dictadas por los tribunales deben ser cumplidas en los términos que dispongan las leyes existentes a tal efecto. Nuestra Constitución, en su artículo 18, último párrafo, establece con mucha claridad que: “Las cárceles deben ser sanas y limpias para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija, hará responsable al juez que lo autorice”.


    Se refiere a todos los establecimientos carcelarios del país, pero las constituciones provinciales, por su parte, han especificado las condiciones con mayor amplitud. En este trabajo sostenemos que el fin de la pena es la resocialización del individuo que haya cometido un determinado delito. Esa sed de venganza que proviene desde la sociedad y es recogida por los medios de comunicación en muchos casos no se compadece con el espíritu de la ley que se aplica en el derecho penal de nuestro país. Es errónea la percepción del rol de las cárceles, que es el lugar donde se deben alojar las personas que cometen delitos. Ni siquiera cuando existe prisión perpetua se van a “pudrir en la cárcel”, ya que a los 70 años de edad tendrán la oportunidad de solicitar la pena de prisión domiciliaria. Y es facultad del juez de ejecución otorgarla.


    Ese sentimiento de vindicta pública es exacerbado por los medios masivos de comunicación, que alejan al ciudadano del conocimiento verdadero de cómo funciona el sistema penal.


    “El violador no debe salir nunca más”


    Este latiguillo popular no se podrá aplicar, porque no es viable legalmente ni está contemplado por la justicia. En los delitos sexuales, el bien jurídico tutelado es la libertad sexual. Existen penas muy graves, por ejemplo, para el abuso sexual, que puede ser una violación, pero dicha pena, por más grave y ultrajante que sea el hecho, no es mayor que la del homicidio simple, que es de 8 a 25 años de prisión. Esto es así porque en este último caso el bien jurídico protegido es la vida y para nuestro Código Penal es más grave matar a una persona que violarla. De esta manera, y razonando desde el sentido común, está claro que el violador condenado a 12 años de prisión podrá recuperar su libertad cuando cumpla las dos terceras partes de la condena, es decir, a los 8 años, y salvo alguna situación excepcional, pasará lo que la sociedad pide que no suceda: saldrá en libertad.


    Esto, llevado al extremo, genera la fantasía de la “castración química”, que no existe en nuestro país —más allá de algún proyecto demagógico en la provincia de Mendoza y que tuvo algún tratamiento hace unos años—. Ello no será viable, porque los tratados internacionales a los que adhirió la Argentina lo prohíben de forma expresa.

  


  
    CAPÍTULO TRES

    La condena jurídica y la absolución social: la excepción que confirma la regla


     


     


     


     


    En 1980, cuando cursaba la carrera de Derecho en la Universidad de Buenos Aires, tuve la posibilidad de ingresar en el Poder Judicial de la Nación, en un juzgado de menores de la entonces Capital Federal. Era el deseo de todo estudiante: estudiar y trabajar en lo que me interesaba. Paralelamente, había comenzado con mis tareas periodísticas, en aquel tiempo como periodista deportivo.


    En 1987, viví una experiencia de la que fui protagonista inesperado y en la que pude apreciar un caso mediático emblemático desde mi doble rol de periodista y de abogado —ya me había recibido—. Por turno, el caso en cuestión recayó en el juzgado de instrucción en el que yo trabajaba. El personaje denunciado por un hecho delictivo era, en ese momento, “un ganador nato” para la sociedad. Asimismo, como era un hombre vinculado al mundo del deporte, lo conocía personalmente por haberlo entrevistado varias veces como parte del equipo de Competencia, programa que se emitía por radio Continental y que conducía Víctor Hugo Morales.


    Se daban tres circunstancias importantes: primero, yo trabajaba en un medio masivo de comunicación; segundo, conocía al personaje denunciado; tercero, era empleado con el cargo de escribiente donde se radicó la causa penal. Prefiero reservar el nombre. En la actualidad está retirado del deporte, trabaja como periodista deportivo y como columnista en algún magazine semanal de un canal de cable.


    El hecho tuvo repercusión en los medios de comunicación por el personaje involucrado y por el delito del que se lo acusaba: abuso sexual agravado, léase violación, en perjuicio de un menor de edad. A ello hay que sumarle que cuando él fue detenido e incomunicado por la Justicia, estaba a punto de asumir como director técnico, ya contratado, en un importante club de fútbol.


    Recuerdo, como si fuera hoy, que el día de la detención la noticia fue tapa de las ediciones de los diarios La Razón y Crónica vespertina. Al día siguiente, todos los diarios y los medios radiales y televisivos se hicieron eco de la noticia y dejaron de lado o con mínimo espacio las palabras del entonces presidente de los argentinos, el doctor Raúl Alfonsín, quien había anunciado, por cadena nacional, decisiones económicas de gran importancia para el país. Sin embargo, este caso opacó el discurso del primer mandatario y quizá marcó el inicio de una época en la que los hechos judiciales y policiales saltaron a la portada de los medios más importantes, como lo eran el diario Clarín y La Nación.


    Se trataba del caso de un menor de edad abusado por un famoso vinculado al fútbol. Este último fue detenido, incomunicado, trasladado al juzgado y alojado en la alcaldía del Palacio de Tribunales con los presos comunes. Estos ingredientes lanzaron la historia a nivel nacional.


    Mi presencia ocasional como empleado en ese juzgado me permitió tener una experiencia hasta aquí nunca antes narrada. Dado que yo llevaba causas y el magistrado sabía que conocía al imputado, se me relevó de adjudicármela; como era periodista, y el juez lo sabía, para evitar filtraciones mediáticas, temporariamente me trasladó a otra Secretaría. No obstante, pude tener acceso al personaje, a la causa y sus vaivenes.


    El día de la detención, aunque mi horario de salida era las 13:30, permanecí en el lugar con el fin de averiguar sobre la causa y sobre la situación del detenido. El personaje pasó la noche en la alcaldía de Tribunales mientras el juez evaluaba las pruebas y decidía qué hacer dado que los abogados del detenido habían pedido la excarcelación y se cuenta con 24 horas para resolverla. A todo esto, en el despacho del magistrado, la víctima del hecho, quien había sido acompañado por su padre, declaraba. También conversé con él, quien tenía 13 años de edad, y me narró lo que le había ocurrido en un departamento de la Capital Federal, donde habría estado con el acusado y donde habrían acontecido los hechos.


    En el transcurso de esta situación, no más de 48 horas, en el despacho del juez, también se presentó el presidente del club que había contratado al detenido, quien iba a asumir el cargo ese fin de semana.


    Le preguntó al juez en mi presencia: “Doctor, ¿va a quedar detenido el imputado? Porque, si es así, tengo que contratar otra persona”.


    El juez le contestó: “Estoy analizando el expediente, en 24 horas voy a resolver, no le puedo anticipar nada, solo que la denuncia es grave”.


    El dirigente le respondió: “Bueno, doctor, entonces tenemos que esperar, avíseme así resuelvo en consecuencia”.


    Este diálogo surrealista fue el comienzo de otra conversación que pude presenciar entre el magistrado y el acusado cuando este estaba detenido. En simultáneo, se convocaban cientos de colegas en la sala de periodistas del palacio de Tribunales que estaba ubicada en la planta baja con el fin de averiguar lo sucedido y si era cierto lo denunciado penalmente.


    Al día siguiente de la detención, llegué a Tribunales a las 8:00, como habitualmente lo hacía, con la expectativa de conocer qué resolvería el juez con la situación del detenido, ya que, reitero, habían pedido su excarcelación, y ello debe resolverse en 24 horas. Alrededor del mediodía, fui convocado al despacho del magistrado, con quien mantenía muy buena relación y quien sabía que yo trabajaba en radio Continental, en el equipo de Víctor Hugo. Desconocía el motivo, pero intuí que era para contarme cuándo iba a resolver la situación del detenido y me pidió consejo sobre cómo enfrentar a los medios, si era conveniente o no dar información de la resolución que tomaría.


    A esta altura, ya era una noticia nacional. El padre de la víctima aparecía denunciando mediáticamente al famoso y contaba, sin ningún tapujo, que su hijo había sido violado por el ídolo. Y empezaron las encuestas terroríficas con la pregunta: “¿Usted le cree al menor o es un fabulador?”. Nadie sabe cómo, pero los medios instalaron el tema y la sociedad esperaba las noticias del desenlace del caso.


    Volviendo al mediodía de aquel día de octubre de 1987, fui convocado al despacho del titular del juzgado para conversar sobre una posible conferencia de prensa. Es importante resaltar que este magistrado nunca había hablado en los medios y que era la primera vez que un caso de su juzgado tenía tanta importancia mediática.


    En este relato les pido que no olviden que, en materia deportiva, el acusado era una de las tres personas más admiradas y queridas por la sociedad en ese momento. En la reunión con el juez, este manifestó si yo lo quería acompañar a la alcaldía a conversar con el detenido. Como buen periodista, me había llevado tres grabadores para intentar una nota. El juez me palpó, los descubrió y me dijo: “Notas, por ahora no, recuerde que está incomunicado. Además usted es empleado del tribunal… ¿quiere que lo echen…?”.


    Acto seguido, nos pusimos los sacos, hacía mucho calor, y nos dirigimos a tomar el ascensor de detenidos, que es uno de los que lleva a la alcaldía del Palacio. En el corto trayecto, el juez percibió que el personal del Servicio Penitenciario no esperaba esta visita, por lo que le transpiraron las manos a la hora de abrir el candado que separaba el ascensor del centro de detención número 28.


    Apenas ingresamos, observo la siguiente escena: el acusado caminaba por la alcaldía con una Biblia de tapa color verde en la mano y le pedía a Dios por su libertad. El juez lo saludó dándole la mano. Como me reconoció, me saludó con un largo: “Hoooola, Darío, ¿cómo estás?”. El juez pidió un lugar separado del resto de los detenidos. Le ofrecieron una pequeña oficina de tres metros cuadrados con una mesa y dos sillas. Los guardias se fueron y quedamos el juez, el acusado y quien ahora escribe.


    Ante esta situación, le dije al juez: “Doctor, me retiro”.


    Él respondió: “No, usted quédese para que el acusado vea que esta charla está fuera del expediente y no tiene ninguna validez legal”.


    Estaban sentado uno frente a otro.


    El juez le preguntó: “Dígame, ¿usted se volteó al pibe?”.


    De pie, apoyado contra la pared del pequeño cuarto, yo traté de adivinar la respuesta.


    El preso famoso miró al juez, hizo un bache de treinta segundos y le dijo: “Doctor, ¿vio lo que es el pibe?”.


    Ante esa respuesta, se cruzaron mil conjeturas en mi cabeza sobre qué quiso decir el deportista, si se refería a que el menor mentía o a otra característica personal.


    El juez tomó de la mano al acusado y, en tono casi paternal, le contestó: “Bueno, no lo haga más”.


    Ambos se pusieron de pie y se saludaron. El juez se retiró de la alcaldía por el mismo camino por el que vino. En el viaje en el ascensor de detenidos, me comentó: “¿Vio que tenía razón?, se lo quiso voltear, ahora estoy más tranquilo con mi conciencia, hoy resuelvo su situación procesal”.


    Entonces, le dictó el procesamiento con prisión preventiva por el delito de violación en grado de tentativa, lo que posibilitó, con esa clasificación de los hechos, que se diera curso favorable al pedido de excarcelación. En síntesis, quedó libre pero procesado, y el fin de semana pudo asumir el cargo por el cual había sido contratado. El presidente del club respiró aliviado, y el público lo recibió, a pesar del hecho, con una ovación.


    Después de varios años y de idas y vueltas en materia judicial, la causa terminó. De la primera acusación de violación en grado de tentativa, fue condenado por corrupción de menores, por un juez de sentencia. En la apelación, una Sala de la Cámara del Crimen lo absolvió de culpa y cargo. La fiscalía y los abogados del menor, querellantes en las causas, apelaron, y otra Sala de la misma Cámara lo condenó a seis años de prisión por el delito de violación. El acusado fue a la cárcel de Villa Devoto, a cumplir su sentencia. Sus abogados defensores recurrieron a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por un recurso de queja, para que se revisara la sentencia. Luego de que el acusado estuvo dos años en el denominado “pabellón VIP”, se modificó la sentencia y se impuso una condena de tres años de prisión por el delito de tentativa de violación, es decir, la misma calificación del juez de primera instancia, por lo que el acusado, que ya había cumplido las dos terceras parte de la condena, recuperó inmediatamente su libertad. Después de algún tiempo desocupado, volvió a trabajar en lo suyo, se retiró y hoy es un prestigioso periodista deportivo y columnista de televisión a quien la gente considera un ídolo. Sigue firmando autógrafos en mucha mayor cantidad que cuando la víctima del delito se lo pidió y lo invitó a subir a un departamento donde ocurrieron los hechos.


    En síntesis, para mí, este caso y el rol de los medios se convierten en la excepción que confirma la regla. Condenado desde el punto de vista jurídico, con las pruebas y los elementos del expediente penal, fue absuelto de hecho por la sociedad y por los medios de comunicación que, desde el primer momento, pusieron en duda los dichos del menor víctima que se vieron corroborados en el proceso penal. La absolución social pudo más que la condena penal.


    En la actualidad, si preguntáramos qué se recuerda del caso y cómo terminó, la mayoría de la sociedad creería que el acusado fue declarado inocente ya que los medios pintaron el caso de tal manera que el personaje público, famoso y querido no fue tocado por el escarnio popular. Si le agregamos que la víctima, con el correr de los años, también se convirtió en mediática y que con el juicio civil que le ganó al acusado —aproximadamente 200.000 pesos—, se realizó una cirugía estética y se agregó siliconas en el pecho, convirtiéndose en travesti y ejerciendo la prostitución.


    Diríamos que nos tapó el agua, pero esta historia es real y sucedió en los tribunales de nuestro país.

  


  
    CAPÍTULO CUATRO

    Los medios de comunicación y la inseguridad


     


     


     


     


    A fin de entender aún más la problemática que se genera por la espectacularización mediática de la inseguridad, lo que, sin duda, provoca un “sentimiento”, convoqué al doctor Marcelo Saín4, actual diputado de la provincia de Buenos Aires por Nuevo Encuentro, dado su conocimiento profundo en políticas de seguridad y en comportamiento policial para su prevención.


    El doctor Saín aborda el rol de la política en cuanto a la política criminal y de las especulaciones que desde los medios de comunicación se hacen respecto de este tema vital para la democracia. En las encuestas a las que pude acceder, la inseguridad como preocupación aparece en primer o segundo término, detrás de la inflación, la corrupción o la desocupación.


    El tratamiento de la inseguridad merece una consideración particular, dado que la excesiva reiteración del mismo delito en distintos medios genera un estado de indignación popular que rápidamente hace que se reclamen respuestas mágicas para ese caso, cuando la problemática es general.


    Asimismo, las políticas públicas sobre seguridad no deberían cambiar según los gobiernos de turno. Es el Estado nacional el que debe generar consensos a largo plazo entre los sectores políticos, no como se ha visto en nuestro país, donde, con el correr de los años y los cambios de gobierno, se han implementado variantes drásticas y hasta contradictorias. Una adecuada política criminal, como también lo explica Saín, si es permanente y apunta a los cambios del delito que muta según la época, prevendrá situaciones de inseguridad, si bien lo primero es el trabajo de prevención por parte de las fuerzas de seguridad.


    La difusión mediática de la inseguridad fue moldeada por el tratamiento de ciertos delitos; especialmente, de aquellos en los que se victimiza a personas de sectores altos y medios altos. A partir de la década del 90, se ha dado espacio y relevancia a las cuestiones delictivas. El delito deja de estar confinado a diarios populares, como Crónica o Popular, y pasa a los grandes medios de penetración nacional, como Clarín y La Nación. También el cambio se aprecia en que el mundo del delito ya no aparece en la página de policiales, sino que escala a la sección política y a las portadas de medios que anteriormente no hubiesen titulado con un hecho de connotaciones policiales.


    Nos explica cómo la preocupación de los medios por un problema delictivo se ha establecido como una agenda diaria que, en su serialización, construye la vida en nuestra sociedad entre hechos delictivos, ya sea padeciéndolos, tratando de evitarlos o imaginando el momento en que otro individuo se constituirá en una nueva víctima. Ese tono asentado en la anécdota y cargado de un dramatismo espectacular construye una imagen de que la noticia del delito irrumpe y perturba un modo ideal de vida, el familiar, y eso genera una alteración social que no permite pensar.


    Es apasionante establecer los parámetros de relación entre la inseguridad, los medios y la política criminal para atacar este flagelo. No es sencillo encontrar la fórmula para mejorar los índices de inseguridad y que estos se relacionen con lo que piensa la sociedad. Por ello, es de vital importancia, casi indispensable, analizar el abordaje de los medios de comunicación de la seguridad y de la inseguridad.
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    LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
Y LA INSEGURIDAD, POR MARCELO SAÍN


    1) Seguridad, medios y política


    La seguridad constituye un campo social y político estructurado en torno de un conjunto de conflictividades materializadas en determinadas modalidades de violencia social y/o problemáticas delictivas, cuyo abordaje heurístico e institucional es objeto de conflictos entre los diferentes grupos sociales y/o políticos que intentan imponer sobre el resto las definiciones, interpretaciones y concepciones acerca de dichas conflictividades así como las políticas, estrategias o acciones que impliquen intervenciones orientadas a la prevención, morigeración y/o conjuración de estas.


    El campo de la seguridad es así un ámbito de antagonismo y de pujas ideológicas, políticas e institucionales que, lejos de suponer una negación de la democracia, constituyen en sí el basamento fundamental. Negar estos atributos es antidemocrático. Y, en concreto, sostener que resulta vetusto el contrapunto existente entre visiones y proyecciones políticas acerca de la seguridad pública —como de cualquier otro aspecto de la vida social— que pueden ser etiquetadas de derecha o de izquierda, conservadoras o progresistas, es una forma de negar esos antagonismos. En consecuencia, en este campo no existen el agnosticismo ideológico y la neutralidad política. Desde un punto de vista típico-ideal, en democracia la seguridad pública es la situación política y social en la que las personas tienen legal y efectivamente garantizado el goce pleno de sus derechos —si los interpretamos como principios o garantías formales y no solo como prácticas sociales— a defender y ser protegidos en su vida, libertad, integridad y bienestar personal, honor, propiedad, igualdad de oportunidades y efectiva participación en la organización política, económica y social, así como igualdad ante la ley e independencia ante los poderes del Estado, y a obtener el pleno resguardo de la totalidad de los derechos y garantías emanadas del Estado de derecho5. Sin embargo, esto constituye una ficción que sirve de horizonte utópico en dicho ordenamiento democrático. Ficción, porque en las complejas y diversas sociedades modernas siempre se desenvuelven conflictos que cercenan o vulneran la vida y la libertad de las personas así como el resto de los derechos humanos básicos. Horizonte utópico, porque sirve de meta inalcanzable pero activa a los efectos de estructurar un esfuerzo social e institucional permanente para acercarse o para tomar como marco de referencia a ese ideario democrático.


    La politización de las diferentes modalidades de violencia social y/o las problemáticas delictivas se produce en un momento histórico determinado cuando dichas cuestiones pasan a constituir asuntos de interés —de atención, de preocupación— y de abordaje gubernamental, es decir, cuando se incorporan, de alguna manera, a la agenda oficial. Pero solo ciertas problemáticas delictivas y/o ciertas formas de violencia social resultan relevantes para la atención gubernamental. Vale decir, no toda problemática delictiva o modalidad de violencia social es objeto del abordaje institucional de las autoridades del gobierno, sino apenas aquellas que atraviesan el proceso de selectividad gubernamental derivado del interés oficial o de la articulación de intereses o de demandas sociales, institucionales y/o políticas de actores relevantes, es decir, con capacidad de intervenir en la constitución de la agenda oficial. Ello significa que un importante conjunto de problemáticas delictivas y violencias sociales no son objeto de conocimiento y/o atención gubernamental.


    Ahora bien, en este complejo campo social, los medios masivos de comunicación constituyen actores fundamentales no solo porque desempeñan un papel determinante en las disputas cognitivas y exegéticas sobre las violencias y los delitos, sino también porque inciden de manera relevante en el proceso de politización de dichas problemáticas. Sin embargo, el tratamiento mediático de estas cuestiones, siempre socialmente complejas y políticamente intrincadas, es selectivo en cuanto al objeto del abordaje —qué delitos y qué políticas o estrategias— así como también es parcial y acotado en cuanto a la exégesis del abordaje —cómo explican causalmente estas problemáticas y cómo se debe intervenir sobre ellas—.


    Durante los últimos años, en nuestro país se experimentó una profunda transformación del fenómeno criminal, en cuyo contexto también se vivenció una nueva experiencia social sobre los delitos y, específicamente, se incrementó el sentimiento de inseguridad. En ello fue esencial la escandalización mediática de los delitos y de los asuntos de la seguridad. Pero también esta ha sido fundamental para favorecer cierta forma del discurso oficial sobre el crimen y la inseguridad, y ciertas políticas y acciones, todas ellas inscriptas en lo que denominamos estrategias de surfeo. Vayamos a su consideración.


    2) La transformación del fenómeno criminal


    A partir de los años 90, en la Argentina se produjo una profunda transformación del fenómeno criminal que implicó el aumento y la complejización de los delitos. En efecto, durante las dos últimas décadas, en todo el país y, particularmente, en los grandes centros urbanos, se produjo un significativo incremento de los delitos al mismo tiempo que se complejizó la problemática criminal. Según los hechos registrados, entre 1991 y 2002, la tasa de los delitos contra la propiedad creció casi un 150 %. En 2002, esa tasa alcanzó los niveles más altos de todo el período y, desde entonces, comenzó una atenuada disminución hasta que, entre 2004 y 2007, se estabilizó. No obstante, aun teniendo en cuenta ese “amesetamiento”, la tasa de los delitos contra la propiedad fue en 2008 un poco mayor que el doble de la registrada en 1991. Por su parte, la tasa de delitos contra las personas se triplicó entre 1991 y 2008 y, a diferencia de la tendencia de los delitos contra la propiedad, el crecimiento fue constante a lo largo de todo el período6.
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    En cuanto a los homicidios dolosos, entre 1991 y 2001, la tasa fluctuó entre 7,5 y 9,2, siendo este registro el más alto de las dos últimas décadas y ubicándose muy por encima de la media histórica7. A partir de ese año, se produjo un significativo descenso de la tasa de referencia hasta alcanzar 5,8 en 2008.


     


    El Instituto de Investigaciones y de Referencia Extranjera de la Corte Suprema de Justicia de la Nación llevó a cabo una investigación sobre los homicidios dolosos cometidos en la Ciudad de Buenos Aires y en el Departamento Judicial de San Martín, ubicado en la Provincia de Buenos Aires durante el año 2011. En la Ciudad de Buenos Aires, la tasa de homicidios dolosos fue de 6,57 hechos cada 100.000 habitantes. El 39 % de los homicidios dolosos fueron hechos desencadenados o producto de “discusiones, riñas callejeras, ajustes de tipo criminal y afines”; el 15 % fueron cometidos en ocasión de la comisión de robos; el 11 % se produjeron en un contexto de “violencia intrafamiliar”, es decir, “dentro del seno familiar-doméstico”, o estuvieron “motivados dentro del marco de vínculos afectivos”; el 4 % respondieron a otras razones, y el 23 % tuvieron móviles desconocidos. Asimismo, la mayor concentración de homicidios dolosos coincide con “aquellas zonas en las que existen villas de emergencia, circunstancia que denuncia una tasa específica en dichos lugares de 40,34, índice que irroga un 34,7 % de la cantidad total de las víctimas de la ciudad”8.
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    En el Departamento Judicial de San Martín —que abarca los partidos de San Martín, Tres de Febrero, Malvinas Argentinas, San Miguel y José C. Paz—, la situación fue análoga. La tasa fue de 7,47 y el 39 % de los homicidios estuvieron vinculados con riña, ajuste de cuentas o venganza; 22 % a robos; el 9 % a violencia intrafamiliar; el 10 % a legítima defensa; el 2 % a otros motivos, y en el 18 % de los hechos no se ha identificado el móvil del crimen. La mayoría de los hechos se concentra en “zonas de vivienda precaria y/o gran densidad poblacional”9.


    Por cierto, el crecimiento y la expansión de los delitos y de la criminalidad han estado asociados a una serie de profundas transformaciones sociales derivadas de los acelerados procesos de desigualación y marginalización de amplios estratos bajos y medios-bajos en las grandes urbes del país10. Mariano Ciafardini señala apropiadamente que “el aumento del delito ‘común’ en los principales centros urbanos de la Argentina” estuvo indudablemente relacionado con “el deterioro de la situación socioeconómica”. Ello no significa que haya existido una correspondencia directa entre el aumento de la pobreza y de la indigencia y el incremento de los delitos, pero todo parece indicar que el proceso de fragmentación social, el deterioro del Estado legal y el crecimiento de la corrupción judicial y policial han contribuido con el aumento de la criminalidad.


     


    La explicación más inmediata del aumento del delito “común” en los principales centros urbanos de la Argentina es, indudablemente, al igual que para el resto del continente, el deterioro de la situación socioeconómica. […]. No se puede identificar delito con pobreza en términos absolutos, sino que el deterioro abrupto de algunos sectores que ya se hallaban en el nivel de pobreza o que pertenecían a la clase media baja y que cayeron a la pobreza extrema o marginalidad (marginalidad que a través del tiempo se transforma en crónica y generacional) ha provocado un gran aumento del involucramiento de las franjas etarias de adolescentes y hombres jóvenes en el delito. La exclusión social del trabajo y de la escuela ha hecho que muchos de estos jóvenes cometan frecuentemente delitos o adopten el delito como forma de vida. También ha contribuido a ello la existencia de las redes de corrupción y delito […] como delincuencia organizada, ya que estas no solo son un estímulo a la delincuencia al afectar profundamente la labor preventiva e investigativa de la policía y de los controles jurisdiccionales y gubernamentales, sino que además generan imagen y cultura de lo ilícito y de la corrupción que impacta negativamente en la juventud. Algunos de los jóvenes y adultos de los sectores sumidos en la marginalidad se incorporan al servicio de las redes ilegales pero la mayoría actúa por su cuenta y para sí. Estos últimos son en muchos casos víctimas a su vez de homicidios y abusos por parte del aparato represivo11.


     


    En verdad, la propensión creciente de los delitos comenzó en los años 8012, pero en los 90 se expandió al compás, al menos temporalmente, de “un comportamiento restrictivo del mercado de trabajo” y del “incremento de la pobreza medida por los índices convencionales (tasa de desempleo, línea de pobreza y necesidades básicas insatisfechas)”13. Tal como lo indican Míguez e Isla, a partir de los años 70 y en particular de los 80, en la Argentina se produjo una profunda “fragmentación social” que incidió en la expansión de los delitos y en la transformación del fenómeno criminal, en particular, en la situación de la victimización. Esa fragmentación constituyó “un proceso cultural y social de disolución relativa de los principios de cohesión social, con cambios importantes y rápidos en la conformación de subjetividades, y por lo tanto de las identidades sociales”, todo lo cual conllevó a “una fractura o un grave debilitamiento de las relaciones sociales, tanto en el espacio público como en la intimidad”. Estos cambios se expresaron, por un lado, en el “aumento de la conflictividad en ámbitos de cohabitación” —reflejado en peleas entre vecinos, riñas juveniles, coacciones en la vía pública, etc.— y, por otro lado, en la generación de “tensiones que en muchos casos implican la disolución de relaciones de parentesco y afectivas primarias y básicas” dadas en el seno de la familia14. Por su parte, todo esto fue apuntalado por el debilitamiento o la licuación del Estado como instancia de gestión efectiva de la ley y como garante de los consensos sociales básicos. Y ello ha ocurrido como consecuencia de un conjunto de modalidades de intervención estatal signadas por la combinación de prácticas abusivas e ilegales en el uso de la fuerza, omisiones premeditadas en el cumplimiento de la ley y en el deber de hacerla cumplir, y la violación a la ley o la promoción de sus incumplimientos por parte de las propias agencias estatales; en particular, de parte de las policías y los jueces15.


    Asimismo, los efectos de estos cambios en cuanto a la problemática delictiva no han sido homogéneos en el conjunto de la sociedad. A contramarcha de la imagen mediática en boga durante los últimos tiempos, el riesgo de sufrir delitos ha sido significativamente mayor en los enclaves urbanos marginales que en el resto de los espacios urbanos. En esos enclaves se han sufrido de manera más marcada “las ambigüedades morales y la inconsistencia institucional” que experimentó la sociedad en general y, en ese sentido, sus habitantes han estado “más expuestos que el conjunto a la fragmentación social, la victimización y el temor”. De todos modos, para Míguez e Isla, las acciones de las agencias del Estado y los niveles de confianza que generaron las instituciones públicas han constituido el factor clave en la determinación de la fragmentación, la victimización y el temor, mientras que la pobreza y las formas de desintegración asociadas a ella parecieron operar como una “suerte de agravante”, pero no de causa única o suficiente16.


    Igualmente, vale destacar junto con Kessler que, si bien a partir de 2003 se dio un evidente ciclo de recuperación económica y social que implicó una baja notoria del desempleo, la desigualdad, la pobreza e indigencia y la conflictividad social, los delitos disminuyeron, pero nunca llegaron a los valores previos de mediados de los 90 y las tasas de victimización siguieron siendo elevadas, al igual que el sentimiento de inseguridad. Para este sociólogo, en este período, aumentaron las “oportunidades” de delito.


     


    En cuanto al incremento del consumo, hay […] más dinero y bienes en circulación, como autos, celulares y otros dispositivos tecnológicos livianos y valiosos y, por ende, objetos deseables de robo. Asimismo, otro factor, el turismo, un habitual blanco de delitos contra la propiedad en los espacios públicos, también crece. […]. En los principales centros urbanos [se registra] que alrededor de un tercio de la población ha sufrido un delito en un año, un porcentaje bastante significativo. Esto quiere decir que la mejora en la situación social no estuvo acompañada de una franca disminución de los delitos. Al mismo tiempo, quizás al atenuarse la preocupación por la economía, se alcanzan picos en los sentimientos de inseguridad […]17.


     


    Ahora bien, concomitantemente con estos procesos, también se produjo la expansión de un conjunto de actividades criminales protagonizadas por organizaciones delictivas complejas que han estado asociadas a la estructuración de amplios mercados ilegales de bienes y servicios generadores de una alta rentabilidad económica. No se ha tratado de bandas propias de la criminalidad común, sino, más bien, de redes compuestas por grupos y subgrupos, cuyo grado de complejidad organizacional, compartimentalización funcional, profesionalización y coordinación operativa les permitió desarrollar una serie de actividades lícitas e ilícitas complejas, que contaron con un importante despliegue territorial —que, en algunos casos, fue de alcance internacional y, en otros, de alcance nacional o provincial— y que produjeron una enorme ganancia económica. Entre las actividades delictivas que más proliferaron, se encuentran el tráfico y comercialización de drogas ilegales18, el robo, “doblaje” y desarme de automóviles y la venta ilegal de autopartes, la trata de personas para su explotación sexual19 y los robos calificados de mercaderías en tránsito cometidos por los denominados “piratas del asfalto”, entre otras de menor envergadura.


    Un factor determinante para la expansión de estos emprendimientos criminales ha sido la tutela y protección policial a los grupos delictivos y la regulación de dichos emprendimientos. El significativo despliegue territorial que han tenido estos negocios delictivos y los grupos que los llevan a cabo, la facilidad con que se mantienen ciertos lugares y zonas que sirven de bases operativas y logísticas para su desarrollo, el grado de estructuración interna que han conseguido los diferentes grupos y redes encargadas del desenvolvimiento de las distintas funciones de las organizaciones delictivas y el gran desarrollo operativo y logístico logrado por dichas bandas ha sido posible merced al patrocinio o a la protección y complicidad policial o a la intervención directa de ciertos sectores activos a la policía en los negocios delictivos llevados a cabo por estas cuadrillas, ya que, pese a sus desajustes y deficiencias, mantiene con eficacia el control y la vigilancia efectiva de esos territorios.


    Tal como lo destaca Matías Dewey, la imbricación entre la protección y regulación policial y la proliferación de los emprendimientos criminales complejos y de alta rentabilidad constituye un rasgo estructurante de los mercados ilegales y las redes criminales desarrolladas recientemente en nuestro país.


    Las posibilidades de crecimiento de los negocios ligados al narcotráfico en la Argentina actual son tan promisorias como las que tienen desde hace décadas el negocio de los vehículos robados —con la venta de autopartes— y el tráfico de mujeres esclavizadas en el mercado de la prostitución. El éxito de los grupos criminales no se funda solamente en su destreza o capacidad logística, sino en que han logrado relacionarse con ciertos sectores de un socio muy exclusivo: el Estado. […] La penetración del narcotráfico y el enraizamiento de los negocios ilegales ligados al robo de vehículos y al tráfico de personas no pueden analizarse sin tener en cuenta la activa participación político-policial en la formación de zonas protegidas o “liberadas”20.


     


    Para Dewey, la “protección” policial constituye el eje de la “articulación entre agentes estatales y miembros de organizaciones criminales”. En ese sentido, “nadie la necesita más que un criminal y nadie tiene más posibilidades de otorgarla que un agente estatal”, tal como lo indica con elocuencia el analista argentino. Pero, a diferencia de la protección gestionada por los grupos mafiosos sicilianos o los violent entrepreneurs rusos, que no implica ninguna forma de asociación con el Estado, la criolla constituye una protección asentada fundamentalmente en la “suspensión temporaria del Estado de derecho” en asociación con los encargados de “aplicar la ley” a los efectos de “proteger al mejor postor de los efectos de las leyes”. Y ello no solo constituye una forma de apropiación de parte de la rentabilidad generada por el negocio criminal, sino que configura una modalidad efectiva de “control” del crimen.


     


    La comercialización de zonas protegidas —es decir, bloquear la aplicación de la ley— tiene dos efectos: si bien, por un lado, consiste en ofrecer un espacio territorial libre de la acción del Estado, por otro, implica controlar ilegalmente el delito. Allí radica el sorprendente éxito que logran cuerpos policiales desvencijados a la hora de atrapar a ciertos delincuentes que, por lo general, constituyen el eslabón más frágil de la cadena de complicidades. Mediante una adecuada administración, los cuerpos policiales son capaces de regular cuándo, dónde y cómo deben operar los compradores de protección. Esta superioridad se debe a que la policía dispone de un mayor caudal de información. Así como la pertenencia al Estado permite obtener información preferencial, el “servicio de calle” funciona como un scanner que actualiza en cada comisaría la información relevante dentro del territorio jurisdiccional. Conocer las necesidades de los clientes, saber cuáles son sus dificultades, evaluar las consecuencias del accionar criminal o enterarse de la llegada de nuevos grupos permite, entre otras cosas, estipular precios, extorsionar, poner condiciones o eliminar individuos riesgosos21.


     


    Por lo tanto, el crecimiento y diversificación de las actividades propias de la criminalidad organizada en nuestro país no se produjo como consecuencia de la alta marginalidad urbana o de las destrezas de los grupos delictivos más prolíficos en el desarrollo del negocio criminal, sino, más bien, de la demanda social de los bienes y servicios ofrecidos y adquiridos en los mercados ilegales y de la regulación policial22.


    3) El sentimiento de inseguridad


    A lo largo de las dos últimas décadas, al compás de y en relación con la transformación del fenómeno criminal en la Argentina, hubo un significativo aumento y generalización del “sentimiento de inseguridad”, al punto de convertirse en un asunto relevante en los planos social y político. Como señala Kessler, mientras en los 80 la preocupación sobre la inseguridad era mayor entre las mujeres, los sectores populares de los suburbios urbanos y los votantes de partidos de derecha, en la década siguiente, pasó a estar presente “en casi toda la población”. Y, en ese marco, cuando el temor al delito llegó a los “varones de sectores medios y altos”, la cuestión de la inseguridad “se politiza y entra de lleno en la agenda pública”23. En este sentido, en los 90 se produjo una “construcción particular de la ‘inseguridad’ como problema público”.


     


    […] Se asiste a la construcción particular de la “inseguridad” como problema público en la medida en que se va configurando como una categoría de descripción y comprensión de la realidad, que incluye determinados delitos (pero no todos), una cantidad creciente de voceros, especialistas e instituciones que se pronuncian sobre el tema y una importante circulación de relatos que van ganando relevancia frente a otros y son aceptados como la narración verídica de los hechos y sus causas24.


     


    En este contexto, se fue fogoneando un profundo inconformismo social frente a los delitos, la inseguridad y el desempeño de las autoridades políticas, policiales y judiciales, y al amparo de dicho repudio, la inseguridad se fue convirtiendo en un asunto de relevancia política.


     


    El incremento de los crímenes, la aparición de nuevas formas de delincuencia, el fortalecimiento de determinados actores violentos, la inseguridad en las calles o la impunidad, han incrementado la inconformidad social hasta el punto de que el tema de la seguridad es uno de los asuntos fundamentales de la agenda pública y además un motivo permanente de inconformidad, presión e inclusive protesta de la gente25.


     


    Ahora bien, durante toda la primera década del nuevo siglo, pese a la disminución relativa de la tasa de los delitos y de la victimización en general, el sentimiento de inseguridad perduró en el tiempo como una problemática central de la vida social en las grandes urbes de nuestro país. La caída relativa de los delitos y de la victimización no fue acompañada por una reducción del temor al delito o de la sensación de inseguridad. Además, el temor a ser victimizado persistió tanto entre personas que fueron víctimas de delitos como entre aquellas que no lo fueron26. En los últimos años, la sensación de inseguridad frente al delito en las grandes urbes afectó a un 70 % de la población, aproximadamente, mientras que solo el 30 % había sido victimizada27.


    En la persistencia del sentimiento de inseguridad también fue decisiva la creciente desconfianza social en las instituciones gubernamentales, de seguridad y judiciales directamente ligadas al control de los delitos. Míguez e Isla sostienen adecuadamente que “la sociedad siente inseguridad no solo en relación con los niveles de criminalidad o en relación con la desconfianza sobre las instituciones ligadas directamente al combate del crimen, como la policía y la justicia”, sino que “la sensación de inseguridad de la población se ve afectada por factores muchas veces tangenciales al delito”, tales como el grado de confianza/desconfianza en los políticos locales28. En 2006, solo el 16,14 % de la población de seis ciudades del país sentía “total confianza” en la policía, mientras que casi el 32 % manifestó tener “algo de confianza” y el 50 % restante expresó detentar “baja o ninguna confianza”. No obstante, otras instituciones públicas locales fueron objeto de una mayor desconfianza que la policía. Casi el 13 % de la población manifestó tener “total confianza” en los gobiernos municipales; casi el 5 % en los concejales; un poco más del 6 % en los jueces distritales, y un poco más del 3 % en los políticos del barrio y locales. Pero el 58 % de esa población expresó no tener “ninguna confianza” en los gobiernos municipales; el 69 % en los concejales; casi el 60 % en los jueces distritales, y casi el 70 % en los políticos del barrio y locales. Asimismo, se registró un alto nivel de tolerancia a la corrupción institucional. El 63 % de la población opinó que existía una “alta corrupción policial”, pero una parte significativa de ese estrato poblacional expresó tener simultáneamente una “confianza media o alta” en dicha institución. Y un 48 % consideró a la policía como una institución “total” o “algo” confiable al mismo tiempo que detentaba “mucha” o “algo” de corrupción. La confianza de las personas en la policía derivaba de la eficacia en la prestación del servicio policial y no en la corrupción existente en ella29.


    4) La espectacularización mediática


    El sentimiento de inseguridad ha estado moldeado por la creciente espectacularización mediática de la inseguridad y, específicamente, de ciertos delitos; en particular, de aquellos que habían victimizado a personas de los sectores altos y medios-altos. En gran medida, a partir de los años 90, se ha producido un significativo incremento del espacio y la relevancia que las cuestiones delictivas han tenido en los medios de comunicación. “[El delito] deja de estar confinado a los diarios populares o a las páginas de policiales para escalar a las secciones políticas, e incluso a las portadas de aquellos medios considerados más importantes”30.


    Pero también tuvieron lugar dos fenómenos concatenados. Por un lado, los medios comenzaron a llevar a cabo una cobertura general y cotidiana del delito, y este ganó preeminencia por encima de ciertas materias o temáticas tradicionales. Y, por otro lado, se construyeron nuevas formas de abordar el delito en los medios. Para Stella Martini, ello trajo aparejado que “las crónicas periodísticas sobre el delito” fuesen asumidas socialmente como “reflejo de la realidad por el sentido común”.


     


    La preocupación de los medios de comunicación por el problema delictivo se ha establecido como una agenda diaria que, en su serialización, construye la vida en nuestra sociedad entre hechos delictivos, sea padeciéndolos, tratando de evitarlos o imaginando el momento en que otro individuo se constituirá en una nueva víctima. En la Argentina, esta es una “realidad” que se lee en las noticias que se cruzan paradójicamente el azar con la previsibilidad o la habitualidad: los medios aseguran que el crimen está instalado en nuestra cotidianidad y ataca en todo momento y lugar, y que funciona según su accionar azaroso, por lo que es posible percibirlo como una suerte de ruleta rusa social31.


     


    En este contexto, se ha desarrollado un abordaje interpretativo y valorativo de los grandes medios de comunicación masivos, fundamentalmente, la prensa televisiva, que no solo ponderó la problemática del delito y la inseguridad de una manera exacerbada y repetitiva, sino que le infringió una impronta de “sensacionalismo” que no escatimó “horror y miseria” y que se inscribió en la táctica de “exacerbar el valor o la función del azar”32.


    Para Shila Vilker, esta “narración de lo atroz” combinó “el realismo más descarnado —ya de por sí exagerado, dados los temas elegidos, que son excesivos—” con una “decidida violación de las proporciones naturales”33. Además, ese tono asentado en la anécdota y cargado de una espectacularidad y dramatismo inusitados se sustentó en lo que Martini indica como “la construcción de una imagen de la cotidianidad por la que la noticia asegura que el delito irrumpe y altera un modo ideal de vida, el familiar”.


     


    Hay una escena que se repite en los crímenes azarosos: el hecho criminal destruye la armonía que caracterizaría el orden social e instala el efecto de lo siniestro en la cotidianidad. Para ello, recurre como es tradicional a tres factores: la identidad de la víctima, la cercanía geográfica y el tiempo cronológico, que aseguran una imagen reconocible y verosímil de la realidad. El hombre asesinado en la puerta de su casa en un barrio sencillo de clase media en ocasión de un asalto a la diez de la mañana es “igual” a cualquiera de los que constituyen el público consumidor de la noticia. Las víctimas suelen ser siempre estereotipos del individuo común; los lugares del hecho criminal, reconocibles porque son los del barrio más o menos cercano o parecido al propio; los horarios aseguran que no hay momentos en que no se esté expuesto a la victimización. El reconocimiento se completa con la narración de la historia personal de la víctima, sus gustos, su “absoluta inocencia”34.


     


    Esto contribuyó a producir y reproducir un determinado marco de referencia simbólica centrado en la consideración de que toda la sociedad se hallaba insegura y era vulnerable a cualquier tipo de delito violento, aun aquellas personas y sectores que objetivamente tenían una baja probabilidad de ser victimizados por este tipo de eventos.


    En este contexto, a lo largo de la primera década del nuevo siglo, la generalización de la preocupación y del sentimiento de inseguridad se hizo extensiva a numerosos sectores sociales y a diversos grupos político-ideológicos, lo que apuntaló la politización de la seguridad pública, en cuyo marco se produjo un notorio contrapunto entre dos posiciones disímiles. Por un lado, aquellas asentadas en reclamos punitivos para afrontar las problemáticas de la inseguridad y, por otro lado, las perspectivas más integrales basadas en medidas sociales e institucionales. Otamendi explica que, en 2007, entre las personas residentes en la Argentina, aquellas “con una orientación estatista-universalista (el Estado como garante de derechos)” sostenían que para mejorar la seguridad se debían “tomar medidas que fortalezcan las instituciones encargadas de la seguridad y políticas sociales y educativas” en una proporción mayor que “los que están a favor de un Estado mínimo-individualista”, que eran “más proclives a medidas punitivas”35.


    Al finalizar la década, la cuestión de la inseguridad siguió posicionada como un asunto relevante. El 37 % de la población argentina consideró que la “delincuencia” era el principal problema en el país y el 75 % entendió que vivir en la Argentina era cada día más “inseguro”. Solo el 14 % aprobó las “políticas de seguridad” implementadas y apenas el 10 % de la población sostuvo que la “seguridad ciudadana” en el país era muy buena o buena. Por su parte, el 40 % de la población afirmó que el principal problema que enfrentaba la policía para luchar contra el delito era la “corrupción”, aunque el 55 % indicó que la forma más efectiva de política de seguridad era “aumentar el número de efectivos policiales en la calle”36.


    La persistencia de altos niveles de sentimientos de inseguridad y de temor al delito pese a la significativa caída general de los robos, hurtos, lesiones y homicidios dolosos producida entre los años 2003 y 2008, dio cuenta de la autonomización de la preocupación social sobre los delitos y la inseguridad respecto de las condiciones objetivas de seguridad y victimización. Tal como lo señala Marcelo Pereyra, “la sensación de inseguridad de los sujetos no siempre se corresponde con sus experiencias de victimización”, sino con el abordaje mediático del delito tanto en lo relacionado con la envergadura del problema como con su significación.


     


    […] La preocupación por la delincuencia como problema social y las sensaciones de miedo e inseguridad tienen más que ver con las agendas mediáticas del delito que con la realidad de la delincuencia en cada barrio, en cada ciudad […]. Los medios —a menudo en términos de incertidumbre, mediante afirmaciones vagas, inferencias y especulaciones— han logrado imponer la agenda del delito como una agenda prioritaria, enmarcada dentro de una relación con la pobreza, con los hábitats de la marginación, con el consumo individual de drogas (convirtiendo al adicto en delincuente) y con algunas contravenciones —o ilegalismos o incivilidades— para, por último, insertar el crimen en un universo simbólico signado por el deterioro del Estado y la deslegitimación de la política, la policía y la justicia37.


     


    La criminología mediática38 solo enfoca algunos hechos, algunos victimarios, algunas víctimas y algunos lugares, al mismo tiempo que excluye de la atención de los medios otros numerosos tipos de delitos —siempre más complejos— que son infinitamente más lesivos que aquellos.


     


    […] Hay una terminología mediática que es la que nos construye la realidad, gracias a un discurso que instala el pánico moral, o sea el terror ante el delito. […] Es una construcción de poder; si vemos qué es lo que nos muestran como delito, nos muestran como “el delito” solamente el del chico del barrio precario; ahora no nos muestran como delito el de la macroestafa que vivió la Argentina en los años 90 que causó millones de víctimas y cuyas consecuencias estamos pagando aún hoy39.


     


    Así, los únicos hechos que valen en el foco y en el relato de los medios masivos de comunicación son los delitos predatorios y patentes —en particular, los homicidios— cometidos por personas marginalizadas —en particular, menores— contra personas de clase media o alta cometidos en espacios públicos o escenarios no ubicados en “zonas peligrosas”, sino donde transita o reside habitualmente la “gente común”. Por cierto, el énfasis exclusivo y la reiteración sistemática y obsesiva de estos hechos se mantiene con eficacia en un halo de ocultamiento sobre otro conjunto de problemáticas mucho más letales y lesivas, como lo son las diferentes formas de violencia doméstica o entre personas conocidas; los mercados ilegales —de drogas, autopartes, personas sexualmente explotadas— regulados estatalmente mediante la protección policial; las diversas formas de violencias institucionales —casos reiterados de gatillo fácil, torturas, ejecuciones, desapariciones, todo ello cometido en la vía pública o en lugares de encierro—; los delitos de “cuellos blanco” o delitos corporativos.


    Asimismo, la exégesis mediática de la problemática criminal se asienta en un mensaje en cuyo marco los delitos predatorios y patentes constituyen fenómenos cotidianos y generales. Cualquier persona puede ser asaltada, golpeada o asesinada en aquellas circunstancias, esto es, todos pueden ser victimizados de manera violenta o fatal en cualquier momento y lugar, según reza el relato mediático. Además, en la jerga de los medios, por un lado, esos delitos constituyen ofensas disolventes del orden social pacífico o, dicho de otro modo, alteran, perturban o quiebran una situación social o comunitaria pacífica, y, por otro lado, se inscriben en una tendencia en permanente crecimiento. Todo ello da cuenta de una vorágine criminal que no desiste, que se expande, que es generalizada y que responde a la malicia de los “delincuentes”, cuyo accionar está orientado a turbar la vida de las “personas decentes”.


    A tono con este relato, la narrativa mediática se completa con alusiones y con postulaciones insistentes a favor del desarrollo de estrategias y/o respuestas punitivas, centralmente llevadas a cabo por la policía —única institución profesional apta para ello—, tendientes a criminalizar o a eliminar a los “peligrosos”. Y ello siempre supone una convalidación mediática de las acciones represivas del Estado, las que tienen como horizonte de intervención a los sectores marginalizados, guardan improntas ilegales notorias y se asientan en una base de aprobación política.


     


    O hay una política de inclusión, o hay una política de represión. Las políticas de represión terminan en masacre siempre, es inevitable. Estas políticas son propias de Estados autoritarios, por más que se disfracen de democráticos, terminan produciendo masacres que tienen distintas características: gatillo fácil, ejecuciones, desaparición de personas, que inevitablemente terminan en una total autonomización de fuerzas policiales que operan directamente al margen de la autoridad política, o funcionalmente a esa autoridad política que solo quiere el control de esos sectores40.


     


    En suma, durante las últimas décadas, la “inseguridad” así construida se ha convertido en un asunto de significativa preocupación social y en un problema público relevante que se ha traducido en una persistente demanda social a las instituciones gubernamentales —en los diferentes niveles— a favor de respuestas protectivas que tiendan a dar algún tipo de “solución” a estos asuntos.


    5) El surfeo político


    Tal como lo señala Eugenio Raúl Zaffaroni, “los políticos están sitiados por los medios masivos y las campañas de bombardeo continuo de noticias rojas”41. Y ese constreñimiento, impuesto para unos pocos y consentido para la mayoría, ha dado lugar a una modalidad singular de abordaje y gestión de los asuntos de seguridad.


    Ante los sentimientos de inseguridad y, específicamente, ante la criminología mediática, la política argentina y, en particular, las sucesivas y diversas autoridades gubernamentales —de derecha o de izquierda; nacionales, provinciales o municipales— han llevado a cabo una suerte de reacción adaptativa o surfeo orientado a responder y a amoldarse a la “opinión pública” estructurada mediáticamente, siempre en vista de que todo esto no genere situaciones de crisis política o no esmerile la capacidad de gestión y/o la legitimidad política de los gobernantes. Por lo tanto, las problemáticas de los delitos y las violencias no constituyeron en sí mismo el objeto de esas acciones gubernamentales.


    En este sentido, la estrategia del surfeo adquirió ciertas manifestaciones y tendencias fenomenológicas que sirvieron como condición de aplicación de esta:


     


    
      	El encubrimiento u ocultación de las problemáticas de la seguridad pública; en particular, de las condiciones y tendencias objetivas de los delitos y los sentimientos de inseguridad.


      	El discursivismo exculpatorio tendiente a deslindar responsabilidades de gobierno y de gestión de la seguridad en otras instancias institucionales (justicia penal, fiscalías), actores sociales o condiciones estructurales de la economía y la estratificación social.


      	La apatía e inercia institucional proclive a desatender las condiciones y las bases institucionales (normativas, organizacionales y funcionales) de la gestión política de la seguridad y, con ello, perpetuar una situación de precarización de la capacidad de ejercicio de gobierno del sector.


      	El normativismo penal asentado en la promoción de meras reformas legales en materia de seguridad; especialmente, reformas de tipo penal y procesal-penal, como respuestas institucionales predominantes y/o exclusivas a las problemáticas de la seguridad.


      	El formulacionismo declamativo asentado en la mera enunciación de intervenciones, programas y/o planes de gobierno en materia de seguridad pública que nunca son objetos de ningún tipo de acciones orientadas a su implementación total o parcial.

    


     


    Este estilo de ejercicio del gobierno político de la seguridad pública, asentado en la reacción adaptativa y en la policialización, fue eficaz y, en consecuencia, fue políticamente viable. Y lo fue porque, en términos predominantes, logró que la transformación del fenómeno criminal y la politización de las problemáticas de la seguridad no dieran lugar a situaciones de crisis políticas inmanejables para los sucesivos gobiernos. La reacción adaptativa consiguió “surfear” las demandas sociales y las presiones mediáticas exitosamente. Y la policialización permitió gestionar las problemáticas criminales más “relevantes” —los delitos patentes de fuerte gravitación pública—, “sin ruidos” y/o invisibilizándolas, mediante una combinación equilibrada y eficiente de represión selectiva y de regulación protectiva de mercados ilegales y de redes criminales complejas42.


    Por su parte, la estrategia del surfeo ha encubierto a los ojos de la opinión pública y de gran parte de la propia clase política criolla un hecho fundamental: el esquema tradicional de abordaje político de la seguridad asentado en el desgobierno político y en la policialización de la seguridad. Por lo tanto, ha configurado un dispositivo políticamente útil para la gobernabilidad de aquellas conflictividades que resultan gravitantes en la vida política y social de nuestro país. Y en ello ha tenido un rol fundamental la policía, aun con sus anomalías, deficiencias e ilegalidades.


    Pues bien, esta modalidad de gestión política de la seguridad pública ha tenido impactos y consecuencias situacionales e institucionales de significativa gravitación. En el plano situacional, al amparo de la exclusión sistemática de los conflictos, las violencias y las problemáticas de los delitos de la agenda gubernamental y, por ende, de la imposibilidad de colocar ese conjunto de asuntos como objeto de las políticas y acciones gubernamentales, en la Argentina y, especialmente, en las grandes urbes del país, las problemáticas de las violencias y los delitos fueron aumentando y adquiriendo un mayor nivel de complejidad; en particular, aquellas manifestaciones criminales propias de la delincuencia organizada, cuya expansión ha sido favorecida por la demanda en mercados ilegales de bienes y servicios, y la protección y/o regulación ilegal de la policía. En el plano institucional, las secuelas más evidentes han sido la precarización de los dispositivos legales y organizacionales del gobierno de la seguridad pública y de la capacidad de gestión política de estos asuntos y, como derivación de ello, la policialización de los asuntos de la seguridad pública resultante de la delegación de parte de las autoridades superiores del gobierno de la gestión política de la seguridad a las cúpulas de las instituciones policiales y la asunción fáctica de estas a dichas responsabilidades y del autogobierno de sus propias agencias, y el autismo social en los asuntos de seguridad pública mediante la exclusión de la prevención social de la violencia y del delito de la agenda de acciones e intervenciones gubernamentales y la desconsideración de las condiciones sociales como determinantes de diversas problemáticas de la seguridad.


    La superación de esta endeblez institucional requiere que la criminología mediática tenga una resonancia de menor peso en los ámbitos gubernamentales y que las políticas y/o acciones en materia de seguridad pública llevadas a cabo por los gobiernos estén determinadas por las problemáticas de las violencias y los delitos. Pero, para ello, se requiere de una clase política con alguna perspectiva estratégica.
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    CAPÍTULO CINCO

    Ángeles Rawson: el caso que se sigue por los medios y no por el expediente


     


     


     


     


    A principios de junio de 2013, lamentablemente, apareció un caso que resume lo mal que los medios pueden realizar el seguimiento de una noticia judicial, con el agravante de confundir a la opinión pública con hipótesis extrañas. Ángeles Rawson, 16 años, clase media, desaparece en el barrio de Palermo de la Ciudad de Buenos Aires y aparece al día siguiente en el Ceamse (Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado) de la localidad de José León Suárez.


    Después del hallazgo, el primer dato erróneo y sin chequear que la prensa emitió es que fue violada y que murió estrangulada. Pánico general, miedo, los miserables de siempre hablan de inseguridad. Están al acecho para pegarle al gobierno de turno. El caso se cubrió como si fuera una cadena nacional. Horas y horas de transmisión que abusaron del tema y de sus circunstancias; mientras no existía ninguna confirmación oficial, todos querían dar por cerrado el misterio. Los canales de noticias aumentaron el rating con imágenes de la vida de Ángeles —los más osados llegaron a emitir alguna filmación donde ella hablaba—. La opinión pública salió a buscar un responsable por lo que se vio y se contó en los medios de comunicación.


    En este marco de irresponsabilidad generalizada, surgió un personaje funcional a tanto hermetismo judicial —medida adecuada al secreto de sumario—: el padrastro de Ángeles, Sergio Opatowsky. Un hombre mediático, con ganas de hablar más allá del dolor, que incurrió en declaraciones contradictorias, que tuvo una sobreexposición tal frente a las cámaras que comenzaron a generarse dudas y a levantarse sospechas acerca de su presunta participación en el crimen. A eso, se sumó la madre de Ángeles, una persona mística, muy creyente, aparentemente alejada de las coordenadas de tiempo y espacio de lo que estaba ocurriendo, tanto que cuando denunció la desaparición de su hija como cuando la encontraron asesinada, sorprendieron sus declaraciones.


    La historia


    Todo comenzó cuando Ángeles no regresa a su casa de la calle Ravignani 2030 el 10 de junio a las 10:00 de la mañana, como todos los lunes, después de la clase de gimnasia. Se realiza la denuncia penal en la fiscalía de la doctora María Paula Azaro. El martes 11 de junio, alrededor del mediodía, se encuentra su cuerpo en una bolsa de color negro, como las que se usan para los residuos domésticos, en el Ceamse. Se ordena la autopsia. Sin embargo, antes de que se realice, trasciende que el médico legista que la vio apenas la encontraron, de forma extraoficial, dijo que la menor había sido violada y estrangulada y, además, certificó que tenía los pies atados con una soga tipo tanza y una bolsa del supermercado Día en la cabeza, así como también numerosas lesiones, producto de los movimientos y la compresión que se producen en los camiones con los desechos. Golpes pre y post mortem. “Lindo espectáculo” para el escarnio mediático que se venía.


    Los medios masivos de comunicación pasaron de asegurar que había sido violada y estrangulada a que no había sido ni violada ni estrangulada sin solución de continuidad y con absoluta y total impunidad. Todo esto ante una familia dolorida, y sospechada a la vez, por la muerte de Ángeles. Un acto espantoso desde cualquier punto de vista, potenciado de manera demencial por las tergiversaciones.


    Hasta el viernes 14 de junio, para los medios, la familia era la responsable; sin ninguna prueba jurídica ni fáctica, ellos mostraban, decían y condenaban; había que vender. Pero ese día, todo cambió. Por la noche, la fuerza pública lleva a declarar como testigo al encargado del edificio, Jorge Mangeri, de 45 años, casado, sin hijos, y cuya esposa está en tratamiento por un cáncer de tiroides, lo que hace el caso aún más dramático.


    En la madrugada del día siguiente, luego de que hubieran declarado como testigos la madre y los hermanos de Ángeles sin que nada importante apareciera en las declaraciones, le llegó el turno al encargado. Para la Justicia, allí comenzó, al menos en esta etapa, a esclarecerse el caso.


    Mangeri, muy nervioso, declara durante varias horas y se autoincrimina ante la fiscal, al menos, en tres oportunidades: “Fui yo el responsable de lo de Ravignani 2030, mi mujer no tuvo nada que ver”. Ante esta autoincriminación, la fiscal hace lo que es procesalmente correcto: suspende el acto y le comunica que esto se lo diga a su abogado defensor, que no continúe declarando y que queda detenido acusado del crimen. En el expediente, se escriben varias fojas con las declaraciones de un hombre que se contradice en sus dichos y que no puede demostrar dónde estuvo desde el lunes 10 hasta el viernes 14 cuando la policía lo llevó a declarar por la fuerza pública.


    Se produjeron una serie de dichos disparatados. El diario Clarín, por ejemplo, en la edición del sábado 15 de junio, tituló que el padrastro había quedado detenido, algo que nunca ocurrió, ya que ni siquiera había declarado como testigo. Otros medios hacían encuestas de manera de incitar la opinión sobre quién parecía más sospechoso en el caso. La gente apuntaba al padrastro. Mientras tanto, nada de esto ocurría en el expediente judicial, que es donde se condenará al o los responsables. Es decir, los constantes “giros en la causa” que pregonaban los medios jamás sucedieron, porque en el expediente siempre se trabajó con celeridad, seriedad y hermetismo, como corresponde cuando hay una muerte que el rating parece no respetar.


    Si hubo un momento clave en la causa, fue el de la autoincriminación de Mangeri. Una vez que sucedió esto, se nombró al doctor Carlos Garay como defensor público, quien le aconseja que se niegue a declarar —un derecho que tienen los imputados sin que ello constituya presunción en su contra—, hecho lógico, ya que ni el defensor ni el acusado habían visto el sumario penal. Se lo traslada, entonces, como único sospechoso del crimen, a la cárcel de Ezeiza43. El lunes 17, otra vez se lo cita a declarar y se vuelve a negar a hacerlo, decisión que fue lo último que le había aconsejado su abogado defensor de oficio. Después de varias idas y vueltas, toman la defensa privada los doctores Miguel Ángel Pierri y Marcelo Biondi, lo que iba a garantizar más la exposición mediática que la defensa en el juicio.


    Allí comienza el redoble mediático del caso. Horas de programación sin contenido jurídico, llenas de las sensaciones de los “opinadores” de turno, no solo los pseudoespecializados, sino también se aborda el tema en programas de espectáculos y de chimentos, por los que desfilan peritos, médicos forenses, abogados, exfiscales, exjueces, criminólogos, investigadores de poca monta. Todos ellos con un denominador común: ninguno conocía el expediente 29.907, caratulado “Ángeles Rawson s/homicidio simple”. Sin embargo, la gente los miraba, los escuchaba y se iba formando una opinión errónea de los hechos, sentencia que será difícil sacar de su mente. Si a ello le sumamos que ni el juez Roberto Ponce, ni el juez Javier Ríos, ni la fiscal Paula Azaro dan declaraciones públicas, la gente solo recibe “información” de un lado, que es el que le vende una verdad que nunca será tal.


    Este trabajo no tiene como fin analizar este caso, sino pretende dejar constancia de que hasta la fecha, jurídicamente, en el expediente que tiene más de 3.000 fojas —más allá de todo lo que se dijo, se leyó y se escuchó—, lo que dice la causa avalada por un juez y un fiscal, que son los responsables de investigar y de conducir el caso que tiene una resolución que a esta altura, en esta etapa del proceso, es contundente: Jorge Mangeri está procesado y con prisión preventiva por el delito de homicidio agravado por alevosía, artículo 80 inciso 2 del Código Penal y un embargo de un millón de pesos.


    La prisión preventiva del encargado


    El juez Ríos, en su resolución de treinta carillas de extensión, sostiene que el imputado la encontró en el interior del edificio —no aclara el lugar—, que Ángeles quiso defenderse y que por esa defensa, quedaron rastros genéticos de Mangeri debajo de las uñas de la mano derecha de la nombrada, en los dedos índice, anular y mayor. Agrega a renglón seguido que el imputado la ató de pies, manos y muslos, le colocó una bolsa plástica de nylon color verde en la cabeza con la inscripción “Día” y una soga con varios nudos alrededor del cuello, y que en ese estado, la puso en una bolsa de consorcio de color negra para luego introducir a la víctima en el circuito de recolección de residuos del Ceamse, cuyas maquinarias le causaron lesiones vitales y traumatismos múltiples.


    El magistrado sostiene que de todas las investigaciones realizadas no se ha identificado a ninguna otra persona que pueda vincularse con el acontecimiento en cuestión. En otras palabras, hasta ahora, para el juez, el encargado es el único autor del hecho. Es obvio que habrá una apelación y pedidos de nulidades, como ocurre siempre, y será la Cámara de Crimen la que confirmará o revocará este fallo. Si se confirma, Mangeri seguirá preso, y la causa irá a juicio oral y público el año próximo; si se revoca o anula la prisión preventiva, Mangeri quedará en libertad.


    Desde la óptica procesal, sobran elementos para la detención y la prisión preventiva del encargado del edificio: sus contradicciones en la testimonial, su nerviosismo, el no poder justificar dónde estuvo el día del hecho a pesar de ser el encargado del edificio, el ausentarse los días posteriores, el no ir a declarar cuando fue citado como testigo y la prueba más grave, precisa y concordante con la situación: el ADN que se encontró en las uñas de Ángeles, que podría ser fruto de un ataque sexual.


    El móvil


    Una frase que rodea este caso es aquella que sostiene que “el móvil no está”. Esto no es necesario, ya están el homicidio y el presunto homicida. El móvil puede llegar a no descubrirse nunca y es una cuestión que no les interesa a los jueces. Si está, mejor; si no está, hay que probar el crimen. Y es lo que se está haciendo.


    De todos modos, hasta el inicio del juicio oral, se siguen agregando pruebas, indicios, presunciones, testimonios, documentos, peritaje, etcétera; y el tribunal tendrá muchísimos más elementos de convicción para condenar o absolver al imputado.


    No nos olvidemos que, luego de detenerlo, el juez tenía diez días para resolver su situación procesal y en poco más de un mes, ha avanzado mucho y con gran profesionalismo. A pesar de que los medios de comunicación perturban cualquier pista que aparezca, el trabajo del Poder Judicial es impecable en este caso.


    La dicotomía entre la verdad jurídica y la verdad mediática


    La exposición de este caso en los medios de comunicación puso de manifiesto con claridad la dicotomía que existe entre lo que dice una causa penal y lo que ellos señalan que dice la causa. Hay un principio que no debemos olvidar: “Todo lo que no está en el expediente, no existe”. Este principio es ignorado por los comunicadores sociales cuando demuestran que les importa más la “venta” del caso que el descubrimiento de la verdad. Lamentablemente, la opinión pública después de escuchar durante horas y horas una sola línea de información, en muchos casos con datos erróneos, se forma una idea de cómo sucedieron los hechos y es muy difícil que su opinión cambie.


    Si la justicia a través de jueces, fiscales, abogados, peritos oficiales demuestra cómo son los hechos y quién es el culpable, ¿por qué pensar que fue otra persona o que se protege a alguien, como sería en este caso a la familia de Ángeles, o que —como dijeron varios medios— había historias sexuales entre familiares, relaciones prohibidas y otras atrocidades? De todo eso, nada existe en la causa penal, es un invento de los medios masivos de comunicación.


    Cabe preguntarse si el hecho de que el encargado sea el asesino es demasiado simple para los medios, ya que le quita morbo a la situación. ¿Por qué se olvidan de que una joven de 16 años fue asesinada? ¿Habrá que hacer ficción de los casos policiales para volverlos más llamativos, porque tal como ocurren, según lo que prueba la justicia, no provocan atracción y es mejor generar una historia paralela antes que una verdad judicial que simplifica todo?


    Con humildad, creo que en el caso de Ángeles se han superado todas las barreras de lo que no debe hacer el buen periodismo. Primero, respeto por la víctima y su familia. Segundo, responsabilidad a la hora de informar. Tercero, no violación de las normas del Código Procesal, como es el secreto de sumario, cuya función es salvaguardar la investigación en su comienzo. Cuarto, perturbación del accionar de la justicia con pruebas falsas que sirven para minutos de televisión o páginas de gráfica, pero no aportan a la investigación, como el caso de un teléfono celular encontrado en la vía pública —que un medio lo agregó a la causa— o una testigo aportada por un canal de televisión que no sumaron nada a la pesquisa; por el contrario, hicieron perder tiempo a los investigadores.


    Me parece que existen colegas que se equivocaron de carrera, ya que tienen almas de policías, fiscales, jueces o peritos y olvidan que son periodistas, con lo importante que es esta profesión en función de la verdad, que es donde se debe llegar. El deber del periodismo es exhibir los hechos, no crearlos, y mucho menos cuando se ponen en juego el drama de la vida y la muerte, y el rol de la justicia, que tiene que ser contundente a la hora de dictar una sentencia y mandar a alguien a la cárcel.


    Me queda la sensación de que es mucho más dramática la impunidad de la que gozan los medios de comunicación cuando dicen informar de un caso jurídico o policial que un caso penal que quede impune, porque no se pudo probar que algún acusado es autor de un hecho criminal.


    La opción es creer en la justicia con sus imperfecciones o creer en los medios de comunicación que solo quieren vender una noticia sin comprometerse con el dolor de las víctimas. El riesgo es que, algún día, alguien diga: “Yo le creo más a tal comunicador” que a un juez o un tribunal que contó con todas las pruebas del caso.


    Más allá de todas las especulaciones mediáticas, siempre la verdad jurídica está en el expediente y así falló el tribunal de Apelación. El 6 de septiembre de 2013, finalmente, la Sala Sexta de la Cámara del Crimen se expidió, en forma contundente, sobre la situación de Jorge Mangieri: continuará preso. Atrás quedaron las especulaciones mediáticas y el verdadero show televisivo que dieron los medios al instalar el tema cuando, en realidad, no había nada más que esperar el fallo. En esa resolución, los tres jueces fueron contundentes acorde a las pruebas que se recolectaron a lo largo de tres mil fojas. “El portero seguirá preso”, fue el título de los medios que contradice lo que habían dicho en su momento al generar falsas expectativas, como por ejemplo, que el portero quedaría en libertad, que harían lugar a las nulidades o que la causa volvería a fojas cero.


    De ese circo mediático no estuvieron ausentes los abogados del acusado, doctor Miguel Ángel Pierri y equipo, a los que se sumaron médicos, peritos, otros abogados que no pertenecían al caso y periodistas, como el conductor de América 24, Mauro Viale, que se llegó a pelear con el padrastro de Ángeles, Sergio Opatowsky, a quien siempre consideró sospechoso, sin aclarar nunca desde qué lugar, ya que en la causa no hay ninguna prueba que lo involucre. Quizá, ese error no fue solo de Viale, dado que el sábado posterior a la aparición del cuerpo de Ángeles, el diario Clarín tituló, sin luego pedir disculpas por ello, que Opatowski quedó detenido imputado por el crimen, algo que nunca ocurrió —de hecho, tiempo después el padrastro fue a tribunales a declarar como testigo—.


    El fallo de la Cámara tira por tierra todos los argumentos instalados mediáticamente. No hay nada que discutir. Solo los medios, con el fin de vender más y por la repercusión que tuvo el caso, trataron de confundir a la opinión pública. Llegó la hora de la verdad para la justicia, hasta ahora está claro que Jorge Mangieri fue el autor responsable de la muerte de Ángeles Rawson. Lo único que se modificó fue el cambio de calificación legal, no de carátula, como erróneamente dicen los medios: en principio, es responsable de homicidio simple y no de homicidio agravado por alevosía. Ello fue así porque se agregaron pruebas e indicios que no estaban en la causa cuando el juez de primera instancia resolvió la situación procesal del acusado. No habrá alternativa, el portero irá a juicio oral y público en el segundo semestre del 2014. Si bien la defensa puede decir que le mejoraron la calificación, ya que el homicidio simple tiene de 8 a 25 años y con alevosía tiene perpetua, en realidad, esto recién comienza. Seguramente, la calificación no será ninguna de las dos a la hora del juicio oral, según surge del fallo. Las figuras en juego serán las de homicidio criminis causa, es decir, cometer un delito para ocultar otro, que en este caso sería que el acusado quiso abusar de la víctima, no pudo y la mató; y la figura del femicidio, que es matar a una mujer por desprecio, que es lo que solicitó la querella representada por el doctor Pablo Lanusse. Ambas figuras tienen la pena de prisión perpetua en el Código.


    Un informe de una junta de peritos es contundente en cuanto a la tentativa de abuso sexual, algo que los camaristas tuvieron en cuenta cuando resolvieron la apelación. Ese informe se hizo sobre la base de la autopsia ya realizada en la morgue judicial. Mangieri se encuentra en el penal de Ezeiza y ya sabe que, por más expectativas que genera en los medios, esperará allí el juicio oral y público, y casi no tiene posibilidades de obtener su libertad mientras dure el juicio, más allá de que sus letrados defensores no pidieron la excarcelación. Miguel Ángel Pierri, en su momento, antes de aceptar el cargo, realizó declaraciones públicas en las que sostenía que si había abuso sexual, él no defendería el caso. A pesar de que para los peritos está probada esa posibilidad, Pierri no se apartó, con lo que ha quedado expuesto ante la opinión pública. Jurídicamente, fue muy grave que gente de ciencia y de derecho, como abogados penalistas, médicos forenses, psicólogos, psiquiatras, prestaran su voz y su rostro para opinar sin haber leído una foja del sumario y llevaran a la sociedad, en un caso con gran repercusión, a preguntarse si era correcto que Mangieri estuviera preso, cuando ya un juez, dos fiscales y tres camaristas se habían expedido en ese sentido y en forma categórica. Esa ceguera mediática perdió de vista lo más importante: la víctima, una adolescente de 16 años. Los medios no generaron marchas por justicia, pero sí asistieron a marchas a favor del victimario, con familiares, amigos y vecinos, que nunca tuvieron acceso a la causa penal. Por el bendito/maldito rating, los medios perdieron el eje. Es cierto, y lo hemos destacado, que el deber periodístico manda a cubrir este tipo de casos, pero la imparcialidad debe ser la base de sustentación. Ni a favor de la víctima ni del victimario, en todo caso, esperar que se expida el Poder Judicial de la Nación. En este caso sucedió algo inesperado: los grandes medios se pusieron a favor del victimario, porque ello daba más horas de aire o era más polémico. Se les hacían larguísimas notas a los familiares, amigos, vecinos, y sobre la víctima, nada, solo la sospecha de que el padrastro estaba involucrado.


    Macabro, triste, temerario, fue de las peores situaciones que han pasado en la televisión argentina en los últimos años. En el expediente, todos los caminos conducen a Mangieri. Entonces, ¿por qué querer instalar otra hipótesis, otro sospechoso que no surge de ninguna página del expediente judicial? Se esforzaron en destacar que era buen esposo, amigo de los vecinos, servicial en su trabajo, como si algo de ello se vinculara con la inocencia o la culpabilidad de un hecho delictivo. Si era buena persona, un día se convirtió en asesino.


    No se pueden equivocar todos los que actuaron en la causa, más de siete magistrados, o en todo caso, ¿se puede desde los medios estar en contra de lo que resuelve la justicia? Creemos que no. Mangieri goza de la presunción de inocencia, como reza nuestra Carta Magna, y hasta el juicio oral no se sabrá con certeza lo que pasó, pero todo lo que sucedió solo surgirá de las miles de páginas que tiene la causa y no de los debates en radio, diario o televisión.


    Los abogados llamamos leading case a aquellos que marcan camino en cuestiones legales. Considero que estamos frente a un leading case mediático, no jurídico. Es muy triste ver a colegas, de mucha o poca trayectoria, dando vueltas en el aire para acomodar sus opiniones a la luz de lo que va resolviendo la justicia. Por suerte, hay archivos, y del ridículo no se vuelve. A esto se agrega que algunos de ellos son abogados o, al menos, tienen título. O son muy burros, o se hacen los burros, que sería mucho más grave.


    Esas horas de grabación con testigos falsos, con peritos sospechosos, con columnistas ignorantes, servirán para ser exhibidas en las facultades de periodismo para decir, con claridad, que esto es basura, es engañar a la sociedad y faltarle el respecto a la gente.


    Sería muy bueno que la opinión pública castigue a los malos comunicadores y no los vea ni los escuche más, ya que la han estafado en este como en otros casos. Solo importa vender, es un gran fraude a la seriedad con la que se debe ejercer el noble oficio de ser periodista. Como no hay código de ética, como tienen otros países del mundo, ni controles corporativos, todo vale. Por suerte, el ciudadano tiene el control remoto. Uno llega a la triste conclusión de no saber si lo hacen por la ignorancia supina del derecho o, como el caso de Ángeles, donde se sacó a la luz lo peor del periodismo, como inventar hechos, pruebas y testigos que no existen en la causa penal, para llevar a la opinión pública por un sendero sinuoso que no tiene el final que ellos esperan, porque la justicia va por otro camino.


    Para cotejar los datos sobre lo que decían los medios y la causa judicial, nos remitiremos a párrafos textuales del expediente judicial que ya tiene fallo de la Cámara del Crimen.


    Los argumentos de las partes, la defensa, el fiscal y la querella


    AUTOS: En la audiencia, la defensa fundamentó sus agravios y la querella y la Fiscalía General ejercieron el derecho a réplica.- Tras la deliberación pertinente, estamos en condiciones de expedirnos.-


    Y VISTOS Y CONSIDERANDO: I. Agravios. La defensa entiende que la resolución es arbitraria por fundamentación aparente y afectación al art. 123 del Código Procesal Penal de la Nación.- También que no hay elementos suficientes para afirmar que J. N. M.44 fue el autor del hecho pues no se hallaron “objetos” en su poder o “bajo su esfera de custodia” (ver fs.1955vta.), que razonablemente lo vinculen, y que estuviera prestando funciones el 10 de junio en el edificio no permite concluir que fue él quien interceptara a la joven y la atara de pies y manos para luego introducirla en el circuito de recolección de residuos del “CEAMSE”.- Por lo demás, el material genético encontrado en los dedos mayor y anular de A. R. es parcial por lo que, a su juicio, debería excluírselo. Sin perjuicio de remitirse a las nulidades planteadas por separado.- En cuanto a la calificación legal, no obstante resultar provisoria, aduce que no concurren circunstancias que habiliten a sostener que hubo alevosía porque no es posible reconstruir con “mínima razonabilidad” que la agresión fue inesperada y sorpresiva. Además, entiende que no puede descartarse que el “supuesto autor” (sic) haya creído que la víctima estaba muerta antes del inicio del “procedimiento insidioso”.- Finalmente postula que la prisión preventiva se sustentó en la pena prevista para el delito y en las características del evento, lo que constituye una violación “a la ley sustantiva”, pues la “alegación sobre la gravedad y naturaleza del delito imputado corresponderá a la sentencia que eventualmente se dicte, fundada en el derecho de fondo [...]”.- Por otra parte, en la audiencia oral llevada a cabo dijo que el “soporte valorativo no es conteste con la causa” y que la nueva conclusión de la autopsia no se condice con el hecho atribuido.- Ratificó que no había alevosía, porque hubo un acto defensivo por parte de la víctima y, en cuanto a la prisión preventiva, citó el Plenario “Díaz Bessone” ya que no se daban en el caso los peligros procesales de fuga ni de entorpecimiento que legitimen la medida cautelar.- Por su parte, el Fiscal General, Dr. Ricardo Sáenz, señaló que la intervención de M. estaba acreditada a la luz de distintas constancias probatorias, entre ellas, la cámara que mostraba que la joven había vuelto a su domicilio, el resultado de las pruebas genéticas y las declaraciones de los vecinos y de C. S. que demostraban un comportamiento particular en el encargado los días posteriores a la aparición del cadáver.- En cuanto a la calificación legal, el Ministerio Público dijo que podía trabajarse con dos imputaciones alternativas y con las calificaciones de homicidio agravado por alevosía y por criminis causae. En el primer caso porque el imputado obró sobre seguro y aprovechándose de la indefensión de la víctima, y en el segundo, porque las conclusiones de la última junta médica dan cuenta de un posible abuso sexual y aparece como probable que el homicidio se produjo para encubrirlo.


    Valoración de esos argumentos por la Cámara


    Respecto del agravio vinculado a la arbitrariedad de la resolución consideramos que la motivación “constituye el signo más importante y típico de la racionalización de la función jurisdiccional, se establece como uno de los requisitos esenciales de la sentencia [...] es la enunciación de las premisas del silogismo que concluye en los puntos resolutivos [...] una comprobación lógica para controlar a la luz de la razón, la bondad de una decisión surgida del sentimiento; es la racionalización del sentido de justicia [...]” (Navarro, Guillermo—Daray, Roberto, “Código Procesal Penal de la Nación”, Análisis doctrinal y jurisprudencial, Tomo 1, págs. 361 y cc., Editorial Hammurabi, año 2004, en donde se citó a Calamandrei, “Proceso y Democracia”, págs. 115 y ss.).- Expresar el fundamento equivale a explicar y tornar públicas las razones, tanto de hecho como de derecho, que condujeron al Tribunal a adoptar la solución al caso planteado. Ello no significa agotar los argumentos utilizados por el requirente y sus contradictores para defender su interés sobre el punto a tratar, pero sí expresar con compleción los motivos que el juez tuvo para votar el dispositivo concreto en el que culminó la decisión, de modo de dar prueba de haberse ocupado con seriedad del contradictorio establecido por la ley procesal penal (Maier, Julio B. J., “Derecho Procesal Penal”, Parte General, Tomo III, Actos Procesales, pág. 335, Editores del Puerto, año 2004, citado en la causa N.° 1415 del registro de esta Sala VI, “Pedraza, José y otros s/procesamiento”, rta: 19/11/12).- Hemos sostenido en forma reiterada que el sistema de la sana crítica racional establece la más plena libertad de convencimiento de los jueces, a la vez que exige que las conclusiones a que se arribe sean fruto razonado de las pruebas en que se las apoye. Esta “libertad probatoria” se caracteriza, entonces, por la posibilidad de que el magistrado logre sus conclusiones sobre los hechos, valorando la eficacia convictiva con total libertad pero respetando los principios de la recta razón, es decir, las normas de la lógica (constituidas por las leyes fundamentales de la coherencia y la derivación, y por los principios lógicos de identidad, de no contradicción, de tercero excluido y de razón suficiente); los principios de las ciencias y de la experiencia común (Cafferata Nores, José—Hairabedián, Maximiliano, “La Prueba en el Proceso Penal”, sexta edición, págs. 57 y ss., Editorial Lexis Nexis, año 2008).- Al contrastar el decisorio apelado por la defensa con las premisas expuestas, consideramos que está debidamente motivado. Contiene los datos personales del imputado, una enunciación del objeto de reproche como así también de su fundamento y la calificación legal que se estima aplicable (art. 308 del código de rito). Además, el Juez de la instancia anterior ha proporcionado las razones de su convencimiento y exteriorizado el nexo racional entre las afirmaciones o negaciones a que se arriban y los elementos de juicio utilizados para alcanzarlas.- Por ello, la petición de nulidad de la parte por la presunta violación al art. 123 del catálogo procesal no tendrá acogida favorable.- III. A juicio del Tribunal, obra en la causa prueba suficiente para tener acreditada, a esta altura de la investigación, la autoría de J. M. en el homicidio de A. R. .- Para arribar a esta conclusión, merituamos en primer lugar, la que surge a partir del hallazgo de material biológico del imputado en el cuerpo de la occisa y en una de las sogas que rodeaba sus tobillos y, en segundo, la indiciaria que, completando aquella, permite reconstruir desde un prisma lógico lo acontecido.- A estos fines el “elemento de prueba” o “prueba” propiamente dicha es “todo dato objetivo que se incorpora legalmente al proceso, capaz de producir un conocimiento cierto o probable acerca de los extremos de la imputación delictiva. En general, estos datos consisten en los rastros o huellas (o efectos materiales) que el hecho delictivo pueda haber dejado en las cosas (rotura, mancha, etc.), en el cuerpo (lesión) o en la psiquis (percepción) de las personas y el resultado de experimentos u operaciones técnicas sobre ellos (vgr. la pericia demostró que la mancha roja es sangre) o de inferencias a partir de su correlación con ciertas reglas de la experiencia (indicios)” (Cafferata Nores, José I—Harabedián, Maximiliano, op. cit., págs.16 y ss., Editorial Lexis Nexis).- Como pauta que vincula en forma directa al acusado al crimen, evaluamos el resultado de la pericia de estudio de ADN que es considerada en forma conjunta con el resto de las probanzas. Bajo este ángulo, cobran relevancia las conclusiones de los informes periciales de fs.786/816, fs.1009/1016 y fs.2858/2881, practicados por el Servicio de Genética del Cuerpo Médico Forense. Este último, con posterioridad al dictado del auto de procesamiento de fs.1267/1286 que corrobora la hipótesis de la autoría del imputado.- El primero de los estudios (ver fs.786/816), da cuenta que se encontró, en la uña del dedo índice de la mano derecha de A. R., material genético de ella y de J. M. El rigor científico para atribuir identidad con el perfil autosómico del imputado es tal que, la probabilidad de ese resultado frente a la posibilidad de que se trate de otra persona escogida al azar de la población en general es de 1 (una) en 1.690.000.000.000.000 (mil seiscientos noventa billones).- Puntualmente, se ha destacado que: “a partir de la muestra M2-S/3845 (13-06-13)—hisopado subungueal de uña dedo índice de mano derecha—Autopsia 1388/13, se ha obtenido un perfil genético mezclado atribuible al menos a dos individuos. En este perfil mezclado se hallaría presente material genético de A. R., muestra M14-S/3845 (13-06-13)—fragmento de músculo—Autopsia 1388/13 como aportante mayoritario y de J. N. M., muestra M30-S/3845 (15-06-13)—siembra hemática en soporte Whatman como aportante minoritario. De acuerdo a los resultados de los cálculos estadísticos es 1.690.000.000.000.000 (mil seiscientos noventa billones) de veces más probable que la mezcla de perfiles hallada en la muestra M2- S/3845 (13-06-13)—hisopado subungueal de uña de dedo índice de mano derecha—Autopsia 1388/13 sea una mezcla de material biológico proveniente de A.R., muestra M14-S/3845 (13-06-13)—fragmento de músculo—Autopsia 1388/13 y de J. N. M., muestra M30-S/3845 (15-06-13)—siembra hemática en soporte Whatman, que si fuera una mezcla de material biológico proveniente de A. R. [...] y otro individuo tomado al azar de la población en general” (ver, específicamente, fs.813).- Asimismo, a partir de esa muestra (M2-S/3845 hallada en la uña del dedo índice de la mano derecha), “se ha obtenido un haplotipo de cromosoma Y mezclado en el que puede identificarse como aportante mayoritario un haplotipo que presenta identidad con el haplotipo de cromosoma Y perteneciente a J. N. M., muestra M30-S/3845 [...]”. Ello refuerza la hipótesis de que efectivamente, el ADN se corresponde con el perfil genético del acusado.- Aun cuando a fs.1015 se asentara que el haplotipo de cromosoma Y parcial minoritario, podría atribuirse a un segundo aportante masculino, en muy baja proporción o a una posible contaminación de la muestra, lo cierto es que esa hipótesis no descarta, en modo alguno, el hallazgo de material genético de M. (haplotipo de cromosoma Y mayoritario).- El segundo de los estudios citados (ver fs.1009/1016) concluye que en las uñas de los dedos anular y mayor de la mano derecha de A. R. también se constató la existencia de ADN que correspondería, al menos parcialmente, al imputado.- En este sentido se indicó que: “A partir de la muestra M4-S/3845 (13-06-13)—hisopado subungueal de uña de dedo anular de mano derecha—Autopsia 1388/13, mediante marcadores autosómicos, se ha obtenido un perfil genético mezclado atribuible al menos a dos individuos. En este perfil mezclado se hallaría presente, como aportante mayoritario, material genético correspondiente a quien en vida fuera A. R. [...]. En 10 de los 20 sistemas autosómicos analizados en esta muestra, sería compatible la presencia de material genético atribuido a J. N. M. [...] en forma minoritaria. A partir de esta muestra se obtuvo un haplotipo de cromosoma Y parcial, con baja amplificación para 9 marcadores, los que presentaron identidad con los correspondientes al haplotipo de cromosoma Y perteneciente a J. N. M. [...], considerando un posible efecto Drop Out (pérdida de un alelo) en el sistema DY385” (ver fs.1014).- Respecto al dedo mayor que: “en la muestra M3- S/3845 (13-06-13)—hisopado subungueal de uña de dedo mayor de mano derecha—Autopsia 1388/13, en 10 de los 20 marcadores autosómicos puede identificarse en forma completa el perfil genético autosómico correspondiente a J. N. M. [...]” (ver fs.1014 “in fine”).- Lo expuesto permite afirmar en forma científica que se constató la presencia de material genético ADN de J. N. M. en las uñas de tres dedos de la mano derecha de A. R., puntualmente, en el dedo índice, anular y mayor.- En el tercer estudio (ver fs.2858/2882), se arribó a la conclusión de que en la “soga zona tobillos” (muestra M39- S/3845—04-07-13 fragmento de soga rotulado “BC”—evidencia rotulada 1116/13), “de los 13 marcadores amplificados, en 10 de ellos pueden identificarse las variantes alélicas correspondientes al haplotipo de cromosoma Y obtenido a partir de la muestra M30- S/3845 (15-06-13)—siembra hemática en soporte Whatman perteneciente a J. N. M., por lo cual no podría descartarse a J. N. M. como potencial aportante a esta muestra” (ver, particularmente, fs.2869).- Si bien lo allí asentado no es concluyente, nuevamente, aparece información genética del imputado, en este caso, en una de las sogas que la occisa tenía en sus tobillos, lo que al menos en este contexto, resulta llamativo y configura un indicador más a ponderar de manera incriminante. Debemos valorar aquellas pautas indiciarias que permiten analizar la prueba denominada como directa con aquellas que resultan indicativas de la participación de M. en el crimen y permiten brindar una explicación de sentido común y razonabilidad a la existencia del material genético del imputado en el cuerpo de la damnificada y en una de las sogas para reconstruir, desde el punto de vista racional, lo acontecido en el pasado.- La doctrina recomienda “valorar la prueba indiciaria en forma general, y no aisladamente, pues cada indicio, considerado separadamente, podrá dejar margen para la incertidumbre, la cual podrá ser superada en una evaluación conjunta” (Cafferata Nores, José—Hairabedián, Maximiliano, op. cit., págs. 221 y ss.)- Este tipo de análisis reviste gran importancia en supuestos en donde no siempre es fácil obtener una prueba directa del hecho. El indicio es una circunstancia de la cual puede, mediante una operación lógica, inferirse la existencia de otro y esto deriva de que la verdad que se procura conocer en el proceso es relativa a un suceso del pasado (verdad histórica) y que a menudo no es posible descubrirla por experimentación o percepción directa: entonces sólo puede buscársela a través del intento de reconstruir conceptualmente aquel acontecimiento, induciendo su existencia de los rastros o huellas que pudo haber dejado el evento objeto de juzgamiento (La Rosa, Mariano R., “Hacia una razonable utilización de la prueba de indicios en el proceso penal”, publicado en la Revista de Derecho Procesal Penal, 2009-1, “La Prueba en el proceso penal—I”, págs. 305 y ss., Editorial Rubinzal-Culzoni Editores, citado en la causa N.° 1415 del registro de esta Sala VI, “Pedraza, José s/procesamiento”, rta: 19/11/12).- “La univocidad de los indicios implica, además, que se hayan descartado razonablemente las otras posibles conclusiones que de ellos puedan inferirse. Esto obliga al juez a valorar y analizar todas aquellas circunstancias, motivos y pruebas que pueden desvirtuar el indicio. La opinión se confirma cuando se han ensayado inútilmente todas las explicaciones de disculpa, se concedieron al encausado las facilidades para justificarse, se examinaron con mucha atención los más pequeños detalles de su defensa, y por último, cuando en interés de la verdad absoluta se ha prestado debida atención hacia todas las hipótesis de descargo que están en la esfera de lo posible” (La Rosa, Mariano, op. cit., págs. 315/316 mencionado en el precedente invocado).- Ahora bien, a criterio del Tribunal, en estas actuaciones se verifican datos positivos y ciertos (indicios) que habilitan a presumir con un alto grado de probabilidad la participación del imputado en el hecho típico con el grado de convicción que requiere este estado del proceso que impone evaluar la situación probatoria conforme esta etapa incipiente.- Partimos de la base de que el 10 de junio de este año, alrededor de las 9:40 horas, A. R. se despidió de sus compañeras de colegio en la esquina de Crámer y Concepción Arenal, tras finalizar la clase de gimnasia y caminó hacia su domicilio de Ravignani 2030. No obstante, nunca habría ingresado a su departamento ubicado en la Planta Baja “A”.


    Cuestiones fácticas en consideración sobre el hecho investigado


    … Por lo demás, las características físicas de M. —hombre de 108 kilos y unos 1,78 metros de altura conforme surge de fs.696— ilustran que efectivamente tiene la aptitud física para vencer la eventual resistencia que pudo oponer A. R., de tan solo 51,2 kilos (la mitad del peso del imputado) y 1,65 metros de altura (ver fs.186/197).- Otro tópico a tener en consideración es el comportamiento errático que el imputado ha tenido los días posteriores al suceso, extremo que fue incluso introducido por los acusadores durante sus alegatos orales en la audiencia llevada a cabo en esta Alzada.- En este sentido, J. O. M. (ver fs.507/510) describió cómo lo vio el jueves 13 de junio, luego de que la muerte de A. se hiciera pública, puntualmente, que M. “es un toro” (fs.508vta.), haciendo referencia a que nunca se enfermaba, lo que se condice con lo señalado por L. B., de la administración del consorcio (ver fs.2619/2620), quien aseveró que desde el año 2009 el imputado solo había tenido un problema físico en su rodilla en el 2011.- Agregó que M. había dejado de trabajar a partir del lunes 10 de junio a la tarde en virtud de un estado gripal y que lo vio desmejorado, “hecho un trapo”, que no paraba de llorar (ver fs.508) y que incluso, su esposa D. le comentó que se había “vomitado en su cama” (ver, puntualmente, fs.507vta.).- Enfatizó el testigo que “no lo veía bien, lo veía caído, como entregado, como una persona cuando está abatida [...] lloraba, apenas podía caminar [...] estaba todo orinado, tenía todo el jean mojado” (ver fs.509vta.).- El cuadro descripto por M. concuerda con la situación advertida por C. A. S. (ver fs.1334/1337), quien refirió que M. le pidió verlo el viernes 14 de junio, luego de no haber tenido contacto con él hacía unos tres o cuatro años y que advirtió que “su estado no era normal” (ver fs.1334). Antes del encuentro, el imputado lo volvió a llamar, pero desde otro celular y al reunirse, le dijo que “le había pagado unos pesos a un muchacho para que le preste el teléfono” (ver fs.1334vta.). En el contexto de la charla, M. le explicó que estaba mal por la muerte de A. y que “se quería ir lejos, bien lejos, a algún monte en Chaco o Corrientes [...], que se quería borrar [...], que realmente se quería morir” (ver fs.1334vta.) y, en un momento dado, le dijo: “yo no fui, pero suponete que hubiera sido yo, vos qué harías [...]” (ver fs.1335).- Si bien el estado de angustia y depresión descripto por las distintas personas que mantuvieron contacto con M. puede ser sopesado, en forma aislada, como un indicio equívoco, entendemos que, valorado con el resto de los elementos de juicio, permite inferir, razonablemente, que esa perturbación emocional que exteriorizó los días posteriores al hallazgo del cadáver, era compatible con un estrés postraumático generado por la vivencia de un episodio violento que, evidentemente, lo había alterado psíquica y físicamente.- Se postula que estamos ante una “depresión reactiva” cuando el origen del cuadro reconoce un factor desencadenante traumático, es decir, alguna vivencia que haya dejado huella en el sujeto y que resulta comprensible desde el punto de vista psicológico (ver Basile, Alejandro A., Fundamentos de Psiquiatría Médico-Legal, págs. 246 y ss., Editorial El Ateneo, Buenos Aires, 2001).- De este modo, los indicios reseñados permiten darle sustento y explicación a la presencia de ADN del imputado en el cuerpo de A. R., lo que tiene correlato con las funciones de M. que le brindaban la oportunidad en tanto ubicación física y temporal para cometer el ilícito. Es decir, el nombrado se encontraba con un alto grado de probabilidad, dado su trabajo, en el último lugar en el que documentalmente es dable sostener fue vista con vida la víctima. A su vez, el reproche tiene explicación racional si se tiene en cuenta la hora de la muerte de la joven que es señalada por la última junta médica como ocurrida entre las 11 y 17 horas del día en que desapareció, por lo cual confirma la hipótesis de autoría. La sujeción del imputado al proceso con el “estándar” probatorio de esta etapa es la consecuencia de la valoración a partir de la prueba científica, la pericia de ADN que encuentra significado racional al ser evaluada con los restantes indicios como ser la prueba testimonial, la documental —el video en el cual es observada la niña por última vez—, la data de su deceso que es conocida a través de la junta médica, y los informes que detallan las lesiones del imputado y la víctima, todo lo cual brinda sustento y explicación lógica al juicio de reproche formulado como derivación de una evaluación de sana crítica y sentido común.- En suma, arribamos a la conclusión de que toda la prueba reseñada, mensurada de acuerdo a la sana crítica, en los términos del art. 241 del Código Procesal Penal nos permite, a esta altura de la investigación, tener en principio acreditada la intervención de J. N. M. en el hecho que damnificara a A. R.-


    Calificación legal: homicidio simple / homicidio agravado por alevosía


    … Entonces aun el eventual abandono de A. R., todavía con vida, en el contenedor de la basura, ha formado parte del mismo suceso y, por lo tanto, el presunto estado de indefensión que se habría dado en ese contexto, fue sobreviniente a la agresión y no anterior a ella, lo que descarta también la posibilidad de subsumir, este tramo de la conducta, bajo la agravante pretendida.- Descartamos así, por lo menos a esta altura de la investigación, que M. hubiera ideado un plan tendiente a disimular, de modo traicionero, sus intenciones para quebrar la confianza de A. R. y, en ese contexto, aprovecharse de su estado de indefensión para impedir cualquier acto de defensa por parte de aquella.- Aun las novedades que surgen de la última junta médica en lo referente a la mecánica y data de la muerte de la joven, impiden avalar la calificación más gravosa seleccionada en esta altura del proceso, ya que la muerte se habría provocado mediante asfixia por compresión, en un breve lapso y con defensa de la víctima.- La junta médica, en su informe de fs.14/122 del “legajo de investigación”, determinó tal extremo, y a su vez el horario de su fallecimiento. Ello es distinto al descripto oportunamente en la autopsia de fs.187/196 y en el peritaje ampliatorio de fs.2906/2910, que valoró el Juez al expedirse en el auto recurrido.- En aquella, a diferencia de las anteriores, intervinieron en el estudio, un mayor número de especialistas para esclarecer los puntos requeridos y estuvo dirigida por el decano del Cuerpo Médico Forense. Así, valoraron todas las constancias médicas y, en particular, los resultados de laboratorio (como ser el de humor vítreo) para dictaminar con el resto de la prueba, la data de la muerte y, a su vez, contaron con el primigenio informe histopatológico que permite precisar con otros informes, las lesiones vitales.- Al ponderar esta pericia, puede sostenerse la presunción de que A. R. falleció por asfixia mecánica (ver puntos 45 y 55 de la pericia de fs.14/122 del “legajo de investigación” que corre por cuerda), que coincide, en lo sustancial, con el dictamen que oportunamente confeccionara el perito de la querella a fs.2938/2951 y el informe histopatológico de fs.1991/1992.- Desde esta óptica, es claro que la víctima ya estaba muerta cuando fue colocada en el contenedor, previo a su carga y compactación en el camión de residuos y, por lo tanto, no es factible avizorar un posible desvío esencial en el curso causal de la acción como lo propone la defensa, lo que impone subsumir la conducta atribuida a J. N. M. en el delito de homicidio simple consumado.- De esta manera, la prueba incorporada con posterioridad al dictado de su procesamiento es admitida por ser nuestra obligación funcional determinar la verdad procesal compuesta tanto por la verdad fáctica como por la jurídica de lo ocurrido, respetando los derechos constitucionales del imputado. En este sentido, la pericia es dirimente para evaluar la cuestión y no agrava la situación procesal de M. dada la calificación a la que se arriba. Esta imputación solo ha precisado la mecánica del evento y el horario del deceso con un aporte científico de mayor entidad y calidad que las anteriores, por lo cual la precisión no afecta el principio de congruencia por cuanto no altera el sustrato fáctico de la acusación, ni le causa sorpresa a la defensa que fue notificada de esta circunstancia en la audiencia, contando con la oportunidad de extender su alegato.- Aun así, tal conclusión, a la luz del contenido de las actas de fs.519/521, 647/650, 1168/1172 y 3278/3293, imponen ampliar la declaración indagatoria de M. respecto de estos extremos para garantizar el pleno ejercicio de sus derechos (art. 18 de la CN).- Desde esta perspectiva, el suceso debe ser calificado con la prueba agregada hasta el momento, respetando el aludido principio y dado la provisoriedad de la tipificación legal, como homicidio en los términos del art. 79 del Código Penal (art. 401 del C.P.P.N.).- Sin perjuicio de ello, ante la propuesta efectuada en el marco de la audiencia oral por las novedades de otros delitos que sustituyan la agravante del art. 80 inc. 2° del código de fondo, impuesta en el auto de mérito apelado, es indudable que esta instancia no está en condiciones de abordar la cuestión ya que las nuevas circunstancias no están comprendidas en las intimaciones formuladas a M. al ser indagado y su corroboración dependerá, en gran medida, del resultado de los exámenes médicos aún en trámite.-


    Por último, la confirmación de la prisión preventiva para Mangieri


    … Por último debemos analizar el cuestionamiento al dictado de la prisión preventiva.- La escala penal prevista para el delito que se le endilga a J. N. M. y las particulares características del hecho, constituyen pautas objetivas que permiten subsumir la situación en la hipótesis prevista en el art. 312 inc. 1° del Código Procesal Penal de la Nación, y son indicadores de peligro de fuga a la luz del art. 312 inc. 2º de la ley procesal como de la doctrina del plenario “Díaz Bessone” de la C.N.C.P.- La severidad de la pena prevista, presenta como posible que el imputado intente evadir la acción de la justicia, ante el pronóstico de una futura sanción grave y de efectivo cumplimiento (C.N.C.P., Sala II, causa N.° 16428 “Mamani Rodríguez”, registro 449/13 del 2/5/13 y C.N.C.P., Sala III, causa N.° 9957, “Galeano”, del 5/11/2008).- Advertimos que las condiciones personales sostenidas por el recurrente, con el alcance limitado de la evaluación de la cuestión —que no fue solicitada por vía incidental—, no neutralizan el riesgo grave de fuga representado por las pautas reseñadas. En este aspecto, a la severidad de la sanción en expectativa, debe ponderarse también, como pauta negativa, que M. habría exteriorizado su intención de que “se quería ir lejos, bien lejos a algún monte en Chaco o Corrientes” (ver fs.1334vta.) y que se habría autoprovocado lesiones para enmascarar las que habría recibido en el episodio. Todo ello es un claro indicador del peligro procesal de fuga y de entorpecimiento de la investigación.- No es una cuestión menor el domicilio que ocupa el nombrado ya que de concretarse su libertad, cohabitaría con los familiares de la víctima y los distintos testigos que podrían declarar en juicio. La medida cautelar impuesta aparece, entonces, como indispensable, razonable y proporcional para evitar la frustración de la investigación de la verdad (art. 18 de la C.N., art. 8.2. de la C.A.D.H y arts. 280 y 319 del C.P.P.N.).- Por las razones expuestas, por el momento, con el alcance limitado de la revisión de esta materia mediante la vía procesal escogida por la defensa, no se vislumbra otra medida de coerción menos gravosa que asegure los fines del proceso y que pueda neutralizar aquellos peligros procesales.-


    En virtud del acuerdo que antecede, el Tribunal RESUELVE: I.-) Confirmar el punto 1 del auto de fs.1267/1286 en cuanto dispuso el procesamiento, con prisión preventiva, de J. N. M., debiéndose modificar la calificación legal asignada a la de homicidio simple, por el que deberá responder en calidad de autor (arts. 45 y 79 del Código Penal y art. 306 del Código Procesal Penal).- II.-) Disponer que se amplíe la declaración indagatoria de J. N. M. de acuerdo a las consideraciones expuestas.


    Devuélvase a primera instancia en donde deberán practicarse las notificaciones pertinentes.-


    MARIO FILOZOF, JULIO MARCELO LUCINI,

    RICARDO MATÍAS PINTO


     


    El expediente, después de la confirmación de la Cámara del Crimen, volvió al juzgado de Instrucción donde se agregaron pruebas contra el portero Jorge Mangieri, como, por ejemplo, un informe médico realizado por una junta de todos los peritos que arrojó conclusiones mucho más contundentes sobre la conducta que le cupo al presunto autor del hecho.


    En ese informe se determinó que el acusado la golpeó antes de intentar abusar sexualmente de Ángeles, ya que presentaba lesiones compatibles con este tipo de delito. Además, se confirmó que murió por estrangulamiento y que varias costillas fueron fracturadas producto de los golpes de Mangieri.


    Este nuevo y contundente informe llevó al juez de la causa a ampliar la acusación penal y a tomarle nuevamente declaración indagatoria imputando el delito de homicidio criminis causa, es decir, cometer un delito para ocultar otro, en este caso, matarla para ocultar que intentó abusar sexualmente de ella. Esto está constatado para el juez, quien sumó la figura de femicidio, tal como lo pidió el doctor Pablo Lanusse, abogado querellante en la causa que representa a la familia de Ángeles. El femicidio es una nueva figura del Código Penal que castiga con pena de prisión perpetua al que mate a una mujer por su condición de serlo, mostrando desprecio sobre ella.


    En esa declaración del portero, que es el acto de defensa por excelencia, era la cuarta vez que estaba ante el juez, se declaró inocente e incurrió en varias contradicciones al manifestar que nunca hubiera abusado de una mujer y que ese día no vio a Ángeles.


    A los dos días de esa indagatoria, el juez Ríos le dictó la prisión preventiva con las nuevas pruebas, ahora por el delito de homicidio criminis causa y femicidio, dos calificaciones que agravan el homicidio.


    De esta manera, más allá de que los abogados de Mangieri, los doctores Marcelo Biondi y Miguel Ángel Pierri apelarán la resolución ante la Cámara del Crimen, lo más factible es que esta vuelva a confirmar el fallo y la causa llegue en un corto plazo a la instancia de un juicio oral y público, donde, con esta nueva calificación, la única alternativa de pena por estos delitos es la de prisión perpetua.


    
      
        43 Más tarde, compartirá pabellón con José Pedraza, condenado a quince años de prisión por el crimen de Mariano Ferreyra —militante del Partido Obrero asesinado en las cercanías de la estación Constitución— y con los integrantes del grupo Callejeros —que cumplen sus condenas por los hechos sucedidos en el boliche República Cromagnón donde murieron 194 personas—.

      


      
        44 J. N. M. es Jorge Néstor Mangieri y A. R. es Ángeles Rawson. Los demás testigos no se pueden nombrar porque son reservados.

      

    

  


  
    CAPÍTULO SEIS

    Delitos de guante blanco


     


     


     


     


    En el 2000 escribí La mano en la lata. Diccionario de la corrupción en la Argentina junto a Beto Casella45. Era el primer ensayo sobre delitos cometidos por funcionarios en el ejercicio de la función pública. En aquel momento pensé que la denuncia hecha libro iba a servir como llamador para que las cosas cambien, pero el paso del tiempo demostró que me equivoqué. Ocurrió todo lo contrario: la corrupción se hizo tan común que hoy no alcanzarían los libros sobre el tema, y lo peor es que la justicia no responde con sentencias que aclaren los cientos de denuncias. No son funcionarios de tercera o cuarta línea. Son muchos casos que involucran a personas de enorme poder —incluso expresidentes de la Nación— que han sido condenados por hechos de corrupción, aunque nadie va a la cárcel.


    El Ministro de la Corte Suprema, Eugenio Raúl Zaffaroni, en una entrevista televisiva que le realicé en mi programa para 360 TV sostuvo que “el 80 % de los que están en la cárcel son ladrones bobos”. Ante la pregunta: “¿Y ladrones de guante blanco?”, respondió de manera contundente: “Preso, de guante blanco, no hay nadie”. En muchos casos, las causas prescriben por el paso del tiempo sin responsables y en la sociedad esto genera descrédito para la justicia que, a la larga, se convierte en descrédito del sistema republicano de gobierno.


    Los medios de comunicación instalan las denuncias y se produce un escándalo mediático que después no tiene continuidad jurídica en el Poder Judicial de la Nación. Desde que recuperamos la democracia, hubo miles de denuncias contra funcionarios públicos, con mayor o menor repercusión en los medios masivos. Según el recorrido que hicimos por los juzgados federales de Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) y los juzgados de Instrucción, desde 1983 hasta el momento del cierre de este libro, se registraron más de 3600 denuncias por hechos vinculados a la corrupción. Según las fuentes de los distintos juzgados, estas fueron realizadas por particulares —abogados, políticos de la oposición—.


    En el seguimiento de esos procesos penales, estos abarcan desde administración fraudulenta, incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos, cohecho o dádivas según el Código Penal, hasta llegar a delitos más graves, como asociación ilícita o extorsión, o el famoso peculado, que no es más que darle destino incierto a los dineros públicos que se administran, como la malversación de caudales públicos.


    Son exiguos los casos que llegan a juicio oral y público con funcionarios importantes en el banquillo de los acusados. De cada 10 denuncias por hechos de corrupción, según estadística oficial de un juzgado federal, 5 se archivan por inexistencia de delito, 4 se sobreseen y menos de 1 sigue el camino jurídico con un procesamiento —al menos, en este caso, permanece la puerta abierta para profundizar la investigación penal—.


    En las encuestas más recientes46 en las que se le pregunta a la sociedad argentina cuáles son sus preocupaciones, aparece el fenómeno de la corrupción en los primeros lugares. Está claro que se dejaron de percibir la trampa, la coima y los negociados como algo ajeno a la propia vida. Y cada vez más, prospera la idea de que un país contaminado por el veneno de la corrupción está imposibilitado de crecer económica y socialmente, más aún si la justicia no condena a los culpables de esos hechos y los inhabilita para el ejercicio de la función pública, porque, de lo contrario, siempre tienen la posibilidad de volverse a presentar a una elección y ocupar cargos.


    Algunos datos alarman. Según una encuesta de la consultora Gallup Argentina, 7 de cada 10 argentinos creen que hay corrupción entre los funcionarios del Estado. Cuando se les pregunta cuál sería la solución posible, la respuesta mayoritaria es “una mayor eficiencia de la justicia”. En su credibilidad, curiosamente, la imagen del Poder Judicial descendió de un 50 % a un 15 % de imagen positiva en los últimos cinco años.


    En varias oportunidades se anunciaron leyes concretas para luchar contra la corrupción que plantean penas más graves para funcionarios que piden coimas o retardan adrede el cumplimiento de sus funciones. Sin embargo, está probado que el problema no es el aumento de penas, sino que se apliquen las leyes ya existentes.


    A propósito, vale recorrer el Código Penal, que en el capítulo destinado a delitos cometidos en la función pública presenta una gama de penas bien amplia. Por ejemplo: pena de 6 años de prisión al particular que ofrezca o pague una coima a un funcionario; pena de hasta 12 años de cárcel al juez que acepte una coima y la prohibición de volver a ejercer su cargo; pena de 2 años de cárcel al funcionario que acepte un regalo aunque no haga ningún pedido específico; pena de hasta un año de cárcel al que le haga regalos a un funcionario; pena de hasta 10 años al funcionario que se apropie de dineros ajenos más la inhabilitación de por vida para ejercer cargos públicos; pena de hasta 6 años al funcionario que demore o retarde un contrato; pena de hasta 4 años de cárcel al funcionario que solicite contribuciones para un partido político. Como se ve, el Código Penal tiene todas las figuras que uno pueda imaginar y, sin embargo, faltan las condenas a prisión que sirvan de ejemplo.


    En el año 1999, se sancionó la Ley de Ética Pública durante el segundo gobierno de Carlos Saúl Menem. En aquella ley se establecieron los comportamientos que deben guardar los funcionarios públicos y las prohibiciones mientras estén en el ejercicio del cargo. Rara paradoja, ya que Menem resulta el expresidente con más causas penales en toda la historia argentina y en la actualidad es senador nacional, aunque fue condenado a la pena de 7 años de prisión por el delito de contrabando agravado de armas a Croacia y Ecuador. Si bien la sentencia no está firme, ya que fue apelada ante la Corte Suprema de Justicia, él aún vota leyes.


    Desde 1983 hasta la fecha, hubo más de 5000 funcionarios denunciados, solo un puñado fue condenado a penas de prisión en suspenso y sobran los dedos de las manos para contar los que fueron a la cárcel.


    Existen miles de causas archivadas y se firman sobreseimientos en tiempo récord. Debemos aclarar, nobleza obliga, que no todas las denuncias son verídicas o tienen asidero, por lo que en muchos casos se utiliza la denuncia con fines políticos para atacar a un candidato o a un funcionario que a veces tienen repercusión masiva en los medios de comunicación —de acuerdo con el funcionario que se trate— y se genera lo que los periodistas llamamos una “operación”, que solo tiene como fin destruir a un candidato ante la opinión pública y constituye algunas de las miserias de las corporaciones mediáticas con todo su poder de fuego.


    El Diccionario de la Real Academia Española entiende por “corrupción” a la “acción y efecto de alterar, y trastocar la forma de alguna cosa. Echar a perder, dañar, sobornar o cohechar”, entre otras acepciones. El rol de la justicia es vital para desentrañar el porqué de tanta corrupción en la función pública. Para ello, jueces y fiscales deben apartarse del personaje político al que juzgan (incluso si es un presidente o un ministro) y aplicar la ley a pesar de que quien sea sospechado genere temor o alguna represalia política. Se requiere coraje de la Magistratura y un mensaje claro a la sociedad que parece a veces no darle tanta importancia a la cuestión, como si la corrupción en la función pública estuviera asumida.


    Funcionarios condenados


    El gobierno de Raúl Alfonsín (1983-1989) fue la etapa con menos denuncias penales por hechos de corrupción, que no superaron las 450 según estadísticas en juzgados Federales de Capital Federal y juzgados de Instrucción. Uno de los casos más publicitados por la prensa fue el titulado “Los pollos de Mazzorín”, que se trató de la importación de treinta y ocho toneladas de pollos que no pudieron ser comercializados en nuestro país. Sin embargo, en ese expediente judicial que duró años, el acusado fue sobreseído “porque no hubo dolo”, es decir, intención de perjudicar al país con esa importación. Otro caso que sí tuvo condena fue el del titular de la Aduana, Juan Carlos del Conte, que fue condenado a la pena de 10 años de prisión por la comisión de 3600 hechos de contrabando. La causa se tramitó en el fuero en lo Penal Económico de la Capital.


    En la época de Carlos Menem, aumentaron casi un 100 % las denuncias de corrupción. Recordemos que se eligió una política liberal, lo que generó, entre otras consecuencias, las privatizaciones de todo lo que estaba en manos del Estado. Se deben recordar las palabras del entonces ministro Ricardo Dromi, quien cuando asumió sostuvo que todo lo que no tenga que ser del Estado, no será estatal. Esto generó denuncias por las licitaciones de empresas estatales que ya no lo eran más, como Entel, Obras Sanitarias de la Nación, Gas del Estado, Aerolíneas Argentinas, YPF, canales de televisión y radios públicas, entre otras.


    Allí irrumpen los medios con gran fuerza ya que, entre sus titulares, los hechos de corrupción ocupan gran lugar. En el comienzo del gobierno de Menem, sucedió el denominado “Yomagate”, que generó no menos de treinta y cinco tapas de diarios durante 1991. Estuvieron involucrados la secretaria privada, Amira Yoma, su marido, Ibrahin al Ibrahin, el secretario de Recursos Hídricos, Mario Caserta, y fue muy discutida la actuación de la jueza Federal María Romilda Servini de Cubría, a la cual se le pediría el juicio político por haber ocultado órdenes de captura que provenían de España contra Amira Yoma e Ibrahin al Ibrahin, entre otros, en su caja fuerte. Fue separada del cargo, y la causa pasó a otra jueza Federal, la doctora Amelia Berraz de Vidal, quien terminó procesando a todos los involucrados por el delito de lavado de dinero. La operación consistía en entrar y salir del país con dinero (dólares) en valijas Samsonite, en varios viajes de la Argentina a España, y ese dinero (casi 5 millones de dólares cuando el dólar estaba uno a uno) se sospechaba que provenía del narcotráfico internacional. En esta causa, Amira Yoma fue sobreseída, Ibrahin al Ibrahin estuvo prófugo en Siria y, a pesar del pedido de extradición de la justicia argentina, nunca fue detenido y finalmente la causa prescribió a su respecto. El funcionario de más alto cargo condenado resultó ser Mario Caserta, quien cumplió su pena a seis años de prisión en la cárcel de Villa Devoto, donde compartió pabellón con Héctor “el bambino” Veira, condenado por tentativa de violación de un menor; con el exjuez Remigio González Moreno, preso por hechos de corrupción, y el dirigente político Norberto Imbelloni, preso por homicidio, entre otros.


    Otro escandaloso caso fue el de IBM Banco Nación, vinculado al “Plan Centenario” para la informatización del sector público, que tenía un costo de 249 millones de dólares. Se comprobó que se pagaron coimas, que fueron descubiertas en bancos suizos por el juez Adolfo Bagnasco, quien procesó a varios funcionarios del equipo económico del entonces ministro de Economía, Domingo Felipe Cavallo. Por este caso se pudo obtener por primera vez la apertura del secreto bancario, tan rígido internacionalmente, y se recuperó el dinero de las coimas. Algunos de los acusados que estuvieron procesados lo devolvieron y sufrieron condenas menores en un juicio abreviado, que es un acuerdo entre el fiscal y el abogado defensor del acusado para estipular la pena a imponer, que en ningún caso superó los tres años, lo que fue homologado por un Tribunal Oral Federal. Muy poca difusión se le dio a este caso por parte de los medios cuando se conocieron las exiguas condenas, con lo que para la opinión pública, el caso quedó impune.


    Sin duda, el más resonante del gobierno menemista fue el contrabando de armas a Croacia y a Ecuador antes mencionado. El caso apareció en la tapa del diario Clarín, en marzo de 1995, por una investigación del periodista Daniel Santoro, que fue llevada a tribunales por el abogado Ricardo Monner Sans, muy atento siempre a llevar a la justicia hechos de corrupción. A partir de allí, no menos de sesenta y siete tapas en ese año se refirieron al tema. Se involucraba, además de Menem, a varios ministros de su gobierno: Domingo Cavallo —Economía—, su antecesor Erman González, Oscar Camilión —Defensa— y también a Emir Yoma —secretario privado—.


    El juez de la causa fue el doctor Jorge Urso, a cargo del Juzgado Federal de turno, quien, después de muchos años de investigación, detuvo a Menem, le dictó la prisión preventiva y le embargó bienes por una suma millonaria. Como ya no estaba en el poder y tenía más de 70 años de edad, fue beneficiado con la prisión domiciliara en la mansión de su amigo Armando Gostanian, exdirector de la Casa de la Moneda y fabricante de camisas en la provincia de Córdoba, conocido y llamado por sus amigos como “el gordo bolu”.


    Luego Menen y los otros detenidos, como Emir Yoma, acusados por el delito de asociación ilícita, fueron beneficiados por un fallo de la Corte Suprema, que todavía tenía la llamada “mayoría automática” y que por cinco votos contra cuatro logró la excarcelación de Menen y Yoma, y la revocación de la figura de asociación ilícita. En septiembre de 2011, tras dieciséis años de investigación y tres de juicio oral, Menem, Yoma, Camilión y el resto de los acusados fueron absueltos por el delito de contrabando, ante la incredulidad del fiscal Mariano Borinsky y el querellante por AFIP-Aduana, Carlos Lobos.


    Sin embargo, en marzo de 2013, la Cámara Federal de Casación Penal revocó la absolución del expresidente y actual senador. Finalmente, en junio, el Tribunal Oral en lo Penal Económico N.º 3 fijó la pena de siete años de prisión para Menem por ser coautor del delito de contrabando agravado. Además, el tribunal —integrado por los jueces Jorge Pisarenco, Luis Imas y Gustavo Losada— decidió, con respecto al senador, que se realice el proceso de desafuero una vez que quede firme la sentencia en caso de que el expresidente continúe siendo legislador.


    También en el mismo fallo se condenó a Oscar Camilión a 5 años y 6 meses; a Diego Palleros a 5 años; a Manuel Cornejo Torino, Haroldo Luján Fussari, Carlos Alberto Nuñez, Jorge Antonio Cornejo Torino y Luis Sarlenga a 4 años y 6 meses; Edberto González de la Vega a 4 años y 3 meses, y a Julio Jesús Sabra, Carlos Franke y Teresa Irañeta de Canterino a 4 años. En todos los casos se ordenó que las condenas sean de cumplimiento efectivo. Emir Yoma recibió la confirmación de su absolución.


    Otro caso de esa época es el del traficante de armas Monzer al Kassar, que fue condenado en la Argentina por obtener ilegalmente, en Casa Rosada, un pasaporte argentino, en cuya foto viste un saco que le prestó Menem. Si bien no se trataba de un funcionario, tuvo mucha repercusión mediática por ser un traficante de armas mundialmente conocido y con captura internacional en ese momento.


    La otra funcionaria multiprocesada fue María Julia Alsogaray, que fue la liquidadora de Entel y tuvo otros cargos importantes en su paso por el gobierno de Menem. Llegó a tener veinte causas y fue condenada en dos de ellas: una, por enriquecimiento ilícito, a la pena de tres años de prisión, de los cuales cumplió dos efectivos y luego recuperó su libertad. Se comprobó que su patrimonio creció más de $2,5 millones en el ejercicio de su función. En junio de 2013, fue nuevamente condenada a 4 años de prisión por los delitos de peculado y defraudación a la administración pública. La decisión fue tomada por el Tribunal Oral Federal N.° 6 de la Capital Federal, que ordenó su captura una vez que se agotasen las instancias de apelación y postergó la unificación de penas solicitada por la fiscalía hasta ese momento. La defensa de Alsogaray apeló el fallo ante la Corte Suprema de Justicia, por lo que la condena no tiene sentencia firme. La causa se dio por contratación irregular de pasantes de la Universidad de Lomas de Zamora en la ex-Secretaría de Recursos Naturales, entre 1992 y 1994. Por este caso se impuso la misma condena a los otros dos acusados, José Merlino y Pascual Antonio Romero. Aun así, no son todas malas para María Julia, ya que en abril del 2013 fue absuelta por prescripción de la acción penal en otro juicio oral por la contratación irregular de una campaña publicitaria para el Plan de Manejo del Fuego.


    Alberto Kohan, el exsecretario del presidente Carlos Menem, fue juzgado por el Tribunal N.º 4, integrado por los doctores Néstor Costabel, Enrique Pose y Patricia Mallo, por el delito de enriquecimiento ilícito. La Oficina Anticorrupción fue parte querellante en la causa y en su alegato pidió la pena de dos años y medio de prisión en suspenso y el decomiso de la suma de $1.218.000, que sería el monto en el que se habría enriquecido entre 1989 y 1998. El Ministerio Público Fiscal pidió la pena en suspenso de 2 años y 6 meses al acusarlo formalmente ante el tribunal por un enriquecimiento de $110.889 —dólares en época de la convertibilidad— en un solo año, 1998. Sin embargo, el tribunal desestimó las pruebas en su contra y lo absolvió.


    Durante la presidencia de Fernando De la Rúa, la causa más notoria fue el pago de coimas para aprobar la Ley de Flexibilización Laboral, que perjudicaba notoriamente a los trabajadores. La acusación se basaba en que los senadores radicales y peronistas habrían cobrado dinero para la aprobación de esa ley. Esa causa se conoció en los medios de comunicación a través de una nota que le dio el senador Emilio Cantarero a María Fernanda Villosio, alias “rubita”, que salió publicada en la tapa del diario La Nación en marzo de 2001.


    Recientemente, se llevó a cabo el juicio oral y público por cohecho, el principal acusado es el expresidente Fernando de la Rúa, junto al exministro de Trabajo Alberto Flamarique, el exjefe de la SIDE, Alberto Santibáñez, el exsecretario parlamentario, Mario Pontaquarto, y los senadores Augusto Alasino, Ricardo Alberto Branda, Alberto Tell y Remo Costanzo. El juicio contra Emilio Cantarero se encuentra suspendido por razones de salud. Otro senador involucrado fue José Genoud, quien falleció, motivo por el que la causa a su respecto se archivó.


    Fue Mario Pontaquarto quien se autoincriminó y confesó haber participado en el hecho llevando las valijas con el dinero que se repartió a los funcionarios para aprobar la ley. Se debe recordar que Hugo Moyano, actual titular de la CGT, aseguró que el ministro Flamarique le dijo que “tenía la Banelco” para quienes no estuvieran dispuestos a aprobar la ley en cuestión de reforma laboral. Las penas que le pueden caber a los acusados van de 1 a 7 años de prisión. Hay que tener en cuenta que el juicio fue suspendido varias veces por cuestiones procesales y por artilugios legales de los abogados defensores de los acusados. Mario Pontaquarto afirmó estar dispuesto a ir a prisión —aunque su condición de arrepentido mejora su situación procesal, por lo que es factible que si hay condena, sea el único que no vaya a la cárcel—; los demás niegan haber recibido coimas para aprobar la ley.


    La Oficina Anticorrupción, que fue parte querellante en la causa, solicitó la pena de 6 años y 6 meses de prisión para Fernando de la Rúa y la inhabilitación perpetua para el ejercicio de cargos públicos, por considerarlo instigador del delito de peculado y cohecho activo agravado. Misma pena y acusación solicitó para Fernando de Santibáñez, mientras que para los senadores Augusto Alasino, Alberto Tell y Remo Costanzo pidió 5 años y 6 meses de prisión más la multa de $90.000, como autores del cohecho pasivo en concurso ideal con encubrimiento y un año de prisión en suspenso para Mario Pontaquarto. A su vez, pidió la absolución de Ricardo Alberto Branda y Mario Alberto Flamarique.


    El Ministerio Público Fiscal, en su alegato, les solicitó a los jueces que condenen a Fernando De la Rúa a 6 años de prisión como coautor del delito de cohecho activo agravado, inhabilitación especial por 6 años para ejercer la función pública e inhabilitación absoluta por el tiempo de la condena. Igual pena para Fernando de Santibáñez, mientras que para Augusto Alasino, Remo Costanzo y Alberto Tell solicitó 6 años de prisión más la multa de $90.000 como coautores del delito de cohecho pasivo. Además, pidió la inhabilitación especial perpetua para que ejerzan la función pública e inhabilitación absoluta por el tiempo de la condena, accesorias legales y costas del juicio.


    A Mario Pontaquarto le pidió 1 año y 6 meses de prisión en suspenso, como coautor del delito de cohecho activo agravado. En este caso, como el imputado tenía una condena anterior del mismo tribunal a 2 años y 1 mes de prisión, se pidió que se unifique la condena y se le fije una pena de 3 años de prisión en suspenso, inhabilitación absoluta perpetua e imposición de las costas del juicio. En tanto, requirió la absolución de Ricardo Alberto Branda y Mario Alberto Flamarique.


    En el juicio oral, los jueces absolvieron de culpa y cargo a todos los involucrados. En los fundamentos del fallo, consideraron que el hecho denunciado por Mario Pontaquarto nunca existió y pusieron la brújula en la instrucción de la causa que estuvo a cargo del juez Daniel Rafecas.


    Durante el gobierno de Néstor Kirchner, se le inició a este una denuncia penal por el delito de enriquecimiento ilícito. El motivo fue el presunto aumento patrimonial de los bienes del expresidente desde que ingresó al cargo hasta que lo dejó, y también era investigada su esposa, Cristina Fernández, y el entorno familiar. La causa recayó en el Juzgado Federal del polémico juez Norberto Oyarbide, que luego de más de un año de investigación decidió sobreseer a los imputados dado que no se pudo probar el delito por el cual habían sido denunciados. Según la resolución de Oyarbide, no había incremento patrimonial no justificado y estaban los números asentados en las respectivas declaraciones juradas. El fiscal Gerardo Pollicita no apeló la resolución, y la causa fue archivada con el sobreseimiento para los acusados. Recordemos que este delito es el único del Código Penal donde se invierte la carga de la prueba, es decir, el acusado debe probar que no se enriqueció, lo que sucedió por medio de los informes contables adjuntados a la causa y los informes técnicos que hicieron los peritos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Otra funcionaria de alto rango involucrada en hechos de corrupción, pero ya en el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner, fue la exministra de Economía Felisa Miceli, quien fue condenada a la pena de 4 años de prisión por el delito de encubrimiento agravado y sustracción de documento público, y la inhabilitación por 8 años para ejercer cargos públicos. Sus abogados apelaron la resolución y la sentencia no se encuentra firme, debe resolver la Corte Suprema de Justicia. Brevemente, el hecho se trató del hallazgo de USD 31.670 en un baño del Ministerio de Economía por parte de personal policial. A partir de allí, el fiscal Guillermo Marijuán comenzó una investigación penal que terminó con la sentencia en contra de la funcionaria. Otro dato es que los magistrados dispusieron el decomiso del dinero que fuera objeto del delito por el cual se la consideró responsable, consistente en la suma de $100.000.


    El otro funcionario kirchnerista condenado es Ricardo Jaime. El exsecretario de Transporte posee una veintena de causas en su contra. En septiembre de 2013, fue condenado, en una de esas causas, por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal N.° 2 de Córdoba, a 6 meses de prisión en suspenso por el delito de sustracción de documentación destinada a servir de prueba en otro proceso, en grado de tentativa. Más allá de que la condena es en suspenso, como tiene gran cantidad de procesos abiertos en la justicia federal —por ejemplo, está procesado por la tragedia de Once por el juez Claudio Bonadio y la causa va rumbo a juicio oral—, en caso de recibir una nueva condena, esta será de cumplimiento efectivo, ya que se lo consideraría reincidente —cuando la sentencia quede firme—.


    Se puede apreciar que los tiempos de estas causas penales son eternos, no tan rápidos como para juzgar los delitos comunes que cometen las personas que no son funcionarios públicos y que, además, aparece la constante de que no hay sentencia firme, es decir que si fue condenado a prisión, no irá a la cárcel hasta que quede firme; si fue inhabilitado para un cargo público, lo podrá ejercer. Si la sentencia no pasó a estado de cosa juzgada, sentencia firme, Miceli, por ejemplo, podría ser candidata a diputada o senadora, u ocupar otra función pública, porque la ampara la ley. Allí es cuando se observa que el derecho no se aproxima a la justicia, porque aunque no esté firme la sentencia, por cuestiones éticas, un funcionario condenado por un tribunal oral por delitos cometidos en el ejercicio de la función pública no debería tener esa posibilidad. En estos casos, como se trataba de funcionarios en actividad, el rol de los medios debe ser mucho más cuidadoso y remitirse a las constancias del sumario judicial. Se advirtió, en todos estos casos, una animosidad de mala fe, alejada de la investigación judicial. Cuando aparecen los intereses de los medios —que tienen disputas de poder con el gobierno de turno—, siempre tienden a generar una situación de desconfianza hacia el funcionario público en cuestión, sin el correlato judicial —es decir, el curso de la investigación y el fallo de la justicia—.


    ¿Por qué prescriben las causas contra los funcionarios públicos?


    La prescripción es un instituto del derecho penal relacionada con los tiempos que duran los procesos y la celeridad de la justicia a la hora de investigar y de fallar en los expedientes judiciales. Quien es investigado debe tener un juicio de acuerdo a los tiempos procesales que establece el Código Procesal Penal de la Nación. No es lógico que alguien acusado hoy de un delito vea resuelta la causa varios años después, salvo que esta sea muy compleja, algo que, en general, no es así. También, evaluar el accionar de los abogados defensores en cada caso, porque, a veces, con artilugios legales válidos, hacen que los expedientes se conviertan en eternos y no le quedará otro camino al juez que decretar la prescripción.


    Para definirla en términos claros, se dirá que este instituto es la terminación de una investigación judicial por el mero transcurso del tiempo. La causa se sobresee por prescripción y no hay ni culpable ni inocente, se pone fin a la investigación. El Código establece plazos para que las causas prescriban vinculados al monto máximo de pena que establece el Código Penal, por ejemplo, una administración fraudulenta en perjuicio del Estado tiene una pena máxima de 6 años de cárcel. Si excede el plazo y no se llegó a juicio oral, lo más factible es que la causa finalice por prescripción.


    El Código es muy claro en cuanto a las causales de interrupción del instituto. Entonces si quien es el acusado y su defensa apuntan a ese resultado, es muy factible que lo logren, porque los tiempos judiciales en cada apelación hacen que este juegue a favor de los imputados.


    Los motivos que establece la ley como actos que interrumpen el curso de la prescripción son taxativos: por ejemplo, el más simple es el llamado a indagatoria de un sospechado de la comisión de un delito. Otro acto que interrumpe este instituto es el llamado a juicio oral y público. Lamentablemente, la estadística en los juzgados federales donde se investiga a funcionarios públicos de todo el país es contundente y la prescripción se ha transformado en una forma “normal” de terminación de un proceso penal en trámite. Esto es terrible, porque incluso el acusado inocente no lo puede demostrar y siempre va a quedar la duda. Es una cuestión que se resuelve de oficio, es decir que la ley obliga a los jueces a cerrar los casos por más pruebas que se hayan acumulado y aunque esté claro que hay una responsabilidad penal deben sobreseer y archivar la causa. Hay casos donde funcionarios probos acusados de delitos se opusieron legalmente a ese instituto, pero la jurisprudencia de la Corte ya tiene dicho que prospera de oficio. Para que quede más claro, quien es beneficiado por la prescripción no es absuelto ni declarado inocente, solo que el paso de los años produce que la causa se cierre.


    Un ejemplo es la causa contra Carlos Saúl Menem por el delito de omisión maliciosa de datos en su declaración jurada patrimonial. Los jueces Guillermo Costabel, Mario Posse y Patricia Mallo del Tribunal Oral en lo Criminal Federal N.° 4 de la Capital declararon la prescripción de la acción penal donde se lo acusaba de no declarar una cuenta bancaria en Suiza, que estaba a su nombre y de su hija Zulemita, y otros bienes que formaban parte de su patrimonio.


    Solo son imprescriptibles los delitos de lesa humanidad, es decir, delitos de quienes representan un Estado en el ejercicio del poder, como el caso de los delitos cometidos durante la dictadura militar, juicios que, a pesar del tiempo transcurrido, se siguen desarrollando en distintos tribunales orales de todo el país. La lesa humanidad es recogida por los pactos internacionales y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Por esta normativa que no aplica la prescripción, más de 225 militares y civiles fueron condenados y más de 1000 fueron sometidos a proceso por delitos como torturas, privación ilegal de la libertad, apropiación de bienes de las personas desaparecidas, secuestros, homicidios, apropiación de bebés, etcétera. Para que quede claro: un secuestro común, no en el marco de una dictadura militar, prescribiría a los 12 años, que es el término de prescripción máximo para los delitos más graves del Código Penal argentino.


    Algunas razones que favorecen la prescripción son las siguientes:


     


    
      	Acusados muy poderosos, funcionarios o exfuncionarios con conexiones políticas y que las hacen valer en los estrados judiciales.


      	Abogados poderosos, generalmente, aquellos que no son mediáticos y solo hablan en sus escritos ante los tribunales. Con gran poder de lobby. Firmas que valen mucho, trayectoria y, en muchos casos, exjueces del mismo fuero o exfiscales con gran llegada a la familia judicial.


      	Jueces federales que cuando se denuncia a funcionarios que ejercen el poder en ese momento demoran los pasos a seguir. Y es lógico ya que temen una represalia política, como podría ser el juicio político. Generalmente, actúan cuando el funcionario ya dejó su cargo y sí, en muchos casos, son duros.


      	Delitos complejos. También hay que decir, nobleza obliga, que los delitos cometidos en la función pública son de una complejidad que requieren un análisis exhaustivo para determinar responsabilidad, por ejemplo, que se den hechos de corrupción, o se sospeche de las contrataciones directas, o de las licitaciones públicas que necesitan las famosas pericias que son eternas, donde intervienen los peritos oficiales y los peritos del acusado, y deben estar más o menos de acuerdo y convencer al juez de que es una prueba contundente o no. Hay pericias en casos notorios, como por ejemplo, coimas en el Senado que han tardado más de tres años.

    


     


    Los abogados defensores dilatan los casos pidiendo medidas, repruebas legales, pero en muchos casos inconducentes, y por más que no vayan a tener éxito en su reclamo, se tardan años para resolverlas. La idea es desgastar al juzgado cuando comienza la causa y así, en poco tiempo, algo que mediáticamente empezó como grave, porque había algún funcionario de alto rango acusado de un hecho de corrupción, va perdiendo fuerza en el juzgado y en los medios, porque cualquier medida que se pide que no es vital se hace para retrasar la investigación y no exponer al acusado.


    Tanto es así que ha tenido que intervenir la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que dispuso la creación de tres comisiones entre magistrados inferiores para elaborar un diagnóstico sobre los problemas del fuero penal y las propuestas para acelerar las causas que allí se tramitan. Las comisiones serán integradas por jueces de la Cámara Federal de Casación Penal, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional y de los tribunales orales tanto del fuero penal ordinario como del federal. En este último se investigan los casos de corrupción. “Es imprescindible acentuar los esfuerzos para tener una justicia más rápida. Es indispensable que el sistema se oriente a la conclusión de los casos en un plazo razonable, sin perder de vista la fortaleza en las decisiones que se adopten en cada caso”, expresaron cinco de los siete jueces de la Corte en la acordada 32 firmada el 24 de septiembre de 2013.


    Como se aprecia, son muchas las causas por las que la sociedad no termina de ver condenados o presos a funcionarios que han cometido algún delito. También hay que tener cuidado con las operaciones mediáticas a favor o en contra de algún político, por alguna razón que muchas veces no tiene su correlato en tribunales. No se trata de que un juez quiera beneficiar a algún funcionario, por lo contrario, no hay ninguna prueba que acredite la comisión de un delito. Por ejemplo, el vicepresidente de la Nación Amado Boudou, en los diarios La Nación y Clarín, ya ha sido condenado por hechos de corrupción, y la justicia, al cierre de este libro, no lo ha llamado ni a prestar declaración indagatoria, que es el estado de sospecha mínimo que un juez tiene que tener para acusar a un ciudadano. Solo hay un pedido de declaración indagatoria por parte del fiscal Federal de la causa, doctor Jorge Di Lello.


    Por ello, desde los medios de comunicación es imprescindible ser muy cuidadosos con la información que emana de los juzgados, para que no se convierta en una “operación” y que sea confiable.


    Siempre es bueno recordar que en la Argentina los únicos que condenan por mandato constitucional son los jueces y no los medios.


    
      
        45 Buenos Aires, Grijalbo, 2000.

      


      
        46 Encuesta de expectativas económicas que elaboraron la Universidad Católica Argentina (UCA) y TNS Gallup Argentina en mayo de 2013.

      

    

  


  
    CAPÍTULO SIETE

    Seguridad, democracia y policía


     


     


     


     


    Para entender la problemática de la violencia institucional que ha generado, con el correr del tiempo, que diversas ONG aborden el tema y aporten su visión, me pareció imprescindible convocar a la doctora María Florencia Arietto47, que lleva años trabajando en barrios carenciados donde los “pibes chorros” son carne de cañón a la hora de encontrar responsables de un grave delito o de ser víctimas de abusos policiales por el solo hecho de un poder clasista, el de la policía sobre el pibe humilde, morocho y de gorra, que genera pánico e inseguridad para el estereotipo social.


    La doctora Arietto nos lleva por un camino sinuoso para conocer que no solo el denominado gatillo fácil, donde mueren jóvenes inocentes por el hecho de ser pobres o de vivir en un asentamiento, se incluye en la violencia institucional. También se refiere al armado de causas, los abusos en las comisarías, el requerimiento económico para no detener y a veces la utilización de los jóvenes como socios en el delito —cuando un código siniestro dice que si caen presos, son “boleta”—.


    Los hechos graves mediáticos generan convulsión social, y eso le da a la policía el poder de buscar y encontrar rápidamente sospechosos, que son denominados “perejiles”, que suelen ser jóvenes con algún antecedente a quien detienen para endilgarle un hecho que no cometió. El joven no tiene la posibilidad de hablar, su familia es pobre, y más allá de que hagan marchas del silencio —que es la única bandera de los más desprotegidos—, su caso es tratado como el del delincuente que cayó por sus antecedentes y por la muy fuerte presión mediática que necesita un chivo expiatorio. Luego las cámaras se van, el joven queda preso y en muchos casos es absuelto al final del proceso, pero estuvo detenido durante varios años.


    También, se visualiza un sistema de medios de comunicación clasista a la hora de darle cabida a un joven víctima de gatillo fácil cuando los acusados son integrantes de las fuerzas de seguridad. Una sensación oculta que atraviesa gran parte de la sociedad que plantea que la represión y el abuso sobre individuos eventualmente peligrosos son válidos dado que ese individuo “no tiene futuro”. Más aún, algunos medios de comunicación de gran repercusión social cuentan en su staff con periodistas que cuando mueren dos asaltantes en un tiroteo, dicen con libertad: “¡Qué suerte, dos menos!”. Lo grave es que no están solos en ese pensamiento, los acompaña gran parte de la sociedad aunque no lo diga abiertamente.


    Es importante analizar el tema de la seguridad pública y del funcionamiento policial desde la perspectiva de las ciencias sociales y, en particular, desde la ciencia política. Y reflexionar seriamente sobre los vínculos entre seguridad pública, democracia y policía para terminar con el modelo tradicional que genera consecuencias nefastas, como el paradigmático caso de la policía bonaerense.


    El desafío urgente es asentar un sistema de seguridad pública en el liderazgo de una clase dirigente eficiente, una policía capacitada y honesta, una ciudadanía activa y unos medios de comunicación comprometidos. El accionar policial predominante abusivo y delictuoso choca con el accionar de los policías honestos no comprometidos con aquella lógica que no permite que puedan desarrollar su labor con eficiencia. Es necesario recuperar el monopolio estatal de la seguridad pública. Los medios de comunicación deben exhibir y denunciar el mal desempeño policial con el mismo o mayor énfasis con el que denuncian hechos de inseguridad cotidianos vinculados con delincuentes comunes, porque la policía la conforman empleados públicos que deben cuidar y estar al servicio de la comunidad.
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    SEGURIDAD, DEMOCRACIA Y POLICÍA,
 POR MARÍA FLORENCIA ARIETTO


     


    No veo en el jurado a ningún

    pobre enriquecido, solo a


    burgueses indignados.


     


    Stendhal, Rojo y Negro


     


    Trataremos de establecer en este capítulo qué significa violencia institucional al hacer alusión a distintos tipos de hechos. Lamentablemente, el gatillo fácil es una de las manifestaciones más comunes de la violencia institucional, pero no la única. Tenemos muy identificada la violencia institucional con homicidios perpetrados por las fuerzas de seguridad en circunstancias dudosas, donde la utilización letal del arma reglamentaria es, en principio, innecesaria. Pero violencia institucional es mucho más que eso, constituye cualquier abuso o violación de derechos ejercida por una persona que desempeña un cargo dentro de la estructura del Estado, cualquiera sea. Es decir, también hay violencia institucional cuando el defensor oficial no atiende a la persona que tiene asignada para representar jurídicamente, cuando una guardia médica no cumple los protocolos de atención, cuando el empleado de Rentas maltrata a un consultante, cuando se condena a alguien por una “causa armada” por la policía o cuando se mantiene a una persona en prisión preventiva más allá del plazo razonable. Como vemos, las manifestaciones de la violencia institucional son muchas. Trataremos de abordar en forma breve algunos ejemplos.


    Quizá, los casos de gatillo fácil sean los que generan el mayor impacto en la sociedad ante lo irreversible de la muerte. Desde la larga noche oscura de la última dictadura, perdura un entramado represivo en el corazón de las fuerzas de seguridad. Investigar y mostrar estos casos sirve, precisamente, para poner en crisis las estructuras represivas que plantearon la subordinación al poder militar bajo la concepción de que cualquier fin es lícito para desarticular el terrorismo. Así se convalidó la tortura, la desaparición y el fusilamiento como prácticas legitimadas por un Estado de excepción. Dicha concepción perdura en la formación de las fuerzas de seguridad tanto en las academias de policía como en las estructuras de ascensos y promociones. Modificarla es parte de las deudas de la democracia.


    A continuación describiremos algunas de las situaciones que enmarcamos en la clasificación de violencia institucional.


    Gatillo fácil. Caso Lautaro Buggato


    Fue asesinado por la espalda por el agente Benítez en la localidad de Burzaco, partido de Almirante Brown. El hecho ocurrió en mayo de 2012 cuando el joven bajaba de la moto en la puerta de su casa. Lautaro era jugador de fútbol del club Banfield y tenía 20 años de edad.


    Uno de los primeros actos de la policía bonaerense como cuerpo fue enviar a los medios de comunicación un informe en el que, tal como se acostumbra dentro de esta fuerza, denominaron “enfrentamiento” y “tiroteo” al liso y llano fusilamiento por la espalda de un pibe.


    Los medios reproducen el comunicado de prensa de la fuerza sin utilizar el verbo en modo potencial hasta tanto lleguen las pericias y la autopsia que confirmen la hipótesis sostenida únicamente por el policía que disparó, es decir, el sospechoso.


    En el análisis de estos casos de gatillo fácil, es importante describir el rol de los medios de comunicación. Toda vez que la primera información emitida es la policial, es muy complicado desandar esa “verdad mediática revelada” que determina el homicidio del pibe a manos de un agente de seguridad; más aún cuando se trata de adolescentes pobres que viven en las villas del conurbano bonaerense.


    Lo importante es tener la posibilidad de detectar las maniobras encubridoras que por génesis tienen todavía hoy las fuerzas policiales. Siempre solemos decir que la celeridad en dar por resuelto un caso es inversamente proporcional a lo que realmente sucedió. Lo difícil es que los medios difundan con la misma celeridad con que publican los comunicados policiales aquello que sucedió en realidad y, sobre todo, cuando parte del personal policial está involucrado.


    Elementos que configuran el manual del gatillo fácil:


    
      	El homicidio. En general, la bala que provoca la muerte es disparada por la espalda o está depositada en algún lugar del cuerpo que no condice con el famoso tiroteo.


      	La mediatización del caso. Se ve reflejada en los medios con titulares como “Enfrentamiento entre delincuentes y policías que finalizó con el delincuente abatido”. Pero la bala es de 9 mm.


      	Los testigos. Declaran inmediatamente jefes y responsables políticos de la fuerza, quienes salen a desmentir a la familia o a los vecinos que hablan de fusilamiento. Revictimización de la víctima. Justificar lo ocurrido argumentando ciertas actitudes de la víctima en el hecho. 

    


    Proponemos a los lectores que cada vez que en un informe televisivo observen que estos elementos están presentes en un caso donde hay un homicidio, recuerden que, más allá de la versión de la fuerza policial, estamos en presencia del típico caso de gatillo fácil.


    Armado de causa. Causa Joaquín

    (el nombre ha sido modificado porque se trata de un menor de edad)


    La violencia institucional también se manifiesta cuando se arma una causa contra un adolescente pobre de los suburbios. Ante la furia de un delito grave ocurrido en la calle, la gente clama por justicia. Las víctimas del hecho están devastadas, y la televisión repite el acontecimiento las veinticuatro horas. Se prepara el show.


    En ese escenario, comienza la cacería para esclarecer lo ocurrido. Quien se encarga de la faena es la policía que, en general, ya tiene alguna pista sobre las “banditas” que están cometiendo contravenciones, sin embargo, administra el delito a cambio de alguna repartija del botín. Mientras se trate solo de robos sin muertes, todo es “manejable”. Distinto es cuando, en ocasión de robo, se mata; en esos casos, van a buscar a los mismos con quienes hacían negocios antes de que la situación estalle por una transgresión más grave de lo pactado.


    En ese marco, las banditas ponen condiciones para su entrega, y entre esas, está la búsqueda de un “perejil” —un joven inocente estigmatizado que cumpla con el estereotipo de ladrón o asesino— que pague el precio más caro —ser el autor material del hecho— a cambio de mantener en silencio los negocios en común que tenían policías y ladrones. Este negocio puede tratarse, o bien del reclutamiento de pibes en situación de vulnerabilidad social de manera directa por parte de algunos uniformados, o bien de manera indirecta a través de algún informante, o bien como socios de bandas ya armadas.


    La primera fase del armado termina aquí. La segunda comienza con la legitimación de lo que haga la fuerza de seguridad por los fiscales y jueces que intervienen en la pesquisa. Siempre repetimos lo mismo: a la cárcel, mandan los jueces, no la policía. La plataforma sumarial con la que alguien quedará “a la sombra” siendo inocente la construye la policía; el rol de la justicia es dar por acreditado todo lo realizado por ella.


    Las formas básicas para armarle una causa a alguien son a través de pruebas obtenidas ilegalmente, tales como:


    
      	Allanamientos sin la correspondiente orden, durante la noche.


      	Secuestro de elementos que relacionen al allanado con el delito investigado (plantados por agentes).


      	Reconocimientos en rueda, manipulados anteriormente (se logra mostrándoles a las víctimas que van a realizar el reconocimiento una foto de la persona a quien se intenta involucrar para luego digitarle el número con el que está identificado en la rueda).


      	Desgaste psicológico o, incluso, tortura física del imputado para lograr que se declare culpable de un delito que no cometió. 

    


    El perfil de los “perejiles” no es muy distinto del de los autores reales de los crímenes. Son jóvenes pobres, con padres presos o muertos y madres con muchos hijos, nacidos y criados en las villas, donde las diferencias se arreglan a los tiros, y las leyes son las de la calle, no las del tribunal. En ese marco, el desamparo del pibe humilde e inocente que es involucrado en un hecho delictivo que no cometió es doble: “pobre y villero”, construcción mediática del enemigo. No hay nadie que lo defienda y, además, se parece a los “cacos”. Por lo tanto, en la confusión, lo van a condenar. Y todos los agentes del orden, incluyendo policías, fiscales y jueces, recibirán sus “medallas” a la eficiencia en la pesquisa. Y las víctimas del hecho, manipuladas, pedirán que se pudra en la cárcel. Y el pobre acusado gritará que es inocente hasta quedar afónico.


    En la sombra de la prisión, el “perejil” condenado pensará que hubiera sido más negocio “dedicarse” a delinquir, ya que hubiera terminado igual que como está ahora, condenado y estigmatizado más de la cuenta.


    Solo el compromiso irrenunciable con la verdad y con la pericia para encontrar a los verdaderos responsables de los delitos hará que descienda la tasa de criminalidad en nuestro país. ¿Por qué decimos esto? Porque no hay manera alguna de construir una sociedad segura mientras, para resolver los casos graves, tengamos, por un lado, inocentes condenados por la presión mediática y social y, por el otro, culpables libres, quienes con el dinero del botín y una gran cuota de impunidad se compran un plasma y miran desde el confort y el poder cómo condenan en su lugar a personas inocentes para tapar la complicidad entre las fuerzas de seguridad, la justicia y la delincuencia.


    El combo para armar una causa comprende estos elementos:


    
      	Hecho grave mediático.


      	Información previa que maneja la policía sobre bandas que cometen delitos con esa modalidad.


      	Negociación entre policías y banda culpable para buscar un “perejil”.


      	“Perejil” con el perfil construido para la sociedad como “delincuente”: pobre, villero, adolescente y morocho.


      	Sumario policial con medidas que generen un gran impacto y despliegue mediático.


      	Corroboración de todo lo actuado por el fiscal de turno, conversión de la aprehensión en detención del “perejil” de turno.


      	Prueba plantada. No es objetiva. En los casos de “perejiles” con causas armadas, nunca se encontrará una prueba objetiva que lo involucre, es decir, nunca se van a encontrar huellas, ni deflagración de pólvora, ni su presencia en una cámara de seguridad en el lugar del hecho. ¿Por qué? Porque eso confirmaría su participación en el ilícito y, en ese caso, dejaría de ser una causa armada.


      	Pruebas subjetivas. Se lo imputa, detiene y condena por las pruebas susceptibles de manipulación: reconocimiento en rueda de personas donde se le indica previamente a la víctima qué número tiene el sospechoso que interesa, testimonios de testigos de ocasión muy manipulables y testimonios de las víctimas.

    


    Estas pruebas, en un Estado de derecho verdadero, donde no se condene por anticipado a través de los medios de comunicación, no serían suficientes para condenar a nadie. Sin embargo, en la Argentina y específicamente en lugares como la provincia de Buenos Aires, donde se desarrolló el caso de Joaquín, es habitual.


    Penas crueles, agravamiento de las condiciones de detención


    Hay una frase que dice que el nivel de desarrollo de una sociedad está relacionado con el trato que reciben sus presos. Es interesante que cuanto mayor sea el nivel de desarrollo, progreso y modernización de una sociedad, mayor es la comprensión de las normas respecto de las personas privadas de libertad. Como ciudadanos es fundamental que entendamos y reflexionemos sobre las personas que cometen delitos. Ellas no dejan de ser personas. La tortura física, psicológica y la falta de aseo, comida o medicamentos no son parte de la pena. La pena se constituye solamente con la pérdida temporaria de libertad, todo lo demás que le suceda es responsabilidad del Estado. Así lo determina la Constitución Nacional cuando establece que las cárceles serán sanas y limpias para seguridad y no para castigo de los reos.


    Decidí contar en este punto lo vivido como ONG48 cuando fuimos a la cárcel de Ezeiza. Comenzamos a entablar vínculos con los chicos detenidos en el módulo de jóvenes-adultos, es decir, jóvenes de 18 a 21 años. Nos encontramos con varias situaciones que nos preocuparon y ocuparon: la falta de capacitación para los presos, la cantidad de horas que pasaban sin hacer nada, la imposibilidad de algunos familiares de verlos, la poca predisposición de Servicio Penitenciario Federal para que se utilizara el patio, y otras. En fin, algunas disposiciones básicas que harían que los pibes estuvieran contenidos y ocupados en proyectarse hacia una vida con inclusión social en lugar de estar pensando en la manera de escapar.


    Pero hubo dos hechos en particular que motivaron el envío de dos notas a los organismos estatales responsables por tratarse de circunstancias graves. El primero, la falta de comida o, mejor dicho, la sustitución de la comida de los pibes presos por “sopa de suero” —la sopa de suero oficia de balance temporario para evitar la desnutrición—. Esto motivó una nota a la Subsecretaría de Asuntos Penitenciarios del Ministerio de Justicia para que inicie un sumario a los efectos de determinar quién se estaba robando la carne destinada a los presos jóvenes y para denunciarlos penalmente.


    En el segundo, con la complicidad de uno de los chicos, detectamos que a muchos de ellos los sedaban con alprazolam. Un día en que visitamos a Ángel, observamos que estaba muy caído, no fijaba la vista, no podía hilar una frase completa. Le preguntamos si le pasaba algo o si había consumido. Nos contestó que en la enfermería le habían dado una pastilla para la garganta porque tenía angina. Nos pareció extraño semejante cuadro anímico por causa de un antibiótico. Entonces, le propusimos que guardara una de esas pastillas para que nosotros pudiéramos ver de qué se trataba. Grande fue nuestra sorpresa cuando, a la semana siguiente, durante la entrevista, él nos da la pastilla en cuestión y se trataba de alprazolam. Es decir, a los pibes los estaban dopando contra su voluntad con la excusa de curarles cualquier tipo de cuadro gripal o de anginas. ¿Una estrategia para mantener el orden de la población penitenciaria?


    Ello motivó una nota a la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT), en la que relatamos y manifestamos lo que habíamos observado y nuestra preocupación. Nos respondieron con formalidades, pero ninguno de los dos organismos del Estado llegó a realizar una investigación a fondo. Esto, también, es violencia institucional.


    Lo que sí ocurrió, desde el envío de nuestras notas a la fecha, fue el relevamiento de su puesto del jefe del Servicio Penitenciario. Hoy la conducción es más proclive al desmantelamiento de la matriz represiva del Servicio, tarea nada fácil, ya que quienes durante años fueron los dueños de las cárceles e hicieron negocios detrás de esos muros y a espaldas de la sociedad, se resisten a perder esos privilegios. Empoderar a los presos en sus derechos y obligaciones e intentar, por lo menos, desactivar la impronta “tumbera” no les conviene a los guardianes de la punición, que ven en ello una amenaza para sus intereses. Negocios que, además, se sostienen con una sociedad que le da la espalda a la cárcel y con medios de comunicación hegemónicos que difunden el pánico para hacer de la cárcel tierra arrasada.


    Hay un factor común de construcción mediática que influye de manera directa en la sociedad: el pánico al condenado, a la puerta giratoria —que el sospechoso entre por una puerta y salga por la otra—, al pibe chorro morocho con gorra, a la desconfianza en el otro.


    Epílogo


    Al escribir este capítulo, tuve la intención de hacerlo con lenguaje llano y cotidiano. La idea es que pudiera ser leído por pibes presos, madres que están aprendiendo a leer y escribir, decanos, profesionales o policías, por todos. A veces, los abogados nos ponemos leguleyos y hablamos “en difícil” alejando así a la gran masa crítica, las verdaderas víctimas de la violencia institucional. La finalidad es generar discusión y reflexión, acercar elementos para interpelarnos como sociedad e interpelar a la Justicia, institución fundamental para el desarrollo pacífico de una sociedad.


    En esta parte final, entrego una reflexión para que sea el detonador de las discusiones en torno a la marginalidad, la seguridad, la pobreza, la injusticia y la violencia en todas sus acepciones. Es un fragmento de un libro fundamental de Loic Wacquant49, donde contextualiza el porqué de la violencia institucional y la relaciona intrínsecamente con el desarrollo económico de una nación. Nunca más apropiado para nuestro país y para el resto de Latinoamérica, donde la desigualdad y las políticas neoliberales implementadas por los países centrales en décadas pasadas generaron la era de la marginalidad, consecuencias que seguimos pagando, a pesar del esfuerzo de los gobiernos actuales de reivindicar derechos.


    Entonces, el desafío es ampliar derechos, incluir y volver a poner en el centro al Estado Providencia y dejar definitivamente de lado al Estado Penitencia. Ese es el reto de los años venideros.


     


    … Denuncia de las “violencias urbanas”; rastrillaje sistemático de los barrios considerados sensibles; represión acrecentada de la delincuencia de los jóvenes y hostigamiento de los sin techo; toque de queda y “tolerancia cero”; aumento continuo de la población carcelaria; vigilancia punitiva de los sectores que reciben ayuda estatal: en todas partes, tanto en los países desarrollados como en los que aspiran a serlo, se hace sentir la tentación de apoyarse en las instituciones policiales y penitenciarias para dominar desórdenes engendrados por la desocupación masiva, la imposición del trabajo asalariado precario y el achicamiento de la protección social. Esta obra traza las vías por las cuales este nuevo “sentido común” punitivo, elaborado en los Estados Unidos por una red de think tanks neoconservadores, se internacionalizó con el auspicio de la ideología económica neoliberal, de la que es la traducción en materia de justicia. El cambio desde el Estado Providencia hacia el Estado Penitencia anuncia la aparición de una nueva forma de gobernar la miseria que une la mano invisible del mercado de trabajo descalificado y desregulado con el puño de hierro de un aparato penal intrusivo y omnipresente. Los Estados Unidos optaron claramente por la criminalización de la miseria como complemento de la generalización de la inseguridad salarial y social.


    El resto de los países, frente al problema de la inseguridad, está hoy confrontado a una alternativa histórica entre la penalización de la pobreza y la creación de un Estado Social digno de ese nombre…


     


    Aún estamos pagando las consecuencias del Estado Penitencia y estamos volviendo lentamente al Estado Providencia, pero debemos estar atentos para no volver a aquello.


    
      
        47 María Florencia Arietto es abogada por la Universidad de Buenos Aires, especialista en derecho penal y penal juvenil, violencia institucional y en el fútbol. Trabajó en el Poder Judicial de la Nación y de la CABA. Al retirarse de la Justicia, se dedicó a representar a víctimas del terrorismo de Estado. Luego fue jefa de Seguridad del Club Atlético Independiente. Actualmente, se dedica a la crianza de su hija Paz.

      


      
        48 La organización no gubernamental “Arde la Ciudad” fue fundada junto con los integrantes de la banda musical La Mancha de Rolando. Su objetivo se dirige a niños y adolescentes en riesgo al facilitar la inclusión de los pibes que estuvieron en prisión o al trabajar en la prevención para evitar que delincan.

      


      
        49 Las cárceles de la miseria, Buenos Aires, Manantial, 1999.

      

    

  


  
    CAPÍTULO OCHO

    La resocialización y el control de los detenidos


     


     


     


     


    Una vez que una persona es condenada a pena privativa de la libertad por cualquier delito, comienza la tarea ardua de reinsertarla en la sociedad. El Estado, por mandato constitucional, debe bregar para que quien pagó la deuda con la sociedad recupere su libertad y no vuelva a cometer un delito.


    Mientras un recluso está detenido, es el Servicio Penitenciario quien lo controla y elabora un legajo de personalidad, con sus antecedentes y su comportamiento en la prisión. Desde el punto de vista judicial, es el juez de ejecución de sentencia quien se ocupa de controlar el devenir de un interno, a fin de evaluar, una vez que cumple su pena, si otorgarle o no la libertad. También existe el Patronato de Liberados y Excarcelados, integrado por particulares profesionales que trabajan en forma loable con personas privadas de su libertad o recién egresados de una cárcel, y sus familias, a fin de otorgarles la asistencia que requieren y merecen. No solo trabajan con los detenidos, sino también con individuos que sin estar detenidos necesitan control y supervisión en el cumplimiento de lo que la justicia determina en cada caso.


    El Patronato es una asociación civil sin fines de lucro y cumple, sin ser parte de la estructura asistencial, un rol estatal, judicial e institucional. El Patronato de Liberados “Dr. Jorge H. Frías” fue fundado en 1918 y desde entonces actúa en el ámbito de la justicia federal de la Ciudad de Buenos Aires. Está dirigido por una comisión integrada, en su mayoría, por magistrados en actividad o retirados que trabajan ad honorem. Sus recursos provienen de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y del Servicio Penitenciario Federal dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.


    Silvina Blanco, perteneciente al Patronato, asegura que entre julio de 2009 y julio de 2010, atendieron a más de 20.000 personas. Su misión es la asistencia pospenitenciaria y de prelibertad, la prestación de servicios sociales a familias de los internos liberados, la realización de informes socioambientales para diversos juzgados nacionales e informes de cumplimiento de libertades condicionales y ejecución de tareas comunitarias (probation), así como el control del cumplimiento de las prisiones domiciliarias, entre otras.


    El 2 de diciembre de 2011, se firmó un convenio entre la Corte Suprema y el Patronato, siendo el primer instrumento que da un marco institucional y jurídico a la relación entre ambos. En el acto de firma, el presidente del Alto Tribunal, Ricardo Lorenzetti, destacó la importancia del convenio por ser el primer instrumento que le da un marco institucional y jurídico a la relación de la Corte con el Patronato que viene desarrollando una actividad fundamental en el ámbito judicial desde hace muchos años.


    Además de brindar servicios en el ámbito de la CABA, también trabaja en los federales de las provincias de Misiones, Formosa, Corrientes y Chaco.


    A requerimiento de los magistrados desarrolla diversas tareas, tales como la elaboración de informes socioambientales de los imputados y los previos al otorgamiento de la detención domiciliaria, la supervisión del cumplimiento de las reglas de conducta, así como también la supervisión de cumplimiento de las excarcelaciones con condiciones. Realiza un asesoramiento técnico en las audiencias de contacto, desarrolla el Programa de prelibertad en Unidades del Servicio Penitenciario Federal, elabora los informes pertinentes y brinda asistencia pospenitenciaria, mediante la supervisión de los liberados condicionales.


    Supervisa el cumplimiento de las detenciones domiciliarias (incluso las que surgen de delitos de lesa humanidad) y controla el cumplimiento de los trabajos comunitarios.


    Además, supervisa las reglas de conducta de la libertad asistida, así como también las medidas educativas y curativas y brinda asistencia social adecuada al caso, para facilitar la remoción de los factores que pudieran gravitar en la comisión de hechos delictivos y a los egresados por pena cumplida o agotada.


    En el ámbito de la CABA, el Patronato brinda tratamientos en el área social a personas que atraviesan una instancia de conflicto con la ley y busca hacer visible las situaciones sociales que obstaculizan un efectivo cumplimiento de las reglas de conducta impuestas.


    También acompaña, orienta y da consejo y contención en situaciones de compromiso penal y vulnerabilidad social al causante y su familia, tratando de favorecer la reconstrucción de redes sociales y familiares de las personas, acorde a su historia de encierro y viabilizar la construcción de alternativas o estrategias multidisciplinarias e intersectoriales de intervención (educación, justicia y acción social).


    La intervención que realiza el Patronato intenta aportar para disminuir índices de reincidencia en el campo de las conductas delictuales y facilitar el cumplimiento de las reglas de conducta estipuladas a través de la gestión de recursos institucionales. Para cumplir con estos objetivos, se realizan diferentes métodos, tales como entrevistas sociales con los supervisados (ya sea individual, familiar y/o de acompañamiento), para poder evaluar sus situaciones sociales y definir líneas de acción, elaborando informes requeridos por los Juzgados y Tribunal actuantes.


    La población que mayoritariamente atiende el Patronato de Liberados presenta características muy complejas, tales como situación de calle, discapacidad, episodios de maltrato, abuso, violencia, intercurrencias clínico-psiquiátricas (intentos de suicidio, demencia senil, descompensaciones, enfermedades crónico-degenerativas, etc.), accidentes de tránsito, domiciliarios o laborales, abuso de sustancias , inestabilidad laboral, deserción escolar y adicciones.


    La modalidad con la que trabajan los integrantes del Patronato marca diferentes métodos de acción a la hora de trabajar con las personas privadas de la libertad. Se realiza, en algunos casos, una intervención en el ámbito institucional en horario de guardia (varía según la misión que tiene cada una de las áreas detalladas), con turnos programados y a demanda espontánea, con concurrencia a todas las unidades de detención del Servicio Penitenciario Federal. También se realizan visitas domiciliarias (al lugar de residencia, al ámbito laboral, a familiares, de cumplimiento de la detención, etc.) y visitas periódicas a las instituciones —públicas y privadas— involucradas en el cumplimiento de las medidas judiciales ordenadas (organizaciones sociales e instituciones de la comunidad en el ámbito de la CABA; instituciones de salud vinculadas a tratamientos terapéuticos o de otro tipo; instituciones educativas; de empleo; etc.).


    Áreas y funciones


    El Patronato se divide en diferentes áreas y divisiones que cumplen distintas funciones en el ámbito de la resocialización de los individuos:


    Suspensión del juicio a prueba

    y condena de ejecución condicional


    Esta área tiene como misión llevar adelante la supervisión controlando el cumplimiento de las reglas de conducta del artículo 27 bis del Código Penal, impuestas por los tribunales intervinientes en las condenas de ejecución condicional y en las suspensiones de juicio a prueba. Para ello, realiza visitas domiciliarias, entrevistas con instituciones u otras entidades público/privadas para seguimiento de tareas comunitarias, gestión de vacantes, derivación a quienes debe realizar tratamiento psicológico o ante alguna problemática que deba abordarse: salud, hábitat, educación, maltrato, etc. También realiza entrevistas institucionales para supervisar el cumplimiento de las tareas comunitarias, los tratamientos médicos o terapéuticos ordenados, elabora los informes iniciales, de evolución y finales de los probados y los condenados de ejecución condicional, carga las actuaciones (cambios de domicilio, reglas de conducta, documento, informes iniciales, de evolución, finales y de seguimiento) en el sistema de legajo electrónico, el cual es consultado por los tribunales y juzgados actuantes y detecta y deriva población con necesidades de alojamiento y de ayuda económica.


    Prelibertad y asistencia pospenitenciaria


    Esta área se ocupa de la concurrencia a unidades dependientes del Sistema Penitenciario Federal para entrevistar a internos incluidos en el período de prelibertad en el marco de la Ley 24660 del Código Penal de la Nación y a personas en condiciones de obtener el beneficio de la libertad condicional y/o la libertad asistida. Para ello, se entrevista a las personas privadas de su libertad, en unidades de detención, se confecciona el respectivo informe, luego se entrevista a la familia receptora del interno para evaluar el entorno social y determinar la viabilidad —o no— del beneficio. Asimismo, el área se ocupa de la supervisión y asistencia (con regularidad semanal, quincenal y/o mensual) de las personas que egresan con el régimen de libertad asistida o de libertad condicional, hasta el vencimiento de la condena, de la supervisión del cumplimiento de las medidas accesorias ordenadas por los tribunales intervinientes.


    También el área realiza informes socioambientales solicitados por los juzgados y tribunales actuantes, orientados al otorgamiento del beneficio de la libertad asistida y/o condicional, asiste y orienta psicológicamente a liberados condicionales y en supervisión y da orientación legal para el total de la población que aborda el área.


    División Servicio Social


    Se ocupa de las gestiones orientadas a resolver problemas habitacionales, de salud, capacitación, documentación y empleo de toda la población del Patronato. Se reciben personas derivadas por las distintas divisiones del Patronato, bajo el Programa de Libertad Condicional y Libertad Asistida; personas con causas penales con resolución judicial: suspensión del juicio a prueba y condena de ejecución condicional. Esta División también asiste a personas derivadas por las Defensorías (procesados en libertad) o que ya ha operado para ellos el vencimiento de la condena (egresados cumplidos) y se presentan en el Patronato en forma voluntaria para solicitar asistencia. Además, se encarga del relevamiento de recursos y del contacto interinstitucional (con organismos del Gobierno Nacional, del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, ONG y otras instituciones privadas).


    Coordinación Técnica


    Esta área tiene como misión la conducción técnico-profesional y técnico-administrativa, la organización, distribución y coordinación de tareas a realizar por las diversas áreas del Patronato de Liberados, la representación institucional ante el Poder Judicial de la Nación y la recepción, registro en sistema informático y derivación de oficios judiciales a las respectivas áreas del Patronato de Liberados de la CABA. También se encarga del relevamiento institucional necesario para el cumplimiento de las medidas judiciales ordenadas (para las suspensiones de juicio a prueba y eventualmente, condenas de ejecución condicional; las excarcelaciones por conmutación de pena de prisión para el cumplimiento de medidas socioeducativas; etc.), la celebración de los convenios interinstitucionales y el seguimiento y evaluación de la viabilidad y la pertinencia institucional.


    Delegación Noreste


    Esta área de más reciente creación realiza una multiplicidad de labores con una inserción territorial en las provincias de Corrientes, Misiones, Chaco y Formosa, principalmente.


    El rol del Patronato es ignorado por los medios de comunicación


    Desde los medios, se desconoce su existencia. Sería importante que su trabajo fuera jerarquizado y difundido, dado que, con su tarea, los integrantes pueden evitar que el liberado vuelva a cometer un delito, con todo lo que ello significa. Se requiere un trabajo pormenorizado con el individuo, su familia, su entorno, para la reinserción social y, lo más difícil, para conseguir un trabajo que lo aleje del mundo del delito.


    Generalmente, ocurrido un hecho delictivo, los medios titulan: “Los asaltantes del banco fueron detenidos”. Al día siguiente, a esta noticia se le agrega la información de que tenían antecedentes o estaban con libertad condicional. Es extraño que alguien que roba por primera vez sea detenido. Como explica el integrante de la Corte Suprema de Justicia, Eugenio Raúl Zaffaroni, sería un “delincuente fracasado”. En estos casos, el trabajo con los liberados es fundamental. Para los integrantes del Patronato es un retroceso grave que alguien vuelva a cometer un delito, porque se convierte automáticamente en reincidente, y su futuro se verá muy oscuro.


    Libertad condicional


    Este instituto que beneficia a los condenados a prisión cuando se cumplen las dos terceras partes de la condena, está previsto en nuestra legislación. Por ejemplo, si se condena a alguien a 15 años de prisión por cualquier delito del Código Penal, a los 10 años puede obtenerla. Para ello se debe dar una serie de requisitos administrativos regulados por el Servicio Penitenciario Federal y de requisitos jurídicos determinados por el juez de ejecución penal, responsable de la seguridad del interno mientras está en prisión.


    Una vez obtenida la libertad, el Patronato toma al exrecluso en su sistema —a quien ya conoce por el sistema de salidas transitorias anterior en orden cronológico a la libertad condicional, que se otorga cuando se cumple la mitad de la condena. Las salidas transitorias pueden consistir en salidas con fines laborales y familiares, siempre con la vuelta al penal para pernoctar en él—.


    Una vez que sale, es el comienzo de la tan mentada y poco difundida reinserción social. Este trabajo es clave ya que si nadie controla ese egreso carcelario con asesoramiento, directivas claras y contención, no se podrá evitar que el individuo regrese al mundo del delito. Por ello, es de suma importancia que ese control sea apoyado ya que representa un aporte vital contra la inseguridad en general.


    En el proceso penal, esta instancia de la resocialización es quizá más trascendente que las otras dos patas del trípode, que son la prevención, es decir, cuando la policía evita un hecho delictivo, y la represión punitiva del Estado, cuando los tribunales condenan a los que cometieron delitos.


    A más recuperados, menos reincidentes. Lamentablemente, la actual estadística, según los datos del Patronato, de cada diez liberados, en un lapso promedio de un año desde su liberación, siete vuelven a delinquir, a pesar del esfuerzo del personal del Patronato. Algunos, porque no logran conseguir trabajo; otros, porque luego de mucho tiempo de estar detenidos, ya es imposible o difícil hacerles entender la cultura del trabajo que perdieron hace mucho tiempo, o nunca conocieron.


    El caso del juez de ejecución Axel López


    Este magistrado es uno de los tres jueces de ejecución penal en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que tiene el control judicial de los detenidos en las distintas cárceles, los egresados de prisión, los que están con condena de ejecución en suspenso, los que accedieron a la suspensión del proceso a prueba y los beneficiados con el juicio abreviado. Está previsto por ley que sean cinco los jueces; sin embargo, por demoras burocráticas, no se cubren esas vacantes. Y no dan abasto con tantos individuos que deben controlar junto al Patronato de Liberados y el Servicio Penitenciario en los casos que están detenidos.


    Estos jueces tienen la difícil tarea de ordenar la libertad de los reclusos cuando han cumplido determinados requisitos y su control una vez otorgada. Un caso de gran repercusión social y que los medios le han dado gran preponderancia, es el caso del juez de ejecución Axel López, quien está siendo acusado en un juicio político en el Consejo de la Magistratura por haber ordenado la libertad de un condenado que luego reincidió.


    Se trata de Juan Ernesto Cabeza, condenado a 24 años de prisión por cuatro violaciones, quien, dos semanas después de conseguir la libertad condicional, en Chaco, fue detenido acusado de intentar violar y matar a Tatiana Kolodziey, de 33 años, cuando la trasladaba en un remise que manejaba.


    El juez López ya había sido cuestionado por el caso de Pablo Díaz, quien asesinó a Soledad Bargna en el departamento del barrio de Caballito durante una de sus salidas transitorias. El acusado cumplía una pena de 12 años de prisión por el delito de violación. El tratamiento de los medios de comunicación en aquel caso fue de persecución al magistrado. Desde la utilización del dolor de la familia de la víctima, el uso de la imagen del juez López y la acusación como responsable del hecho —titulares como “El juez Axel López, en la mira” o “Las vergüenzas de la justicia, el juez Axel López” se repitieron una y otra vez—, hasta la formulación de encuestas callejeras donde se preguntaba si había que echar o no al juez. Además, la convocatoria, a diferentes medios de comunicación, de abogados que reclamaban por la destitución del juez. Todos estos elementos actuaron como factor de presión en sintonía con la decisión de la familia de Tatiana Kolodziey para que se le inicie juicio político.


    En el caso de Soledad Bargna, más allá de las presiones, el Consejo de la Magistratura rechazó el pedido por considerar, entre otras cuestiones, que el magistrado actuó dentro de los márgenes que le da la ley. En el caso donde está siendo sometido a juicio político ahora, debería suceder algo similar, aunque desde los medios también se presiona para que sea expulsado de su función de juez de ejecución.


    Lamentablemente, la opinión pública que se nutre de la información de los medios saca conclusiones erradas de cómo son los hechos y cómo se aplica el derecho en estos casos, donde se ignora cómo funcionan el control y egreso de los condenados que han cumplido su sentencia.


    Se debe considerar que, una vez que un recluso cumple con todos los requisitos para obtener la libertad condicional o las salidas transitorias, es un derecho ya adquirido que debe aplicarse más allá del tipo de delito que haya cometido. Esta aclaración es pertinente porque la ley no hace diferencia entre los internos al momento de evaluar un egreso; si se dan los requisitos, debe ordenarse la libertad.


    Se discute si es obligatorio o es una facultad del juez, queda claro que el juez dispone, pero si no hay objeción del Servicio Penitenciario, que evalúa su comportamiento mientras estuvo detenido, los informes psicológicos, psiquiátricos a los que son sometidos, más el cumplimiento de las reglas de comportamiento dentro del penal, como por ejemplo, la calificación por conducta, que habitualmente es buena, dado que el recluso se comporta bien, o de lo contrario, se complica para un futura libertad. Hacen los deberes mientras están presos para que, una vez cumplidas las dos terceras partes de la pena, puedan acceder al beneficio.


    Ni el juez de ejecución ni ningún ser humano puede prever la conducta posterior de una persona que accede a la libertad condicional. En ese momento, ya ha cumplido con su deuda hacia lo sociedad, y será responsable de su vida y de su decisión de volver o no a cometer un delito.


    Si el criterio es que alguien que cometió un delito volverá a cometer otro, no tendría que salir ningún detenido, y eso no se debe evaluar desde la conveniencia para la sociedad de que estén encerrados, porque alguna vez delinquieron. La legislación en esta materia y los tratados internacionales son claros en este sentido: quien cumple una sentencia con pena privativa de la libertad, a las dos terceras partes de la condena debe obtener su libertad con los controles correspondientes. Los medios de comunicación no lo aclaran cuando irrumpen con temas mediáticos, como violaciones, asesinatos y otros delitos graves, sin considerar que, salvo situaciones excepcionales, todo aquel que comete un delito con el cumplimiento de su pena logra la libertad, incluso los condenados a prisión perpetua que a los treinta y cinco años de prisión pueden ser beneficiados con los institutos de salidas transitorias y libertad condicional.


    Un buen resumen del deber de esta situación la realiza el juez de Ejecución Penal de Quilmes, Federico Merlini:


     


    Todo el tiempo estamos trabajando en la vuelta del individuo a la libertad, buscamos que se haga de un modo paulatino, no violento, con las garantías que precisa la comunidad para recibirlos y ellos de encontrarse con una comunidad receptora. También es verdad que el Servicio Penitenciario cuenta con carencia de espacios de educación, de capacitación, etcétera, y los informes no se realizan con el grado de rigor que se requiere. Los juzgados de ejecución penal, tanto a nivel Federal como Nacional, presentan una situación de colapso.


     


    No es el fin de este trabajo analizar si está bien o mal, para lo que tengo mi opinión personal como hombre de derecho, sino explicitar lo que dice la ley sobre un tema tan profundo y que desde los medios masivos de comunicación se los toma con desidia y con desinformación y se crea una conciencia pública desde hechos y verdades que no se ajustan a la realidad.


    En este sentido, un caso emblemático en la historia argentina es el de Carlos Robledo Puch, quien está detenido desde hace más de cuarenta y un años y ha pasado por distintos penales. Apodado el “Ángel negro” o “Ángel de la muerte”, fue condenado por diez homicidios calificados, un homicidio simple, una tentativa de homicidio, diecisiete robos, una violación, una tentativa de violación, un abuso deshonesto, dos raptos y dos hurtos.


    Se trata de la persona con más delitos graves imputados en el país. Fue condenado a cadena perpetua por tiempo indeterminado En la actualidad, se encuentra alojado en el pabellón para homosexuales del penal de Sierra Chica. Técnicamente, desde julio del 2000 está en condiciones de pedir la libertad condicional. La justicia le ha denegado esta posibilidad en varias instancias, basándose en que, según los informes, no está recuperado y es altamente peligroso para la sociedad. Quizá, para el sistema judicial argentino aún está latente la frase que pronunció en sus últimas palabras ante los jueces de la Sala Primera de la Cámara de Apelaciones de San Isidro: “Esto fue un circo romano. Algún día voy a salir y los voy a matar a todos”.


    Esta referencia tiene por fin mostrar cómo las libertades condicionales y las salidas transitorias son la regla y la imposibilidad de acceder a ellas es la excepción en casos muy particulares, como es el de Robledo Puch.


    La doctora Lucila Larrandart, presidenta del Tribunal Oral N.º 1 de San Martín, acerca una observación que refleja de manera contundente los objetivos de este instituto de la libertad condicional: “Si yo tomo una posición de amigo o de enemigo y digo que todos los violadores, todos los que roban o todos los que matan están determinados a hacer siempre lo mismo, entonces soy partidaria de la pena de muerte”.


     

  


  
    CAPÍTULO NUEVE

    Prisión domiciliaria


     


     


     


     


    Una de los derechos que tiene el condenado —y también procesado— se denomina “prisión domiciliaria”. La ley 24660 en su artículo 32 establece en qué situaciones se lo puede aplicar. Está claro que es una excepción y no una regla, y que se da en situaciones especiales. Hay que aclarar, ante todo, que se trata de una facultad privativa del juez.


    La ley sostiene que el juez de ejecución o juez competente puede disponer el cumplimiento de la pena impuesta en detención domiciliaria:


    
      	Al interno enfermo, cuando la privación de la libertad en el establecimiento carcelario le impida recuperarse o tratar adecuadamente su dolencia y no correspondiere su alojamiento en un establecimiento hospitalario.

    


    Por ejemplo, es el caso de Omar Emir Chabán, condenado a 7 años de prisión por la tragedia de Cromagnón durante un recital del grupo Callejeros. Por su delicado estado de salud se le otorgó este beneficio, ya que los informes médicos diagnosticaron una enfermedad terminal y su permanencia en el penal de Marcos Paz era una traba para el tratamiento. Ante la gravedad de su condición física, fue trasladado a una clínica privada.


    
      	Al interno que padezca una enfermedad incurable en período terminal.


      	Al interno discapacitado, cuando la privación de la libertad en el establecimiento carcelario es inadecuada por su condición, implicándole un trato indigno, inhumano o cruel.


      	Al interno mayor de 70 años de edad.

    


    Es importante aclarar que es muy extraño encontrar una persona detenida mayor de 70 años, con lo que en estos casos los fallos en cuanto a este instituto siempre son positivos para el condenado.


    Hubo un caso muy mediático y de gran repercusión que fue el del odontólogo de la ciudad de La Plata, Ricardo Barreda, quien fue condenado, por un Tribunal Oral, a la pena de prisión perpetua por asesinar con una escopeta de caza a su mujer, su suegra y sus dos hijas en su domicilio particular. Aunque ya había cumplido los 70 años, varias veces le negaron la posibilidad de la prisión domiciliaria, poniendo como causal de la negatoria los plazos de cumplimiento de la pena y otras cuestiones formales. Finalmente y después de varias apelaciones, a principios de 2011, la Cámara Penal de La Plata le otorgó el beneficio. Actualmente, goza de libertad condicional y vive con su pareja en el barrio de Belgrano de la Ciudad de Buenos Aires.


    
      	A la mujer embarazada.


      	A la madre de un niño menor de cinco años o de una persona con discapacidad a su cargo.

    


    El caso testigo fue el de Ana María Fernández, exfuncionaria del Gobierno de la Ciudad, condenada a 3 años y 6 meses de prisión por los delitos de incumplimiento de los deberes de funcionario público en concurso ideal con estrago culposo, por la tragedia de Cromagnón. Esta mujer, cuando fue detenida, porque la sentencia quedó firme, ya tenía una hija de tres meses de edad, a quien amamantaba. Ella ingresó a la cárcel de mujeres de Ezeiza junto con su beba, pero realizó un planteo para que se aplique la ley de prisión domiciliaria. Tanto el Tribunal Oral N.º 24, que fue el que la condenó, como la Cámara Nacional de Casación en lo Penal y Criminal le negaron esa posibilidad. Argumentaron que Fernández vivía con su pareja, también mujer, quien podría hacerse cargo de la beba, porque “tenía dos mamás”. Esto fue considerado discriminatorio por el abogado defensor de Fernández, el doctor Oscar Vignale, quien apeló la medida y fiablemente la Corte Suprema de Justicia de la Nación otorgó el beneficio cuando la beba ya tenía ocho meses. En la actualidad, cumple su pena en su domicilio junto a su pareja y su hija.


    Para decidir la prisión domiciliaria, el juez debe siempre fundar su resolución en informes médicos, psicológicos y sociales. También debe ordenar la intervención del Patronato de Liberados o de un servicio social calificado. En ningún caso intervendrán la policía u otras fuerzas de seguridad.


    Asimismo, el juez debe señalar a una persona como garante del cumplimiento de la detención domiciliaria, generalmente, del entorno familiar del detenido.


    Si el beneficiado viola las condiciones de este beneficio, inmediatamente la detención domiciliaria cae y debe volver a prisión.


    Para los condenados, puede ser el paso previo a la libertad definitiva.


     

  


  
    CAPÍTULO DIEZ

    Los accidentes de tránsito


     


     


     


     


    A raíz de un claro incremento del parque automotor, especialmente en las ciudades con mayor concentración poblacional, también crece el producto desgraciado de los accidentes de tránsito, algunos muy simples y otros con consecuencias desapacibles que se cobran miles de vidas humanas.


    Desde hace una década, se ha elevado el nivel de gravedad y notoriedad de estos episodios y algunos, concretados con vehículos sumamente veloces y con motorizaciones especiales, resultaron ser la atención de los medios periodísticos y alcanzaron gran difusión. En casi todos estos eventos en los que el resultado muerte se concreta y en los que pueden participar personas jóvenes y que conjuguen velocidades elevadas impresas a los rodados, se ha aplicado la denominación al conductor de “asesino al volante” y la necesidad imperiosa de su encarcelamiento.


    Ese vivo reclamo de justicia se ha desarrollado, incluso, en organizaciones civiles que exigen, una y otra vez, por las víctimas de conductas desaprensivas de conductores descontrolados. Este descontrol puede hallarse en una conducción temeraria, o en la puesta en fuga inmediatamente después de un episodio vehicular grave, o en una ingesta alcohólica excesiva, o de drogas o de alcaloides. La postura de la sociedad frente a episodios de esta categoría intima con el vivo reclamo por consagrar lo que resulta un homicidio culposo en uno doloso y definir al autor del hecho como un “asesino”. En este punto es bueno refrescar la normativa de fondo aplicable a estos episodios.


    Frente a la muerte ocurrida como resultado de un accidente de tránsito, es de aplicación el artículo 84 del Código Penal que textualmente describe la conducta del siguiente modo: “Será reprimido con prisión de seis meses a cinco años e inhabilitación especial, en su caso, por cinco a diez años, el que por imprudencia, negligencia, impericia en su arte o profesión o inobservancia de los reglamentos o de los deberes a su cargo, causare a otro la muerte. El mínimo de la pena se elevará a dos años si fueren más de una las víctimas fatales, o si el hecho hubiese sido ocasionado por la conducción imprudente, negligente, inexperta, o antirreglamentaria de un vehículo automotor”.


    Como se aprecia, la norma describe las características del obrar culposo a través del hacer más de lo debido —la imprudencia—, menos de lo que corresponde —la negligencia—, o la ausencia de pericia en aquella actividad relacionada con profesiones específicas o reglamentadas. Además, estas conductas deben ser capaces de causar la muerte en una persona.


    Obviamente, estas conductas y su resultado están conminadas con penas severas, como las que han quedado transcriptas más arriba, y que portan la posibilidad cierta de que el autor del hecho sufra una condena de cumplimiento efectivo. Sin embargo, incluso esa alternativa no logra satisfacer —para ciertos casos puntuales— la necesidad de ver castigado al autor del hecho, con la calificación de “asesino al volante” y la posibilidad seria de enrostrarle un homicidio simple.


    Por caso, el homicidio simple involucra una conducta bien distinta a la referida más arriba por cuanto el autor sabe y quiere inferir el resultado muerte en otra persona. Saber y querer reflejan las características distintivas de la voluntad en los casos de conductas dolosas. Ello es diametralmente opuesto a la causa del resultado muerte por conductas que hacen más o menos de lo debido o no responden a reglamentos preestablecidos. Y el modo en que se trata de involucrar a un automovilista que ha causado el resultado muerte en el marco de una conducta dolosa es el dolo eventual.


    Este concepto no se encuentra instituido en el Código Penal, sino que es una creación doctrinaria en la que se instala ese concepto por encima de la culpa con representación. En palabras sencillas, en la culpa con representación, el autor del hecho verifica que un determinado suceso se puede concretar, pero confía plenamente en sus habilidades para poder sortearlo. De adverso en el dolo eventual, la misma persona se representa la posibilidad cierta y concreta de que pueda ocurrir un determinado resultado y, no obstante, sigue adelante despreciando que este suceda.


    Habrá de dirimirse la cuestión a través de la prueba que impone revisar el razonamiento del autor en el momento del hecho. Se han tejido muchas teorías para definir este estado mental, pero entiendo que casi ninguna proporciona elementos de convicción como para tener por cierto que un automovilista, en determinado momento de su conducción, quiere el resultado muerte de otra persona o desprecia su representación mental.


    Se ha dicho que deben buscarse las conductas de evitación, como frenadas o giros violentos para evitar el golpe frontal, aunque, como contrapartida, también existe el espíritu de supervivencia que en el extremo más austral de la situación vivida impone este modo de evasión. De modo que encuentro un vacío legislativo definido en este aspecto, que puede ser llenado sin inconvenientes con una descripción clara y concreta de conductas específicas que se pretendan punir, no ya como categoría de dolo eventual, sino de culpa o culpa con representación más severamente penadas. Mientras ello no ocurra es difícil que pueda imponerse la posibilidad de que exista condena por estos hechos culposos con la calificación de dolosos.


    Encuentro ejemplo de ello en muchos casos revisados por nuestros tribunales, quizá el más sobresaliente sea el denominado “caso Cabello”. En él, pudo verse la opinión de jueces que sostenían el dolo eventual y la de Casación que controvirtió esos conceptos. Este caso motivó parte de la reforma del artículo 84 del Código Penal, pues se modificaron los topes legales y se creó un agravante que elevó el mínimo de la pena a dos años si fueren más de una las víctimas fatales o si el hecho hubiese sido ocasionado por la conducción imprudente, negligente, inexperta o antirreglamentaria de un vehículo automotor. He aquí ya definido un tipo específico para los conductores que se comportan de ese modo, con un tope de cinco años en el que están en condiciones de ser condenados a cumplir efectivamente la pena, pues por arriba de tres años no hay condena condicional posible.


    Sin duda, el caso Cabello marcó un cambio importante en la observación de los accidentes de tránsito por parte de los jueces y de la sociedad. El hecho ocurrió el 30 de agosto de 1999 en la Ciudad de Buenos Aires. Sebastián Cabello circulaba por la avenida Cantilo, y su auto Honda Civic embistió al Renault 6 que conducía Celia González Carman, de 38 años, quien viajaba junto a su hija Vanina Rosales, de 3 años. Este vehículo se incendio rápidamente, y ambas fallecieron por las llamas.


    El caso tuvo una notable repercusión en los medios de comunicación, dado que los datos que se fueron conociendo lo hicieron más dramático. Se probó en las pericias que el joven circulaba a más de 160 km por hora, y que el Honda Civic estaba preparado para ir a gran velocidad. También se dijo que estaba corriendo “picadas”, aunque en el juicio oral no se pudo probar. La causa penal tuvo muchos vaivenes: el joven fue detenido al comienzo, luego excarcelado y permaneció en libertad hasta el momento del juicio oral, más allá de que fue inhabilitado provisoriamente para conducir automotores, aspecto que en la generalidad de los casos no se aplicaba.


    En noviembre del 2003, Cabello fue condenado por un tribunal oral a la pena de 12 años de prisión por el delito de homicidio simple por dolo eventual. Se convertía así en el primer caso en que se condenaba a un acusado por un accidente de tránsito, no por homicidio culposo, sino por una figura que equivale técnicamente a matar a una persona con un arma de fuego y cuya pena es de 8 a 25 años de prisión, como lo establece el artículo 79 del Código Penal.


    Esto generó un debate en la sociedad ya que Sebastián Cabello, quien había llegado libre a la sentencia, se fue esposado y quedó a la orden del Servicio Penitenciario que dispuso el traslado al penal de Marcos Paz en la provincia de Buenos Aires. La sentencia fue apelada ante la Cámara de Casación Penal.


    En el 2005, luego de dos años de estudio, la Cámara de Casación modificó la calificación legal del hecho y redujo la pena a 3 años de prisión. Consideró que había sido un homicidio culposo, es decir, sin intención, por negligencia o por impericia, lo que establecía en ese momento el artículo 84 del Código Penal, cuya pena va desde los 6 meses hasta los 3 años de prisión. Es decir, le dieron el máximo de la pena prevista para ese delito. Cabello recuperó la libertad en septiembre del 2005. Se confirmó en ese fallo la segunda pena que tienen estos delitos, que es la de inhabilitación para conducir automotores. En su momento, el tribunal oral lo había inhabilitado a 10 años, lo que también fue confirmado por la Cámara de Casación Penal.


    Para entender mejor el tema, son importantes las declaraciones del fiscal del caso en el juicio oral, el doctor Pablo Ouviña, quien acusó a Sebastián Cabello por homicidio con dolo eventual. El fiscal declaró en la revista Activas por la Seguridad Vial de la Asociación Civil Trabajar contra la Inseguridad Vial y la Violencia con Acciones Sustentables50:


     


    En mi caso particular, me tuve que convencer de eso, porque simplemente uno está acostumbrado a primera vista a lo que se llama, entre comillas, accidentes de tránsito que no trascienden de la responsabilidad culposa. Y estamos hablando de catorce años atrás. Por eso, fue muy importante hacer la investigación, porque se lograron establecer muchos elementos que, a mi juicio y fue el criterio del tribunal también, dejaban totalmente fuera lo culposo. Acá había no solo una conciencia de riesgo, se había actuado pese a esa conciencia de riesgo. En la causa se discutió mucho, y me parecía un poquito banal, si se quiere, sobre si había autos que podrían correr más rápido que un auto de carrera, que fue uno de los argumentos que utilizó la defensa. Es decir, no importa si Cabello arregló el auto para tener una velocidad mayor, porque realmente hay autos que corren más y son de mercado. Esto es cierto. Pero ese no es el problema. El problema es el dolo: eso se hizo para correr carreras. Y el punto central acá es que no fue una actividad imprudente. Fue una actividad homicida, porque se preveía el resultado y se actuó pese a prever el resultado. Es decir, quien corre carreras en una zona donde no se pueden correr carreras, solo de milagro se salva de matar gente o de matarse a sí mismo.


     


    La Cámara de Casación Penal no lo entendió así y le rebajó la pena. Consultado el fiscal sobre esta vuelta atrás, sostuvo:


     


    Ni lo esperaba ni me llamó la atención. ¿Para qué estudiamos Derecho? Para hacer justicia, hay muchos que quieren hacer plata, nosotros, evidentemente, no. Una de las pautas para hacer justicia siempre es, en todos los casos iguales, seguir el mismo criterio. Porque si no, uno empieza a inclinarse por favoritismo o por otras convicciones. Yo no sé si una pena es severa o blanda. Yo quiero que se imponga la pena que corresponde por cada hecho. Esto significa que hay que examinar cada hecho en su individualidad y no establecer una forma genérica.


     


    En otro tramo de la nota, el doctor Ouviña se refirió al tema del dolo eventual:


     


    Justamente por eso, cuando hablamos de por qué no se ven esas cosas como dolo eventual y sí culposo, es porque hay un presupuesto psicológico primero muy fuerte. Yo, como jurista, juez o fiscal, acepto el dolo eventual cuando la conducta anterior es ilícita.


     


    Este funcionario judicial fue quien, con su acusación, llevó a Cabello a prisión. No obstante este caso, existen otros accidentes de tránsito que terminan con condenas leves y en la mayoría de los hechos, con penas de cumplimiento en suspenso. Existen condenados a penas menores a tres años de prisión que no van a la cárcel, porque no tienen antecedentes o porque así lo disponen los jueces que condenan según las circunstancias de cada caso.


    La gran cantidad de accidentes de tránsito que existen en nuestro país, en la actualidad, con resultado de muerte y de lesiones graves o gravísimas, hace necesario un estudio exhaustivo de la problemática. Fundamentalmente, desde la prevención, los controles previos, la Ley Nacional de Tránsito, el trabajo de las distintas organizaciones sin fines de lucro que tratan de concientizar a la población sobre este flagelo. Esta es la tarea.


    El rol de los medios de comunicación masiva es vital no solo en la difusión de todo aquello que sirva para exponer este problema que ya forma parte de nuestra cultura —nos acostumbramos a escuchar que mueren personas todos los días víctimas de accidentes de tránsito—, sino también a explicar con claridad los alcances de la legislación vigente con respecto a quien comete un delito con su automotor.


    Una vez ocurrido un accidente con consecuencias mortales, sería conveniente darle el tono y la medida justa en el tratamiento mediático. Evitar el agrandamiento de la noticia, indagar sobre el dolor de los familiares de las víctimas y que sea lo más importante en la cobertura, dado que se cae en el lugar común de condenar a alguien recién sucedido el hecho, sin tener los mínimos elementos de convicción, como pueden ser las pericias sobre los automotores, el lugar del hecho, las huellas de frenada si las hubiese, el resultado del dopaje de alcohol en sangre, la declaración de testigos, entre otros elementos a considerar.


    También los legisladores tienen el compromiso de cambiar la legislación si fuese necesario, dado que varios proyectos en trámite se “cajonearon”, lo que genera incertidumbre entre lo que dice la ley, lo que sostienen los medios y lo que quiere la gente. Por ejemplo, desde los medios se habla a veces de abandono de persona cuando un conductor deja a la víctima librada a su suerte en la vía pública. Pero no lo hay. La figura del Código Penal sobre este delito se refiere a una persona en un lugar sin que nadie pueda acceder a ayudarla —por caso, en el medio del campo— y no un accidente en la vía pública, lo que no agrava la pena del delito ni la responsabilidad. Esa conducta es reprochable ética pero no jurídicamente. Por ello, y como esta conducta es grave y se reitera, en muchos casos deberá legislarse como agravante si es que así se considera.


    La inhabilitación para conducir 
y la presión mediática


    En los delitos culposos como los accidentes de tránsito, además de la pena de prisión que se le impone al acusado si es culpable, se lo debe inhabilitar para conducir automotores. La pena en el homicidio culposo es de 1 a 10 años de inhabilitación.


    Ocurrido un accidente con repercusión mediática por su gravedad, desde los medios se reclama la inmediata detención del acusado, más allá de si hay pruebas o no, siempre colocándose del lado de la víctima, sin saber realmente cómo ocurrieron los hechos. Si el responsable prima facie es liberado, porque el delito permite la excarcelación mientras dure el proceso en general, enseguida aparecen las preguntas: “¿No le sacan el registro?”, “¿Puede manejar?”. El típico título mediático es: “Mató a dos personas y sigue manejando”.


    Lo importante es aclarar que si bien un artículo, el 310 del Código Procesal Penal, en uno de sus incisos, faculta al juez a inhabilitar provisoriamente al conductor acusado de un delito mientras dure el proceso penal, son excepcionales los casos en que se aplica, dado que puede ser una condena anticipada si cuando termina el juicio el autor no es condenado. Además, en estos juicios, desde que ocurrió el hecho hasta el juicio oral, transcurren en promedio no menos de tres años, y no se puede inhabilitar a una persona por ese tiempo, dado que la ley dice “inhabilitación provisoria”, que se supone es por un breve tiempo.


    Generalmente, desde los medios se reclama haciéndose eco de lo que demanda la opinión pública a partir del desconocimiento legal. Se instala la idea de que si no va preso, por lo menos, le deberían sacar el registro. Y esto no es así. Por ejemplo, aquel que tuvo un accidente hoy y produjo muertes y queda libre, puede seguir manejando hasta que termine el proceso penal. Es cierto que esta situación podría revisarse, pero es el Poder Legislativo quien lo debería tratar y aprobar si la mayoría estuviera de acuerdo.


    No debemos olvidar que un gran porcentaje de accidentes de tránsito son protagonizados por profesionales del manejo, como colectiveros, taxistas, remiseros, choferes de micros de larga instancia, etcétera. En caso de tener un accidente y producir muerte o lesiones, si los inhabilitan provisoriamente, se quedan sin poder ejercer su profesión y sin tiempo determinado dado que no se sabe nunca cuándo terminará el juicio. Podría darse la situación de que un chofer sea inhabilitado provisoriamente para conducir y si al terminar el proceso fuera absuelto, se le hubiese ocasionado un injusto perjuicio. La inhabilitación es una sanción accesoria a la pena de prisión que se empieza a ejecutar cuando la sentencia queda firme y pasa en autoridad de cosa juzgada.


    La inhabilitación en el caso de Sebastián Cabello


    Ya hablamos de la condena penal en este caso y de los vaivenes judiciales. La pena de inhabilitación de 10 años para conducir, que le fue impuesta en su momento por la justicia y confirmada por la Cámara de Casación Penal, fue motivo de controversia mediática más que judicial.


    La defensa de Cabello había solicitado a la Sala 3 de la Cámara de Casación Penal, que habiendo cumplido su condena, lo autorizaran a gestionar su licencia de conducir, que antes no podía obtener, porque estaba inhabilitado. En primera instancia, el juez de ejecución de sentencia le negó esta posibilidad, ya que manifestó que la prohibición vencía en noviembre del 2016, según los cómputos en el expediente, dado que la sentencia había quedado firme en noviembre del 2006, y recién en esa fecha se cumplían los diez años. Sin embargo, ante la apelación de la defensa de esta denegatoria, los camaristas Liliana Catucci, Mariano Borinsky y Eduardo Righi resolvieron que los 10 años ya estaban cumplidos y autorizaron el otorgamiento de una nueva licencia en la jurisdicción donde Cabello vive, la provincia de Buenos Aires.


    Ante esta situación, y otra vez la instalación mediática del caso, sin dar la información, sino solo bajar línea de que esto era incorrecto, se generó un debate que terminó con la intervención del estado provincial. Tal fue la conmoción que se produjo —repito, sin aclarar por qué le podían otorgar el registro nuevamente— que una resolución administrativa, tres días después de conocido el fallo, privó a Cabello de su legítimo derecho a conducir luego de haber cumplido toda la pena.


    Desde el Poder Ejecutivo provincial, se resolvió, una vez vistas las repercusiones mediáticas y sociales de que Cabello volviera a manejar, dictar una resolución que prohíbe que obtenga el registro en el ámbito de esa jurisdicción, dado que allí tiene fijado su domicilio hasta el año 2016.


    Este es un típico caso de la presión de los medios en temas judiciales, que no se vincula con la verdad jurídica que surge del expediente penal. Cabello cumplió su sentencia, y la justicia determinó que puede volver a conducir. De otra manera, se convierte en una resolución arbitraria, dado que la pena máxima de inhabilitación es de 10 años y se requiere imponer un tiempo que sería de 17 años, ya que el hecho ocurrió en 1999 y deberá esperar hasta el 2016.


    De tal gravedad es esta resolución que Cabello no fue a gestionar su registro una vez obtenida su sentencia definitiva, sino que, por el reclamo social del que los medios se hicieron eco, se actuó de oficio, lo que constituyó un claro ejemplo de presión mediática. Creo que lo más serio es que fue recibido con beneplácito por la sociedad cuando no es lo que corresponde legalmente. Es seguro que la defensa de Cabello planteará un recurso de amparo contra esa medida administrativa y obtendrá la autorización dado que no existe prohibición legal para que ello no sea así.


    El caso de Rodrigo Barrios


    Mucha polémica generó Rodrigo “la Hiena” Barrios, el boxeador campeón del mundo, quien fue condenado a la pena de 4 años de prisión por un tribunal oral de la ciudad de Mar del Plata en el año 2012. Si bien, luego de escuchar su sentencia, fue detenido y trasladado a la cárcel de Batán en la provincia de Buenos Aires, él recuperó su libertad a la semana ya que sus abogados plantearon un hábeas corpus dado que la sentencia no estaba firme.


    El hecho por el que se lo juzgó ocurrió el 10 de enero, en el cruce de las calles Independencia y Ayacucho, en pleno centro de Mar del Plata, cuando el boxeador, a bordo de una camioneta BMW, embistió a un auto Fiat 147, que se desplazó y atropelló a cuatro peatones, entre ellos, a Yamila González, quien fue llevada al Hospital Dr. Oscar Alende, donde finalmente falleció. Conocida la noticia en plena temporada de verano, fue tapa de todos los diarios y tuvo gran repercusión. Lo más dramático sobrevino cuando se supo que la víctima estaba embarazada.


    Lo particular de este caso fue que la persona responsable era conocida y con “mala fama” en la opinión pública dadas sus apariciones mediáticas escandalosas. Esta postura desafiante, que siempre mostró Barrios, contribuyó a que, una vez conocido el episodio del choque, se lo considerara culpable, mucho tiempo antes de la sentencia. A esto se agregó que ocurrido el hecho, Barrios se dio a la fuga y se entregó horas después, acompañado por un abogado. Preguntado sobre por qué se fugó, dijo, tanto en la entrevista como en el expediente judicial que no sabía qué había pasado. En esa instancia estuvo doce días detenido y luego fue excarcelado mediante el pago de una fianza.


    Barrios fue condenado por el delito de homicidio culposo y también fue inhabilitado para conducir automotores por el término de 7 años. El tribunal que lo condenó estaba compuesto por los jueces Eduardo Alemano, Juan Manuel Sueyro y Eduardo Angulo, quienes lo consideraron autor penalmente responsable del delito de homicidio culposo agravado y determinaron la pena de 4 años de prisión de cumplimiento efectivo y 8 años de inhabilitación para conducir automotores. En la acusación, los abogados de la víctima habían pedido la calificación de homicidio con dolo eventual, por lo que consideraban que la pena tendría que haber estado entre los 8 y los 25 años de prisión.


    La cobertura mediática generó que la opinión pública condenara a Barrios mucho tiempo antes que la justicia. Se hicieron encuestas para conocer qué opinaba la sociedad sobre si el acusado debía ir a la cárcel, y los resultados fueron abrumadores contra el boxeador. Nadie explicó por qué era homicidio culposo ni por qué podía gozar de libertad, ya que lo que “vendía” era el título “La Hiena preso”. Antes del fallo, fue tratado como asesino por muchos medios, algo que no merece comentarios. Se hizo hincapié en que Barrios se había ido del lugar del hecho, porque estaba borracho y drogado, y utilizó ese tiempo para “limpiarse”. En una entrevista con el canal 360 TV51, sostuvo: “A mí me hicieron un ADN y no encontraron nada”. En el juicio no se pudo acreditar que estuviera intoxicado.


    La situación a la fecha es la siguiente: la sentencia está apelada ante la Cámara de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires. Los abogados defensores de Barrios solicitan de máxima la absolución de su defendido y de mínima, una rebaja de pena de los 4 años de prisión y los 8 de inhabilitación. Los abogados de la familia de la víctima reclaman el cambio de calificación y una pena mayor por el delito de homicidio con dolo eventual. Barrios se encuentra excarcelado hasta que la sentencia quede firme. Si esta se confirma, deberá ir a la cárcel a cumplir su condena.


    En cuanto a la inhabilitación para conducir, tampoco está firme, con lo que Barrios podría manejar. Esta situación, la queja de la opinión pública y la recepción de los medios de esta posibilidad llevaron al poder administrador, otra vez la provincia de Buenos Aires donde reside, a negarle el registro, aunque él nunca pidió la licencia de conducir. Es decir que la medida buscó negarle el registro por las dudas, aunque legalmente no tenga todavía la prohibición firme. No obstante ello, Barrios manifestó que no volvería a manejar, porque todo lo que pasó lo había dejado muy mal:


    Yo prefería haberme muerto antes de pasar por todo lo que estuve pasando, me quise comunicar con la familia de Yamila, pero nunca me atendieron. Es más, pasé por la puerta de la casa de la víctima y no me animé a hablarle. Yo no maté a nadie, esto fue un accidente, y lo que sí tengo que pedir es perdón por haberme ido del lugar. Me enteré mucho después que Yamila estaba embarazada, y ahí me quise morir52. 


    Este hecho hizo que Barrios dejara de practicar boxeo de forma profesional y que desechara las oportunidades dado que no está en condiciones anímicas ni físicas de seguir en esa actividad.


    A lo largo del tratamiento del tema de los accidentes de tránsito, se habrá advertido el importante rol que cumplen los medios de comunicación en los casos que son difundidos y que resultan dramáticos por sus consecuencias en la opinión pública. Tanto en el caso Sebastián Cabello como en el de Rodrigo Barrios, la presión mediática hizo que se emplacen hechos que no existieron, pero que forman parte del inconsciente colectivo. En el primer caso, quedó instalado que el joven iba corriendo picadas, lo que hubiese sido grave pero no determinante para la condena que finalmente obtuvo. En el segundo caso, se encargaron, por negligencia o por animosidad, de dejar planteado que estaba borracho y que iba a mucha velocidad, aunque no se probó en el juicio.


    En sendos casos y en otros de gran repercusión por todos conocidos, ambos sufrieron, más allá de la condena judicial que les correspondía, la peor reprobación de todas, que es la condena pública, la más grave, porque las penas de prisión se cumplen en la cárcel y algún día terminan. La condena mediática, en cambio, no prescribe nunca.


    
      
        50 Publicación N.º 1, junio de 2013.

      


      
        51 Secreto de Sumario, noviembre de 2011, programa número 16.

      


      
        52 Secreto de Sumario, noviembre de 2011, programa número 16.

      

    

  


  
    CAPÍTULO ONCE

    Derechos de niñas, niños y adolescentes


     


     


     


     


    Para entender la cuestión de los derechos de niñas, niños y adolescentes, es necesario recurrir a un especialista del conflicto que tienen los menores con la ley penal. Para ello, era necesario alguien que conozca la problemática desde adentro, que haya tenido contacto con los menores de ambos sexos y distintas edades, que haya hecho trabajo de campo y que haya caminado los lugares marginales, donde, lamentablemente, se encuentran jóvenes excluidos del sistema a quienes no les queda otro camino que delinquir.


    Como dice el doctor Gustavo Gallo53, a quien me refiero aquí, “hay que escuchar al piberío y su entorno”. Sin duda, no hay otra persona en el país con su conocimiento de esta problemática.
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    DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES,

    POR GUSTAVO GALLO


    En 1989, la Asamblea General de las Naciones Unidas convocó a la Cumbre Mundial en favor de la Infancia con el objeto de abordar la grave situación que afrontaban los niños y adolescentes en el mundo y de enfatizar la necesidad de asumir compromisos para mejorar las condiciones de vida de los menores.


    Dentro de este marco, nace la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CIDN) como un acontecimiento histórico en la vida de los derechos humanos de los niños que implica un cambio de fondo en el plano jurídico institucional. Nuestro Congreso Nacional ratificó la Convención en 1990 bajo la Ley N.º 23849. A continuación, en 1994, fue incorporada por la Convención Constituyente al artículo 75, inc. 22 de la Constitución Nacional.


    La normativa interna, fundamentalmente la Ley de Patronato de Menores de 1919 y el Decreto Ley 22278 del Régimen Penal de la Minoridad, contradice en letra y espíritu la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y demás pactos de derechos humanos, como la Convención Americana de Derechos Humanos o el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, incorporados, entre otros instrumentos, a la Constitución Nacional. Aun así, recién en septiembre de 2005, se derogó de propósito la Ley de Patronato con la sanción de la Ley 26061 de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, pero sigue vigente el mencionado Decreto Ley. La Ley 10903 de Patronato de Menores plasmaba el control de la minoridad, que en nuestro país comienza a plantearse a fines del siglo XIX y comienzos del XX, período caracterizado por el predominio de las corrientes positivistas en el pensamiento social.


    La criminología basada en los desarrollos de la escuela de Cesare Lombroso afirmaba que la delincuencia era determinada por propensiones hereditarias y que los estigmas del criminal nato aparecían en rasgos antropomórficos.


    A la idea de que los criminales nacen, se le opuso otra, inspirada en un ideal rehabilitativo, pero que no se proponía cuestionar ni superar la visión estigmatizante de su antecesora. Se afirmaba que se podía regenerar a los delincuentes, porque estos no hacían más que mostrar síntomas de una patología; por lo tanto, se estaba en presencia de una enfermedad pasible de ser tratada por “especialistas”. Así, las metáforas del contagio y la inmunización, como los esfuerzos por detectar patologías de antemano y los llamados a aplicar medidas profilácticas, serían habituales en el discurso acerca de la delincuencia. Entonces, el higienismo social resultó también predominante en los discursos y las prácticas de la época. Los factores ambientales coadyuvaban a reproducir la delincuencia, por lo tanto, la tarea estuvo orientada a un saneamiento generalizado que, en el caso de la niñez, se vinculó a separarlos de su núcleo familiar cuando este fuera viciado o inmoral. La esperanza se depositaba en la acción benéfica de otras influencias ambientales, ya que el medio modificaría y acabaría por erradicar formaciones hondamente arraigadas.


    En la lucha por la hegemonía de diversos saberes, se sientan las bases de un proyecto encaminado a “proteger” a los más jóvenes y a disuadirlos de que adopten conductas de mal vivir, conductas criminales, mediante tratamientos correctivos. En este contexto general, se inscribe el surgimiento de movimientos que aspirarán a una reforma en el modo de tratar a los menores. El contexto sociopolítico de la Argentina de principios del siglo XX se caracterizó por el aumento poblacional provocado por las diferentes olas inmigratorias, la creciente urbanización y el afianzamiento del modelo agroexportador. La ciudad comenzó a ser visualizada por la élite gobernante como el exponente de todos los males. Se creía que la impersonalidad, la creciente población, los inmigrantes no integrados eran un caldo de cultivo para la criminalidad. Con respecto a estos últimos, los peligros que se observaban como más evidentes eran la gran cantidad de hijos que tenían, el desconocimiento de la lengua nacional y, en muchos casos, sus ideas anarquistas. Se desconfiaba de la capacidad de estos padres para educar a sus hijos, por lo que resultó necesario intervenir esas familias a través de los órganos del Estado. La mirada de este debía llegar más allá de los límites impuestos por lo familiar, por lo privado. Mediante la sanción de la Ley 10903 de Patronato de Menores o Patronato del Estado en 1919, se legitima la posibilidad de la intervención estatal en las familias de los sectores populares.


    Este nuevo marco jurídico era relativamente simple. Se debían realizar las reformas necesarias para otorgarle al juez poderes de carácter discrecional. Un procedimiento muy sencillo, sin complejas explicaciones y con alto poder punitivo. De esta manera, aquella porción de la infancia-adolescencia que por razones de conducta o de condición social entrase en contacto con la compleja red de mecanismos de selección caridad-represión, se convertiría en forma automática en “menor” para dejar de ser infante.


    Los Tribunales de Menores fueron concebidos como parte de un conjunto de cambios, entre los cuales se destacaban el reemplazo de las penas determinadas por medidas indeterminadas, la intervención judicial-estatal ampliada no solo a la comisión delitos, sino a cualquier situación de peligro material o moral, y la exclusión del menor de edad de un proceso garantizador de derechos.


    En palabras del director de la Sección Menores de la Policía de la provincia de Buenos Aires, Carlos de Arenaza, en 1927, los Tribunales de Menores se creaban


     


    Por la salud física de la raza, por la salud moral, por el porvenir de nuevas generaciones, por la grandeza de la patria, razón por la cual es indispensable cuidar la cosecha humana y prestar a la infancia la atención que se merece... El gobierno y la sociedad argentina han dado repetidas pruebas de lo que les preocupa la solución de este problema con la promulgación de la Ley 10903, creando estos Tribunales de Menores, la habilitación de la Alcaidía de Menores como casa de observación y clasificación médico-psicológica de la infancia abandonada y delincuente.


     


    Sin embargo, esta “atención que la infancia merece” implicó negar a los niños todas las garantías jurídicas. Además, la legislación sancionada no distingue en el plano conceptual ni en el práctico entre los casos de infracción a la ley penal y a las situaciones irregulares de menores abandonados.


    La noción de “menor en situación irregular” o “menor en riesgo” victimiza o estigmatiza a la niñez y genera enormes desigualdades entre niños/as pertenecientes a distintas clases sociales, con distintas posibilidades de acceso a la salud, a la educación, a la recreación, etcétera, y de este modo, categoriza a unos como “niños/as” y a otros como “menores” y, así, marca la desigualdad de oportunidades y de trato. Entonces, el Estado, ante esta situación, toma a los menores como “objetos de protección” y judicializa los conflictos socio-económicos, como la pobreza. Asimismo, la Ley de Patronato le dará al juez un amplio poder discrecional, de disposición sin límites ni condicionantes, violatorio de los principios constitucionales de legalidad y defensa en juicio. Es una ley con cuerpo civil/tutelar, pero con alma marcadamente punitiva y de control, ya que reglamenta las funciones de los defensores de menores y acuerda facultades a los jueces para disponer en forma preventiva o definitiva de todo menor de edad que haya incurrido en una contravención o en un delito o fuera su propia víctima. Y es aquí donde esa función tutelar comete el mayor de los atropellos constitucionales, pues no distingue en el autor de un delito a la víctima de este y porque ofrece como respuesta estatal su principal mecanismo de intervención: la institucionalización como medida apropiada, ejercida por los tribunales de menores.


    Las concepciones ideológicas del positivismo y, más tarde, la de la Escuela de Defensa Social fueron incorporadas en todas las legislaciones y, sin duda, influyeron en la codificación penal. Pero donde estas ideas encontraron su máxima expresión fue en el derecho penal de menores. El postulado básico fue sacar al delincuente menor del derecho penal común; con ello, alteraron el sistema de garantías reconocido generalmente para los adultos. Convirtieron el derecho penal de menores en un derecho penal de autor al sustituir el principio de culpabilidad por el de peligrosidad. Esto llevó a establecer reglas especiales en el derecho penal de menores, tanto en el ámbito sustantivo como en el formal, como por ejemplo, la conducta predelictiva, la situación irregular o de peligro material y la sentencia indeterminada. Principios que han servido, y que aún se encuentran vigentes en varias legislaciones latinoamericanas, para negar derechos humanos a los menores infractores, como la presunción de inocencia, el principio de culpabilidad, el principio de legalidad, el de defensa en juicio, etcétera.


    En las distintas modificaciones del Régimen Penal de la Minoridad, puede advertirse que se mantiene un correlato exacto con el marco político imperante en los diferentes países. De hecho, los golpes militares ocurridos en Latinoamérica, en la década de 1970, acentuaron y consolidaron el proceso basado en la concepción del menor objeto de control-protección-represión carente de garantías jurídicas. Todas las leyes y decretos leyes son normas tendientes al control social-represivo de la infancia y de la adolescencia. En este sentido, el Dr. García Méndez sostiene que “La historia del control social formal de la niñez constituye un ejemplo paradigmático de la construcción de una categoría de sujetos débiles, para quienes la protección, mucho más que constituir un derecho, resulta una imposición”.


    Es interesante remarcar que la CIDN cambia totalmente el panorama jurídico respecto de la situación de la infancia y la adolescencia. Así, en la primera parte de cada uno de los artículos de la Convención, se mencionan las obligaciones de los Estados parte en el cumplimiento de las políticas públicas para los niños/as y sus grupos de pertenencia, se considera a los niños/as como sujetos de derecho, se deberá estar siempre al interés superior del niño (que no es ni más ni menos que el reconocimiento pleno de sus derechos), el juez solo intervendrá cuando se trate de problemas jurídicos o de conflictos con la ley penal, no podrá tomar cualquier medida y, si la toma, deberá tener una duración determinada con posibilidad de apelar esas medidas que acarreen consecuencias para la vida del niño/a y de su familia, se escuchará el derecho del niño/a en todo trámite de cualquier índole que lo involucre, se otorgará la asistencia letrada a todo niño/a tanto en procedimientos judiciales como administrativos, ya sea para el niño punible o no punible, se preservará el derecho del niño/a a no ser separado/a de su grupo de pertenencia, salvo casos excepcionales enumerados en la ley, se desjudicializará el tratamiento de los problemas asistenciales, y el Estado deberá intervenir mediante la concreción de políticas sociales. Asimismo, la CIDN toma la internación de los niños/as como medida de última ratio, antes deberá recurrir a otras alternativas, tales como la libertad vigilada, etcétera.


    Con todos estos elementos, podemos observar que la normativa de ambas doctrinas es diferente en su totalidad, por eso, es importante bregar por la no aplicación de las normas que contradicen el espíritu de la CIDN consagrada en la Constitución Nacional.


    En este punto, es necesario citar que la reforma constitucional de 1994 y la apertura del ordenamiento hacia el derecho internacional de los derechos humanos han modificado el sistema de fuentes del orden jurídico de nuestro país. En la cúspide de la pirámide jurídica de la Argentina, encontramos a la Constitución y a los instrumentos internacionales de derechos humanos, que tendrán la misma jerarquía que aquella. Esto es importante para entender la validez normativa por la cual, en el ordenamiento jurídico argentino, una norma es válida siempre que no se oponga al articulado constitucional como al articulado de los instrumentos internacionales que comparten su jerarquía.


    En este marco, es interesante tener en cuenta la importancia de la Opinión Consultiva 17 emanada de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en cuanto define el estatus jurídico del niño como persona sujeto de derechos y deja de lado la concepción de menor objeto. Asimismo, cobra vital importancia en relación con el problema de la protección jurisdiccional supranacional de los derechos consagrados en la CIDN. Dado que dicha Convención genera únicamente un mecanismo bastante “blando” de supervisión de su cumplimiento a través del examen de los informes periódicos que los Estados parte deben enviar al Comité de los Derechos del Niño. La posibilidad de emplear los órganos y mecanismos existentes a nivel interamericano para la protección de derechos humanos, a través de la ligazón de la protección de derechos del niño a la protección de los derechos humanos en general, ha resultado un importante avance para hacer efectivos los derechos de niñas, niños y adolescentes.


    La garantía de los derechos de la infancia y la adolescencia como la de cualquier persona en un país democrático debiera ser una práctica normal y cotidiana. En el ámbito de la Justicia Nacional de Menores, esto no es así porque se sigue aplicando el Decreto Ley 22278, del Régimen Penal de la Minoridad, con su sustrato tutelar emanado de la derogada Ley 10903, que contradice la normativa constitucional e internacional de derechos humanos. Para graficar esto, es necesario decir que el actual Régimen Penal de la Minoridad, Decreto Ley 22278, fija que la franja etaria entre los 16 y los 18 años es punible y que si el infractor comete un delito siendo menor de 16 años es no punible para la ley, es decir que no recibe pena. Este proceso toma a los pibes y pibas que son infractores a la ley penal en un punto, en cuanto a la investigación del hecho delictivo, y en otro punto, en cuanto a la disposición tutelar. Los Juzgados Nacionales de Menores (con jurisdicción en la Ciudad de Buenos Aires) tienen secretarías actuarias y secretarías tutelares. En las secretarías actuarias, se sustancia el proceso principal, el proceso en el cual se va a investigar la autoría o la comisión del delito. Algunos juzgados no distinguen entre secretarías de actuaciones y secretarías tutelares, lo que sí dividen son las actuaciones; por un lado, corre la causa principal (que investiga el delito), y por el otro, el expediente o legajo tutelar.


    La disposición tutelar es una medida que toma el juez, netamente discrecional, basada en la tutela y seguimiento tutelar del infractor por el tiempo que el magistrado considere oportuno, que incluso puede llegar hasta la mayoría de edad. Los alcances de la disposición tutelar se plantean en el Reglamento para la Jurisdicción de la Justicia Nacional. En ambos casos, ya sea para los punibles como para los no punibles, el presunto infractor, de acuerdo con la discrecionalidad del juez y de acuerdo con la disposición tutelar, puede recibir el mismo tratamiento, como por ejemplo, una medida privativa de la libertad. A lo que los jueces no llaman medida privativa de la libertad, sino medidas de protección; o sea, cuando un juez remite a un chico a un establecimiento, a un instituto de menores, toma este hecho como una medida cautelar, es decir, como una medida tutelar que utiliza para protegerlo.


    En realidad, el pibe está privado de la libertad, porque esta protección más que ser un derecho significa una imposición de la cual el niño, niña o adolescente no puede escapar. Cuando el pibe o la piba cometen un delito, si lo hacen junto a un mayor de edad, el juzgado que interviene es el Juzgado de Menores, porque es fuero de atracción hacia los mayores.


    En la secretaría actuaria, se va a sustanciar el proceso, en este momento se empezarán a ver algunas de las grandes diferencias que tiene el proceso respecto de los chicos y de los adultos. Tanto a los chicos como a los adultos que cometen un delito se les recibe la declaración indagatoria, conforme el Código Procesal Penal de la Nación, y tienen como defensa técnica a un letrado de su confianza o al defensor oficial. Antes de la declaración indagatoria, tienen la posibilidad de entrevistarse con su abogado defensor, ya sea el abogado que le ponen los padres, ya sea el abogado particular, o bien el defensor de oficio que pone el Estado. En estos procesos, necesariamente, el chico/a debe estar representado, debe tener la defensa técnica de un abogado.


    En esta declaración indagatoria, que rige tanto para los chicos como para los adultos, habrá una gran diferencia. Después de la declaración indagatoria, el mayor tendrá la posibilidad de interponer mediante su abogado el beneficio de la excarcelación.


    Con respecto a los chicos y chicas, este beneficio de la excarcelación no existe porque el proceso se divide. Al menor de edad, se le forma el expediente o legajo tutelar, y entonces, en un caso donde el mismo hecho fue cometido por un adulto y por un chico, al adulto se le concede el beneficio de la excarcelación y el o la menor de edad queda detenido en un instituto de menores para su evaluación por los equipos técnicos actuantes.


    Los jueces, en muchos casos, toman la medida de institucionalización como una medida de primera mano, se supone que para garantizar la “protección”, pero en realidad, se los priva de la libertad. Y esto ocurre no solo con los que son punibles, o sea, los mayores de 16 años, sino también con los que no son punibles, los menores de esa edad.


    En referencia a los menores de 16 años no punibles, el sistema muestra su cara más dura, que es donde carece de todas las garantías jurídicas, por lo que genera verdaderas violaciones a los derechos humanos de los niños y niñas. Desde la disposición tutelar, que a partir de la sanción de la Ley de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescencia N.º 26061 (publicada en Boletín Oficial el 26/10/05), en la cual expresamente se deroga la Ley de Patronato de Menores (10903), ha quedado carente de valor, dado que respecto de los menores de 16 años (“no punibles”), al no existir la posibilidad de imposición de pena como resultado de procesos seguidos contra ellos, la aplicación de esta legislación excluiría in limine el dictado de una medida cautelar a esos efectos. Ello, toda vez que el trámite de estos procesos estuviera destinado a finalizar con obligatoriedad en una resolución de sobreseimiento por lo que la imposición de medidas cautelares previas quedaría en lo absoluto carente de legitimidad en el nuevo marco jurídico argentino.


    En la misma línea, en los autos G. M., E. y M., L. C s/causa 7537, se expidió la Dra. Ledesma de la Sala III de la Cámara Nacional de Casación Penal:


     


    La disposición sobre el menor genera afectación a los principios constitucionales básicos de un Estado de derecho donde, pese a no tener consecuencias penales la conducta desplegada (por no ser punible) y sin que exista debido proceso para habilitar la medida, se priva de la libertad de modo desproporcionado e inconstitucional. A su vez, en la práctica, existe un margen bastante amplio de discrecionalidad sobre las medidas a adoptar y se aplican criterios de derecho penal de autor al fundarse la decisión en aspectos que hacen a la personalidad del menor.


     


    Con igual criterio, se manifestó el Comité de los Derechos del Niño en la Observación General de Naciones Unidas N.º 10 (febrero de 2007) al sostener:


     


    Los niños que cometen un delito cuando todavía no han cumplido esa edad mínima no podrán considerarse responsables en un procedimiento penal. Incluso niños (muy jóvenes) tienen la capacidad de infringir la ley penal, pero si cometen un delito antes de la edad mínima de responsabilidad penal, el presupuesto irrefutable es que no pueden ser formalmente acusados ni considerárseles responsables en un procedimiento penal. Si es necesario, podrán adoptarse medidas especiales de protección de esos niños.


     


    O sea, las medidas de protección de derechos de la Ley de Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes N.º 26061, para lo que debe intervenir el Organismo Administrativo Competente y no el Poder Judicial.


    Con los niños y niñas menores de 16 años, a quienes se les imputa la comisión de un delito, los jueces de menores, salvo algunas excepciones, hacen todo lo contrario a lo que la nueva normativa plantea, además de realizar una errónea interpretación de la CIDN. Así, dejan privado de libertad a un chico o chica no punible en el interés superior del niño.


    Este interés superior del niño es la garantía plena de la aplicación de cada uno de los derechos que se encuentran en la normativa mencionada, por lo que es inadmisible que sea uno de los fundamentos de la privación de la libertad. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Opinión Consultiva 17 de 2002, dijo en su pronunciamiento que los niños son titulares de derechos y no objeto de protección. También, se refirió al interés superior como “principio regulador de la normativa de los derechos del niño”, fundado “en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños y en la necesidad de propiciar el desarrollo de estos con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así como en la naturaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos del Niño”.


    Asimismo, refirió que el “interés superior del niño”, consagrado en el artículo 3 de la CIDN, implica que su desarrollo y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de estas en todos los órdenes relativos a la vida del niño.


    Los jueces de menores justifican la privación de la libertad y lo alejan de su familia por la excepción que plantea el artículo 9 de la Convención, que en realidad se refiere a los que son víctimas de delitos de parte de algún integrante de su grupo familiar. Pero la regla es que los niños y niñas deben permanecer con sus familias. Y en caso de no contar con estas, se debe recurrir a otros referentes afectivos, a la comunidad, como lo plantea claramente el artículo 5 de la Convención.


    Respecto de la familia, la Corte Interamericana dijo que esta constituye el ámbito primordial para el desarrollo del niño y para el ejercicio de sus derechos. Por ello, el Estado debe apoyar y fortalecer a la familia a través de las diversas medidas que esta requiera para el mejor cumplimiento de su función natural en este campo. Se debe preservar y favorecer la permanencia del niño en su núcleo familiar, salvo que existan razones determinantes para separarlo de su familia en función de su interés superior. La separación debe ser excepcional y, con preferencia, temporal.


    Del mismo modo, los Juzgados de Menores erran en su interpretación de la Convención cuando dejan privado de libertad a un niño o niña por el artículo 37, que dice que la medida deberá ser de última ratio y por el más breve tiempo que proceda. En realidad, lo dejan preso pues toman esa medida como la primera y la única. Para la franja etaria a que hago referencia, por ser no punible, no puede tomarse ni siquiera como medida de última ratio, dado que no puede ser penada.


    Por lo tanto, la situación de los menores de 16 años debería ser atendida según lo establecido en la mentada ley de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que en su artículo 33 prevé que sea el órgano administrativo competente local quien “ante la amenaza o violación de los derechos o garantías de uno o varias niñas, niños o adolescentes individualmente considerados” tiene el deber de adoptar una “medida de protección integral de derechos con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias”. Y en este sentido, la aludida ley es clara en cuanto consagra que “En ningún caso, las medidas a que se refiere el artículo 33 de esta ley podrán consistir en privación de la libertad” (artículo 36).


    Más allá de que por su carácter de no punibles los niños, niñas y los menores de 16 años no deben estar privados de la libertad por una cuestión de derecho, las medidas de encierro en dispositivos cerrados, más a tan corta edad, resultan totalmente iatrogénicas para ellos, y además son violatorias de las más básicas garantías constitucionales. La medida de privación de la libertad constituye un fracaso para los chicos, ya que no se resocializan ni se reinsertan en la sociedad. A lo largo de la historia, estos dispositivos de encierro tanto para los menores no punibles como para los punibles han producido el efecto contrario.


    En los considerandos de las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, se reconoce la gran vulnerabilidad de los jóvenes en esta situación y la necesidad de adoptar medidas de reducción de esa vulnerabilidad. La forma de reducir esa vulnerabilidad producida por el encierro es no encerrar o, para decirlo de un modo “más jurídico”, evitar este tipo de sanciones, como son las penas privativas de libertad que recaen sobre los menores de 16 años. Dejando de lado el eufemismo de que “se los está protegiendo”, donde además comen todos los días, estudian, etcétera.


    Respecto de la marcada vulnerabilidad de los chicos y chicas que cometen delitos, hay que dejar en claro que casi el 95 % de los casos tiene algunos de sus derechos fundamentales básicos vulnerados, tales como alimentación, vivienda, salud, educación, recreación, etcétera. En su libro Parias urbanas, Loic Wacquant afirma que en la Argentina, como en el resto de Latinoamérica, el creciente aumento de la pobreza de muchos y la riqueza de algunos generan la multiplicación de las desigualdades entre las cada vez más extensas metrópolis, las pequeñas ciudades y los pueblos rurales. Este autor, al examinar las causas de la pobreza, toma en cuenta la creciente desigualdad y marginación y, por consiguiente, la exclusión social de amplios sectores.


    Estas carencias que ponen a los chicos y chicas en situación de extrema vulnerabilidad hacen que, desde temprana edad, puedan estar en contacto con el delito, ya sea como infractores o como víctimas, por ejemplo de explotación sexual, laboral, trata de personas, etcétera. Si bien no todos los pobres y marginados sociales son delincuentes, estas formas de exclusión social y las diferencias notables entre las clases, sin dudas, tienen incidencia sobre los índices de violencia y criminalidad. Las consecuencias que sufren los niños y niñas en estas situaciones extremas hacen que sean los más afectados por el fenómeno de exclusión social, por la cual muchos de ellos ingresan sin remedio en el ámbito delictivo. Estas situaciones extremas son absolutamente negativas en la estructura psicológica de los niños y niñas, muchos de los cuales salen expulsados a la calle, donde encuentran en el delito una forma de inserción social y de supervivencia.


    Volviendo al tema de la privación de libertad de niños, niñas y adolescentes y sus consecuencias, se puede presentar el caso de Juan, quien cuando tenía 14 años, vivía junto a su mamá en la zona sur del Gran Buenos Aires y en muchas oportunidades se escapaba para juntarse con los chicos que paran en la estación Constitución. Comenzó a fugarse de su casa cuando abandonó los estudios a los 12 años y, desde ese momento, inició su adicción a las drogas, pegamento «poxi», pasta base y luego paco.


    Esta adicción vino asociada a la comisión de dos delitos, una tentativa de robo y un hurto, con intervención de un juzgado de menores. En ambas oportunidades, fue internado en un instituto de seguridad para menores. En la primera, egresó junto a su madre a los pocos días. En la segunda, permaneció mucho más tiempo institucionalizado, porque la jueza entendía que debía realizar un tratamiento para su adicción a las drogas. A los pocos días de ser detenido, fundándose en que aquel no se encontraba imputado de ilícito alguno, se solicitó la libertad de Juan (toda vez que había sido declarado inimputable en razón de su edad y, en consecuencia, sobreseído en el marco de la causa que originó su estado de internación). Sin imputación, el Estado estaba imposibilitado en absoluto de mantenerlo privado de su libertad.


    En esa oportunidad, el defensor requirió que se le diera intervención al órgano administrativo competente local de protección de derechos y que se dispusiera el cese de las actuaciones tutelares seguidas a su respecto a fin de dar cumplimiento a lo normado por la Ley 26061 (arts. 32 y ss.) y en pos de garantizar el interés superior del niño.


    En este marco, se solicitó que se concretara el egreso de Juan junto a su madre y que el Organismo de Protección de Derechos evaluara la posibilidad de que el joven realice un tratamiento ambulatorio en el Centro de Prevención de Adicciones de su barrio.


    La petición fue denegada por la jueza actuante bajo los siguientes argumentos: “Que el menor debía permanecer en el Instituto de Régimen Cerrado hasta tanto se profundicen los estudios necesarios a efectos de establecer el lugar más adecuado para su derivación y tratamiento por su adicción a sustancias tóxicas, dándole intervención al Organismo de Protección de Derechos Local. Ello, debido a que de la primera evaluación que se le hiciera se desprende que el joven se coloca en situaciones de riesgo, evidenciándose un importante deterioro físico debido al consumo de drogas. Teniendo en cuenta, también, la opinión de su madre, que en el Tribunal solicitó ayuda para que su hijo pudiera realizar un tratamiento adecuado. Agregando la jueza, que entiende que “este tratamiento debe realizarse en una comunidad terapéutica, aun en contra de la voluntad del joven, dado que lo solicitado por la defensa se torna imposible porque los profesionales del Centro de Prevención de Adicciones (CPA) se encuentran en huelga”.


    Ante esta decisión judicial, la defensa recurre ante los jueces de la Cámara de Apelaciones, quienes confirman el fallo de la jueza interviniente. Con posterioridad, Juan es evaluado por los profesionales del Organismo de Protección de Derechos, quienes aconsejan que egrese junto a su madre y realice tratamiento por su adicción en el CPA. Esta medida es rechazada una vez más por la jueza de menores, quien ordena que permanezca en el Instituto hasta tanto se consiga una comunidad terapéutica.


    Ante la postura judicial, la defensa entiende que la internación de Juan, que ya lleva tres meses, es manifiestamente ilegítima y arbitraria por lo que recurre a la Cámara de Casación.


    Pasan veinte días, la jueza, ante la imposibilidad de derivar a Juan a una comunidad terapéutica por falta de recursos, ordena su egreso del Instituto junto a su madre. Juan no realizó el tratamiento para su adicción y a los pocos días volvió a la calle, y con el correr del tiempo, a cometer nuevos delitos. Falló la intervención judicial, fallaron los organismos de protección de los derechos de niños, en cuanto a su inclusión social, no se curó de su adicción y continuó en el mundo del delito, para tal fin se relacionó con otros jóvenes que fue conociendo en su camino por las instituciones totalitarias. Casos como el de Juan hay muchos, razón por la cual es importante tomar en cuenta y llevar a cabo en todos los ámbitos medidas que sean efectivas en la garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes.


    Es importante en cuanto a los niños, niñas y adolescentes infractores a la ley penal tener en cuenta lo normado en los artículos 37 y 40 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, a saber:


    La Convención en su artículo 37 nos dice que los Estados parte velarán por que:


    
      	Ningún niño sea sometido a torturas o a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de dieciocho años de edad.


      	Ningún niño sea privado de su libertad, ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevarán a cabo de conformidad con la ley y se utilizará como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda.


      	Todo niño privado de libertad será tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo circunstancias excepcionales.


      	Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y a otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un Tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.

    


    Y el artículo 40:


    
      	Los Estados parte reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido dichas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y del valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros, y en la que se tenga en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y que este asuma una función constructiva en la sociedad.


      	Con ese fin y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados parte garantizarán, en particular:

        a) que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron;


        b) que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: que se lo presuma inocente mientras no se pruebe su culpabilidad; que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o representantes legales, de los cargos que pesan contra él; que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; que la causa sea dirimida sin demora por autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial, en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta su edad o situación y a sus padres o representantes legales; que no será obligado a prestar testimonio o declararse culpable; que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; que la violencia ejercida por jóvenes y adolescentes víctimas de violencia se considerare que ha infringido, en defecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ellas serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial conforme a ley; que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento.

      


      	Los Estados parte tomarán todas las medidas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes, en particular:

      a) el establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales;

      b) siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales.


      	Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y supervisión profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y para que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.

    


    A modo de conclusión, considero que es conveniente derogar el Decreto Ley 22278 del Régimen Penal de la Minoridad a través de un Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, donde se garanticen todos los derechos y garantías constitucionales y donde quede en claro que respecto de los niños y niñas, no punibles, no debe intervenir la tutela de la Justicia Penal de Menores y sí los Organismos Administrativos Competentes de Protección de Derechos.


    En el marco del sistema de protección de derechos, tendrá que trabajarse con los niños, niñas y adolescentes respecto del reproche por la conducta ilícita, considerando esto esencial en el marco de su subjetividad y tendiente a su inclusión social con programas adecuados.


    Es fundamental que la nueva normativa sea acompañada, por lo definido en las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad) y el importante rol que debe cumplir el Estado, a fin de garantizar políticas de inclusión social para que los niños, niñas y adolescentes no se vean tentados a incursionar en el mundo delictivo. Y lo afirmado en la Opinión Consultiva 17 de la Corte Interamericana en cuanto a la protección integral del sujeto, que apunta hacia su desarrollo pleno, o sea, el más amplio desenvolvimiento de sus potencialidades. Así, los Estados deben adoptar medidas para la plena protección de los derechos de los niños, incluso, por supuesto, los derechos económicos, sociales y culturales, asignando para ello los mayores recursos disponibles. Los Estados parte en los tratados internacionales de derechos humanos tienen la obligación de adoptar medidas positivas para asegurar la protección de todos los derechos del niño.


    La Ley 26061 marca un avance sustantivo hacia formas más justas y eficientes de regulación de la cuestión social. Abandona la visión asistencial-represiva y define la necesidad de abordar el problema de la niñez desde una visión integral de las políticas públicas. Sin embargo, a decir del economista e investigador Rubén Lo Vuolo, cuando habían pasado cinco años desde la sanción de la mencionada ley, no hubo cambios significativos en las políticas de inclusión social de los niños, a pesar del acierto que significó la asignación universal por hijo a nivel nacional. Aún hoy, el Estado está en mora en la efectivización de esas políticas. Por lo tanto, debería abordarse con políticas universales que garanticen la cobertura de todos los necesitados. En esta línea, entiendo de vital importancia, la implementación de esas políticas públicas universales e integrales que sirvan para que los niños, niñas y adolescentes tengan un normal desarrollo, con verdadera inclusión social y que los aleje de manera preventiva del delito. Asimismo, estas políticas son también esenciales para la puesta en marcha del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, tendiente a que los chicos y chicas infractores puedan tener una respuesta de inclusión social ante la comisión de delitos.


    El nuevo sistema de responsabilidad penal debe estar acompañado de una profunda transformación de la Administración de la Justicia Nacional de Menores, donde deberá realizarse un serio trabajo de capacitación de todos los operadores —magistrados, funcionarios, equipos técnicos-profesionales y empleados— en la interpretación que debe darse a los Pactos de Derechos Humanos de la Constitución Nacional, tendientes, en este caso, a garantizar la efectividad de los derechos de niñas, niños y adolescentes.


    Entiendo que antes y después de la comisión de un delito, debe estar presente la política pública para garantizar, primero, que los jóvenes no ingresen en el delito y, en el caso que se inicien en la comisión de estos, intervenir rápidamente para lograr una pronta inclusión social.


    
      
        53 Es abogado, egresado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Actual defensor ad hoc, a cargo de la Unidad Funcional para la Asistencia de Personas Menores de 16 años de edad de la Defensoría General de la Nación. Exrelator de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de la Ciudad Autónoma de de Buenos Aires por la Plataforma Interamericana de Derechos Humano, Democracia y Desarrollo (2009-2011). Expresidente de la Comisión de los Derechos del Niño de la Asociación de Abogados de Buenos Aires (2000-2009).

      

    

  


  
    CAPÍTULO DOCE

    Julio Grassi: pedófilo condenado


     


     


     


     


    “En los casos verdaderos, está bien que el Papa condene a los curas pedófilos”, expresó Julio Grassi horas después de que en septiembre de 2010 la Cámara de Casación provincial confirmara sus actos de pederastia y una condena a 15 años de prisión. Desde la imponente mansión de 7200 metros cuadrados en la que disfrutaba de su libertad no vigilada, el cura pederasta, condenado por abusos sexuales a menores, disparaba como una irónica paradoja: “Las cárceles no son solución para nadie”. Mientras tanto, alternaba entre la parrilla, la cancha de tenis, la piscina y, quizá, la compañía de algún joven seminarista. En la Fundación que aún dirige, se ha montado un centro de recreación ubicado exactamente enfrente de la escena del crimen, donde abusó y corrompió a indefensos.


    En junio de 2009, fue condenado por actos reiterados de pederastia. El Tribunal de Casación provincial ratificó y dejó firme ese fallo condenatorio. Sin embargo, los mismos que lo condenaron le concedieron una libertad sin restricciones. Nadie lo controlaba. Su superior, Monseñor Eichnor, a contramano de las directivas del Vaticano en la era de Benedicto XVI, lo premió por su condena firme, revocó la restricción que le aplicó monseñor Laguna y lo autorizó a dar misa y a confesar indefensos. La pedofilia genera conductas compulsivas, y eso es lo que se presenta en este sujeto al que paradójicamente se mantenía libre.


    En sus intentos por eludir a la justicia, exigió un proceso sin jueces, se fugó, dilató seis años el juicio. Entorpeció la causa de todas las formas posibles. Por fin, fue culpado. La condena fue confirmada por la Cámara de Casación y luego de denegarse su detención, solicitada por la fiscalía y la querella, en gran cantidad de oportunidades, el Tribunal Oral de Morón, una vez confirmada su condena por la Corte de la Provincia de Buenos Aires, ordenó su detención.


    Julio Grassi destrozó el alma de jóvenes a quienes debió cuidar. Traicionó su misión. Está comprobado que esta persona actuó con la intención de pervertir, corromper y satisfacer sus bajos deseos. La Convención Internacional sobre Derechos del Niño establece la obligación de proteger a los niños contra los abusos sexuales. El Estado nacional debe velar por su cumplimiento. La mayoría de los internos en cárceles argentinas ni siquiera ha llegado a un juicio. ¿Por qué tardó tanto Grassi en ir a prisión con todas las instancias legales que así lo determinaban?


    Cronología


    
      
        	
          Fecha

        

        	
          Lugar

        

        	
          Tema

        
      


      
        	
          23-10-2002

        

        	
          Telenoche investiga, canal 13

        

        	
          Un joven de la fundación Felices los niños conocido como “Gabriel” acusa al cura Grassi por abuso y corrupción de menores.


          Abuso I: mediados de noviembre de 1996. El cura lo toca y lo besa en la boca.


          Abuso II: diciembre de 1996, a la noche. Le toca genitales, le baja los pantalones, le dice “¿querés que te la chupe?” y le succiona el pene por cinco minutos.

        
      


      
        	
          24-10-2002

        

        	
          Estudios de Canal 9

        

        	
          El fiscal Adrián Flores pide la detención de Grassi. Este resiste la orden y se muestra acompañado de algunos internos de la fundación. Es celebrado por Eduardo Feinmann y otros periodistas de la emisora.

        
      


      
        	
          24-10-2002

        

        	
          Fiscalía de Morón

        

        	
          Grassi se entrega. Lo acompaña su defensor, Jorge Sandro, y el conductor televisivo Mauro Viale. Queda detenido.

        
      


      
        	
          29-10-2002

        

        	
          Fiscalía de Morón

        

        	
          Otro joven, conocido como “Ezequiel”, se presenta y también denuncia al cura por abuso sexual y corrupción de menores.

        
      


      
        	
          21-11-2002

        

        	
          Fiscalía de Morón

        

        	
          Grassi recupera la libertad. Se lo mantiene procesado por abuso sexual y corrupción de menores y se le fija una serie de reglas de coerción.

        
      


      
        	
          23-11-2002

        

        	
           

        

        	
          Grassi se niega a ser periciado psiquiátricamente.

        
      


      
        	
          29-11-2002

        

        	
           

        

        	
          “Gabriel” y “Ezequiel” se presentan ante el Dr. Juan Pablo Gallego y solicitan ser querellantes en la causa (particulares damnificados).

        
      


      
        	
          3-12-2002

        

        	
           

        

        	
          La fiscal Rita Bustamante pide que Grassi vuelva a prisión.

        
      


      
        	
          6-12-2002

        

        	
           

        

        	
          Estela de Carlotto, presidenta del Comité Argentino de Seguimiento y Aplicación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CASACIDN), con el patrocinio del Dr. Juan Pablo Gallego, presenta un recurso de amparo: se prohíbe a Grassi y a sus abogados nombrar o difundir datos de las víctimas por televisión.

        
      


      
        	
          12-12-2002

        

        	
           

        

        	
          Maniobra del juez de menores Ricardo Oyama y del abogado Miguel Ángel Pierri, defensor de Grassi: Anuncian retractación de “Ezequiel” de la denuncia contra el acusado.

        
      


      
        	
          13-12-2002

        

        	
           

        

        	
          El abogado de “Ezequiel”, Dr. Juan Pablo Gallego, plantea la nulidad de esa retractación y denuncia criminalmente a Oyama y a Pierri. El juez Oyama y su secretario son apartados de sus cargos. Oyama es remitido a jury de enjuiciamiento.

        
      

    


    
      
        	
          Fecha

        

        	
          Lugar

        

        	
          Tema

        
      


      
        	
          30-12-2002

        

        	
           

        

        	
          La fiscal Rita Bustamante solicita elevar a juicio oral el expediente de Grassi por abuso.

        
      


      
        	
          14-5-2003

        

        	
           

        

        	
          Se produce la detención del Dr. Miguel Ángel Pierri por su participación en la anulada retractación de “Ezequiel”. El mediático abogado se transforma en el único detenido de la causa. En el allanamiento, se le secuestra un disfraz de “Batman”.

        
      


      
        	
          8-11-2003

        

        	
           

        

        	
          Grassi se niega a ser enjuiciado. Su defensa recusa a todo el poder judicial bonaerense, exige “juicio por jurados” y denuncia que la provincia de Buenos Aires es una tiranía.

        
      


      
        	
          10-5-2004

        

        	
           

        

        	
          La Cámara de Casación rechaza el pedido de la defensa de Grassi.

        
      


      
        	
          15-5-2004

        

        	
           

        

        	
          Se suceden múltiples atentados contra testigos que no favorecieron a Grassi.

        
      


      
        	
          26-10-2004

        

        	
           

        

        	
          La Suprema Corte provincial rechaza la recusación genérica y el pedido de “juicio por jurados” de Grassi.

        
      


      
        	
          10-12-2005

        

        	
          Tribunal Oral Criminal N.º 4 de Morón

        

        	
          El tribunal fija la audiencia preliminar del juicio oral para el 22-2-2006.

        
      


      
        	
          22-2-2006

        

        	
          Tribunal Oral Criminal N.º 4 de Morón

        

        	
          El tribunal le impide al abogado de CASACIDN, Dr. Juan Pablo Gallego, participar de la audiencia. El comité de CASACIDN, representado por Estela de Carlotto y Juan Pablo Gallego, exige se lo incorpore como particular damnificado en representación de los derechos de los niños y adolescentes afectados. El tribunal mantiene su postura de excluir al Dr. Gallego. Paralelamente, desecha pruebas y testigos clave de la acusación. No acepta tampoco como prueba el expediente en que se juzga a Grassi en Calafate.

        
      


      
        	
          9-6-2006

        

        	
           

        

        	
          CASACIDN, representado por Estela de Carlotto, Nora Schulman, directora ejecutiva, y Juan Pablo Gallego, denuncia al tribunal oral ante la Corte provincial y la Procuración provincial.

        
      


      
        	
          15-6-2006

        

        	
          Tribunal Oral Criminal N.º 4 de Morón

        

        	
          Se conoce una pericia psiquiátrica de Grassi que había permanecido oculta.


          Pericia psiquiátrica psicológica desarrollada en la persona del imputado Grassi ante el cuerpo médico forense de Santa Cruz el 23-8-2005. Figura en su expediente.

        
      

    


    
      
        	
          Fecha

        

        	
          Lugar

        

        	
          Tema

        
      


      
        	
           

        

        	
           

        

        	
          “Se obtuvieron indicadores similares del perfil psicológico que poseen los delincuentes sexuales”. “Indicadores conductuales que han sido valorados empíricamente a través de instrumentos psicométricos donde muchas de las características comportamentales descriptas en el mencionado en autos están presentes en personas que han cometido un delito sexual”.


          “Persona con características de personalidad compulsiva, dependiente y narcisista”. “Control excesivo intelectual sobre aspectos pulsionales sexuales”.


          El Tribunal Oral no acepta incorporarla al juicio.

        
      


      
        	
          3-7-2006

        

        	
           

        

        	
          El abogado de CASACIDN, Juan Pablo Gallego, pide el apartamiento del tribunal. La fiscal Sandra Minigolf recusa al tribunal oral por adelantar opinión a favor de Grassi.


          El Tribunal Oral Criminal N.º 4 de Morón es apartado del proceso.

        
      


      
        	
          6-7-2006


           

        

        	
          Fiscalía de Morón

        

        	
          Luis Gutiérrez se convierte en el tercer denunciante. Se presenta ante la fiscalía, declara y acusa a Grassi por diez abusos sexuales.

        
      


      
        	
          2-8-2006

        

        	
          Fiscalía de Morón

        

        	
          Luis Gutiérrez amplía la declaración.

        
      


      
        	
          6-9-2006

        

        	
          Fiscalía de Morón

        

        	
          Luis Gutiérrez amplía nuevamente la declaración.

        
      


      
        	
          11-9-2008

        

        	
           

        

        	
          Luis Gutiérrez declara: “En ocasión de los abusos, el cura se quitaba el cuello de la sotana y lo dejaba apoyado en la mesita de luz”.

        
      


      
        	
          31-10-2006

        

        	
           

        

        	
          Pericia psicológica y psiquiátrica de Gutiérrez en Río Gallegos (Expediente de Calafate).


          “Creíble (capacidad de fabulación y simulación dentro de parámetros normales). Tendencia al sometimiento y pasividad. Aparecen indicadores psiquiátricos compatibles con antecedentes de abuso sexual. Inmadurez en la sexualidad.


          Vaivén en sus relatos: fenómenos psíquicos que se observan en los sujetos sobrevivientes de abuso sexual en el tránsito de la revelación (relacionar con manuscrito de Gutiérrez del 29-8-07 incorporado a IPP 161.746 con certificación notarial: ‘Asesinó mi alma y dejó en su lugar un enorme sepulcro cubierto por miedos que no me dejan ser’”.


          Este manuscrito no fue incorporado al debate. Desigualdad de poder: en el presente caso, para el sujeto encarnado en una figura de autoridad idealizada como representante del bien.

        
      

    


    
      
        	
          Fecha

        

        	
          Lugar

        

        	
          Tema

        
      


      
        	
          31-10-2006

        

        	
          Tribunal Criminal N.° 1 de Morón

        

        	
          La causa principal pasa a este tribunal. La parte querellante, encabezada por el Dr. Juan Pablo Gallego, pide la unificación de las causas: la originaria de “Gabriel” y “Ezequiel” y la que tiene como víctima a Luis Gutiérrez.

        
      


      
        	
          30-4-2008

        

        	
          Cámara de Garantías de Morón

        

        	
          Se acepta la unificación de causas pedida por la querella.

        
      


      
        	
          19-8-2008

        

        	
          Tribunal Criminal N.º 1 de Morón

        

        	
          Comienza el juicio oral contra Grassi. Se le imputan diecisiete hechos de abuso sexual agravado, corrupción de menores y amenazas coactivas.

        
      


      
        	
          11-9-2008

        

        	
          Tribunal Criminal N.º 1 de Morón

        

        	
          Las tres víctimas, Luis Gutiérrez, “Gabriel” y “Ezequiel”, ratificaron su acusación.

        
      


      
        	
          8-11-2008

        

        	
           

        

        	
          CASACIDN pide una pericia física de Grassi. Se confirma la descripción que hizo una de las víctimas.


          Una de las víctimas describe sus lunares, su ropa interior y sus vellosidades.

        
      


      
        	
          5-12-2008

        

        	
           

        

        	
          La acusación, la fiscalía y los particulares damnificados terminan la producción de su prueba en diciembre de 2008.

        
      


      
        	
          Diciembre a febrero-2009

        

        	
           

        

        	
          Turno de la defensa para aportar sus pruebas y presentar testigos.

        
      


      
        	
          11-6-2009

        

        	
          Tribunal Criminal N.° 1 de Morón

        

        	
          El tribunal lo condena a 15 años de prisión por abuso sexual agravado y reiterado (2 hechos) y corrupción de menores (1 hecho), pero no lo detiene.

        
      


      
        	
          14-9-2010

        

        	
          Sala II del Tribunal de Casación provincial

        

        	
          Confirma la condena a 15 años de prisión, pero mantiene a Grassi en libertad.


           

        
      


      
        	
          10-9-2013

        

        	
          Corte Suprema de la Provincia de Buenos Aires

        

        	
          Confirma la condena a 15 años de prisión.

        
      


      
        	
          23-9-2013

        

        	
          Tribunal Oral de Morón

        

        	
          El Tribunal resuelve ordenar su inmediata detención y hace cesar la alternativa a la prisión preventiva que era la libertad vigilada.

        
      

    


    La defensa episcopal


    En diciembre de 2011, se conoce la edición de un lujoso libro54 en cinco tomos, encomendado por la Conferencia Episcopal Argentina —en ese entonces bajo la conducción de Jorge Bergoglio— al jurista Marcelo Sancinetti55. El objetivo de este pedido era obtener del jurista una visión objetiva del caso y una opinión científicamente fundamentada, según los principios del Estado de derecho y las normas del Derecho Procesal Penal.


    En la obra, Sancinetti compara las denuncias de abuso sexual a curas con los juicios por brujería de la Edad Media, insinuando que pueden considerarse como un intento para desprestigiar a la Iglesia. Afirma: “Detrás de los esfuerzos finales por llegar a una condena, se anidó el temor a la reacción de un medio de comunicación con poder suficiente para aniquilar a los miembros de un Tribunal” (pág. 608, tomo 4). Se refirió a “la mendacidad del acusador, sino también a la arbitrariedad del tribunal” (pág. 686, tomo 4). Agrega: “porque el Tribunal no extrajo lisa y llanamente la conclusión de que la víctima mentía en todo” (pág. 701, tomo 4). Considera que la imputación era “absolutamente falsa” (pág. 740, tomo 4). Respecto del fallo de Casación que confirmó el fallo destaca: “Solo reprodujo la situación dejándola como estaba” (pág. 740, tomo 4). También el autor del dictamen expresa que las constataciones por el mismo realizadas lo dejan anonadado en un grado considerable que no desaparecerá por el resto de sus días (pág. 721, tomo 5). Finalmente, sostiene que “no es que el acusado Julio César Grassi hubiera debido ser absuelto en función del principio del in duvio pro reo o cosa similiar, es decir, que no estuviese suficientemente probados los hechos atribuidos, sino que es objetivamente constatable la falsedad de cada una de las acusaciones” (pág. 728, tomo 5)56.


    Concluye afirmando que la Iglesia Católica Argentina puede no acatar la justicia de un Estado secular. De hecho, mientras estuvo en libertad, Grassi continuó en su rol sacerdotal sin restricciones ni controles. Y Bergoglio, hoy Francisco, es el nuevo obispo de Roma, el papa argentino.


    Queda claro que este trabajo no tiene vinculación jurídica alguna con el expediente judicial que determinó que Grassi vaya a la cárcel. Él continuó en su condición de culpable pero libre en su peregrinación por los medios. En el programa del periodista Mauro Viale, embistió contra el menor conocido como “Gabriel” y, paralelamente, el abogado Fernando Burlando declaró a una periodista del diario La Nación que Grassi fue quien le pidió que tomara el denominado “caso Candela” y que para ello se reunió con él en la fundación Felices los Niños, donde la justicia le había prohibido ingresar.


    Por esos dos hechos, el doctor Juan Pablo Gallego pidió la detención de Grassi, que fue ordenada el 7 de marzo de 2012. Desde entonces, por sesenta días, se lo mantuvo en prisión domiciliaria y, al cabo de ese corto lapso, se lo liberó “por razones formales”.


    Grassi fue condenado en el marco de una causa revisada por jueces y fiscales de todas las instancias, y fue hallado culpable. Para su defensa, el sacerdote reunió a más de veinte abogados defensores, cabezas de los estudios penales más reconocidos: Jorge Sandro, Luis Moreno Ocampo, Hugo Wortman Jofré, Julio Virgolini, Adrián Maloneay, Miguel Ángel Pierri, y hasta Carlos Telleldín, acusado por la voladura de la AMIA.


    El caso Grassi, como se lo conoció jurídica y mediáticamente, generó mucha polémica. Ello se debió a la popularidad del cura, que en la fundación hacía un trabajo solidario y era sostenido por muchas corporaciones de gran poder económico que realizaban millonarias donaciones. Al aparecer, esta contundente acusación presentada televisivamente y en los tribunales de Morón, el caso se convirtió en un debate nacional; en especial, en los grandes medios de comunicación, donde el cura tenía amigos y un prestigio ganado por su obra de bien realizada durante muchos años.


    La batalla legal y la mediática fueron siempre de la mano, aunque cuando aparecieron las pruebas y los testimonios en vivo —no por la televisión— de los adolescentes abusados, la historia cambió. El padre Julio César Grassi comenzó a ser mirado por la sociedad de otro modo, a pesar de los esfuerzos de muchos comunicadores sociales —por no decir de todos— de reivindicar su persona. En la actualidad, solo su amigo incondicional, el conductor de programas televisivos de animales, Raúl Portal, lo sigue sosteniendo a capa y espada y continúa negando las constancias y la condena en contra de Grassi.


    La sociedad se preguntaba por qué no iba preso, y es difícil ensayar una respuesta, aunque en principio esa situación se ajustaba a derecho. Han pasado trece años de los hechos, y finalmente después de muchas idas y vueltas, Grassi fue preso aunque la sentencia no esté firme ya que queda una apelación por recurso extraordinario ante la Corte Suprema de la Nación. Hay que recordar que en la apelación anterior a la resolución de la Corte que confirmó el fallo, la fiscal de la Corte había solicitado una pena mayor para Grassi, más cercana a la que pidió el doctor Juan Pablo Gallego, particular damnificado en la causa y que representa a quienes en el momento del hecho eran menores de edad, que solicitó la pena máxima que para este tipo de delitos establece el Código Penal, es decir, 37 años de prisión.


    Por esta demora, el personaje en cuestión, los delitos imputados y la repercusión mediática, se ha convertido en el caso en que la sociedad espera una sentencia definitiva con un convencimiento casi total —en lo mediático— de la culpabilidad del acusado, que gozó de una libertad polémica pero que ahora está cumpliendo su condena, como se debe en el penal de Campana, donde también se encuentra alojado Carlos Carrascosa, vinculado al caso García Belsunce y condenado a perpetua por el crimen de su mujer, María Marta.


    La teoría del complot


    Durante el juicio oral, Grassi y sus importantes abogados —los más caros de la Argentina— apostaron a una “teoría del complot” y acusaron a importantes personalidades mediáticas y políticas. Se habló de una venganza contra él por parte de la conductora de televisión Susana Giménez, como urdidora del plan, del exdirigente montonero Rodolfo Galimberti, de Jorge Rodríguez, de periodistas como Miriam Lewin, que en el momento de la denuncia trabajaba en el programa Telenoche investiga, de Daniel Oliveira y Enrique Stola.


    También, se incluye en ese complot al juez Meade y a los fiscales Flores y Bustamante del departamento judicial de Morón, donde se tramitó el expediente, dado que la fundación Felices los Niños está ubicada en la jurisdicción de esos tribunales.


    Asimismo, fueron acusados como parte de ese supuesto complot los peritos forenses de Santa Cruz, que realizaron y dieron a conocer la única pericia que se le hizo al cura Grassi y que por ley corresponde, en virtud de los delitos investigados que se refieren a abuso sexual.


    Lo curioso es que todos los acusados del presunto complot no se conocen entre sí y, además, a lo largo de la investigación, no se pudo determinar ni una prueba de la maniobra denunciada por Grassi y su entorno.


    Esta teoría, que tenía como fin descalificar la investigación judicial, fue presentada, por lo menos, quince veces a lo largo del proceso mediante el planteo incomprensible de nulidades y recusaciones genéricas que, como común denominador, tuvieron el rechazo del tribunal.


    No hubo complot, no hubo nulidades, hubo solo un juicio con todas las garantías de la ley que terminó con una condena que finalmente tuvo su confirmación. Está claro que la justicia humana y la justicia divina no tienen la misma escala penal.


    Todas las defensas intentadas en el debate se derrumbaron siempre. Bajo el liderazgo jurídico del doctor Jorge Sandro57, una eminencia en materia de derecho penal, la base de la defensa fue pedir la nulidad de todo lo actuado, confirmar el tema del complot y reforzar la idea de la gran mentira. Para ello, ya desde 2002, cuando la causa se encaminaba, se comenzó a denunciar a los testigos de falso testimonio, a amedrentar a las víctimas de los hechos tan aberrantes, a recusar a los jueces y a los fiscales y a señalar a los periodistas del programa Telenoche investiga como parte de un complot que nunca existió.


    Esta defensa apostó a que no hubiera juicio oral y público de máxima y de mínima y a demorar lo más posible toda su tramitación. Mientras se desarrollaba el juicio al que solo tenían acceso las partes, los abogados de Grassi, cuando había un cuarto intermedio, salían y hacían declaraciones favorables al padre que no se ajustaban a lo que había pasado dentro del recinto. En el primer cuarto intermedio, cuando se inició el proceso penal, Grassi salió y dijo textualmente: “Bueno, me está yendo muy bien, me está favoreciendo todo lo que está pasando, estoy por demostrar mi inocencia”.


    Es bueno aclarar que en el derecho penal argentino es la justicia quien debe demostrar la culpabilidad de una persona, ya que de acuerdo con nuestra Constitución Nacional, toda persona se presume inocente hasta que una sentencia firme declare lo contrario.


    El 15 de septiembre de 2013, el diario Tiempo argentino publicó un nuevo dato sobre el caso. La noticia informa sobre el encuentro entre el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, Héctor Negri, y el papa Francisco. Este se realizó el 2 de septiembre en el Vaticano y fue de carácter privado. Más tarde, trascendió que dialogaron sobre cuestiones vinculadas a la importancia del Derecho en la configuración de la paz en el mundo para toda la sociedad. Esto se informó a través de un comunicado oficial que envió la Suprema Corte de Justicia provincial. Sin embargo, los organismos de derechos humanos que representan a las presuntas víctimas del padre Grassi estiman que el tema más importante de la reunión fue la causa penal. Llamativamente, a los pocos días de ese encuentro, el alto tribunal de la provincia de Buenos Aires resolvió confirmar la sentencia condenatoria.


    Previamente a ese fallo, sucedieron cuestiones que preocupan, como lo ocurrido a fines de agosto de 2013. Gabriel, ya mayor de edad, una de las víctimas del presunto abuso de Grassi, se presentó en la embajada de la Santa Sede en Buenos Aires para entregar una carta dirigida al Papa. El caso es que no solo no se la recibieron, sino que lo echaron del lugar.


    La carta, en algunos de sus párrafos, decía: “Le ruego me ayude a recuperar la fe”. Además, como Gabriel tuvo acceso al libro que hizo el abogado penalista Marcelo Sancinetti a pedido de la Conferencia Episcopal Argentina —momento en el que Bergoglio aún no era Papa— agregaba: “Que se le facilitó al autor del libro información reservada, y que en el libro se me denigra y se denuncia una ideología oscurantista… en el libro se desliza que la Iglesia no debería acatar las decisiones de la Justicia secular”.


    En la carta, el joven relata que Grassi se exhibe en la televisión, lo agravia y señala que “Francisco nunca me soltó la mano”, y se refiere al libro del doctor Sancinetti, donde se realiza una encendida defensa suya, y subraya que este está en manos de cada uno de los miembros de los jueces de la Corte provincial que tienen que resolver su suerte, que no es otra que la de ir a prisión al menos por 15 años.


    Gabriel también recuerda que cuando Bergoglio era cardenal en 2003 le solicitó una entrevista y no fue atendido. Finaliza expresando: “Le solicito ahora respetuosamente y en forma personal ser recibido por usted en su condición de Pontífice, le ruego se sirva aplicar la denominada ‘tolerancia cero’ para con el condenado Grassi, por cuyos espantosos crímenes he sufrido y sigo sufriendo, apartándolo de la institución, reduciéndolo a laico y emitiendo una clara señal pública de respeto hacia la Institución y la independencia del Poder Judicial argentino. Le ruego, encarecidamente, me dé su compasión y me ayude a recuperar la fe”. Por ahora, no obtuvo respuesta del Santo Padre.


    Sin duda, este caso ha tenido en vilo a la opinión pública dado que está la Iglesia como institución en el centro de la escena. Además, tiene todos los condimentos: un cura que hizo su fama en los medios, que logró aceptación popular con la ayuda de canales de televisión, diarios y radios que creyeron en su obra a favor de los niños pobres.


    La sociedad, en general, ya lo condenó. Cualquier fallo a su favor, ahora que está preso, pondría otra vez en tela de juicio la permeabilidad de la justicia argentina frente a intereses superiores que, en este caso, podrían llegar desde el Vaticano.


    A veces, se dice que la justicia no tiene sentido común. Este caso puso en tela de juicio la credibilidad de la sociedad, incluso de abogados, magistrados, funcionarios del Poder Judicial sobre la eficacia de la persecución penal en este tipo de delitos. Y sobre todo, el poder de algunos personajes con relaciones importantes en el mundo de la política, los medios de comunicación, la economía, para eludir el brazo de la justicia.


    Que Grassi esté preso es estrictamente un caso ajustado a derecho. Nunca nadie sabrá explicar por qué se mantuvo en libertad durante casi trece años a alguien que fue condenado, siendo cura, por abusar de menores de edad en varias oportunidades, de los cuales tenía nada más ni nada menos que la tutela.


    El fallo que ordenó la detención de Grassi


    
      AUTOS, VISTOS Y CONSIDERANDO:


      Que a la vista de las fundamentaciones expuestas en la audiencia, es sabido entre nosotros que la privación de libertad durante el trámite del proceso únicamente podrá legitimarse como excepción: “no debe ser la regla general”, tal cual lo dispone el artículo 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como así también esta concepción emana de los artículos XXV de la DADDH, 9 de la DUDH y 7 de la CADH.


      Sólo revestirá tal carácter excepcional en cuanto tal medida cautelar sea dispuesta cuando se den en el caso concreto determinadas circunstancias que reflejen el riesgo de que el imputado en libertad, obstaculice el accionar de la justicia impidiendo, como en este caso, el cumplimiento de la pena.


      De acuerdo a lo expuesto queda claro, entonces, que el encarcelamiento durante el proceso sólo se justifica cuando sea absolutamente indispensable para evitar que el encartado eluda la acción de la justicia.


      Consideramos que a los fines de resolver el tema en estudio, no podemos limitarnos a la aplicación de la ley procesal penal sino que debemos proyectarlo a la Constitución Nacional. Es así que, es nuestra obligación como jueces hacernos eco en nuestras decisiones jurisdiccionales de aquel principio que emana del Preámbulo de la Ley Suprema del estado que es el de afianzar la justicia, esto es traducido en el caso concreto y por las circunstancias particulares que lo rodean, ya que existen razones debidamente fundadas que justifican la necesidad y proporcionalidad de una medida preventiva restrictiva de la libertad.


      Partiendo del análisis de elementos objetivos, hoy por hoy pesan sobre la cabeza del acusado, tres fallos dictados por órganos judiciales de diferentes instancias, agotando la jurisdicción provincial, dos en el marco de la vía ordinaria y uno de la extraordinaria, confirmando todos ellos la culpabilidad del encartado y el consecuente cumplimiento de la pena de quince años de prisión.


      Por ello, y al observar en qué etapa del procedimiento nos encontramos, es que entendemos que tenemos la obligación legal, que estando en nuestras manos la posibilidad, fallemos asegurando los fines de este proceso, en el cual, a esta altura, y con sólo una posibilidad extraordinaria a nivel federal de que el último pronunciamiento sea revisado para tornar la cuestión en definitiva, existen extremos objetivos que nos indican la amplia probabilidad de que Julio César Grassi tenga por delante la aplicación de una medida que restrinja su libertad para que comience a cumplir con la pena impuesta y confirmada por los organismos revisores.


      Y decimos esto en el entendimiento que no basta la pena en expectativa como fundamento para la aplicación de una medida cautelar tan grave como la propuesta por las partes. Al contrario, nos decidimos por la efectivización de la detención teniendo como basamento actos ciertos, claros y precisos, como son los detallados en el párrafo precedente que dejan en evidencia un peligro de fuga concreto y verificable.


      Dentro de la lógica jurídica, siendo que nuestro actual sistema de enjuiciamiento permite la aplicación de medidas cautelares restrictivas de la libertad ambulatoria para aquellas personas que aún no han sido juzgadas y esperan el pronunciamiento de una sentencia, ¿cuál sería el impedimento legal para su aplicación en este caso? Ninguno. Siempre y cuando medien, como en el presente, la convicción y argumentación suficientes.


      Todo lo dicho, no obsta que su estado de inocencia continúe intacto, no se es más o menos inocente acorde se vayan sucediendo las distintas etapas revisoras, sino que por el hecho de existir al presente una condena confirmada por la resolución de un recurso extraordinario, tal circunstancia aumenta sustancialmente el riesgo procesal y en ese extremo fundamos nuestra decisión.


      Por lo expuesto, es nuestra jurídica e íntima convicción que se debe HACER CESAR LA ALTERNATIVA a la prisión preventiva consistente en libertad vigilada y proceder a la inmediata detención de Julio César Grassi en el entendimiento que una decisión en contrario, a esta altura, sería de alta gravedad institucional e impediría restablecer la vigencia de las normas y la confianza en la justicia, de modo particular en la premisa volcada por el convencional constituyente original en el Preámbulo.


      Ahora bien y en punto al lugar de cumplimiento de la medida dispuesta precedentemente, entendemos que, teniendo en cuenta la calidad de clérigo y su incardinación conforme al Derecho Canónico en el obispado de Morón, lo correcto debe ser, para garantizar el pleno ejercicio de su Ministerio, su alojamiento en la Unidad Carcelaria N.° 39 de la localidad de Ituzaingó, partido que integra la diócesis de Morón a tal efecto.


      En atención a los argumentos vertidos, este Tribunal, por unanimidad, RESUELVE: HACER CESAR LA ALTERNATIVA a la prisión preventiva oportunamente dispuesta, consistente en libertad vigilada y ORDENAR LA INMEDIATA DETENCIÓN DE JULIO CÉSAR GRASSI, la que se hará efectiva desde el asiento de este Tribunal, ello, en razón de los argumentos expuestos “ut supra”. Rigen arts. 1, 16, 18 y 75 inc. 22 de la CN y 144, 146, 148, 151 y 159 último párrafo del CPP. Fdo: Mariana Maldonado. Claudio José Chaminade. Pablo Guillermo Lucero. Jueces. Ante mí: María de la Paz Vergara. Auxiliar Letrada.

    


    
      
        54 Estudio sobre el caso Grassi. Es una edición privada, de 3195 páginas, para los comitentes. De circulación limitada, no superó los quinientos ejemplares impresos.

      


      
        55 Abogado egresado de la Universidad de Buenos Aires en 1982. Es considerado una eminencia en materia penal. Ha publicado innumerables trabajos vinculados a su especialidad. Fue asesor de distintas comisiones de legislación penal en el Congreso de la Nación en varias oportunidades. Por sus antecedentes y trayectoria fue elegido para realizar este trabajo.

      


      
        56 Aclaración: en estos registros textuales se da el nombre real de los jóvenes que denunciaron a Grassi. Por cuestiones de protección a la intimidad, aquí no se publican y se los llama acusadores.

      


      
        57 Fue el defensor de Alfredo Yabrán hasta su suicidio y luego defendió al jefe de seguridad de este, Héctor Ries, en el recordado “caso Cabezas”, donde fue asesinado el fotógrafo que pertenecía a la revista Noticias de la editorial Perfil.

      

    

  


  
    CAPÍTULO TRECE

    Juicio por jurados


     


     


     


     


    El juicio por jurado está previsto en nuestra Constitución Nacional desde 1853 y fue mantenido a pesar de todas las reformas que se hicieron en la Carta Magna, siendo la última en 1994. Este instituto fue tomado por nuestra legislación de la constitución de los Estados Unidos de América, que tiene relación con la nuestra en muchos de sus aspectos. Este sistema, además de ser una manda constitucional, es una forma de acercar a los ciudadanos a la justicia aunque, en principio, sea en materia penal. Los que están de acuerdo consideran que le da más transparencia al sistema y destacan que el Poder Judicial es el único que no tiene representación popular como sí lo tienen los poderes Ejecutivo y Legislativo.


    El pueblo puede participar a través del jurado y salvo las restricciones que por ley se establezcan, todos pueden ser integrantes. Asimismo, se requiere un trabajo de concientización de los habitantes acerca de la utilidad pública y el beneficio de ser juzgado por pares. Se resalta que no serán los magistrados los únicos actores del proceso penal para definir la culpabilidad o inocencia del acusado y que el jurado sería un puente entre la justicia y el pueblo. Entre otras, es democratizar el acceso a la justicia y el control del proceso judicial penal.


    La independencia de los jueces en causas de relevancia pública es frecuentemente cuestionada por la posible injerencia de intereses sectoriales, económicos o políticos. Estas dudas no se generarían o se reducirían muchísimo de existir la figura del juicio por jurado, ya que el criterio de varios ciudadanos comunes definiría la suerte del acusado. Es un gran cambio en la cultura jurídica del país y habrá que ver cómo funciona y los gastos que requiere cuando se haga su implementación. En este último período, también se ha convertido en un pedido de la presidenta Cristina Fernández de Kirchner que, en varias oportunidades, lo ha reclamado públicamente.


    En legislaciones de otros países, existen distintos sistemas dentro de lo que llamamos juicio por jurado, como por ejemplo, Estados Unidos de América, Francia e Inglaterra, entre otros. En nuestro país, algunas provincias ya lo están implementando, como el caso de Córdoba, donde se instaló el sistema de jurado escandinavo o impuro, donde el jurado está integrado por ocho ciudadanos más tres jueces de carrera para resolver casos como violación seguida de muerte, entre otros delitos.


    Cómo se trata la figura en las distintas jurisdicciones del país


    En el ámbito de la Nación, se está trabajando para seguir el mandato presidencial. En la actualidad, el proyecto está en las comisiones de Legislación Penal y de Justicia de la Cámara de Diputados. Allí se encuentra en tratamiento un proyecto para la aprobación de un régimen de juicio por jurado en delitos cometidos por funcionarios públicos, como cohecho, tráfico de influencias, malversación de fondos públicos, negociaciones incompatibles con la función pública, exacciones ilegales y enriquecimiento ilícito de funcionarios.


    En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), ya hay consenso para comenzar a tratar el tema. El proyecto del legislador Helio Rebot contiene un jurado con siete miembros legos y un juez instructor del proceso que lleva la dirección. Explica, entre sus fundamentos, el grado de satisfacción que obtiene la sociedad dado que la sensación de recibir justicia es mayor en aquellos lugares donde existe la implementación del juicio por jurados. Sería para delitos graves. En la Constitución de la CABA, está previsto en el artículo 2, donde dentro de las atribuciones de la legislatura local se establece que dictará los códigos que sean competencia de la ciudad. Concretamente, este proyecto plantea un jurado lego dado que la posición de un profesional del derecho mezclada con personas legas contamina seriamente la discusión y que es el juez el único que va a interpretar la ley. Se trata de un sistema clásico donde los jueces profesionales y los legos tienen funciones diferentes, deliberan y deciden en forma separada. Lo integran un juez, un fiscal y un defensor, y el jurado.


    En la legislatura santafesina, también existen varios proyectos, entre ellos el del diputado Leandro Busatto, del Frente para la Victoria, que está siendo tratado por la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados. En determinados tipos de delitos, esta propuesta considera que es mejor que la sociedad se involucre en el juzgamiento. Agrega que “existiendo un proceso penal acusatorio la figura del juez tiene que disminuir ya que es inquisitiva sobre el juicio y dar paso a estos tribunales populares integrados por jurados. Además, se cumple con la manda no solo de la Constitución Nacional, sino también con lo que regula la Constitución provincial”.


    La diferencia con otros sistemas es que cada jurado deberá percibir una suma equivalente a un día de remuneración básica de un juez por día de desempeño. En caso de que lo solicitasen los jurados, se le deberá asignar una dieta suficiente para cubrir costos de transporte y de comida.


    Se aplicará, según este proyecto, para determinados delitos, no todos, en principio treinta y cinco artículos del Código Penal. Serán delitos complejos, como homicidios, trata de personas, delitos contra la vida, contra la integridad sexual, contra la seguridad pública y el orden público. Los jurados estarán integrados por doce titulares y cuatro suplentes; el tribunal electoral de la provincia de Santa Fe se encargará, anualmente y por sorteo de la lotería provincial, de confeccionar los listados principales de los ciudadanos que cumplen con los requisitos, discriminados por distrito judicial.


    La nueva ley en la provincia de Buenos Aires


    Después de mucho tratamiento y análisis por parte de las distintas comisiones del Congreso de la provincia de Buenos Aires, el 25 de septiembre de 2013, el gobernador Daniel Scioli promulgó la ley que contempla la implementación del juicio por jurados. Para ello, se debieron modificar algunos artículos del Código Procesal Penal de la provincia vinculados a los juicios orales y públicos. Los juristas, en general, apoyan esta norma —habrá que verla en la práctica—, porque consideraban que era necesaria y que la imparcialidad e independencia de los jurados serán claves al momento de evaluar los resultados.


    Esta nueva forma de administrar justicia ya quedó plasmada para el distrito con mayor cantidad de habitantes de nuestro país. En la exposición de los motivos del proyecto enviado por el Ejecutivo provincial, se adelantan los fundamentos y las argumentaciones por los que se debe aplicar este nuevo instituto para el derecho penal.


     


    Mediante el presente proyecto, se apunta a completar el sentido de las reformas anteriormente promovidas, dando cumplimiento en la provincia al claro mandato de la Constitución Nacional en el sentido de que los juicios criminales deben realizarse por jurados (artículos 24, 75 inciso 22 y 118), preceptos éstos que se encuentran vigentes desde el año 1853 y que, además, han recibido ratificación expresa en la reforma del año 1994.


    En línea con lo expuesto, se pretende completar el proceso de transformación de la justicia penal y la profundización del sistema acusatorio materializado a través de las distintas modificaciones legislativas impulsadas por este gobierno.


    El presente proyecto de ley parte de la consideración de que la administración de la justicia penal configura un eje esencial en el diseño de las políticas públicas del Estado democrático de derecho, debiendo resguardarse equilibradamente en ella los intereses de los acusados y de la sociedad en su conjunto.


    En ese sentido, la instauración del juicio por jurados en la provincia de Buenos Aires apunta no solo a reconocer la participación ciudadana en los asuntos públicos, sino que, a la vez, potenciará, sin duda alguna, el principio de publicidad de los actos de gobierno y la trasparencia en la administración de justicia. […].


    Si bien la Corte Suprema de Justicia de la Nación consideró en el fallo “Casal Eugenio Matías y otro” que el juicio oral, público y contradictorio a cargo de jueces técnicos abastece la exigencia constitucional en cuanto a las características que debe tener el proceso penal —acusatorio y público—, este Poder Ejecutivo se encuentra convencido de que debe avanzarse hacia la implementación del juicio por jurado, ello por considerar que se trata de un pilar fundamental en el sistema democrático de administración de justicia, asegurando la participación ciudadana en las decisiones judiciales, así como la publicidad y trasparencia que debe signar la actividad de todos los órganos estatales del sistema republicano.


    En la iniciativa que aquí se impulsa, se ha tenido en cuenta la opinión de diversas instituciones y organismos vinculados en la materia, como la Asociación Argentina de Juicios por Jurados, el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales, la Asociación de los Derechos Civiles, la Asociación de Magistrados de la Provincia, la Fundación de Estudios para la Justicia, el Colegio de Abogados de la Provincia, y distintos especialistas en Derecho Penal y Procesal Penal de las Universidades Nacionales de La Plata, Buenos Aires y Lomas de Zamora.


    El proyecto propone el establecimiento del jurado popular clásico —integrado únicamente por ciudadanos comunes—, por cuanto es el mejor modelo que asegura la participación ciudadana en la resolución del proceso, al hacer que el veredicto se apoye exclusivamente en la voluntad del pueblo soberano, sin intervención de terceros que puedan influir en el sentido de la votación. Al mismo tiempo, permite fortalecer la garantía constitucional de imparcialidad del juzgador, reconocida en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


    En esta inteligencia, se estableció un jurado compuesto exclusivamente por ciudadanos comunes, integrado por doce miembros titulares y seis suplentes, bajo la presidencia de un juez que ejercerá la dirección del debate y no intervendrá en el dictado del veredicto.


    Consideramos que todo ciudadano es naturalmente capaz para ser jurado, pues la esencia de este sistema es la participación directa del pueblo, con una composición representativa de la sociedad que refleje su heterogeneidad. De tal modo, se establece que podrá integrar el jurado todo persona de entre 21 y 75 años de edad, argentina o naturalizada, que esté en pleno ejercicio de los derechos ciudadanos, entienda plenamente el idioma nacional y goce de aptitud física y psíquica suficiente para el cargo.


    Esto debe ser así, pues si el legislador constitucional en el artículo 16 entendió que todos los habitantes son iguales ante la ley y que la única condición para el acceso a los cargos es la idoneidad, es claro que los jurados son idóneos para ejercer justicia insertos en un tribunal, máxime cuando no se necesitan conocimientos técnicos para valorar prueba y, a tenor de ella, tener por acreditado o no un hecho delictivo y la participación del acusado. Además, si los propios ciudadanos son quienes votan en las elecciones, eligiendo a quienes ejercen el gobierno, con más razón están capacitados para resolver cuestiones que atañen al sentido común y a la vida cotidiana, como saber si alguien cometió o no el hecho por el que se lo acusa.


    Asimismo, se establecieron inhabilidades específicas a fin de garantizar la plena imparcialidad de los jurados, excluyendo de la posibilidad de serlo a los funcionarios públicos, abogados, escribanos o procuradores, integrantes del Poder Judicial, fuerzas de seguridad, así como integrantes de agencias prestadoras de servicios de seguridad, entre otros.


    El proyecto estima que la función de jurado es tanto una carga pública como un derecho. Por tratarse de una carga pública, se prevé que la función sea razonablemente remunerada y para asegurar la transparencia y heterogeneidad en la selección se ha establecido un mecanismo de sorteo anual por parte de la Junta Electoral de la Provincia a fin de confeccionar los listados de los ciudadanos que podrán ser convocados como jurados.


    Luego, y en el marco de cada proceso, se efectuará un sorteo de cuarenta y ocho personas de la lista, que posteriormente serán convocados a una audiencia para decidir cuáles de ellos integrarán el jurado. En esa audiencia de selección, las partes podrán interrogar a los candidatos para conocer si se encuentran alcanzados por alguna circunstancia impeditiva, o si tienen algún interés particular que pueda afectar su imparcialidad en el proceso.


    A fin de dar mayor celeridad a las audiencias de debate del juicio por jurados, se previó que las mismas se realicen con estricta continuidad, en jornada completa y en días consecutivos, inclusive en los días que fueran inhábiles. Ello permitirá una rápida realización del debate.


    En cuanto a la motivación del veredicto, se parte del sistema clásico en el que no se exige a los jurados legos dar fundamentos escritos de su voto. El veredicto lo decidirán según su íntima convicción y de acuerdo a su leal saber y entender. Esto no implica en modo alguno que no exista motivación, la que emergerá en forma indirecta, a través de las instrucciones que debe impartir el juez previo a la deliberación y, aún más específicamente, a través de los interrogantes puntuales que deben contestar para arribar al veredicto de culpabilidad, lo que asegura tanto la defensa en juicio, como los eventuales derechos recursivos.


    De tal modo, y tal como se establece en el artículo 106 del presente proyecto, las instrucciones e interrogantes del juez al jurado y la decisión del jurado sobre los mismos, constituirán plena y suficiente motivación del veredicto.


    Se establece en el proyecto como requisito de la condena un total de diez o más votos, así como unanimidad en caso en que el delito tenga prevista pena de prisión o reclusión perpetua. A la par, se reguló la posibilidad de que el fiscal en la misma audiencia pueda requerir la disolución del jurado y la realización de un nuevo juicio, para el caso en que no se hubiesen alcanzado dichas mayorías y si existieran más de siete votos afirmativos.


    Con el pronunciamiento del veredicto concluye la intervención del jurado, ya que en caso de veredicto condenatorio no le corresponde establecer las consecuencias legales del hecho que diera por probado.


    Por el contrario, será el juez quien en base a tal veredicto dictará la sentencia, calificando el hecho e imponiendo la pena. No obstante, se ha previsto que si se hubiere dejado constancia de circunstancias fácticas que podrían dar lugar a la no punibilidad de la conducta, el juez resuelva las cuestiones de derecho, y de corresponder, dicte sentencia absolutoria.


    A su vez, y como garantía procesal para evitar el dictado de sentencias arbitrarias, se previó que si el juez estimare que el veredicto de culpabilidad resultare manifiestamente contrario a la prueba producida en el proceso o fuera incompatible con el sentido en que se votaron los interrogantes, pueda decretar la nulidad del veredicto y ordenar la realización de un nuevo debate con otro jurado.


    En lo que hace a la faz impugnativa de las sentencias de juicios por jurado, se estableció por un lado la irrecurribilidad de la sentencia absolutoria, y por otro, la previsión de un recurso de casación amplio para el imputado en caso de sentencia condenatoria.


    En cuanto a la irrecurribilidad de la sentencia absolutoria —posición adoptada por el derecho comparado en los procesos con jurado clásico—, ello encuentra fundamento en que el veredicto emana del pueblo, de la soberanía popular, y como tal, cuenta con una legitimidad suficiente para que su decisión cierre definitivamente el caso traído a su consideración. Además, ello no afecta norma constitucional alguna, pues como lo sostuvo hace más de quince años la Corte Suprema Nacional, “la garantía del derecho de recurrir ha sido consagrada sólo en beneficio del inculpado. Cabe concluir, entonces, que en tanto el Ministerio Público es un órgano del Estado y no es el sujeto destinatario del beneficio, no se encuentra amparado por la norma con rango constitucional, sin que ello obste a que el legislador, si lo considera necesario, le conceda igual derecho” (caso “Arce, Jorge D.”).


    Por otro lado, y en relación al imputado, quien sí cuenta con el derecho constitucional a la revisión del fallo condenatorio, se reconoce el recurso de casación sin ningún límite adicional a los que rigen para el procedimiento común y además, se agregaron motivos especiales, a saber: la irregular constitución del jurado, la arbitrariedad del rechazo de medidas de prueba, el cuestionamiento a las instrucciones al jurado, y el apartamiento manifiesto del veredicto condenatorio a la prueba producida, o su incompatibilidad con el sentido de las interrogantes votadas por el jurado. Estimamos que con todo ello, resulta plenamente aplicable la doctrina “Casal”, en el sentido de permitir al Tribunal de Casación Penal realizar el máximo esfuerzo revisor.


    Finalmente caben dos apreciaciones complementarias.


    El establecimiento del juicio por jurados es entendido en el presente proyecto como un derecho del imputado, que como tal resulta enteramente renunciable.


    Por ello, no solo se mantiene la posibilidad de que el imputado junto a su defensor acuerden la abreviación del juicio, sino que a la vez, se le reconoce la posibilidad de requerir el juzgamiento por medio del Tribunal en lo Criminal.


    De esta manera, la presente regulación concede una herramienta más para el diseño de las estrategias procesales de defensa, contribuyendo así a garantizar dos principios básicos del proceso penal, como son la eficiencia sin que ello traiga ínsito la condena de inocentes.


    En este sentido, ha de tenerse en cuenta que si bien el juicio por jurados es el modo para asegurar la participación ciudadana y el control republicano sobre los actos de gobierno del Poder Judicial, no es menos cierto que desde su nacimiento con la Carta Magna de Inglaterra de 1215, el juicio por jurados surgió como una garantía del imputado a ser juzgado por sus pares —judgment by peers—.


    En la misma línea, lo ha entendido la doctrina argentina, entre ellos Julio Maier, quien afirmó que “el ser juzgado por los propios conciudadanos es hoy antes un derecho fundamental de cada habitante, que una forma específica de distribución del poder político o de organización judicial. Cierto es que, desde este último punto de vista, al que hace referencia, preponderantemente, el art. 118, CN, el juicio por jurados comporta una clara decisión política acerca de la participación de los ciudadanos en las decisiones estatales, pero es indudable, también, que la CN, 24, esto es, en el capítulo de ella referido a los derechos y las garantías de los habitantes, nos concedió uno fundamental: el juicio de aprobación o desaprobación de nuestros conciudadanos presidiría el fallo penal, esto es, abriría o cerraría las puertas para la aplicación del Derecho penal, para el ejercicio, conforme a Derecho, del poder penal estatal (en Derecho Procesal Penal. Tomo I. Fundamentos, págs. 777 y ss.).


    A su vez, Edmundo Hendler en su trabajo “El juicio por jurados como garantía de la Constitución”, luego de enumerar detalladamente los antecedentes históricos del juicio por jurado, concluye también que principalmente se trata de una garantía individual del enjuiciado.


    Finalmente, en cuanto a la competencia de la Legislatura local para establecer el juicio por jurados en la provincia de Buenos Aires, debe destacarse no solo la naturaleza procesal del instituto, sino también lo indicado anteriormente en el sentido de que la Constitución Nacional, especialmente en el artículo 24, lo reconoce como una garantía de los ciudadanos que como tal debe ser operativizada.


    Por otro lado, resulta claro de la lectura del artículo 126 de la Constitución Nacional que las provincias tienen la facultad de dictar las leyes —aun de fondo— a las que hace referencia el artículo 75 inciso 12 de la Carta Magna, si con anterioridad el Congreso Nacional no lo hubiese hecho, resultando por lo demás determinante que en el citado artículo 126 se excluya a la regulación del juicio por jurados como una de las materias vedadas a las provincias. En esa inteligencia, debe interpretarse a todo evento, que la referencia del artículo 75 inciso 12 in fine, establece a lo sumo una facultad concurrente entre la Nación y las Provincias.


    Desde otro punto de vista, pero en igual sentido, se ha sostenido que la atribución del legislador nacional para el establecimiento del juicio por jurados, se refiere únicamente a delitos federales, pues en lo que hace a delitos comunes, las provincias tienen la facultad reservada para organizar su proceso penal y sus órganos de juzgamiento (arts. 5 y 121 de la Constitución Nacional). Claro está, las regulaciones provinciales deben hacerse “de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional” (artículo 5 de la Constitución Nacional), siendo justamente, uno de esas garantías, el derecho al juicio por jurados (artículo 24).


    La ley


    A modo de síntesis y para entender mejor cuál será el rol de los ciudadanos comunes que participarán en los juicios por jurado en la provincia de Buenos Aires, hacemos hincapié en los artículos que se refieren a las responsabilidades y a las obligaciones que derivan de la ley.


     


    ARTÍCULO 1°. Modifícanse los artículos 1°, 20, 101, 106, 210, 335, 338, 357, 369, 370, 372, 450, 452 y 454 de la Ley N.° 11922 y sus modificatorias —Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires—, los que quedan redactados de la siguiente manera:


    ARTÍCULO 1°. Juez natural y juicio por jurados. Juicio previo. Principio de inocencia. Non bis in idem. Inviolabilidad de la defensa. Favor rei. Nadie podrá ser juzgado por otros jueces que los designados de acuerdo con la Constitución de la Provincia y competentes según sus leyes reglamentarias; ni penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso y sustanciado conforme a las disposiciones de este Código; ni considerado culpable mientras una sentencia firme no lo declare tal; ni perseguido penalmente más de una vez por el mismo hecho.


    La competencia y el procedimiento para el juicio por jurados en causas criminales se ajustarán a las normas de este Código. Es inviolable la defensa de las personas y de los derechos en el procedimiento.


    En caso de duda deberá estarse siempre a lo que sea más favorable al imputado.


    La inobservancia de una regla de garantía establecida en beneficio del imputado no se podrá hacer valer en su perjuicio.


    La imposición de medidas de seguridad en los términos del artículo 34 inciso 1º del Código Penal requiere la previa observancia de las normas relativas al juicio previstas en el Libro III de este Código.


     


    ARTÍCULO 338. Integración del Tribunal. Citación a Juicio. Recibida la causa, e integrado el Tribunal conforme las disposiciones legales, comienza la etapa de juicio.


    Cuando el juicio se celebre con jurados, se sorteará por ante la oficina respectiva el juez que dirigirá el debate.


    Se notificará inmediatamente la constitución del Tribunal o del juez en el juicio por jurados a todas las partes, las que en el mismo acto serán citadas a juicio por el plazo individual de diez (10) días, a fin de que interpongan las recusaciones que estimen pertinentes, y ofrezcan las pruebas que pretendan utilizar en el debate, con excepción de las partes civiles.


    En la misma oportunidad, las partes deberán manifestar expresamente si consideran necesario realizar una audiencia preliminar.


    Consentida o establecida con carácter firme la integración del Tribunal o del juez en el juicio por jurados, si alguna de las partes lo hubiese solicitado, se fijará la audiencia en el plazo más breve posible, la que será realizada ante el Tribunal en pleno o unipersonal, o, en el caso del juicio por jurados, ante el juez sorteado.


    En el curso de la audiencia se tratará lo referido a:


    1. Las pruebas que las partes utilizarán en el debate y el tiempo probable que durará el mismo.


    2. La validez constitucional de los actos de la investigación penal preparatoria que deban ser utilizados en el debate y las nulidades que pudieran existir, siempre que tales cuestiones no hubieren sido planteadas y resueltas en dicha etapa investigativa.


    3. Las excepciones que no se hubiesen planteado con anterioridad o fueren sobrevinientes.


    4. La unión o separación de juicios.


    5. Las diligencias a realizar en caso de que sea necesaria una instrucción suplementaria, estableciendo su objeto y tiempo de duración.


    Si se estableciere en cualquier etapa del proceso que el Fiscal ha ocultado prueba a la defensa favorable a la defensa, ello traerá aparejado la nulidad de lo actuado.


    El ocultamiento de prueba a la defensa constituye falta grave para el Ministerio Público.


    El Tribunal podrá sugerir la prescindencia de aquella prueba que aparezca como manifiestamente impertinente, superabundante o superflua, a cuyo fin podrá convocar a las partes a la audiencia aun sin petición expresa de estas, si lo considerare necesario.


    El Tribunal dictará resolución sobre las cuestiones pertinentes dentro del término de cinco (5) días de ofrecida la prueba o de recibida la audiencia, según sea el caso.


    Salvo las resoluciones que impidan la prosecución de la causa, las cuales podrán ser apeladas ante la Cámara de Garantías, no habrá recurso alguno contra lo dispuesto en esta etapa y la parte agraviada podrá formular protesta, la que equivaldrá a la reserva de los recursos de apelación, casación y extraordinarios que pudieren deducirse contra la sentencia definitiva, según corresponda conforme los artículos 20 y 21.


    Si la protesta no fuere efectuada dentro de los tres (3) días de la notificación, la parte afectada perderá el derecho al recurso.


    Las partes podrán acordar la realización de una audiencia oral y pública a fin de tratar salidas alternativas al juicio oral, la que deberá celebrarse, según corresponda, hasta treinta (30) días antes de la fecha fijada para la audiencia del debate oral.


    Cuando en la audiencia no se arribare a un acuerdo alternativo, decaerá para las partes el derecho de proponer acuerdos ulteriores y el caso deberá resolverse mediante juicio oral y público.


     


    ARTÍCULO 22 bis. El Tribunal de jurados conocerá en los delitos cuya pena máxima en abstracto exceda de quince (15) años de prisión o reclusión o, tratándose de un concurso de delitos, alguno de ellos supere dicho monto.


    En el plazo previsto en el artículo 336, el imputado, personalmente o por intermedio de su defensor, podrá renunciar a la integración del Tribunal con jurados, en cuyo caso el Tribunal se conformará de acuerdo a lo establecido en el artículo 22. La renuncia deberá ser ratificada por el imputado en presencia del Juez, quien previamente le informará de las consecuencias de su decisión, y verificará si fue adoptada libremente y sin condicionamientos.


    En caso de existir pluralidad de imputados, la renuncia de uno de ellos determinará la integración del Tribunal de conformidad a lo establecido en el artículo 22.


     


    ARTÍCULO 338 bis. Integración del juicio por jurados. Condiciones. Impedimentos. Remuneración.


    1. En la ocasión del primer apartado del artículo 338, y en los casos del artículo 22 bis, el Tribunal de jurados estará compuesto por un juez, que actuará como su Presidente, doce (12) jurados titulares y seis (6) suplentes.


    La función de jurado es una carga pública obligatoria y es un derecho de todos los ciudadanos que habiten la Provincia de Buenos Aires para participar en la administración de justicia.


    2. Para ser miembro de un jurado se deberán reunir las siguientes condiciones:


    
      	Ser argentino nativo o naturalizado con no menos de cinco (5) años de ciudadanía.


      	Tener entre 21 y 75 años de edad.


      	Entender plenamente el idioma nacional.


      	Estar en pleno ejercicio de los derechos ciudadanos.


      	Gozar de aptitud física y psíquica suficientes para el desempeño del cargo.

    


    3. No podrán ser miembros del jurado:


    
      	Los que desempeñen cargos públicos por elección popular, o cuando fuere por nombramiento de autoridad competente desempeñen un cargo público con rango equivalente o superior a Director, en el Estado Nacional, Provincial o Municipal, o en entes públicos autárquicos o descentralizados, ni los representantes de órganos legislativos en el orden Nacional, Provincial o Municipal.


      	Los funcionarios o empleados del Poder Judicial Nacional o Provincial.


      	Los integrantes en servicio activo o retirados de las fuerzas de seguridad, defensa y/o del Servicio Penitenciario, como así también los integrantes y/o directivos de sociedades destinadas a la prestación de servicios de seguridad privada.


      	Quienes hubiesen sido cesanteados o exonerados de la administración pública nacional, provincial o municipal, o de fuerzas de seguridad, defensa y/o del Servicio Penitenciario.


      	Los abogados, escribanos y procuradores.


      	Quienes se encuentren alcanzados por las situaciones del artículo 47.


      	Los condenados por delito doloso mientras no hubiera transcurrido el plazo del artículo 51 del Código Penal.


      	Los imputados que se encuentren sometidos a proceso penal en trámite.


      	Los fallidos por el tiempo que dure su inhabilitación por tal causa.


      	Los ministros de un culto religioso.


      	Las autoridades directivas de los Partidos Políticos reconocidos por la Justicia Electoral de la Provincia o por la Justicia Federal con competencia electoral.

    


    4. La función de jurado será remunerada de la siguiente manera:


    
      	Cuando se trate de empleados públicos o privados, mediante declaratoria en comisión con goce de haberes, de carácter obligatorio para el empleador.


      	En caso de trabajadores independientes o desempleados, podrán ser retribuidos a su pedido, con la suma de dos jus diarios.

    


    En ambos casos, si así lo solicitasen los jurados seleccionados y si correspondiere por la duración del juicio o las largas distancias que deban recorrer para asistir al mismo, el Estado les asignará a su favor una dieta diaria suficiente para cubrir sus costos de transporte y comida. A tales efectos, la Suprema Corte de Justicia dispondrá de una partida especial que estará prevista en el presupuesto correspondiente.


     


    ARTÍCULO 371 quáter: Veredicto.


    1. El veredicto deberá versar, respecto de cada hecho y de cada acusado, sobre lo atinente a:


    
      	La existencia del hecho en que se sustenta la acusación.


      	La eventual participación del o de los imputados en el mismo.


      	Las determinaciones fácticas y probatorias que las partes sometan a su consideración en los términos del artículo 371 bis.

    


    Cuando el jurado deba pronunciarse sobre la concurrencia o no de una causa de justificación, inimputabilidad, inculpabilidad o de una excusa absolutoria, su pronunciamiento se limitará en forma exclusiva a declarar o no acreditadas las circunstancias de hecho y probatorias que fueran relevantes para la decisión de las mismas.


    El veredicto de culpabilidad requerirá como mínimo de diez (10) votos afirmativos sobre las cuestiones planteadas. Si el delito por el que fuera calificado legalmente el hecho en que se sustenta la acusación tuviera prevista pena de prisión o reclusión perpetua, se requerirá unanimidad de votos afirmativos.


    Si se resolviera negativamente la primera o segunda cuestión, no se tratará la tercera.


    Salvo lo dispuesto en el apartado 2), la sesión terminará cuando se obtenga un veredicto de culpabilidad o de no culpabilidad.


    2. Jurado estancado. Cuando no se obtuviere el número de votos requeridos respecto a los interrogantes planteados en a) y/o b) del apartado anterior, se debatirá y votará nuevamente la cuestión hasta tres (3) veces.


    De mantenerse la situación, el veredicto será de no culpabilidad, salvo que se hubieran obtenido más de siete votos afirmativos, en cuyo caso el jurado se declarará estancado, y el presidente hará saber tal circunstancia al secretario.


    El juez convocará inmediatamente al jurado a la sala de audiencia. Una vez presentes todas las partes, el o los imputados y la totalidad del jurado, el juez comunicará que el jurado se declaró estancado, y le preguntará al fiscal si habrá de continuar con el ejercicio de la acusación.


    En caso negativo, el juez absolverá al acusado, salvo que el ofendido constituido en particular damnificado sostenga la acusación que hubiere formulado el fiscal en la oportunidad del artículo 334.


    En caso afirmativo, el jurado volverá a deliberar y votar las cuestiones. Si el jurado continuase estancado, se procederá a su disolución, y se dispondrá la realización del juicio con otro jurado.


    Si el nuevo jurado también se declarase estancado, el veredicto será de no culpabilidad.


    3. Veredicto de no culpabilidad. Cuando el veredicto fuera de no culpabilidad, no se podrá incluir ningún otro aditamento o aclaración, y el formulario final será confeccionado, firmado y datado por el presidente en presencia de todo el jurado. Asimismo, se ordenará la inmediata libertad del imputado y la cesación de las restricciones impuestas, o la aplicación de las medidas de seguridad resueltas oportunamente.


    4. Veredicto de culpabilidad. Cuando el veredicto fuera de culpabilidad, el jurado procederá a debatir y votar las interrogantes sobre determinaciones fácticas y probatorias sometidas a su consideración en los términos del artículo 371 bis. La votación se efectuará en forma afirmativa o negativa. No será exigible mayoría en uno u otro sentido, y sólo se dejará constancia del resultado de la votación del interrogante.


    5. Presiones para el voto. Incomunicación. Los miembros del jurado tendrán obligación de denunciar ante el juez por escrito, a través del presidente, sobre cualquier tipo de presiones, influencias o inducciones que hubiesen recibido para emitir su voto en un sentido determinado. Si las circunstancias del caso así lo requieren, de oficio o a pedido de parte, el juez podrá disponer que los miembros integrantes del Jurado y los suplentes no mantengan contacto con terceros ni con medios de comunicación masivos durante todo el desarrollo del juicio, disponiendo excepcionalmente —en su caso— el alojamiento en lugares adecuados a cargo del Estado Provincial.


    6. Reserva de opinión. Los miembros del jurado están obligados a mantener en absoluta reserva su opinión y la forma en que han votado. Las boletas utilizadas para la votación serán destruidas de inmediato una vez obtenido el veredicto, cuidándose de que no tomen conocimiento de ellas personas ajenas al jurado.


    7. Pronunciamiento del veredicto. Para pronunciar el veredicto, se observará el siguiente procedimiento bajo pena de nulidad. El presidente del jurado le hará saber al secretario que ya han arribado a un veredicto. El juez convocará inmediatamente al jurado a la sala de audiencias. Una vez presentes todas las partes, el o los imputados y la totalidad del jurado, el juez le preguntará en voz alta al presidente del jurado si han llegado a un veredicto. En caso afirmativo, le ordenará que lo lea en voz alta. De acuerdo al veredicto, se declarará, en nombre del pueblo, culpable o no culpable al o a los imputados. Si el veredicto fuera de culpabilidad, el presidente del jurado entregará al juez el escrito con el resultado de la votación sobre los interrogantes. Con el pronunciamiento del veredicto finalizará la intervención de los jurados.


    8. Irrecurribilidad. El veredicto absolutorio del jurado es irrecurrible. El recurso contra la sentencia condenatoria derivada del veredicto de culpabilidad se regirá por las disposiciones de este Código.


     


    ARTÍCULO 375 bis. Sentencia en juicio por jurados.


    Cuando el juicio se celebre por Tribunal de jurados, la sentencia se ajustará a las normas previstas en este Código, pero deberá contener el veredicto del jurado, la decisión sobre los interrogantes en los términos de los incisos 1 y 4 del artículo 371 quáter, y la transcripción de las instrucciones dadas al jurado sobre las disposiciones aplicables al caso.


    Cuando el veredicto fuera de culpabilidad y se hubiere dejado constancia de circunstancias fácticas que podrían dar lugar a la no punibilidad de la conducta, el juez resolverá las cuestiones de derecho que considere esenciales, y de corresponder, podrá dictar sentencia absolutoria.


    Si el Juez estimare que el veredicto de culpabilidad resulta manifiestamente contrario a la prueba producida en el proceso o fuera incompatible con el sentido en que se votaron los interrogantes, procederá por resolución fundada a decretar su nulidad, ordenando la realización de un nuevo debate con otro Tribunal. Su decisión será irrecurrible.


    Si correspondiere la imposición de una pena privativa de la libertad de efectivo cumplimiento y hubiere pedido de parte, el juez podrá disponer una medida de coerción, agravar la aplicada o aumentar las condiciones a que se encuentre sometida la libertad del imputado; aun cuando el fallo no se hallare firme y en proporción al aumento verificado de peligro cierto de frustración del proceso.


    El rol de los medios ante el juicio por jurados


    El efecto mediático que tienen los casos judiciales —muchos de ellos tratados en este libro— en la actualidad hace necesario que ubiquemos qué efecto puede tener en los ciudadanos elegidos como jurados lo que se publica en los medios de comunicación.


    Está claro que los casos que lleguen a esta instancia, según lo tipificado por la ley de la provincia de Buenos Aires, tendrán repercusión en los grandes medios y estarán en los diarios de mayor circulación, donde se hablará del autor del hecho, las pruebas, los documentos, los testigos, las pericias, es decir, todo aquello que forma parte de un proceso penal, que será la base sobre la cual el jurado independiente deberá expedirse.


    Es necesario determinar de qué manera influye lo que se trasmite en la conciencia de cada uno de los jurados, quienes tendrán en sus manos la decisión de declarar la culpabilidad o la inocencia de una persona. Esos ciudadanos tendrán libre acceso a lo que se publica, pero es necesario darles herramientas para poder canalizar conscientemente la información que reciben.


    Será importante evitar que desde los medios se instale la inocencia o la culpabilidad de un acusado previamente al veredicto del jurado. La condena mediática más la pública, que es la de los ciudadanos, puede tener un efecto nocivo en el resultado del caso a tratar. Más aún si tenemos en cuenta que uno de los delitos a ser sometido a juicio por jurados es el de violación seguida de muerte u otros delitos graves.


    Generalmente, y así lo demuestra la experiencia judicial, en el primer momento del caso, aparece algún detenido para calmar la sed de justicia, que luego resulta ser un chivo expiatorio, o alguien que tiene antecedentes por un hecho similar, aunque después es ajeno al hecho. Estos personajes, que emergen en todos los casos por acción policial que sale a la caza de brujas ante la presión popular por la gravedad del hecho, son luego desafectados de las causas por la acción y análisis de los jueces y de los fiscales. Si alguno de ellos no consigue tener esa suerte, llegarán a juicio por jurados con el escarnio mediático y popular que solo les garantizará una condena segura de la cual será difícil volver atrás.


    Como los jurados son legos, pueden ser presionables fácil e inconscientemente por lo que se publica o por lo que se dice en la sociedad respecto de un caso determinado. En los países donde hay juicio por jurados y existe la pena de muerte, como en algunos estados de Estados Unidos de América, la equivocación del jurado es trágica, ya que el sujeto sometido a proceso penal por hechos graves es ejecutado y no existe retorno. Hubo muchos casos donde tiempo después se probó que los culpables que pasaron por la silla eléctrica, la cámara de gas o la inyección letal eran inocentes de los cargos que se les habían impuesto y más allá de las disculpas y las acciones civiles por indemnización contra los estados que la aplicaron, la persona en cuestión ya había sido asesinada legalmente.


    Si bien en nuestro país no existe la pena capital, también es muy grave que se aplique prisión perpetua a una persona que no cometió delito alguno y que recibió una condena por presión popular o mediática. Sería conveniente que se legisle también sobre la relación de los jurados con los medios en cuanto a dar notas, hablar del caso en cuestión, prejuzgar antes de resolver, etcétera.


    Se puede decir que los jueces también están sujetos a presiones, pero ellos son técnicos en la materia del derecho penal, tienen códigos de procedimiento y, en caso de error, siempre hay una instancia superior. En el juicio por jurado, también puede revisarse el fallo, pero de manera excepcional.


    Un caso paradigmático de este tipo de juicios, que pasó a la historia como una de las injusticias más grandes a nivel jurídico, fue el de Nicola Sacco y Bartolomeo Vanzetti, dos inmigrantes italianos anarquistas que fueron juzgados, sentenciados y ejecutados en la silla eléctrica, el 23 de agosto de 1927, en el estado de Massachusetts, por el presunto robo a mano armada y el asesinato de dos personas en 1920 en South Braintree. El caso generó una enorme controversia a nivel internacional, se acusó al fiscal y al juez de predisponer al jurado a condenar a los inmigrantes al resaltar los sentimientos antianarquistas, coercionar testigos y plantar pruebas.


    Después de cincuenta años de haber sido ejecutados, el gobernador del estado de Massachusetts, Michael Dukakis, aseguró que Sacco y Vanzetti fueron injustamente enjuiciados y encarcelados. Quedó claro que el jurado fue manipulado por los poderes políticos y por la prensa de la época que los colocaba como autores de los crímenes. Este es un claro ejemplo —y muy doloroso, por cierto— de lo peligroso que puede resultar, en casos con repercusión pública o política, la posición que adopten los medios de comunicación ya que pueden influir más que las pruebas que surjan del expediente.


    El juicio por jurados es un avance importante en la legislación, aunque tiene algunos reparos por parte de los que no lo aceptan. No obstante esto, la penetración de los medios masivos de comunicación hace que la implementación de este sistema requiera razonabilidad para que el último fin se cumpla, es decir, hacer justicia, un valor tan necesario y esperado por los ciudadanos que lo necesitan en forma inmediata para volver a creer en una de las instituciones de la democracia que es el Poder Judicial de la Nación Argentina.

  


  
    CAPÍTULO CATORCE

    El acceso a la Justicia. Patrocinio jurídico y gratuito


     


     


     


     


    En una causa penal, todo acusado de un delito tiene derecho de defensa en juicio con la presencia de un abogado de la matrícula. Cuando los acusados son personas de pocos recursos y no pueden contratar a un profesional, el Estado debe proveer de un letrado oficial —un defensor oficial— para garantizar su derecho constitucional. No puede haber acusado que no tenga defensa técnica.


    Muchas veces, cuando un caso se vuelve mediático y alguno de los involucrados posee un defensor oficial, se escucha la frase: “Encima, nosotros le tenemos que pagar el abogado”. Esto es así por ley y es correcto que un defensor oficial asista a quien no puede costear un abogado. Por supuesto, también necesitan acceder a la justicia las víctimas de los delitos, lo cual es un derecho consagrado por la Constitución Nacional.


    Los tratados internacionales remiten a este principio, es decir, que la justicia debe estar al alcance de todos por igual y sin restricciones de carácter económico. Sin embargo, el aumento de la población en los centros urbanos y el incremento de la litigiosidad han sobrepasado las respuestas de los organismos públicos que administran justicia. Por eso, en muchos casos, las personas de bajos recursos se ven privadas de acceder a este derecho.


    Ante la situación de carencia, diferentes instituciones públicas y de la sociedad civil brindan un servicio de asistencia profesional que va desde la recepción de denuncias en centros de orientación legal hasta el patrocinio jurídico gratuito para llevar sus causas en los tribunales.


    Así se pueden denunciar delitos o contravenciones llamando por teléfono, ingresando por Internet o pidiendo orientación legal sin esperar plazos largos o soportar trámites burocráticos. En muchos de estos casos, además, las víctimas y los testigos son acompañados por un equipo interdisciplinario de abogados, psicólogos y trabajadores sociales que los asesoran, informan y contienen durante el proceso judicial.


    En general, su propuesta se basa en acortar las distancias que separan a las personas de las instituciones y en concebir a la justicia como un servicio al que la gente pueda acceder en forma igualitaria.


    El listado de estas instituciones es variado y extenso. Como servicio, adjuntamos a continuación algunos lugares donde se puede acudir.


     





Programa Asistir del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación


    (011) 4310-5786/5959


    25 de mayo 654, PB, CABA


     


    Defensoría de Pobres y Ausentes


    Defensoría General de la Nación


    (011) 4371-7251


    Talcahuano 624, piso 1, CABA


     


    Centro de Formación Profesional de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires


    (011) 4371-2861


    Talcahuano 550, piso 8 (Tribunales), CABA


     


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal


    (011) 4379-8700, int. 249


    Uruguay 410, CABA


     


    Unidos por la Justicia


    www.unidosjusticia.org.ar


     


    Centro de estudios Legales y Sociales (CELS)


    www.cels.org.ar


     


    Asociación por los Derechos Civiles (ADC)


    www.adc.org.ar


     

  


  
    CAPÍTULO QUINCE

    Reflexión final


     


     


     


     


    A lo largo de este trabajo, hemos aportado algún elemento importante para entender el rol de los medios de comunicación con relación a informar sobre temas vinculados a la justicia, fundamentalmente, para demostrar que la justicia no es lo que la gente cree que es y tampoco lo que los medios quieren o especulan tiene que ser. El Derecho es una ciencia, no exacta, pero ciencia al fin. Se nutre de la Constitución Nacional y a partir de ella, con el Código Penal de la Nación y los Códigos procesales, los que dicta cada provincia en función de su autonomía.


    Para entender y poder trasmitir un fallo, es necesario articular el hecho con el derecho y determinar la culpabilidad o la inocencia de una persona. Aunque no es tan sencillo, porque si bien la ley es la misma para todos, los jueces, que son los únicos que la aplican, tienen un amplio margen de interpretación que hace que un hecho sea valorado en forma distinta por jueces del mismo grado. Ellos pueden interpretar la ley a su antojo dentro de los cánones legales y eso es válido. Imaginemos que, una vez convertido en mediático, toda la sociedad opina sobre un caso, sobre un hecho delictivo, con la diferencia de que esa opinión no es vinculante para el justiciable, pero en la sociedad genera un virtual estado de culpabilidad que es más penetrante que la sentencia del Poder Judicial.


    Entonces, hay que trabajar, y este libro va en esa dirección: en que las sentencias que se dictan con todas las garantías de ley (siempre con un mínimo margen de error) sean confiables, creíbles o aceptables para el pueblo en general; en que los jueces no hagan lo que dice la gente o publican los medios, sino que con la ley y sin apartarse de ella, se acepten los fallos judiciales, porque la investigación fue trasparente, se trasmitió a la sociedad por los medios masivos lo que pasaba en un expediente judicial y se llegó a la verdad jurídica, que es la que se puede probar en una causa judicial, ya que la verdad histórica nunca se puede probar, salvo que el autor se quiebre y confiese el hecho.


    También, que el pueblo crea en sus instituciones es lo que da más salud a la democracia y personalmente pienso que si no se cree en la justicia de un país, este está marchando hacia un rumbo que tarde o temprano se le volverá en contra, ya que todos seremos víctimas de una gran injusticia.


    Para este precepto es de vital importancia el rol de los medios masivos de comunicación, que tienen la misión de comunicar, valga la redundancia, lo que los jueces resuelven en todos los casos, pero aún más en aquellos resonantes, con gran repercusión social, algunos de los cuales han sido tratados en parte en este humilde trabajo.


    Además, los hechos policiales y judiciales atrapan a la opinión pública que toma partido, acusa, defiende, busca culpables, chivos expiatorios, y los medios de comunicación le dan esos elementos, a veces nocivos para la buena administración de justicia, siendo necesario que estos sean más precisos, estén ajenos a operaciones mediáticas o políticas, sobre todo, cuando se investigan hechos de corrupción tan sensibles para la sociedad y que también se han mencionado a lo largo de estos capítulos.


    Me gustaría personalmente que este trabajo sirva como un aporte para aceptar lo obvio según el Estado de derecho, que plantea que una persona es culpable cuando una sentencia condenatoria así lo establece y no cuando la opinión pública —manipulada muchas veces por los medios de comunicación— determina que alguien es culpable, aunque para la justicia fue declarado inocente, o viceversa, y se produce un escarnio popular sobre una persona que ya tuvo suficiente castigo al haber sido enjuiciada injustamente por un hecho que no cometió. Y hasta quizá sea pasible de escraches en la vía publica por esa acusación popular, teniendo en su conciencia y en su haber una sentencia que legalmente lo declaró inocente del hecho que se le imputaba.


    No más condenas mediáticas o populares, solo condenas judiciales. Si los jueces se equivocaron, están los remedios procesales vía apelación en instancias superiores o, eventualmente, si fueron banales o cometieron incumplimiento de su función, la acción del Consejo de la Magistratura que puede llegar a la destitución de un magistrado cuando ha actuado al margen de la ley.


    Como se observa, está previsto en la ley. Lo que escapa es la difusión mediática de casos que generan opinión, y contra eso, los jueces solo pueden observar sin intervenir en la libertad de expresión, derecho fundamental en todo Estado democrático.


    Llegará el día en que la sociedad crea en la justicia, como ocurre en la mayoría de los países del primer mundo, con democracias estables. Así, tendremos un país mejor, más creíble institucionalmente y el ciudadano se sentirá parte de la administración de justicia.

  


  
    CAPÍTULO DIECISÉIS

    Diccionario de términos judiciales


    
       


       


       


       


      A


       


      AABA. Sigla. Asociación de Abogados de Buenos Aires.


      ab initio. Locución adverbial latina que significa ‘desde el principio’, ‘sin testamento’, ‘descuidada, abandonadamente’.


      ab intestato. For. Locución adverbial latina que significa ‘procedimiento judicial sobre herencia y adjudicación de bienes de la persona que fallece sin haber dejado testamento’.


      abigeato. (Del lat. abigeãtus). m. For. Hurto de ganado o bestias.


      abogado, da. (Del lat. advocãtus, ‘ser llamado’). El que es llamado o convocado para defender a otro. El que aboga, que defiende o habla a favor de otro.


      abordaje. m. Acción de abordar un barco a otro, especialmente con la intención de combatirlo.


      aborto. m. For. Homicidio de una persona concebida, pero que no ha nacido. (Cuando es provocado y no es terapéutico).


      abrogación. f. Acto de dejar sin efecto una ley anterior por medio de otra ley nueva.


      absolución. f. Decisión judicial por la cual se declara no punible a la persona acusada. Se utiliza en el fuero penal o correccional; en el civil, comercial o laboral se hablará del rechazo de la demanda.


      abuso del derecho. Ejercicio irregular de un derecho.


      abuso deshonesto. Delito que consiste en realizar actos obscenos con personas de uno u otro sexo sin que haya acceso carnal, y siempre que la víctima sea menor de 12 años, se halle privada de razón o se haya usado fuerza o intimidación. Ej.: manoseos, obligación de masturbar o de practicar sexo oral (fellatio in ore).


      accidente. m. Acontecimiento fortuito que causa un daño a una persona o cosa. ~ in itinere. Locución adverbial latina que significa ‘el que se produce en el trayecto de ida o regreso’.


      acción civil. La que se ejerce mediante la interposición de la demanda a los efectos de reclamar un derecho. (Demanda y no “querella”).


      acción paulatina. Aquella que se acuerda con el acreedor para demandar la revocación de los actos celebrados maliciosamente por el deudor en perjuicio de sus derechos. Ej.: una venta tendiente a insolventarse.


      acervo. m. Montón de cosas menudas. Haber que pertenece en común a los coherederos de una sucesión o a los socios de una compañía. Caudal, riqueza.


      acoso sexual. Acto de perseguir o importunar a un trabajador con relación de dependencia, llevado a cabo por un superior, con fundamento en razones sexuales. El acoso puede provenir también de un supervisor, pero siempre la relación de jerarquía y subordinación tiene implicancia. (Rodríguez Saiach).


      acto jurídico. Todo acontecimiento que, por disposición de la ley, produce efectos jurídicos. Son actos jurídicos los actos voluntarios lícitos que tengan, por fin inmediato, establecer entre las personas relaciones jurídicas, crear, modificar, transferir, conservar o aniquilar derechos. Ej.: contrato, matrimonio, etcétera.


      actual malice. Real malicia. Real malicia es una declaración hecha con un temerario desprecio por la verdad. Para algunos, factor de atribución de la responsabilidad —civil y penal— del periodista. (Véase “real malicia”).


      ad effectum vivendi. Locución adverbial latina que significa ‘para ser visto’, ‘a efecto de que se lo tenga a la vista’. Ej.: pedir un expediente.


      ad probationem. Locución adverbial latina que se refiere a que una formalidad es exigida en un acto jurídico como medio de prueba, pero no para darle validez a un acto. Ej.: la escritura.


      ad solemnitatem. Locución adverbial latina que se refiere a que la formalidad es impuesta por la ley para dar validez al acto. Ej.: escritura pública.


      adopción. f. Acto jurídico por el cual se recibe como hijo propio al que no lo es por naturaleza.


      afanar. Lunf. Robar. Hurtar.


      albacea. Persona designada por el testador para cumplir o ejecutar lo dispuesto en su testamento.


      alevosía. f. Cautela para asegurar la comisión de un delito contra las personas, sin riesgo del delincuente. Es circunstancia que agrava la pena.


      allanamiento. m. Registro de un domicilio con mandamiento judicial. ~ a la demanda. En el proceso civil, es el acto por el cual el demandado se aviene a la pretensión del actor o demandante. ~ de morada o domicilio. Acto de entrar en una casa ajena en contra de la voluntad de su dueño. Si lo hace un juez es lícito; de lo contrario, es ilegal. Puede configurar el delito de violación de domicilio. En derecho civil, a la inspección que hace el juez en un domicilio no se la llama allanamiento sino “reconocimiento judicial”. (Antiguamente, se conocía bajo el nombre de “inspección ocular”).


      amenaza. f. Es un delito contra la libertad psíquica de la persona. Consiste en una manifestación seria e ilegítima de ocasionar un daño futuro. Acción que procura alarmar o amedrentar. Se consuma cuando esa manifestación llega a conocimiento de la víctima. ~ con coacción. Cuando la amenaza tiene por fin obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad.


      amenguar. Disminuir, menoscabar.


      amparo, acción de. Pretensión que tiene por objeto que se deje sin efecto un acto u omisión de autoridad pública o de un particular que, en forma actual e inminente, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos o garantías explícita o implícitamente reconocidos por la Constitución Nacional. Queda exceptuada la libertad individual, tutelada por el hábeas corpus.


      analogía. f. Relación de semejanza entre cosas distintas. Gram. Semejanza formal entre los elementos lingüísticos que desempeñan igual función o tienen entre sí alguna coincidencia significativa. Fisiol. Correspondencia de funciones entre órganos o partes de diferente estructura u origen. Jur. Procedimiento por el cual un caso no previsto por la ley puede ser resuelto mediante la aplicación de otra norma semejante. Se integra un vacío legal. No es aplicable en derecho penal.


      antijurídico, ca. Contrario al “deber ser”. (Dígase antijuridicidad y no “antijuricidad”).


      apelación. f. Der proc. Recurso que se interpone ante una instancia superior para impugnar una resolución, auto o sentencia, y se solicita se revoque o anule.


      apelar. Recurrir ante el juez o tribunal superior para que modifique total o parcialmente la decisión de un juez o de un tribunal inferior.


      apología del delito. Justificar públicamente un delito o al condenado por un delito.


      apremios ilegales. Tormentos menores efectuados, muchas veces, para lograr la confesión de una persona.


      apropiación indebida. Delito que consiste en apoderarse, a título de dueño, de una cosa mueble o usarla indebidamente cuando fue recibida en depósito, comisión o administración o por cualquier otro título.


      arbitrariedad. f. Abuso de poder. Se produce cuando los gobernantes actúan por capricho, odio, maldad o interés y realizan actos contrarios a la razón y a la justicia, aunque encuadren dentro del derecho. sentencia arbitraria. La basada en la voluntad del juez y no en la ley. Se considera así también a los fallos infundados, incongruentes, irrazonables, absurdos, no equitativos, injustos, etc. Para saber si una sentencia es arbitraria, es preciso conocerla íntegramente, en todas sus partes (resultados, considerandos y fallo), porque de lo contrario, la crítica puede ser arbitraria o infundada.


      arma. f. Instrumento, medio o máquina destinados a atacar o a defenderse. ~ blanca. Aquella que ataca la superficie corporal por la punta, el filo, o por ambos elementos a la vez. ~ de fuego. Son armas propias, en el sentido de que han sido construidas con el fin de ofender o defenderse. A los fines de su identificación, cuando el arma sospechada es una pistola, ordinariamente, basta con un solo proyectil testigo. En cambio, cuando es un revólver, hay que obtener tantos proyectiles testigos como unidades cargue su tambor (Albarracín). ~ impropia. Todo otro instrumento con el que se pueda herir o matar a una persona, pero no fue hecho con ese fin. Ej.: automóvil. disparo a boca de jarro. Cuando la boca del arma es aplicada contra el cuerpo de la víctima. disparo a quemarropa. Se refiere a la distancia que ocasiona quemadura de ropa o de cuerpo.


      arresto. m. Detención provisional del presunto reo. También, puede ser una variante de pena (en las contravenciones).


      asilo, derecho de. Derecho de un Estado de amparar a un perseguido por la justicia o autoridades de otro Estado. asilo diplomático. El que se practica por los agentes diplomáticos acreditados en el extranjero. (Véase “extradición”).


      asociación ilícita. Es la reunión de tres o más personas con el objeto de cometer delitos. Se habla de asociación o banda. El delito se consuma por el solo hecho de ser miembro de ella.


      auto. m. Der. Resolución judicial que decide cuestiones secundarias, previas, incidentales o de ejecución, para las que no se requiere sentencia.


      autopsia. f. Med. Examen externo e interno del cadáver, llevado a cabo para investigar y diagnosticar las causas de la muerte.


      autor material. Jurídicamente, es el que perpetra efectivamente el delito, el que lo lleva a cabo. autor intelectual. Es el que induce a cometer el delito.


      auxiliares de justicia. Personas llamadas a colaborar en la administración de justicia. Ej.: peritos.


      avenegra. En lenguaje popular, se llama así a los abogados. (Se les llama así porque antiguamente vestían de negro).


       


       


      B


       


      balística. f. Ciencia y arte que estudia integralmente las armas de fuego, el alcance y dirección de los proyectiles que disparan y los efectos que producen.


      banda armada. Grupo de personas formado para cometer delitos con armas de fuego.


      barra. f. Leng. pop. Conjunto de personas.


      beneficio. m. En general, el bien que se hace o se recibe. Utilidad, provecho. Favorecimiento, mejora. Derecho que compete a uno por ley o privilegio. ~ de competencia. El que se confiere a ciertos deudores para no obligarlos a pagar más de lo que buenamente puedan, dejándoles lo indispensable para una modesta subsistencia, y con cargo de devolución cuando mejoren su fortuna. ~ de excusión. El que se concede al fiador para que no pueda ser compelido a pagar hasta tanto se haya exigido el pago al deudor principal. ~ de inventario. El que se acuerda a los herederos para pagar solo por el total de los bienes recibidos.


      bien. f. Dícese de todo aquello que tiene una medida de valor y puede ser objeto de protección jurídica. ~ ganancial. Los que los cónyuges adquieren durante el matrimonio, con excepción de los que reciben por herencia, legado o donación. ~ jurídico protegido. Der. Pen. Se le llama así a aquellas cosas o derechos a los que la ley les asigna un valor y que deben ser tutelados. Ej.: la vida, el honor, la honestidad, la libertad, la propiedad, la administración pública, la fe pública, etcétera. ~ mostrenco. El que no tiene dueño.


      bigamia. (Del lat. bigămus, casado con dos). (Del gri. bis, dos veces, y gamos, matrimonio). f. Contraer matrimonio subsistiendo el anterior. Matrimonio doble o segundo matrimonio. Solo es válido el primero.


      boicotear. Privar a una persona o entidad de toda relación social o comercial para perjudicarla.


      Boletín Oficial. Publicación oficial diaria de leyes, decretos, edictos, etcétera.


      buena fe. Rectitud, honradez, buen proceder. Modo sincero y leal de proceder en los negocios. Propiedad. Comportamiento leal, honesto, recto. Creencia o persuasión personal de que aquel de quien se recibe una cosa, por título lucrativo u oneroso, es dueño legítimo de ella y puede transferir el dominio.


      bufete. m. Estudio o despacho de un abogado.


       


       


      C


       


      caducidad. f. Pérdida o extinción de una cosa o de un derecho. ~ de instancia. presunción legal de abandono de la acción judicial entablada.


      calumnia. f. Delito contra el honor. Es atribuir falsamente a otro la comisión de un delito perseguible de oficio (de acción pública). Aunque es una especie de injuria, no debe confundirse con esta. (Véase “honor”).


      camarista. Cualquiera de los jueces integrantes de las Cámaras de Apelaciones.


      camuflar. Este verbo y sus derivados deben utilizarse con el sentido de ocultar o mimetizar una instalación, vehículo, arma o prenda militares. En los restantes casos, se prefiere el uso de palabras como “disfrazar”, “enmascarar”, “disimular” o “encubrir”.


      capitis diminutio. Locución adverbial latina que significa ‘pérdida de alguno de los estados en la antigua Roma’. Capitis, de caput, significaba, en Roma, estado. Diminutio, más que pérdida, era cambio.


      careo. m. Confrontación de testigos o acusados que se contradicen en sus declaraciones.


      carga. f. Tributo o gravamen que se impone a una persona o cosa. Obligación que se contrae por razón de Estado, empleo u oficio. Mercadería. ~ de la prueba. f. Obligación de probar lo alegado, que corresponde al que lo afirma. La expresión se refiere a cuál de los sujetos del proceso (demandante, demandado, denunciante, denunciado, juez) debe producir la prueba de los hechos que son materia de debate.


      carta poder. Documento privado por el cual una persona faculta a otra para que, en su nombre y representación, intervenga en uno o varios asuntos o negocios.


      casación, recurso de. Aquel en el que interviene la Cámara de Casación, tribunal que está solo debajo de la Corte Suprema y que tiene competencia en todo el territorio nacional. Tiene por objetivo mantener la fiel, correcta y uniforme aplicación de la ley cuando quien recurre a él considera que la ley no fue aplicada o lo fue erróneamente.


      caso. m. Cualquier suceso o acontecimiento. Pueden ser comunes, inciertos, eventuales, fortuitos, previstos y no previstos. ~ fortuito. El suceso inopinado, que no se puede prever ni evitar. ~ incierto. El suceso o acontecimiento que puede verificarse, o dejar de acontecer, por depender solo del acaso, y no de la voluntad humana.


      caución. f. Der Pen. Garantía. Seguridad. Cautela. La seguridad dada por una persona a otra de que cumplirá lo convenido o pactado. Cautela pecuniaria que permite establecer la libertad provisional del procesado, que previamente cumple algunos requisitos (no reincidente, sin antecedentes judiciales, etc.).


      causahabiente. f. Der. habiente. Titular de derechos que provienen de otra persona denominada causante o trasmitente por medio de un acto de trasmisión o sucesión.


      causante. Der. Civ. Persona que trasmite a otra, llamada causahabiente, un derecho. En las sucesiones, el fallecido es el causante, es decir, la persona que deriva su derecho a otra.


      cédula. f. Papeleta de citación o de notificación, autorizada por funcionario judicial. Papel por el cual se cita a alguien para reunirse en la fecha que está designada. Instrumento que acredita la identidad de una persona. Documento en que se reconoce una obligación, y especialmente una deuda. ~ de citación. Documento por el cual se dirige un llamamiento, por orden de juez o tribunal, para que una determinada persona concurra a un acto o diligencia judicial.


      censura. f. Dictamen o juicio que se hace o da acerca de una obra o escrito. Nota o reprobación de alguna cosa. Examen, juicio, crítica, reconocimiento, advertencia, reprobación, corrección, reproche, reparo, regaño, repulsa, reprimenda, condena, desaprobación, rechazamiento, castigo, amonestación. ~ previa. Cualquier medida que impida, limite o dificulte que la información o la expresión de ideas lleguen a la opinión pública. Puede afectar no solo al periodismo, sino también a toda persona que desee expresarse. La prohibición de censura previa es de carácter absoluto. Una condena o reproche posterior a la publicación no es censura previa, salvo que tienda, en forma encubierta, a fomentar la “autocensura”.


      certeza jurídica. Clara, segura y firme convicción de la verdad jurídica (Gattari).


      cesantear. Argent. Debe decirse “dejar cesante”, “echar” o “despedir”.


      chantaje. m. Una de las formas de extorsión. Consiste en obtener algo a cambio de guardar silencio por algún hecho o acto que podría dañar la reputación de la víctima.


      chicana. f. Trampas legales, triquiñuelas, embrollos tendientes a dilatar un juicio. Es una acción temeraria.


      chorro, a. Lunf. Ladrón.


      citación. f. Diligencia por la cual se hace saber a una persona el llamamiento hecho por orden del juez para que comparezca en juicio a estar a derecho. ~ de remate. m. Emplazamiento que se hace al deudor en el juicio ejecutivo, previniéndole que se procederá a la venta de sus bienes embargados si no se presenta en juicio, satisface su deuda u opone alguna excepción que lo exima de hacerlo.


      cláusula. (Del lat. clausŭla, de clausus, ‘cerrado’). f. Disposición particular que forma parte de un tratado, edicto, convención, testamento y cualquiera otro acto o instrumento público o privado. ~ compromisoria. Aquella por la cual las partes acuerden que las eventuales divergencias emergentes de un contrato serán dirimidas por árbitros o mediadores, designados o a designar. ~ de conciencia. Es una tácita estipulación que se considera integrada en cualquier contrato de prestación de servicios periodísticos en función de la cual se concede al periodista la facultad de resolver su vínculo jurídico con la empresa editorial y obtener la indemnización que le hubiera correspondido, en el caso de despido laboral improcedente, cuando el motivo de esta resolución, por lo que respecta al periodista, sea un cambio notable en el carácter o la orientación del periódico y siempre que este cambio haya producido al periodista una situación que pueda afectar su honor, su reputación o sus intereses morales (Gálvez Montes).


      coacción. f. Fuerza o violencia que se hace a una persona para obligarla a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad. Un delito que atenta contra la libertad de tomar las propias decisiones.


      coactivo, va. Que tiene fuerza de apremiar y obligar. (No debe decirse “coaccionar” en lugar de violentar u obligar).


      coadjutor, ra. Persona que ayuda y acompaña a otra en ciertas cosas.


      código. m. Conjunto de reglas y normas que rigen el funcionamiento del lenguaje. codificar. En el ámbito de la teoría comunicacional, es la elaboración de mensajes para que puedan ser entendidos y captados por los receptores y para que estos puedan decodificarlos.


      cohecho. m. Delito por el que se castiga la venalidad de los funcionarios públicos. Consiste en recibir, aceptar u ofrecer dinero o dádivas para hacer o dejar de hacer algo relativo a sus funciones. Se castiga el pacto venal. La pena es mayor cuando el funcionario público es un juez.


      coima. f. Coloq. Equivale a cohecho o exacciones ilegales. coimero. Persona afecta a pedir o recibir coimas, aunque no logre su deseo.


      common law. Sistema jurídico no escrito que rige entre los anglosajones. Actualmente, ya no es tan “no escrito”, porque los precedentes son sentencias escritas que recoge la costumbre como base y fundamento. La regla general del common law consiste en seguir rigurosamente las decisiones judiciales comprendidas en la doctrina de los precedentes. Los precedentes se anotan en los libros llamados “Reports”. Lo que en nuestro derecho se conoce como jurisprudencia, dentro del sistema anglosajón, se denomina case law. El common law se caracteriza por ser un derecho empírico y evolutivo.


      comodato. (Del lat. commodãtum, préstamo). m. Préstamo de uso. La cosa dada en uso debe ser no consumible. Ej.: teléfono celular. comodante. El que presta. comodatario. El que recibe.


      comunitario, derecho. Conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones jurídicas emergentes de una comunidad. Ej.: Comunidad Europea y Mercosur. A su vez, el derecho comunitario se relaciona con otras disciplinas jurídicas, tanto de derecho internacional (público y privado) como de derecho interno de los Estados miembro de la comunidad. Una de las características más salientes del derecho comunitario es ser integracionista (procura la unidad común o comunidad).


      Conadep. Sigla. Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas.


      condenado, da. Persona contra quien se ha dictado sentencia. Puede ser que se hace lugar a la demanda en su contra en el fuero civil y comercial o que se le impone una pena en el fuero penal. Si una persona está condenada, es incorrecto decir “fue condenada por el supuesto delito de cohecho”, por ejemplo, ya no es “supuesto”, pues la conducta que se le imputaba ya es hipotética.


      consignación judicial. Depositar judicialmente el pago de algo que se debe.


      contrabando. m. Entrada o salida de mercaderías del territorio de un país por lugares que no corresponden sin cumplir los recaudos legales o eludiendo el pago de derechos, impuestos o tasas.


      contracautela. f. Garantía que deben aportar aquellos que solicitan alguna medida cautelar, para asegurar la reparación de los eventuales daños y perjuicios que pudieran generarse por la traba de ella, en el supuesto de haber sido decretada indebidamente. Ej.: cuando se pide una medida de no innovar, un embargo, una inhibición general de bienes.


      contradocumento. m. Escritura pública, simultánea o posterior, que cambia o deroga la eficacia o restringe el acto lícito precedente, simulado o ficticio (arts. 960 y 996, Cód. Civ.). Figuran en dos registros notariales distintos.


      contrato. m. Acuerdo de voluntades destinado a crear obligaciones de contenido patrimonial. Ej.: compraventa, locación, comodato, mutuo.


      contravención. f. Todo acto contrario a la ley, pero que no llega a ser delito. Acción u omisión no constitutiva de delito, calificada y penada por autoridad competente. Algunos juristas, de acuerdo con la gravedad, clasificaban las infracciones a la ley como crímenes, delitos y contravenciones. Los delitos (incluidos los crímenes) están en el Código Penal y sus leyes complementarias; las contravenciones, no. (Violar un semáforo, promover desórdenes en la vía pública etc., serían contravenciones, pero no delitos).


      corrupción. f. Acción y efecto de corromper (echar a perder, depravar, dañar, podrir). Implica muchas cosas, pero entre otras se constituye en verdadera opresión para quienes la soportan. Mariano Grondona dice que define el acto corrupto como “la solución perversa de un conflicto de intereses. Tiene lugar cuando una persona obliga moral o legalmente hacia un interés ajeno, lo pospone en función de un interés propio”. Dentro de las soluciones plausibles, se encuentran principios o reglas que constituyen paliativos de este grave malestar social, entre ellos, el control y la participación social. La división de poderes es insuficiente, las nuevas realidades sociales requieren de un control más profundo, más atento y generalizado (Cincunegui). Convención Interamericana contra la corrupción. Fue suscripta por los Estados miembro de la OEA y entró en vigencia el 6 de marzo de 1997. Contiene normas de cooperación para prevenir y evitar la impunidad de delitos tales como el soborno simple y el transnacional, la administración fraudulenta, el incumplimiento de deberes, el enriquecimiento ilícito y la extradición.


      cosa juzgada. Calidad de inmutable y definitiva que la ley otorga a las sentencias, que declara la voluntad del Estado contenida en la norma legal. “Es la autoridad y eficacia de una sentencia judicial cuando no existen contra ella medios de impugnación que permitan modificarla”.


      costas. f. Gastos del juicio. Se da este nombre a los gastos legales que hacen las partes y deben satisfacer en ocasión de un procedimiento judicial. Las costas no solo comprenden los llamados gastos de justicia, o sea los derechos debidos al Estado, fijados por las leyes, sino además los honorarios de los letrados y los derechos que debe o puede percibir el personal auxiliar, si así estuviera establecido.


      crimen. m. Delito grave. Acción de infringir la ley. En el lenguaje coloquial, se utiliza como sinónimo de homicidio o asesinato. Podría decirse que todo homicidio es un crimen, pero no todo crimen es un homicidio.


      criminalista. Llámase así al abogado que se dedica al derecho penal. Se utiliza como sinónimo de penalista.


      criminalística. f. Ciencia que tiene por objeto el reconocimiento e interpretación de los indicios materiales extrínsecos relativos al crimen y a la identidad del criminal. Estudia vestigios materiales de naturaleza no biológica, pues estos últimos son materiales de la medicina legal. Es una disciplina auxiliar del derecho penal y del procesal penal que se ocupa del descubrimiento y clarificación científica del delito y del delincuente. Comprende constatación del delito y la identificación de sus autores.


      criminología. f. Ciencia que tiene por objeto el estudio de las causas del delito o, simplemente, el estudio del delito. Está relacionado con el derecho penal, la criminalística, la psiquiatría forense y la ciencia penitenciaria.


      cuasi. Casi. cuasidelito. Acto ilícito civil cometido con culpa (sin dolo); en caso de causar daño, este debe ser reparado. Ej.: accidentes de tránsito, mala praxis médica.


      cuerpo del delito. Para ciertos autores, es la ejecución, la existencia, la realidad del delito mismo; mientras otros denominan así a la víctima o el instrumento material del delito, en el cual existen señales de él. Es el objeto u objetos que prueban la existencia del quebrantamiento de la ley, o bien todo objeto que sirve para hacerlo constar. Comprende tres momentos en que puede manifestarse: en el pasado, en el presente y en el futuro. En cuanto al pasado, abarca los actos materiales que han precedido a la acción criminal misma (ej.: presencia en tal sitio o estado de la cosa); en el presente, los hechos mismos concomitantes con la acción, y en el futuro, los resultados ulteriores del delito (ej.: heridas, muerte, etc.). A veces, erróneamente, se llama “cuerpo del delito” al cadáver, al arma utilizada en un asesinato; forman parte del cuerpo del delito, pero no son “el” cuerpo del delito.


      culpa. f. Negligencia, impericia, falta de cuidado o previsión. En sentido amplio, se entiende por culpa cualquier falta, voluntaria o no, de una persona que produce un mal o daño; en cuyo caso, culpa equivale a causa. ~ in eligiendo e in vigilando. Der. Civ. Locución adverbial latina que se refiere a la ‘culpa en la elección’. La responsabilidad que le cabe al principal por el dependiente, y se basa en la elección o selección de empleados (Ej.: redactores, conductores de TV, etc.), y en la vigilancia o control que ejerce sobre ellos. La responsabilidad de los editores o dueños de un medio se funda, sobre todo, en la culpa in eligiendo; la otra, debe reconocerse, puede escapar a su conocimiento, pues no puede tener el control de todo. (Por ello, es importante saber a quién se elige). culposo, delito. Es el cometido sin intención, por negligencia. Si hubiera querido, no habría culpa sino dolo.


      cuotalitis, pacto de. Convenio que celebra un abogado con su cliente para patrocinarlo a cambio de percibir una cuota parte del objeto del litigio (indemnización).
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      daño. m. Toda suerte de mal material o moral. Menoscabo que alguien sufre en su persona o en sus bienes. Comprende el daño emergente y el lucro cesante. ~ emergente. Destrucción material de los bienes, con independencia de los efectos patrimoniales o de otra índole que el mal origine. ~ fortuito. Mal causado a otro, en su persona o bienes, por mero accidente, sin culpa ni intención de producirlo. ~ moral. Lesión que sufre una persona en su honor, reputación, efectos o sentimientos. Comprende todo lo que implica una lesión a las afecciones legales de una persona. Su existencia es presumida y tutelada por ley, se tiene por acreditada por el solo hecho de la acción antijurídica. Puede derivar de una información periodística.


      daños y perjuicios. Todo daño provoca un perjuicio, y todo perjuicio proviene de un daño. Jurídicamente, se realiza un juicio civil en el que se prueba la reparación de determinados daños. El juicio se inicia con una demanda y no con una querella.


      desvalorización. Daño que consiste en la merma del valor de una cosa. lucro cesante. Pérdida de utilidad o de ganancia que se ha dejado de percibir.


      dar fe. Declarar, testificar, al servicio de la justicia, la verdad, lo presenciado. Afirmar la autenticidad de un hecho.


      de oficio. Calificación que se da a las diligencias que los jueces o tribunales efectúan por decisión propia. Predominan en el proceso penal; en el proceso civil, suelen ser a instancia aparte.


      de público y notorio. Fórmula que suele insertarse en los interrogatorios judiciales para indicar que el testigo sabe de los hechos sobre los que ha declarado por ser conocidos por la mayoría de las personas del lugar o círculo social correspondiente.


      de jure. Deformación de la expresión latina de iure. De derecho. No debe emplearse en un texto noticioso. Ej.: Hay conocimiento de iure: sustitúyase por “formal” u “oficial”.


      DEA. Sigla. Departamento Estadounidense Antidroga.


      debido proceso. Trátase del cumplimiento de todos los trámites de un proceso. En especial, aquellos que brinden las garantías constitucionales, la posibilidad de defenderse y de presentar pruebas.


      declaratoria de herederos. Resolución judicial por la que se declaran en un juicio sucesorio quiénes son los herederos de una persona. También, es un reconocimiento judicial.


      decomiso. m. Pena y confiscación de una cosa mal habida; generalmente, en los delitos de contrabando. Privación coactiva de los bienes privados por razones de interés público como sanción penal, aduanera y de policía.


      decreto. m. Resolución, mandato, decisión de una autoridad sobre asunto, negocio o materia de su competencia. Son manifestaciones de voluntad del Poder Ejecutivo que, al dictarlos, crean normas jurídicas cuya finalidad es poner en ejecución las leyes o cumplir las demás funciones administrativas que tiene a su cargo. Al igual que las leyes, deben ser promulgados y publicados. Se conocen cuatro elementos reglamentarios: crean normas jurídicas generales que tienen como objeto facilitar la aplicación de las leyes. ~ simple. Designa normas individuales. Ej.: nombrar empleados, autorizar datos, etc. ~ ley. Disposición sancionada por los gobiernos de facto, que contiene normas jurídicas generales que modifican leyes vigentes; son las “leyes” de los gobiernos de facto. ~ necesidad y urgencia, de. Solo pueden dictarse cuando obedecen a circunstancias excepcionales y siempre que sea posible recorrer el procedimiento legislativo. Exigen emergencia e imposibilidad (no dificultad).


      defensa propia. (Véase “legítima defensa”).


      delincuente. Persona que delinque.


      delito. m. Der. Pen. Acción típicamente antijurídica, culpable y adecuada a una figura penal, conforme las condiciones objetivas de esta (Soler). En Derecho Penal solo son delitos los que figuran en el Código Penal y las leyes complementarias. Si no está previsto, no es delito. Los delitos penales pueden ser dolosos o culposos. Der. Civ. Acto contrario al derecho que, por causar un daño a otro, se halla castigado con una pena (cumplimiento o reparación). Generalmente, se habla de hechos ilícitos. No existe ilícito civil si no hay daño. ~ culposo. El que se comete por descuido o falta de cuidado. Se los llama “cuasidelitos”. ~ doloso. El que se comete intencionada y voluntariamente.


      demanda. f. Der. Proc. Acción judicial por la cual se promueve un juicio en fueros civil, comercial, o laboral. Es un pedido que se hace ante el juez para que declare su derecho. Ej.: demanda de daños y perjuicios, demanda de desalojo, etc. No confundir con la “querella” ni la “denuncia”, que corresponden al Derecho Penal. ~ demandado. Aquel contra quien se efectúa. ~ demandante o actor. El que efectúa la demanda.


      demente. El que por causa de enfermedades mentales no tiene aptitud para dirigir su persona o administrar sus bienes.


      denuncia. f. Corresponde al fuero penal. Acto por el cual se pone en conocimiento de la autoridad competente —policía, fiscal o juez penal— un hecho constitutivo de delito, con el objeto de que ella proceda a su investigación y castigo. Puede ser voluntaria u obligatoria (funcionarios públicos, médicos). ~ calumniosa. Delito que consiste en imputar con falsedad un delito a quien el denunciante sabe inocente. ~ falsa. Imputación inexacta y malintencionada de un delito perseguible de oficio, hecha ante funcionario obligado a proceder contra el acusado. ~ obligatoria. Respecto a los empleados o funcionarios públicos, la ley dice que deberán denunciar ciertos delitos cuando “los conozcan en ejercicio de sus funciones”. Esto significa, “con motivo del ejercicio de sus funciones y al tiempo de practicarlas, lo que equivale a la noticia adquirida a causa y con ocasión de dicho ejercicio, con exclusión de los que el agente conozca como simple particular. No impone la denuncia el conocimiento adquirido a raíz de una confidencia del autor cuando no se halla en ejercicio de sus funciones. Si se trata de funcionarios policiales, existe siempre la obligación de denunciar” (D´Albora).


      derecho. (Del lat. directus, ‘directo’; dirigere, ‘enderezar’ o ‘alinear’). m. Conjunto de normas destinadas a regir la conducta en sociedad con miras al bien común. ~ natural. El que surge de la naturaleza humana y que le es revelado al hombre por la razón. Es universal e inmutable. ~ objetivo y subjetivo. Es el mismo derecho según el punto de vista como se lo mire; en el primer caso, como regla o norma de conducta; en el segundo, como facultad de exigir algo. ~ positivo. Conjunto de normas que regula la convivencia humana en un lugar o momento determinado. ~ privado. Civil, comercial, laboral, agrario, de minería internacional privado. ~ público. Constitucional, administrativo, internacional público, procesal. ~ sustantivo y adjetivo. El primero comprende las leyes que establecen los derechos y obligaciones de las personas; y el segundo, las mismas del procedimiento que dan vida dinámica a los derechos de fondo. ~ de autor. Conjunto de derechos que la ley reconoce al autor sobre su obra, especialmente la facultad de autorizar o denegar su reproducción. ~ de fondo y de forma. El primero comprende normas contenidas en los Códigos Civil, Penal, de Comercio, de Minería y leyes especiales; el segundo está formado por Códigos Procesales.


      desacato. m. Irreverencia para con las cosas sagradas. Falta del debido respeto a los superiores. For. Delito que se comete calumniando, injuriando, insultando o amenazando a un funcionario público a causa del ejercicio de sus funciones o al tiempo de practicarlas. Fue eliminado del Código Penal Argentino. No es sinónimo de desobediencia.


      desafuero. m. Privación del fuero especial y sometimiento del reo a la jurisdicción ordinaria.


      devolutivo. m. Efecto de un recurso de apelación. Significa que suspende la ejecución de lo resuelto por el juez.


      discriminar. (Del lat. discriminãre, ‘separar’, ‘dividir’). Distinguir, diferenciar una cosa de otra. Dar trato de inferioridad a una persona o colectividad por razones raciales, políticas, religiosas, de sexo, etc. Es un delito.


      doctrina. (Etim. ‘enseñar’). f. Conjunto de tesis, opiniones e interpretaciones de los estudios del derecho. Es fuente del derecho.


      dolo. m. Engaño, fraude, simulación. Der. Civ. Tiene tres significados: es un engaño para celebrar un acto jurídico, es la intención de no cumplir un contrato y es también la intención de dañar (delito). Der. Pen. Deseo o intención de cometer el delito. ~ directo. Obtención del resultado querido por el autor. ~ mediato. Aceptación de las consecuencias necesarias. ~ eventual. Conformidad o asentimiento con el resultado, del cual tiene la representación de su propia visibilidad; se acepta como posible el resultado. Se sabe que, actuando de determinada manera, se puede causar un resultado delictivo.


      droga. f. Sustancia o preparado medicamentoso de efecto estimulante, deprimente, narcótico o alucinógeno. ~ blanda. La que no crea adicción, como el hachís o la marihuana. ~ dura. La que sí crea adicción, como la cocaína, la heroína o la morfina.
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      ejecutoria. f. Sentencia firme, es decir, que ya ha sido juzgada, irrecurrible y que puede ejecutarse. ~ de sentencia. Llevar a cabo lo resuelto por un juez en tribunal de sentencia.


      El Derecho. Publicación especializada en legislación, jurisprudencia y doctrina.


      embargo. m. Medida cautelar decretada judicialmente para asegurar que una sentencia favorable al que la pide pueda hacerse efectiva; consiste en la indisponibilidad de determinados bienes. ~ ejecutivo o ejecutorio. Retención o apoderamiento de los bienes del deudor en procedimiento ejecutivo, a fin de satisfacer la obligación incumplida a favor del acreedor. ~ preventivo. Medida procesal precautoria de carácter patrimonial que, a instancia del acreedor, puede decretar un juez o tribunal sobre los bienes del deudor o demandado.


      emoción. f. Trastorno del ánimo. Acumulación de energía psíquica natural y concomitante a su descarga. ~ violenta. Der. Pen. Cuando el movimiento afectivo provisto de una fuerte carga tensional altera el equilibrio psicodinámico y, por lo tanto, la conducta. Se pierde el tino, la seguridad, la reflexión y el sentido de las proporciones, bajo el dominio de la impulsividad.


      La alteración súbita y vehemente del ánimo puede constituir circunstancia atenuante de la responsabilidad.


      encanar. Lunf. Arrestar, detener, poner en prisión. dar la cana: Sorprender, descubrir, tomar a uno desprevenido. mandar en cana: Poner en evidencia el ilícito cometido por otro.


      encubrimiento. m. Delito contra la administración de justicia. Der. Pen. Participación en un delito con conocimiento e intervención posteriores a la comisión de este para ocultar a los autores, favorecer su fuga, impedir el descubrimiento de la infracción o aprovecharse de sus efectos.


      equidad. (Del lat. equitas, ‘igualdad’). f. Perfeccionamiento de la justicia en su aplicación a casos concretos que pueden presentarse en la vida del derecho. Aristóteles decía que “lo equitativo y lo justo son una misma cosa, y siendo buenos ambos, la única diferencia que hay entre ellos es que lo equitativo es mejor aún. Pero no es lo justo legal, lo justo según la ley es una dichosa rectificación de la justicia”. Y Santo Tomás decía que la equidad “trata de equilibrar la igualdad imparcial de la justicia y el bien común, sin esclavizarse a la palabra ley. Nos capacita para actuar al margen de la ley cuando la verdadera justicia y el bien común así lo demandaren”.


      erga omnes. Locución latina que significa ‘contra todos’. Dícese de aquellos derechos que se pueden hacer valer contra toda la sociedad. Los derechos reales son erga omnes (Ej.: dominio).


      espíritu de la ley. Sentido genuino de un precepto legal, en contraposición a la letra estricta de su texto. A él se recurre para interpretar las leyes.


      esponsales. m. Mutua promesa de casarse que se hacen los novios. Se da a esta voz el sentido de compromiso. (No es boda o casamiento).


      estado de sitio. Situación especial en la que se suspenden las garantías constitucionales en un territorio determinado o en todo el país, en caso de conmoción interior o ataque exterior. La declaración corresponde al Congreso y, en su receso, al Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado.


      estafa. f. Delito por el cual se obtiene un lucro valiéndose de algún tipo de ardid, engaño, ignorancia o abuso de confianza. Es un delito contra la propiedad.


      estupro. m. Conforme al Cód. Pen. arg. (art. 120): “Acceso carnal con mujer honesta, mayor de doce años y menor de quince, siempre que no se use fuerza o intimidación o no se halle privada de razón o de sentido, o cuando no pudiera resistir, por cualquier causa”.


      ética. (Del grie. ethos, ‘comportamiento’, ‘costumbre’). f. Es una ciencia normativa que se ocupa de la conducta humana. Es la ciencia de los valores morales y de su realización por obra de los hombres (Herrán-Restrepo). Saber o filosofía práctica que tiene por tarea específica orientar la conducta humana. Sistema de valores que inspira la conducta humana; prevé sanciones morales.


      eutanasia. f. Muerte indolora. Procedimiento por el que se causa voluntariamente la muerte de un enfermo incurable con el fin de evitarle mayores sufrimientos.


      exacción ilegal. Delito que consiste en una exigencia improcedente de contribuciones, derechos o dádivas, por un funcionario público que abusa de sus atribuciones. (Véase “coima”).


      excarcelación. f. Liberación provisional del imputado que ya está privado de su libertad. Al encarcelado se lo excarcela. Se concede bajo caución y puede denegarse cuando fuere previsible que el imputado intentará eludir la acción de la justicia o entorpecer las investigaciones.


      exceptio veritatis. Locución latina que significa ‘prueba de la verdad’.


      excusación. f. Inhibición del juez de intervenir en una causa. (Véase “recusación”).


      exhibicionista. Aquel que sin contacto corporal con otro sujeto muestra en público zonas púdicas. Puede ser homosexual o heterosexual.


      exhorto. m. Petición de colaboración entre tribunales judiciales.


      exhumación. f. Extracción del cadáver del lugar donde fue inhumado.


      exiliado, da. Desterrado. (Dígase exiliar y no “exilar”.)


      expresión de agravios. Escrito presentado por el apelante para alegar el perjuicio que, según él, le ha causado la sentencia de un juez.


      expropiación. f. Institución de derecho público mediante la cual el Estado (o la Comuna), para el cumplimiento de un fin de utilidad pública, priva coactivamente de la propiedad de un bien a su titular siguiendo un determinado procedimiento y pagando en dinero una indemnización previa, justa y única.


      extorsión. f. Delito que se consuma con intimidación o simulando autoridad pública o falsa orden para obligar a una persona a entregar, enviar, depositar o poner a su disposición, o de un tercero, cosas, dinero o documentos que produzcan efectos jurídicos (art. 168, primer párrafo, del Cód. Pen.). Es un delito contra la propiedad. (Véase “chantaje”).


      extradición. f. Acción de entregar a un reo reclamado por otro país. Para que sea procedente, es necesario que exista un tratado o convención y que sea una figura penal prevista en las legislaciones de ambos países.
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      falacia. f. Engaño o mentira con que se intenta dañar a otro. Hábito de emplear falsedades en daño ajeno.


      falsa denuncia. Delito que consiste en denunciar falsamente un ilícito ante la autoridad (juez, fiscal o policía).


      falsificación de documentos. Toda adulteración material o ideológica del contenido de un documento público. ~ ideológica. Cuando el documento no tiene ninguna adulteración, ninguna raspadura, pero su contenido es falso. ~ material. Cuando se lo adultera.


      falta de mérito. Resolución que toma el juez —luego de la indagatoria— cuando estima que no hay elementos de juicio suficientes para tener por acreditado el hecho o la responsabilidad del imputado. Si está detenido, será puesto en libertad sin perjuicio de continuar la investigación.


      fallo. m. Sentencia, resolución o pronunciamiento de un juez.


      filicidio. (Del lat. filius ‘hijo/a’ y coedere ‘matar’). m. Matar al hijo u otros descendientes.


      firma. f. Representación gráfica del nombre. Constituye un derecho personal; nadie, sino uno mismo, puede usarla. Si dos o más personas tienen el mismo nombre, sus firmas son homónimas, pero se distinguen por sus características gráficas. No existe reglamentación legal para la adopción de firmas. ~ a ruego.

      La que, a petición de parte (rogante), estampa otra persona en un instrumento notarial por analfabetismo o enfermedad que se lo impida hacer a la primera.


      fiscal. Funcionario que interviene en los procesos judiciales, promoviendo la acción de la justicia en defensa de la legalidad y del interés público.


      forense. Todo lo que concierne a los tribunales.


      fratricidio. (Del lat. fratris, ‘hermano’; coedere, ‘matar’). m. Homicidio de su propio hermano o hermana.


      fraude a la ley. Violación a la ley mediante actos que, en apariencia, son lícitos, pero que persiguen un fin antijurídico o ilegal.


      frutos del árbol venenoso (o envenenado). Teoría por la que no se da validez a pruebas obtenidas ilícitamente. Ej.: una declaración bajo amenazas o torturas, violatoria de garantías constitucionales. Se refiere a la obtención de la prueba como consecuencia de un delito (CSJN Fallos, 303: 1938): “alude a aquellas pruebas que fueron obtenidas en violación de garantías constitucionales” (D´Albora). Ej.: no puede ser prueba la que se obtiene bajo torturas; violando un domicilio; “pinchando” un teléfono; usando una fotografía que viola la intimidad (con teleobjetivo), etc. Por esta razón, las fotografías, grabaciones o filmaciones lícitamente obtenidas pueden ser medios de prueba válidos. (Véase “prueba”).


      fuerza probatoria. Eficacia que atribuye la ley a los medios de prueba.


      funcionario público. Todo aquel que cumple o debe cumplir una función pública.


      incumplimiento de los deberes de ~. Delitos que comete el funcionario público que ilegalmente “omitiere, rehusare hacer o retarde” algún acto de su oficio (art. 249, Cód. Pen.).
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      generales de la ley. Serie de preguntas que se les formulan a los testigos para determinar si tienen alguna relación con las partes o algún interés en el resultado del juicio.


      genocidio. (Del lat. genos, ‘origen’, ‘raza’; coedere, ‘matar’). m. Destrucción de un grupo étnico por la eliminación de sus individuos, su sistema cultural, instituciones políticas, sentidos nacional, creencias, etcétera.


      gestión de negocios. No es un contrato, ya que no deriva de un acuerdo de voluntades. Hay gestión de negocios cuando una persona capaz de contratar se encarga sin mandato de un negocio que directa o indirectamente se refiere al patrimonio de otro. Como puede apreciarse, en la gestión de negocios, no hay mandato y, por lo tanto, tampoco hay representación. Gestor y representante no son conceptos sinónimos. (Véase “mandato”).
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      hábeas corpus. Locución latina que significa literalmente ‘ten tu cuerpo’. Etim. ‘sed dueños de vuestro cuerpo’. Derecho de todo ciudadano, detenido o preso a ser escuchado públicamente por un tribunal. Acción que tienen los detenidos o quien obre a favor de ellos, en caso de verse amenazada o restringida su libertad física o se agraven ilegítimamente las condiciones de detención legal. Se utiliza también en el caso de desaparición de personas.


      hábeas data. Locución latina que se refiere a la garantía constitucional destinada a preservar los derechos a la intimidad y buena imagen de las personas, contra las lesiones que pudiera generar la difusión de informaciones referidas a ellas, contenidas en registros públicos o privados (art. 43, Const. Nac.).


      hijuela. f. Conjunto de bienes que corresponden a cada uno de los herederos.


      historia clínica. Documento que objetiva la actuación de los médicos.


      homicidio. (Del lat. homo, ‘igual’; coedere, ‘matar’). m. Delito contra la vida. Causar la muerte de una persona. ~ preterintencional. Causado por quien no se proponía inferir un mal de tanta gravedad. Ej.: queriendo herirlo, lo mata.


      honor. m. Conjunto de cualidades valiosas que, revistiendo a la persona en sus relaciones sociales, no solo se refiere a sus calidades morales o éticas, sino también a cualesquiera otras que tengan vigencia en esas relaciones (CREUS, Derecho…). Comprende el honor subjetivo (estima propia) y el honor objetivo (estima social). Delitos contra el honor son las calumnias e injurias.


      honoris causa. Locución latina que significa ‘por razón o causa de honor’.


      hurto. m. Apoderamiento ilegítimo de una cosa mueble, total o parcialmente ajena, sin fuerza en las cosas ni violencia en las personas.
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      identificación. f. (Véase “datos personales”). Reconocimiento y comprobación de que una persona es la misma que se supone o busca. Procedimiento para determinar la identidad del sospechoso o acusado de un delito. ~ de la voz. Método que permite identificar a una persona a partir de una imagen espectrográfica de las palabras pronunciadas. Determinadas características físicas de los órganos vocales no pueden ser idénticas en dos personas distintas. Estas características son la amplitud de la cavidad bucal, la garganta, la nariz, la boca, la forma de los músculos que articulan la lengua, las mandíbulas, los labios y el velo del paladar. Dentro de la criminalística se habla de “fonogramática”


      identikit. m. Señalamiento, en parte descriptivo y en parte individualizador. Consiste en una caja que contiene placas transparentes en cada una de las cuales aparece una determinada característica facial que lleva una letra y una cifra determinada. Se construye una “foto robot”; y sobre ella, se efectúan los recortes necesarios. Es un método creado por Mac Donald, de la policía de Los Ángeles, EE.UU.


      ilegal. Acción en contra del derecho positivo. Ausencia de legalidad en un determinado orden jurídico. Etim. ‘no legal’. (No confundir con “ilegítimo”; véase esta voz). Todo lo ilegal es ilegítimo, pero no todo lo ilegítimo es ilegal. Ej.: El concubinato es ilegítimo, pero no es ilegal.


      ilegalidad. f. Ausencia de legalidad en un orden jurídico (no es sinónimo de ilicitud). ¿Qué calificativo merecen las grabaciones o filmaciones (cámara oculta) sin orden judicial? Podrán no tener validez probatoria porque no se han cumplido los recaudos legales, pero si no hay una ley que expresamente las prohíba, ¿son ilegales? Son no legales, pero no ilegales. Y ¿qué pasa con el contenido de esas grabaciones o filmaciones si son reconocidas e impugnadas?, ¿vale más la formalidad que la verdad? La formalidad no debe ser aliada de la impunidad. Si la verdad y la justicia están por encima de todo, tales grabaciones o filmaciones deben valer, al menos, como indicio. Lo importante es que no se violen garantías constitucionales. (Véase “frutos del árbol venenoso”). Infracción de ley prohibitiva. Inclumplimiento de ley imperativa. Ilegitimidad. Abuso.


      ilegítimo, a. Lo que no es conforme a las leyes; disconforme con la ley. No es sinónimo de “ilegal” (véase esta voz).


      ilegitimidad. f. Ausencia de algún requisito o elemento para condicionar la legitimidad de una cosa o decisión.


      ilícito. m. Equivale a delictuoso. Lo prohibido por la ley a causa de oponerse a la justicia, a la equidad, a la razón o a las buenas costumbres. Ilegal. Inmoral. Contrario a pacto obligatorio.


      ilicitud. f. Es el antecedente de la sanción. Una conducta es ilícita cuando ha sido “puesta” (derecho positivo) como antecedente de la sanción. El delincuente no viola la ley, sino que adecua su conducta a ella; es decir, ajusta su conducta a la previsión típica. Ilicitud no es una ausencia de licitud, porque lo lícito no necesita estar prescripto por norma alguna; no es necesario prescribir conductas lícitas; lo son todas, excepto las ilícitas.


      impericia. f. Falta total o parcial de idoneidad, de conocimientos.


      imprescriptible. Acción judicial que no se extingue con el transcurso del tiempo.


      imprudencia. f. Falta de cautela, de cuidado.


      impulso procesal. Actividad necesaria para hacer avanzar el procedimiento. Puede ser hecho por las partes o de oficio.


      impunidad. f. Falta de castigo. Si la justicia es dar a cada uno lo que merece (premio o castigo), la impunidad es también una falta de justicia. ~ simple. La derivada por la ineficiencia del aparato penal del Estado, por trámites burocráticos, muy formalistas, que impiden detener al delincuente o probar su culpabilidad. ~ grave. Falta de justicia que cuenta con la complicidad de los organismos de seguridad de sectores del poder que aseguran que no habrá castigo o cuando se forma parte de una organización mafiosa. Una especial impunidad es la de los famosos —por cualquier motivo, artístico o deportivo— que, por esa causa, casi nunca son condenados penalmente con penas de prisión de cumplimiento efectivo.


      imputabilidad. f. Presupuesto de la culpabilidad.; para ser culpable (por dolo o culpa), antes se necesita ser imputable. Es una situación del sujeto que preexiste al hecho antijurídico. Significa ser capaz de entender qué es un delito. Ej.: Un demente es incapaz, por lo tanto es inimputable.


      imputado, da. Imputar es atribuir un determinado hecho a un individuo. Es la persona a la que se le atribuye la comisión de un delito. Puede pasar a ser procesado.


      incomparecencia. f. Falta de asistencia a un acto o lugar al que hay obligación de comparecer. Falta de asistencia ante la autoridad que cita, convoca o emplaza.


      indagatoria (declaración). f. Diligencia prestada por el imputado en relación con el hecho investigado y en presencia del juez, cuando se han reunido suficientes pruebas como para sospechar fundadamente que es responsable, en algún grado, de participación. (No es correcto decir “el testigo fue indagado”. Debe decirse prestó declaración o se le tomó declaración).


      indemnización. f. Resarcimiento económico del daño o perjuicio.


      indicio. (Etim. inde dico, ‘ahí digo’). m. Fenómeno que permite conocer o inferir la existencia de otro no percibido. En derecho penal, se llaman indicios aquellas circunstancias que, aunque en sí mismo no constituyan delito y materialmente sean distintas de la acción criminosa, sin embargo, la revelan por medio de alguna relación determinada que pueda existir entre esas circunstancias y el hecho criminoso que se investiga.


      indulto. m. Perdón del Poder Ejecutivo, total o parcial, de las penas judicialmente impuestas. Acto de gracia referido a delincuentes (ya condenados), en relación con la pena que les ha sido impuesta, mediante el que se los libra de la ejecución de esta en todo o en parte.


      infanticidio. m. Muerte dada violentamente a un niño recién nacido o por nacer. For. Forma atenuada del homicidio si es cometido por la madre durante el estado puerperal. Aunque es doloso, ese estado es un atenuante. También, pueden cometerlo el esposo o hijos de la madre con el fin de ocultar la deshonra de esta.


      información sumaria. Trámite breve que tiene por objeto acreditar un hecho y datos complementarios de significación vincular con la cuestión principal. Ej.: Acreditar la identidad de una persona cuyo nombre y apellido difieren por alguna letra. otras informaciones sumarias. Cartas de pobreza, acreditar concubinato, etc. (Desde julio de 1998, se realizan en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas).


      infracción. f. Transgresión, quebrantamiento, violación, incumplimiento de una ley, decreto o tratado.


      in fraganti o infraganti. Locución adverbial latina que significa ‘en el momento de cometer el delito’, ‘sin que el autor haya podido huir’. Lat. juríd. in flaganti crimine. (También, puede emplearse en flagrante).


      injuria. f. Delito contra el honor. Lo comete el que deshonra o desacredita a otro. La deshonra es la lesión del honor subjetivo; y el descrédito, del objetivo. (Véase “honor”). ~ encubierta. Utilización de detalles, circunstancias o características de una persona que suscitan dudas sobre ella. Imputación de un hecho (injurioso o calumnioso).


      insania. f. Locura, demencia.


      insolvente. Persona que ha cesado en el pago de sus deudas o que es incapaz de pagarlas a solicitud de sus acreedores.


      inspección ocular. Examen o reconocimiento que hace el juez del lugar donde se produjo el hecho o de la cosa litigiosa. Es más correcto decir “reconocimiento judicial”.


      instrucción. f. Primera etapa de un proceso penal en la que se investigan los delitos.


      interdicto. m. Régimen de interdicción o semicapacidad de aquellos que no llegan a ser dementes. Ej.: ebrios consuetudinarios, drogadictos, etc. Medida procesal de protección de la posesión (tiene un trámite rápido). Ej.: de retener, de obra nueva, de recobrar, de daño temido.


      intervención judicial. Denominación genérica que engloba diferentes tipos. Es una medida precautoria por la cual una persona nombrada por el juez como interventor judicial interfiere en la actividad económica de una persona física o jurídica para asegurar la ejecución forzada o para impedir que se produzcan alteraciones en el estado de los bienes. Puede tener funciones como recaudador (para recaudar dinero que es debido a otro), administrador (realiza actos de administración en forma conjunta con las autoridades o excluyente de las de aquellas) e informante (investiga determinadas operaciones, pero sin interferir en la administración). Este último podría calificarse también de veedor.


      intimidar. Causar o infundir miedo. intimidación pública. Cuando se infunde un temor público, alarma. Constituye un delito.


      intuitu personae. Locución latina que significa ‘por razón de la persona o en consideración a ella’. Se refiere a las disposiciones o actitudes que se adoptan sin atenerse estrictamente a derecho o a razón, sino al respeto que alguien merece. Se trata de aquellos actos que solo pueden ser realizados por una determinada persona. Ej.: contratar a un determinado cirujano; no puede sustituirlo otro.


      inviolabilidad parlamentaria. Privilegio de los legisladores.


      iter criminis. Der. Pen. Locución latina que significa ‘camino del delito’. Comprende los sucesivos pasos o etapas a través de los cuales el agente llega a la consumación del delito, desde la esfera puramente subjetiva hasta la total ejecución de la acción descripta por la ley.
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      jueza. f. Aceptado por la Academia como femenino de juez. En crónicas de ambiente rural, puede usarse “la jueza”, tomado del lenguaje popular, para referirse a “la esposa del juez”.


      juicio. m. Opinión, parecer, idea. También, se utiliza como sinónimo de proceso. ~ por jurados. Es el proceso de origen inglés que se lleva a cabo ante un jurado, es decir, ante un tribunal no profesional ni permanente, cuyo esencial cometido es determinar y declarar el hecho justificable o la culpabilidad o inocencia del acusado, quedando al cuidado de los magistrados (jueces) la imposición de la pena que por las leyes corresponde al caso. La decisión del jurado lleva el nombre de veredicto: culpable o inocente. En EE.UU., las personas que integran el jurado —un total de doce— son elegidas por los abogados y el juez, de un grupo mayor (alrededor de 40) convocado a través del padrón electoral; deben residir en la zona donde se cometió el delito y representar a los diferentes grupos sociales. El jurado no puede hacer preguntas y la decisión (veredicto) la discute y vota en privado.


      jurado de enjuiciamiento. Tribunal encargado de enjuiciar a los miembros del Poder Judicial por mal empleo de sus funciones.


      jure et de jure. Deformación de la expresión latina iure et de iure, dado que el latín no tiene la letra “j”. (Véase “presunciones”).


      jurídico. m. Concerniente al derecho.


      jurisdicción. f. Facultad que tiene el juez para dictar sentencia. Tiene por fin la realización o declaración del derecho y la tutela de la libertad individual y del orden jurídico, mediante la ampliación de la ley en los casos concretos. Es la potestad de administrar justicia. (No confundir con “territorio”).


      jurisprudencia. f. Conjunto de decisiones de los tribunales sobre una materia determinada, emitida con ocasión de los juicios sometidos a su resolución, los cuales, aun no teniendo fuerza obligatoria, se imponen por el valor persuasivo de sus razones y la autoridad del órgano del que emanan. Es una de las fuentes del derecho.


      Jurisprudencia Argentina. Publicación especializada en temas de legislación, jurisprudencia y doctrina.


      juris tantum. Deformación de la expresión latina iuris tantum, dado que el latín no tiene la letra “j”.


      justicia. f. Virtud que inclina a dar a cada uno lo que le pertenece, lo que merece. Atributo de Dios por el cual arregla todas las cosas. Según Platón, es una virtud que ordena armónicamente otras virtudes (sabiduría, fortaleza y templanza). Santo Tomás y Ulpiano decían que es la constante y perpetua voluntad de dar a cada uno lo suyo (lo suyo es lo que merece, premio o castigo). Para Aristóteles, era el punto de equilibrio entre dos extremos, el justo medio entre los excesos y los defectos. Decía: “Obtenemos las virtudes ejercitándolas… las aprendemos haciéndolas… nos volvemos justos ejecutando actos justos” (Ética a Nicómaco). El poeta latino Publio Siro (I a. C.) afirmaba: “La absolución del culpable es la condena del juez” (Mimi, 257). El escritor alemán J. Seume (1763-1810) decía: “Donde no hay justicia no hay libertad, y donde no hay libertad no hay justicia” (Spaziergag nach Syracus).


      justo título. El que determina que una persona ha adquirido un derecho legítimamente.


      juzgar. Administrar justicia. Decidir un asunto judicial. Sentenciar. Ejercer funciones de juez.
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      laguna del derecho. Es un vacío legal. Ausencia de una norma positiva aplicable a una relación determinada. En el derecho privado, se resuelve llenando ese vacío con una norma similar o análoga (véase “analogía”); en el derecho penal, no es posible.


      laudo arbitral. Sentencia o fallo que pronuncian los árbitros designados en un compromiso.


      leasing. Arrendamiento con opciones a compra o sistema de financiación del equipo industrial de una empresa, basado en el contrato de arrendamiento.


      legado. m. Institución o designación de herederos de un testamento.


      legal. Conforme con la ley. Autorizado por la ley. (Si no hay una ley positiva, es decir, que expresamente prohíba algo, eso está permitido. Todo lo no prohibido está permitido. Art. 19, Const. Nac.).


      legítima defensa. Es la acción típica realizada por el autor, con el fin de rechazar una agresión ilegítima, contra sí o contra un tercero, cuando aquella es el medio racionalmente adecuado para evitar la destrucción o menoscabo de los bienes jurídicos que esta amenaza. La agresión debe ser actual o inminente.


      leonino, na. adj. Perteneciente al león. For. Dícese del contrato que estipula una desigualdad notoria entre las partes.


      lesión. f. Inequivalencia de prestaciones. En materia contractual (ej.: compraventa, locación, etc.), debe existir equivalencia entre las prestaciones (entre lo que una parte da y la otra recibe). A la falta de equivalencia, se le da el nombre de lesión. Para una de las partes existe una “ventaja patrimonial evidentemente desproporcionada y sin justificación”; y si hubiese abusado de la necesidad, ligereza o inexperiencia de la otra parte, puede dar lugar a una nulidad del contrato (está contemplada en el art. 954 del Cód. Civ.).


      lesiones. f. Son daños que sufre la víctima en su integridad física o psíquica. Lesiona el que causa un daño en el cuerpo o en la salud del otro, es decir que altera la estructura física o menoscaba el funcionamiento del organismo del sujeto pasivo. Daño inferido a otro en el cuerpo o en la salud. ~ leves. Ocasionan un daño, pero no están comprendidas en ninguna de las otras dos. ~ graves. Producen un debilitamiento orgánico, anatómico o funcional permanente. (Ej.: inhabilitación para el trabajo por más de un mes, dificultades en el habla, deformación permanente del rostro). ~ gravísimas. Producen una pérdida orgánica o funcional permanente. (Ej.: pérdida del habla, enfermedad mental incurable, pérdida de la capacidad de engendrar o concebir, pérdida de un miembro). Es una materia del derecho penal, pero pueden dar lugar a acciones judiciales civiles en reclamos de indemnizaciones (juicios de daños y perjuicios; ej.: accidentes de tránsito).


      ley. f. Es una norma general obligatoria, emanada de autoridad competente, destinada a regir la conducta humana en sociedad. (Del lat. lex, legere, ‘leer’). Hace referencia a la forma en que el pueblo romano conocía las leyes, mediante su lectura en el Foro. Form. Se le llama únicamente a la emanada del Poder Legislativo; y en sentido material, a todas las demás normas (ej.: decretos, reglamentos, ordenanzas). de lege lata. Locución latina que significa ‘lo que dice la ley’. De acuerdo con lo que la ley positiva establece expresamente. de lege ferenda. Locución latina que significa ‘la reforma que se propone’. De acuerdo con lo que la ley debería decir; de acuerdo con la ley futura. ~ mordaza. Ley de prensa que restringe la libertad de expresión.


      libertad. f. Dominio del hombre sobre sí mismo. Facultad de ejecutar todos aquellos actos propios de la naturaleza del individuo en estado de convivencia social; facultad de hacer y de no hacer. Es el conjunto de condiciones necesarias e inmediatas para la manifestación de la personalidad y para su pleno desarrollo. ~ de derecho público. La que emana de la Constitución y del código de leyes penales que protegen ese bien jurídico. ~ de derecho privado. Está contenida en los códigos civiles que, incluso, suelen prever indemnizaciones cuando se mancilla. derecho de ~. La libertad está protegida y asegurada por normas de derecho público y derecho privado.


      licitación pública. Procedimiento administrativo por el cual la administración invita a los interesados a que, sujetos a las bases fijadas en el pliego de condiciones, formulen propuestas, de las cuales se seleccionará y aceptará (adjudicación) la más ventajosa, con lo cual quedará perfeccionado el contrato. Se tienen en cuenta las condiciones económicas-financieras.


      lícito. (Etim. licere, ‘que tiene permiso’, ‘que tiene licencia’). m. Permitido por la ley.


      ligitar. Pleitear. Ser demandante o demandado. (litis, ‘pleito’, ‘causa, juicio’).


      litigio. m. Pleito. Fig. Disputa, contienda.


      lobby. m. (pl. lobbies). Ingl. ‘antesala’, ‘recibidor’. Por extensión, presionar a un parlamentario para que apoye determinado proyecto de ley. Ejercer unas relaciones públicas a favor de alguien cerca de personas influyentes. También, grupo de presión.


      lobista. Persona o grupo de personas que intentan modificar e influir en las actuaciones de organismos gubernamentales.


      locación. f. Comprende tres subespecies: de cosas, de obra y de servicios. El art. 1493 del Código Civil lo define: “Habrá locación cuando dos partes se obliguen recíprocamente, la una a conceder el uso o goce de una cosa, o a ejecutar una obra o servicio un precio determinado en dinero”. La locación de cosas es lo que comúnmente se conoce como alquileres (de casas, comercios). En la locación de obra una parte (locador) se obliga a “ejecutar una obra”, y en la locación de servicios a “prestar un servicio”. Estas dos últimas se diferencian porque en la primera, el locador se hace responsable del resultado: entregar la obra, y en la segunda, no se responsabiliza por el resultado, sino por el hecho de poner su fuerza o capacidad de trabajo a favor de la otra parte. El que paga el precio se llama “locatario” que, en la locación de cosas, es más vulgarmente conocido como “inquilino”.


      locus regit actum. Locución latina que se refiere a que las formas y solemnidades de los contratos se rigen por la ley del lugar de celebración.
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      malicia. (Véase “temeridad”).


      malversación. f. Aplicación o inversión de caudales públicos o ajenos en usos distintos a aquellos para los cuales están destinados.


      mandamiento. m. Despacho escrito del juez en el que se ordena la ejecución de algo. Ej.: mandamiento de embargo.


      mandato. m. El mandato como contrato tiene lugar cuando una parte da a otra el poder —que esta acepta— para representarla a efectos de ejecutar en su nombre y por su cuenta un acto jurídico o una serie de actos de esta naturaleza. Tres conceptos son tomados como sinónimos, pero importan tres elementos diferentes: mandato es el contrato propiamente dicho, poder es el instrumento que formaliza el contrato y representación es la investidura otorgada por el mandante al mandatario. Mandante es el que otorga el mandato, mandatario es el que debe cumplir el mandato, es el representante. No confundir con gestor.


      marihuana. f. Planta de la que se extrae una sustancia narcótica y estupefaciente. También, “mariguana”.


      matricidio. m. Homicidio de la madre por su propio hijo (es un homicidio calificado).


      mediación. f. Constituye un proceso de resolución de conflictos, flexible y no vinculante, en el cual un tercero neutral, el mediador, facilita las negociaciones entre las partes para ayudarlas a llegar a un acuerdo. El mediador debe estar entrenado en técnicas de comunicación y de negociación; procurar una mejor comunicación entre las partes; ayudar a calificar la comprensión de los intereses de ambas; explorar las consecuencias de la falta de acuerdo y proponer soluciones. La mediación como previa y obligatoria es para cierto tipo de juicios.


      medidas cautelares. Aquellas que tienen como función asegurar los derechos pretendidos, tanto cuando estos ya han quedado reconocidos por sentencia, como también cuando son verosímiles, siempre que la eventual demora en su satisfacción por causa de la relación del juicio, importe peligro de que la sentencia no pueda llegar a cumplirse. La verosimilitud del derecho y el peligro en la demora son, por lo tanto, los presupuestos de las medidas cautelares. Estas son, por ejemplo: el embargo, la prohibición de innovar, la inhibición general de bienes.


      medios de prueba. La prueba tiene diferentes significados desde el punto de vista procesal; ya sea la prueba como procedimiento, la prueba como medio, o la prueba como resultado. Su finalidad es demostrar aquello que se ha afirmado en el juicio. Entre los distintos medios de prueba, encontramos la pericial, la instrumental, la testimonial, la informativa, etcétera.


      mora. f. retarda en el cumplimiento de una obligación. Demora. (Da derecho a intereses moratorios.)


      moral. (Del lat. mores, ‘costumbre’, ‘conducta’, ‘modos de vivir’; de ahí que se asimile a la ética). f. Perteneciente o relativo a las acciones de las personas, desde el punto de vista de la bondad o la malicia. Ciencia que trata del bien en general, y de las acciones humanas en orden a su bondad o su malicia. Se dice que las normas morales son autónomas (se las impone el individuo a sí mismo) a diferencia de las normas jurídicas que son heterónomas (que son impuestas por el Estado). La moral valora la conducta humana en sí misma, en cambio, el derecho la valora desde un punto de vista relativo, en cuanto se relacione con los demás; el campo de acción de la moral es el de la conciencia, el del derecho es la convivencia social.


      morgue. (Del fr. morguer, ‘observar’). f. Es el lugar donde se depositan los cadáveres a los efectos de su autopsia y posterior inhumación. (La morgue judicial fue creada en 1896 por la Ley 3379).


      motus proprio. Locución latina que significa ‘voluntariamente’, ‘de propia voluntad’.


      muerte. f. Fin de la existencia real de las personas (art. 103, Cód. Civ.). Es la detención irreversible del funcionamiento de la circulación, la respiración y del sistema nervioso. (La ley de trasplantes da un concepto de muerte mucho más amplio). ~ súbita o brusca. Es la rápida e imprevista, por una causa interna, patológica o fisiológica desconocida en ese momento. Parece ser más frecuente en la infancia y en la vejez. (De considerársela “sospechosa” la acción del médico debe realizarse en el lugar donde fue hallado el cadáver porque allí puede determinarse si hay elementos de sangre, defensa, pedido de auxilio, acciones postulares, etc.).


      mutuo, tua. Préstamo de consumo. Lo que se da en préstamo —a diferencia del comodato— es una cosa consumible. Ej.: dinero. La persona que da el préstamo se llama mutuante y la que lo recibe, mutuario.
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      necesidad, estado de. El que se considera cuando alguien causa un mal para evitar otro mayor inminente al que ha sido extraño. Comete un hecho que objetivamente es delito, pero lo hace para salvar un bien de mayor entidad que el que ha vulnerado. Es justificante y, por lo tanto, no es punible.


      negligencia. f. Falta de diligencia; descuido.


      nombre. m. Palabra que se apropia o aplica a los objetos y sus calidades para hacerlos conocer y distinguirlos de otros.


      non bis in idem. Locución latina que significa que no se puede juzgar dos veces a una persona por una misma causa.


      norma jurídica. f. Regla de comportamiento cuya observancia viene impuesta a los destinatarios. Ej.: ley, sentencia, cláusula contractual.
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      obligación. f. Es una relación jurídica en virtud de la cual una persona llamada acreedor está facultada para exigir a otra, llamada deudor, el cumplimiento de una determinada prestación, ya sea un dar, hacer o no hacer algo. Son fuentes de las obligaciones, los contratos o los delitos.


      obsceno, a. Ofensivo al pudor. Todo material que causa un interés morboso en lo sexual y, en conjunto, carece de valor literario, artístico, político o científico.


      oficio. m. Procesalmente es un pedido de informes.


      oficioso, sa. Por contraposición a oficial, aplícase a lo que dice una personalidad en nombre propio y no del cargo público que tiene.


      oratoria. f. Arte de hablar con elocuencia. Deleitar, persuadir y conmover por medio de la palabra.


      ordenamiento jurídico. Conjunto de normas orgánicamente Conjunto de normas que en determinado momento histórico rigen en una comunidad. Esas normas están ordenadas sistemáticamente, lo que significa que están gobernadas por reglas de formación y tienen entre sí relaciones de coordinación (no pueden ser contradictorias) y de subordinación (deben adecuarse a la ley suprema).


       


       


      P


       


      pacta sunt servanda. Locución latina que significa ‘los tratados deben ser cumplidos’, ‘hacer honor a la palabra empeñada’. Habría que agregar rebuc sic stantibus, locución latina que significa ‘siempre que las cosas sigan siendo así’. En materia contractual o del régimen jurídico internacional, quiere decir que las partes celebrantes o firmantes del contrato o tratado deben cumplir lo convenido, pero siempre que también la otra lo cumpla.


      pago. m. Jurídicamente quiere decir cumplimiento. Paga el que cumple aquello a lo que se lo obligó. Ej.: en la compraventa, paga el comprador entregando el precio, y el vendedor, con la entrega de la cosa.


      parricidio. m. For. Muerte violenta que uno da a su ascendiente. Según la Academia, también al descendiente, directo o colateral, o a su cónyuge.


      patota. f. Argent. Pandilla de jóvenes que se divierten cometiendo desmanes en lugares públicos.


      perención de instancia. Prescripción procesal por inactividad de las partes. (Es más correcto hablar de caducidad de instancia).


      pericia. f. Dícese de todo informe pericial o peritaje. dictamen pericial. Informe que el o los peritos elevan al juez, una vez investigados los puntos sometidos a prueba pericial. Debe tener los fundamentos científicos en que se basa y las conclusiones. prueba pericial. Medio de prueba fundado en la técnica y en la ciencia que se concentra a través de la actuación de peritos. Ej.: médicos, ingenieros, psicólogos, etcétera.


      perito, ta. Persona técnicamente idónea, designada por el juez para dar su opinión fundada, y con ello contribuir a formar la convicción de aquel acerca de hechos cuyo esclarecimiento requiere conocimientos especializados sobre determinada actividad (Álvarez Juliá, Neuss, Wagner).


      per saltum. Locución latina que significa ‘por salto’. Se refiere al procedimiento que permite que un tribunal se arrogue el estudio y resolución de una causa en trámite ante un organismo inferior sin que medie recurso.


      personalidad. f. Conjunto o síntesis de todos los elementos que hacen la conformación psíquica de un sujeto: sentimientos, valoraciones, tendencias, voliciones, elementos instintivos o fundados (Achával). ~ anormal. Aquella en la cual se hacen variaciones en más o en menos de sus elementos. derecho de la ~. Aquel que garantiza al sujeto el señorío de una parte esencial de su propia personalidad.


      PFA. Sigla. Policía Federal Argentina.


      plenario. m. Fallo que dicta una cámara de apelaciones reunida en pleno, aprobado por mayoría, para unificar jurisprudencia o conceptos contrapuestos de las distintas salas. Son obligatorios para los jueces del mismo fuero. Antiguamente, también se llamaba así a la segunda etapa del proceso penal. Plenario. Nombre de la revista que publica la Asociación de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires.


      plus petitio. Locución latina que se refiere a la resolución por la cual un juez o un tribunal conceden a una de las partes más de lo que se había pedido.


      plus ultra. Locución latina que significa ‘más allá’.


      poder de policía. Facultad legislativa para regular la amplitud y límites de los derechos individuales expresa o implícitamente reconocidos por la Constitución Nacional. Su principal objetivo es la promoción del bienestar general.


      prejuzgar. Juzgar las cosas antes de tiempo o de estar debidamente informado. Adelantar opinión.


      presunción. For. Consecuencia que la ley o el juez deducen de un hecho conocido para afirmar un hecho desconocido. Es una deducción basada en lo que generalmente ocurre. Puede ser legal o judicial. Las legales se dividen en iuris tantum (admiten prueba en contrario) y en iure et de iure (no admiten prueba en contrario).


      prevaricato. m. Es un delito contra la administración de justicia y lo puede cometer el juez que dicte resoluciones contrarias a la ley expresa invocada por las partes o por él mismo, o que cite, para fundarlas, hechos o resoluciones falsas.


      preventiva, prisión. Medida de seguridad adoptada por la autoridad judicial que entiende en el asunto a efectos de evitar que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia.


      principios generales del derecho. Reglas jurídicas no escritas, comunes y aceptadas por todos los sistemas jurídicos nacionales o internacionales, que forman parte del ordenamiento jurídico por constituir los soportes estructurales del sistema normativo (Dromi, Ekmkdjian/Rivera). Son principios universales que atañen a la dignidad humana, la igualdad y la seguridad jurídica de las personas.


      principio de legalidad. Solo es delito aquella conducta que ha sido prevista legítimamente como tal antes de su realización. Art. 18 de la Constitución Nacional: “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso”.


      principio de reserva. Todo lo no prohibido está permitido. Art. 19 de la Constitución Nacional: “Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de la que ella no prohíbe”.


      probation. f. Suspensión del proceso penal a cambio de medidas de control y prevención tendientes a vigilar el comportamiento del imputado durante un período determinado. Si en ese período el imputado no vuelve a delinquir, declara la extinción de la acción penal.


      procesado, da. Aquella persona respecto de quien se ha dictado auto de procesamiento en un proceso penal, por existir prueba suficiente en orden a la existencia del delito y de su responsabilidad. La resolución debe ser fundada. El término se utiliza en el proceso penal (en el proceso civil no se usa, aunque no sería incorrecto decir “está sometido a proceso”, siendo una causa civil o laboral, pero no es conveniente, para evitar malentendidos).


      procesal. Concernientes a procesos (civil, penal, comercial, laboral).


      proceso. m. En términos generales, es una trayectoria para alcanzar un fin o cumplir una función determinada. Etim. ‘avance’. ~ abreviado. Es el proceso penal que está destinado solamente a la investigación y castigo de los delitos que son reprimidos con prisión de seis meses o menos. ~ civil. Procura dar solución a conflictos de intereses derivados de diversas situaciones o relaciones jurídicas. ~ penal. Tiene como fin la prevención, investigación, y represión de los delitos, y la tutela de la vida, la libertad, y la dignidad de las personas.


      prófugo, a. m. Fugitivo, a. Que huye de la justicia. Que se ausenta u oculta para eludir la acción de la justicia.


      prueba. f. Jur. Demostración de la existencia de un hecho material o un acto jurídico. Todo medio directo o indirecto para llegar al conocimiento de los hechos; su finalidad es brindarle al juez el convencimiento o la certeza sobre la verdad de los hechos en disputa. Probar equivale a representar o alcanzar el pasado histórico por miedo de acontecimientos presentes o actuales. Tiende a introducir todas las piezas de convicción que pueden servir de apoyo a la decisión judicial sobre la base de una plena certeza. La prueba que consista en fotografías, filmaciones o grabaciones será evaluada por el tribunal en la medida en que sea comprobada su autenticidad (Ley 24434).


      punible. Merecedor de castigo.


      putativo, va. Reputado o tenido por padre, hermano, etc., no siéndolo.


       


       


      Q


       


      querella. f. Acción penal que ejercita, contra el supuesto autor de un delito, la persona que se considera ofendida o damnificada por el mismo (o sus representantes legales), mostrándose parte acusadora en el procedimiento y para obtener la condena del culpable. La querella como forma de iniciar el período instructorio ha sido eliminada por la legislación procesal penal de la Nación, en la que estaba prevista pero no ha desaparecido, ya que el particular ofendido, lesionado por el delito, puede hacer denuncia y en el mismo acto asumir el papel de parte querellante y de actor civil, con lo cual tiene un importante rol de impulso, investigación y alegación, durante y al cierre del sumario. No hay querellas en el proceso civil; por lo tanto, es incorrecto decir “querella por daños y prejuicios” o “querella por daño moral”. Lo correcto es demanda (Véase este vocablo).


      quid. (Del lat. quid, ‘qué cosa’). Esencia, razón, el porqué de una cosa. (Se usa precedido de ‘el’).


      quiebra. f. Situación de insolvencia en la posición financiera de una persona, humana o jurídica.


      quita y espera. Petición que el concursado o quebrado formula judicialmente a sus acreedores para que aminoren sus créditos (quita) o le concedan un plazo mayor para abonar (espera). O con la doble finalidad.


      quórum. (Latinismo admitido por la Academia). Número mínimo de miembros necesarios para que tome ciertos acuerdos un cuerpo deliberativo.


       


       


      R


       


      rapto. m. Impulso, acción de arrebatar. Delito que consiste en llevarse de su domicilio, con miras deshonestas, a una mujer por la fuerza o promesas. (No confundir con secuestro).


      razia. f. (Del fr. razzia, y este del argelino ãzyah, ‘algara’. Tropa de a caballo que salía a correr y saquear la tierra del enemigo). Incursión, correría en un país enemigo. Proceso policial en busca de delincuentes.


      real malicia. Declaración hecha con un temerario desprecio por la verdad. Para algunos, factor de atribución de la responsabilidad —civil o penal— del periodista que, de mala fe, difunde una noticia que sabe falsa o con una grave negligencia en el chequeo de la fuente. En EE.UU., se la conoce como actual malice.

      Se requiere alto grado de conciencia de la falsedad que constituye la real malicia. Si el demandante es una figura pública, el demandante debe demostrar con pruebas convincentes que el demandado publicó una declaración difamatoria con real malicia, es decir, con “conocimiento de su falsedad o con temerario desprecio de si era falsa o no”. Si el demandante no puede probar la real malicia, a continuación, el demandante no puede recuperarse.


      rebeldía. f. Situación en la que puede ser declarada una persona que no comparece a juicio para contestar la demanda.


      reconvención. f. Contrademanda. El demandado —en juicio civil o comercial— contesta la demanda entablada en su contra y al mismo tiempo demanda al demandante.


      recurso. m. Medio procesal para impugnar decisiones judiciales. Ej.: apelación, reposición, queja.


      recusación. f. Es una figura procesal que tiene por objetivo evitar la intervención de un juez con parcialidad por diferentes motivos: tener cierto grado de parentesco, de amistad o enemistad con alguna de las partes o ser acreedor, deudor o fiador de ellas. En estos mismos casos, el juez puede excusarse.


      referéndum. Consulta que se hace al pueblo sobre asuntos de interés común. (Se aceptan referendo. Para ambos modos: pl. referendos).


      regicidio. m. Asesinato de una reina o rey.


      registro notarial. Volumen o conjunto de volúmenes en que el notario colecciona, ordenadamente y según la ley, los documentos del oficio sometidos a su custodia.


      relación jurídica. Las relaciones sociales devienen en relaciones jurídicas cuando son relevantes desde el punto de vista jurídico. Son relaciones intersubjetivas, esto es, entre dos o más sujetos, reguladas por el ordenamiento jurídico. Una relación jurídica puede nacer de un contrato (compraventa, locación, comodato, mutuo, etc.) o de un acto ilícito (delitos y cuasidelitos).


      relaciones públicas. (RR.PP.). Actividad social, técnica y administrativa mediante la cual se investiga y aquilata la opinión y la actitud del público y se emprende un programa de acción planificado y de comunicación recíproca, basado en los intereses de la comunidad, destinado a mantener la afinidad y comprensión de esta última para con las entidades de cualquier índole (Federación Interamericana de Relaciones Públicas).


      RENAR. Sigla. Registro Nacional de Armas.


      réplica, derecho de. f. Contestación. Argumento en contra. Refutación. Objeción. Reparo. Garantía reconocida a todos los habitantes de la Nación (seres humanos) para practicar su libertad de prensa, en caso de noticias inexactas o agraviantes. Es una garantía específica del derecho a la información y un derecho humano reconocido por el Pacto de San José de Costa Rica, aprobado por Ley 23084. Su aceptación es discutida.


      responsabilidad. f. Obligación de reparar y satisfacer por uno mismo o, en ocasiones especiales, por otro, la pérdida causada, el mal inferido o el daño originado. Deber de sufrir las penas establecidas para los delitos o faltas cometidas por dolo o culpa. Capacidad para aceptar las consecuencias de un acto consciente y voluntario. Aptitud para ser sujeto pasivo de la sanción aplicada por autoridad competente. ~ civil. Obligación de resarcir, en lo posible, el daño causado y los perjuicios inferidos por uno mismo o por un tercero, y sin causa que excuse de ello. ~ directa. Cuando el sujeto pasivo de la sanción coincide con el sujeto activo del acto ilícito. Der. Pen. Siempre directa. ~ indirecta. Cuando no coinciden. ~ médica. Obligación que tiene toda persona que ejerce el arte de curar, de responder ante la justicia por los daños ocasionados con motivo del ejercicio de su profesión a título de culpa. ~ penal. La que se concreta en la aplicación de una pena, por acción u omisión (dolosa o culposa) del autor de una u otra. Der. Civ. Puede ser directa o indirecta. El conocimiento y la libertad son los que nos hacen verdaderamente responsables de nuestros actos.


      retractación. f. Acción de retractarse de lo que se había dicho o prometido. Debe ser amplia y categórica.


      retractarse. Desdecirse, arrepentirse, retirar lo dicho. Retractar es revocar expresamente lo que se ha dicho, desdecirse de ello. Arrepentimiento de lo prometido. Negación de lo afirmado.


      Revista de Abogados. Publicación con noticias y artículos de interés jurídico, de Buenos Aires.


      robo. m. Apoderamiento ilegítimo de una cosa mueble, total o parcialmente ajena, con fuerzas en las cosas o con violencia física en las personas.


      rueda de presos. Diligencia procesal penal para la identificación de los sospechosos o acusados por la víctima o testigos de un delito.


      rufián. m. El que hace infame tráfico de mujeres públicas. Por extensión, hombre sin honor y perverso.


       


       


      S


       


      sanción. f. Consecuencia del derecho contra los actos de conducta humana calificados de ilícitos o antijurídicos.


      secuestro. m. Delito contra la libertad física del individuo; consiste en privar ilegalmente a otro de su libertad personal. (No confundir con “rapto”.) ~ extorsivo. El que procura obtener un rescate, es decir, un beneficio patrimonial ilegal. A diferencia del secuestro común, es un delito contra la propiedad.


      seguro, contrato de. Hay contrato de seguro cuando el asegurador se obliga, mediante una prima o cotización, a resarcir un daño o cumplir la presentación convenida si ocurre el evento previsto (Ley 17418). ~ de responsabilidad civil. cobertura que protege al asegurado por daños a terceros.


      semiplena prueba. Aquella que por sí sola no es suficiente para probar un hecho, aunque sí para adoptar ciertas medidas preventivas.


      sentencia. f. Es una de las varias resoluciones judiciales. En especial, lo que se entiende por sentencia definitiva. A modo general, puede decirse que esta es la resolución del juez que pone fin al proceso. Tiene tres partes sustanciales: los resultandos, los considerandos y la dispositiva o fallo. En los resultandos, se indica lo que resulta del juicio (del expediente), y en los considerandos, se mencionan las razones que avalan la decisión, es decir, sus fundamentos. Y finalmente, en la parte dispositiva o fallo, lo que se ha resuelto: hacer lugar o rechazar la demanda (civil, o comercial) o absolver o condenar (penal). Habitualmente, solo se conoce públicamente la parte dispositiva o fallo. (Por esta razón, no es fácil analizar una sentencia judicial y opinar sobre ella, sin conocer todas sus partes).


      SIDE. Sigla. Servicio de Informaciones del Estado (Agencia de Inteligencia Argentina).


      sobornar. Corromper a uno con dádivas para conseguir algo de él.


      soborno. m. Dádiva con la que el sobornador corrompe al sobornado.


      sobreseimiento. m. Resolución judicial por la que cesa definitivamente o se suspende provisionalmente el proceso penal por no existir mérito para continuarlo. Clases: definitivo o provisional; total o parcial.


      sumaria. Proceso escrito. En la jurisdicción militar, conjunto de diligencias instruidas para la averiguación de un delito; es decir, lo que sumario (v.) en la jurisdicción criminal ordinaria. vía ~. Forma abreviada de enjuiciar en asuntos de urgencia o de carácter meramente posesorio.


      sumario. m. Parte de un título situada después del subtítulo, en la que se enumeran los principales elementos de la información. Breve, resumido, compendiado. Nombre de ciertos juicios en que se prescinde de algunas formalidades y se tramitan con mayor rapidez. En el enjuiciamiento criminal, el estado inicial de una causa, que se encuentra en la fase de averiguación o confirmación del delito y de los responsables.


      superstite. Locución latina que significa ‘sobreviviente’.


       


       


      T


       


      tanatología. f. Ciencia que estudia el diagnóstico de la muerte real y de los fenómenos cadavéricos.


      taquería. f. Lunf. Comisaría. Policía en general.


      taquero. Lunf. Comisario.


      temeridad y malicia. Instituciones previstas en defensa de los principios de buena fe, probidad y lealtad procesales. malicia. Todos aquellos actos tendientes a dilatar o a obstruir el trámite procesal. temeridad. Litigar a sabiendas de la falta de razón.


      Tener Presente. Revista jurídica aparecida a mediados de 1998 en Buenos Aires. Contiene temas de doctrina y legislación. La expresión “téngase presente” es muy común cuando se agrega a algún escrito o se hace alguna manifestación en un expediente.


      tentativa. f. Es la actividad de quien, con el fin de cometer un delito determinado, comienza su ejecución, pero no la consuma por circunstancias ajenas a su voluntad.


      testigo. Persona que declara sobre un hecho del que ha tenido conocimiento o bien que ha percibido a través de sus sentidos. El aporte de ese conocimiento que hace el testigo se llama testimonio o declaración testimonial. Es incorrecto decir “el testigo fue indagado”, porque no se lo indaga, se le toma declaración, se lo interroga.


      testimonio. m. Jurídicamente tiene una doble acepción: por una parte, la declaración de un testigo, y por la otra, instrumento que, debidamente firmado y sellado, reproduce y da fe de una actuación judicial.


      tipo penal. Conjunto de elementos, definidos por la ley, constitutivos de un delito. De allí deriva tipicidad.


      toga. f. Vestidura romana, a modo de capa con mucho vuelo, que se llevaba sobre la túnica. Es también el traje de ceremonia que llevan, en algunos países, los magistrados, jueces, fiscales, abogados y algunos auxiliares de la justicia, especialmente durante las audiencias. ~ cándida. Toga de color blanco utilizada por los aspirantes a la magistratura en la antigua Roma. De ahí, deriva el nombre de “candidatos”.


      transacción. f. Modo de extinción de las obligaciones. Consiste en un acuerdo de partes por el cual estas, haciéndose concesiones recíprocas, extinguen obligaciones litigiosas o dudosas.


      transar. Am. Lat. Transigir, ceder, llegar a una transacción o acuerdo.


      transigir. Consentir, llegar a una concordia, avenirse.


      traslado. m. Acción y efecto de comunicar a la parte contraria un escrito o documento para que haga valer sus derechos. En los procesos se utiliza la expresión córrase traslado.


      trata de personas. Promover o facilitar la entrada o salida del país de una mujer o de un menor de edad para que ejerzan la prostitución. Se trata de un atentado a la moralidad sexual y se reprime al que la promueve, es decir, al que toma a su cargo la tarea de hacer entrar o salir del país al sujeto pasivo; es decir, le facilita, le presta una ayuda o colaboración.


      tratado. m. Fuentes del derecho internacional. Son estipulaciones formales entre dos o más Estados. Acuerdos de carácter contractual entre los Estados u organizaciones internacionales, creadores de derechos y obligaciones jurídicas entre las partes. Con jerarquía constitucional: Pacto de San José de Costa Rica (Ley 23054); Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales, Culturales, Civiles y Políticos (Ley 23313); Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Ley 23179); Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos, o Degradantes (Ley 23338) y Convención sobre los Derechos Humanos, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.


       


       


      U


       


      ucase. m. (Del ruso ukaz, ‘decreto’). Decreto del zar. Fig. Orden gubernativa injusta y tiránica.


      UEJN. Sigla. Unión de Empleados de la Justicia Nacional.


      UIA. Sigla. Unión Industrial Argentina.


      UN. Sigla Naciones Unidas. (Véase “ONU”).


      Unesco. Sigla. En inglés, United Nations Educational, Scientific and Cultural Organization. Organización especializada de la ONU que se encarga de promover la colaboración internacional en los campos de la educación, la ciencia y la cultura.


      Unicef. Sigla. Fondo Internacional de las Naciones Unidas para la Ayuda a la Infancia.


      usucapión. (Del latín usucapio, de usus, ‘uso o posesión’, y capere, ‘tomar o adquirir’). f. La adquisición del dominio a través de la prolongada posesión en concepto de dueño. Adquisición del dominio de una cosa por el transcurso del tiempo.


      usurero, a. Persona que presta a un interés excesivo.


      UTPBA. Sigla. Unión Trabajadores de Prensa de Buenos Aires.


      ut supra. Locución latina que se emplea en ciertos documentos para referirse a una fecha, cláusula o frase escrita más arriba. Cast. fecha ~. Como fórmula para no repetir la fecha del encabezamiento de un escrito.


      uxoricidio. (Del lat. uxor, ‘esposa’, coedere, ‘matar’). m. Muerte causada a la mujer por el marido.


       


       


      V


       


      vacío legal. (Véase “laguna del derecho”).


      veedor, ra. Que ve o mira con curiosidad. El que tiene por oficio reconocer o inspeccionar determinadas cosas.


      veredicto. m. (Véase “juicio por jurados”).


      viricidio. (Del lat. vir, ‘varón’, ‘marido’). m. Muerte del marido causada por su esposa.


      violación. f. Infracción, quebrantamiento o transgresión de ley o mandato. Incumplimiento de lo convenido. ~ como delito contra la honestidad o libertad sexual. Comete el delito de violación el que tiene acceso carnal con persona de uno u otro sexo: 1) Cuando la víctima es menor de doce años, 2) Cuando se halla privada de razón o de sentido, o cuando por enfermedad o cualquier otra causa, no pudiere resistir, 3) Cuando se usa fuerza o intimidación. El acceso carnal típico es la penetración del miembro viril en el cuerpo de la víctima, por vía vaginal o rectal. ~ de correspondencia. Apoderamiento indebido de una carta, de un pliego, de un despacho o de otro papel privado, aunque no esté cerrado. ~ de domicilio. Delito que se consuma al entrar en morada o casa de negocio ajena, a sus dependencias o al recinto habitado por otro, contra la voluntad expresa o presunta de quien tenga derecho de excluirlo. La acción punible es la de entrar, o sea, pasar desde afuera al interior.


      voto de censura. El que emiten las Cámaras o corporaciones negando su confianza al gobierno o a una junta directiva.


       


       


      W


       


      warrant. Ing. Certificado de depósito por mercaderías entregadas en garantía de préstamo, negociable como una letra de cambio.
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